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CONSIDERACIOI^ ES GENERALES
El Eatado no ea una oreaciôn arbitraria del caprioho hunm 
no aino una Instituciôn natural. "Aislado de sus semejantes el hombrs 
no puede procurarse lo que ea necesario y ûtil a la vida, ni adquirir 
el perfeeto desenvolvimiento del esplritu y del oorazôn” (1). Su fin, 
natural también,"ea la realizacidn plena del bien comûn temporal” asl 
de las personas individuales como de los grupos sooiales y entidades 
pollticas subordinadas que constituyen su trama orgânica.
En el Estado, como en toda sooiedad, "ezisten dos ooele- 
mentos distintos: individuos, que no pierden su ser personal al entrar 
en sooiedad, y la ooleotividad, reducida a unidad por el orden que - 
existe entre aquellos y su mancomunal esfuerzo para la consecucidn, - 
bajo la direcciôn de la Autoridad, del fin comûn"; y "asl como bay dos 
coelementos, hay dos bienes corrélatives* el bien particular y el bien 
c o m û n . (2).
(1) Leôn XIII• Inmortale Dei.
(2) Julio Tobar Donoso. Ciencia Politics. Pég. 139, Quito, $951
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Lo individual y lo social. He aqul el dilema o conflio- 
to. Siempre veremos reflejada en las pâginas de la historia una vio­
lenta lucha entre lo primero y lo segundo, si no por anularse,
nos por imponerse el uno al otro,
Concretando la ouestidn a nuestro tema, en pâginas siguien 
tes veremos reproducido el fendmeno bosquejado* Las innovaciones que 
ofrece hoy la expropiaoidn forzosa son la résultante de la victoria — 
obtenida, tras cruenta lucha, por el principio social contra los prin- 
cipios individus
Y como la expropiacidn forzosa por causa de utilidad pûbli 
ca supone dos elementos: uno politico^  que le reolama y le détermina, y 
otro econômico, en que actûa y se consuma la reforma intentada, hemos 
de exponer con brevedad algo sobre la evolucidn del Estado y de la Pro 
piedad. En esta forma comprenderemos raoionalmente lo lôgico de las in 
novaciones producidas en estas Instituciones, en cuanto representan una
reproducciôn de aquello que en lo politico se considéra de incumbencia
del Estado; y en lo econômico es urgente y necesario reformer, impues 
ta esta ûltima por motivos de lejana existencia en la historia, pero 
que hoy conminamos con su inaplazable soluciôn. Doctrinariamente es 
casi unânime la consagraciôn de las nuevas ideas, pero al intenter pe^ 
netrar en los cuerpos légales, encuentran aûn la oposiciôn, mâs o mè­
nes disimulada, de intereses poderosos que se resisten a la discipli­
na inflexible a que se les quiere someter.
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Siendo necesario al hombre vivir en sooiedad, y précisa^ 
do es to para coordinar las corrientes opuestas que en su espacio puje 
dan surgir, la experiencia de un poder tutelar, encargado de mante- 
ner en su ôrbita cada uno de los elementos que integran la interde- 
pendencia intelectual y a la vez impulsarlas para nuevas conquistas 
civilizadoras, juste es reconocerles medios de vida suficientes para 
lograr su fin.
No toca analizar en esta tesis el fundamento filosôfico 
e histôrico de ese poder ordenador y ejeoutor de la conservaoiôn so­
cial que llamaraos Estado, ni tampoco examiner su naturaleza y estruo 
tura,
Considerando como una necesidad vital para, el hombre la 
existencia del Estado, lôgicamente hemos de reconocer que précisa es 
tes medios adecuados para cumplir su cometido, Pero el Estado tiene 
sus necesidades propias, las que exige, su vida.
Un Estado sin miramientos huraanos, no tendria razôn de 
ser. Existe para coadyuvar a la acciôn social y humana de los seres; 
sus aspiraciones han de referirse siempre a los hombres; éstos, con_s 
cientes de su flaqueza, reconocen al Estado como el titular, donde — 
se encarnan los supremos anhelos cîvlcos, las angustias nacionales. 
El Estado, como un organisme nacido para un fin, no puede morir por
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ÿnaniciôn, ni tampoco puede quedar incumplida la misiôn a él confiada, 
pues elle séria abdicaclôn vergonzosa de su personalidad*
Si fin primordial del Estado es ordenar los medios de vida 
social, es disponer en condiciones favorables el espacio social para - 
su cœmônico vivir* Por eso dice muy acertadamente Jellinek "que lo 
particular y propio del Estado son las manifestaciones sistemâticas de 
la vida solidaria de los hombres", agregando mâs adelante que "el mâs 
alto principio para la actividad del Estado es promover la evoluciôn 
progresiva de la totalidad del pueblo y de sus miembros".
"Este principio se aplica a très direccionesi la primera 
como miembro del todo; la segunda frente al pueblo, en cuanto es tota­
lidad de los miembros actuales y futuros del Estado; la tercera en re- 
laciôn con la especie humana, de la cual cada pueblo particular no es 
sino un miembro" (3).
Se ha creido durante mucho tiempo que el Estado no tenla 
otro deber que garantizar a cada uno el pleno goce de lo que le perte— 
nece# Esta es la justicia negative, que se limita a velar por la con—  
servaciôn, pero no por la distribuciÔn* En adelante, su deber serâ mâs 
bien positive ; es preciso que el Estado dâ a cada uno lo que las nece— 
sidades normales exijan.
(3) Jellinek* "Teorla General del Estado". Tomo 10, pâg# 86. Madrid,
1903.
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Uno de los principales medios de que dispone el Estado 
para satisfacer las actuales necesidades de sus gobierfios, o para 
proveer las futures necesidades de sus generaciones venideras, es 
la instituciôn de la expropiaciôn forzosa, que nos proponemos ana­
lizar en forma soraera en lo que se refiere a la parte teôrica, y
desde un punto de vista practice, en la forma mâs detallada que seà 
posible, que es seguramente la mâs interesante para nuestro traba- 
jo por el objetivo que êste persigus.
La Legislaciôn Ecuatoriana^en general^  es anacrônica al 
respecte, si bien es verdad que en algunos aspectos parciales puede 
parecer amplia y moderna, pero es évidente que necesita actualj^  
zaciôn vigorosa, sistematizaciôn, unidad en el procedimiento* En dje 
finitiva, una mâs clara distinciôn entre la expropiaciôn de utili­
dad pûblica y la expropiaciôn de interês social, Tenemos que ensan-
char el campo de fines, porque el âmbito actual es muy estrecho, Por 
ejemplo, tenemos que afrontar con valentla la expropiaciôn de parti 
cipaciônes en el capital social, la expropiaciôn de explotaciones - 
afectadas por la acciôn del Estado sobre la economfa, o por exigen­
cies de la gestiôn de los servicios pûblicos, etc.
Nuestra legislaciôn nada dice sobre nuevas figuras jurl- 
dicas modernas que han surgido en legisiaciones mâs adelantadasi
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el consôrcio o el arrendamiento forzoso, en los que se des 
taca la nota comûn de la satisfacoiûn, del interês pûblico por una ac­
ciôn imperative sobre el aproveobamiento del bien objeto de la misma, 
que no llega a ser tan radical que alcance a la transmisiôn obligada - 
de la propiedad, pero que implica una'liraitaciôn individualizada del d£ 
minio a»la que hay que buscar una justa compensaoiôn.
En una palabra, en el Ecuador es urgente un estatuto legal 
bâsico de todas las formas de acciôn administrative "que impliquen una 
lesiôn individualizada de los contenidos econômicos del derecho del par 
tioular por razones de interês general".
Es indispensable ademâs poner remedio a una de las mâs gran 
des deficiencies de nuestra legislaciôn, cual es la ausencia de una pau 
ta legal idônea, que permita hacer efectiva la responsabilidad por da- 
nos causados por la administraciôn. La justa indemnizaciôn que consti­
tue ionalmente se reconoce, no debe ser la ûnica preocupaciôn del legis- 
lador ecuatoriano, sino que debe darse por supuesto que lo ha de conse-
guir el perjudicado en un plafeo que no sea atentatorio contra eus inte­
rests.
Leclaraciôn de utilidad pûblica, necesidad de ocupaciôn, 
justiprecio, pago y toma de posesiôn, deben ser périodes lôgicos en la 
operaciôn jurldioo-administrativa. Cualquier desequilibrio an estos cua
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tro moment08 rompe. la aiinonîa que debe imponerse en un procedimien 
to legal y justo. Es deoir,. estâ bien todo cambio, toda innovaciôn 
para aligerar la formalizaoiôn del registre de legalidadjpero hay - 
que velar por las garanties de protecciôn del derecho del particu­
lar.
La conviccion de que nuestra legislaciôn necesita una 
séria revisiôn en la. materia, me hâ impulsado a estudiar estos a_s 
pectos jurldicos de gran trascendencia en la vida administrative 
derna. No tengo otro afân que el de contribuir, modestamente, a la 
olarificaciôn del problems, rara que juristes mâs doctos encuentren 
los caminos adecuados para la es truc tura oiôn de una nue va y verdadje 
ra Ley General de Expropiaciôn.
He unido a mi interês doctrinario alguna experiencia 
adquirida en el Ayuntaraiento de Quito y en el Congreso Nacional, or 
ganismos en los cuales tuve oportunidad de ser no sôlo testigo sino 
actor decisive en la evoluciôn de esta instituciôn jurîdica.
Pero estos afanes y estas experiencias nada hubieran si^ 
nificado si no hubiese tenido la gran oportunidad de realizar un es- 
tudio comparative de la legislaciôn ecuatoriana con la espanola, da­
das las excelencias de esta dltima^  que la convierten en un modèle — 
ejemplar.
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Este trabajo pudo hacerse en buena parte gracias 
a la ayuda del Institute de Cultura Hispânica (hoy Institute 
de Cooperaci6n Iberoamericana), que no solamente me concediÔ 
una beca durante el tiempo de elaboraci6n de la tesis, sino 
que en todo momento me apoyô y orienté en todo lo necesario 
para la preparaciôn y culminaciôn del presents estudio.
A modo de conclusionss formulâmes, al final de - 
la tesis,, algunas sugerencias que creemos de gran interês p^ 
ra la renovaciên de nuestras instituciones jurIdicas, neces 
tadas de transformaci one s fundamentaies.
Creemos que en tal sentido el presents estudio - 
sera un aporte para perfeccionar en un futuro el sistema ex- 
propiatorio vigente hoy en nuestro pals.
C A P I T Ü L O  I
FROPIEDAD Y EXPROPIACION
Para profundizar en el tema que nos va a ooupar, es pre- 
oiso manejar con claridad y precisiôn algunos oonceptos bâsicos; en­
tre ellos el mismo de expropiaciôn aunque ulteriormente roarqueraos con 
mayor detenimiento sus lîneas.
a ) - La propiedad
a) La cuestiôn etimolôgicat Como dice Castân (4) "La pal^ 
bra propiedad viene de la latina proprietas, derivada de propius lo­
que pertenece a una persona o es propio de ella, vocablo que, a su vez, 
procédé, segtSn algunos filôlogos, de prope, cerca, indicando en su - 
acepciôn mâs general una idea de proximidad y adherencia entre las co-
sas", Por su parte Ernout y Meillet en su "Diccionario Etimolôgico" en 
tienden que proprietas se dériva de proprius y esta palabra de "pro pri 
vo", es deoir, en favor de cada uno.
(4) Derecho Civil Espanol Comûn y Forai. T. II, pâg. 57 y sga...Madrid, 
1957 •
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b) El concepto de propiedad;
1) En la doctrine cabe senalar dos direcciones a la hora 
de définir la propiedad: una, propugnada por muchos romanistes moder­
nes, que la conciben como una suma de faoultades mâs o menos amplias - 
(usar, disfrutar, abusar, vindicar y disponer de una cosa corporal sin 
mâs limitaciones que las impuestas por el ordenamiento jurldico), y 
otra que entiende que el dominio es un senorîo unitario, general, uni­
versal, del que forman parte todos Ids poderes imaginables que quedan 
ezcluidos por virtud de las leyes. Entre los seguidores de esta ûltima 
tendencia cabe citar a Euggiero, Dusi y Wolff (5)«
2) Derecho poaivitoi El articule 348 del Côdigo Civil Es 
panol define la propiedad como "El derecho de gozar y.disponer de una 
cosa sin mâs limitaciones que las establecidas en las leyes" anadien- 
do que el propietario "tiene acciôn contra el tenedor y poseedor de - 
la cosa para reivindicaria". Por su parte el articule 632 del Côdigo 
Italiano de 1942, que responde a las directrices mâs modernas, dice 
que "el propietario tiene derecho de gozar y disponer de la cosa de 
modo pleno y exclusive dentro de los limites y con observancia de - 
las obligaciones establecidas por el ordenamiento jurldico". Final- . 
mente, nuestro Côdigo Civil en su articule 622, prf. 1® dioe asl;
"el dominio (que se llama tambiân propiedad) es el derecho real de 
una cosa corporal, para gozar y disponer de ella arbi#rariamente, no
(5) Euggiero. Instituciones, ed. espanola, T. I. pâgs. 523 y siss.j 
Dusi, Instituzioni. Vol. I, pâg. 305» Wolff; Derecho de cosas, 
tratado de Ennecerus, Vol. I. pâg. 297, eto..
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siendo contra la ley o contra derecho ajeno", si bien a renglôn segui 
do el articule 623 admite igualmente una propiedad sobre cosas incor- 
porales.
Teniendo présente la definiciôn del Côdigo Civil Ecuato—
riano cabe senalar en el dominio las siguientes caracterlsticas:
1®. Se trata de un derecho a gozar y disponer de la co_
sa arbitrariamente, es decir, en principle sin limites, pero nada -
mâs en principio, ya que el propio articule 622 dice que habrâ de - 
ejercerse en forma no contraria a la ley o al derecho ajeno. En este 
punto hay que destacar que nuestra Constituciôn polîtica, articule 
183, senala que si bien se garantiza la propiedad^es necesario conci^  
liar este derecho con su funciôn social; en este mismo sentido la - 
ley de Reforma Agraria y Colonizaciôn déclara que "se garantiza la 
propiedad privada agraria en cuanto cumpla con la funciôn eoonômico- 
social que le corresponde" (articule 2®).
2®. Es un derecho exclusive, porque permite al propie­
tario impedir el goce de la cosa a terceros, pero elle no implica -
que al tiempo que sobre una cosa se da el derecho de propiedad, exi^
tan sobre aquella otros derechos limitados, tante es asl que el pro­
pio articule 622 del Côdigo Civil de mi pals, en su pârrafo 2® admi­
te una propiedad separada del goce de la cosa, lo que en definitiva
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supone que la propiedad es en cuanto a su contenido un dereoho elâ^ 
tico y flexible*
3®» Es un derecho que se prolonge en el tiempo inde- 
finidamente, pues "a priori" no se establéeen limites de carâcter 
temporal*
4®, Siguiendo en principio la concepciôn cldsica ro- 
mana, nuestro Côdigo configura como objeto del dominio a las cosas 
corpora les, pero respondiendo tarnbiên a las mâs modernas direccio­
nes (6)f admite una especial propiedad sobre las cosas incorporales.
B) - La expropiaciôn
a) Etimolôgicamente hablando^expropiar signifies privar de 
lo que es propio, de lo que a pno pertenece.
b) Loctrinalmente, la expropiaciôn ha sido définida asl:
1®. "Privaciôn del dominio privado, decidida por el Po— 
der pûblico en nombre de un interês coleotivo" (Palcôn).
2®. "Privaciôn de la propiedad privada o de derechos 
6 de intereses patrimoniales legîtimos, llevada a cabo imperativamen 
te por la Administraciôn en aras de una causa de utilidad pûblica o
(6) V. Bruji, Delia propriété,, T.I, n®.. 354, pêg. 415, 2® ediciôn.
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simplemente de un interês social, mediante previa indemnizaciôn"
(Castân) (7).
. 3®* Entrena, atendiendo al derecho positivo espanol, en 
tiende que es un "Institute de derecho pûblico en virtud del cual 
el Estado, la Provincia o el Municipio, previa una jus ta indernniza- 
ciôn, priva impérativemente a un sujeto de su propiedad sobre una - 
cosa o de derechos o intereses patrimoniales légitimes, en favor de 
aquellos o de otros sujetos pûblicos o privados, por razones de uti­
lidad .pûblica o de interês social".
o) Teniendo a la vista nuestro derecho positivo, podemos - 
définir la expropiaciôn forzosa de diverses formas, segûn el texto 
jurldico que utilicemos;
1®. Es aquella instituciôn por virtud de la cual el Pi_s 
co, las Municipalidades y las deraâs instituciones de, derecho pûbli— 
co, de acuerdo a las prescripciones légales y por causa dé utilidad 
pûblica, pueden privar a cualquiera de la propiedad o posesiôn de 
sus bienes (Constituciôn polîtica^articule 183).
2®. Es aquella instituciôn por virtud de la cual, tras 
haber sido realizada la deolaraciôn de utilidad pûblica o social -
(7) Ob. cit., Tomo II, 9® éd., 1957, pâg. 290
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por el Pisco, las Municipalidades y las demâs instituciones de der^ 
cho Pûblico, asî como consignada dentro del plazo legal la cantidad 
de dinero fijada por el juez en sentencia, puede uno verse privado 
de una. cosa (inmueble) sobre la cual se tenia el dereoho de propie­
dad (Côdigo de Procedimiento Civil, articulos 842 y siguientes).
3®. Instituciôn utilisable por la Administraciôn PûblJ^  
ca para la ejecuciôn de la politica de desarrollo econômico y so­
cial del pais de modo que quedan privados de la propiedad agraria -
aquellos sujetos que no exploten sus tierras de forma econômica y
oump^iendo con la funciôn social que como propietarios les corres­
ponde (E, de M., Ley de Reforma Agraria y Colonizaciôn de 23 de Ju­
lio de mil novecientos sesenta y cuatro).
Como puede verse, en definitiva, la sustancia de la ir^
tituciôn expropiatoria estâ en la privaciôn singular de un bien en
virtud de un acto de autoridad que encuentra su justificaciôn en la 
utilidad o intereses de la comunidad nacional, pero esto es algo que 
serâ analizado con mayor detenimiento cuando nos ocupemos de los pro 
blemas que la naturaleza jurîdica de la expropiaciôn plantea.
C A P I T U L O  II
PUHDA}iENTO I>S LA EXPROPIACION FORZOSA
a ) El presente tema, fue objeto de intense disousiôn en 
los tiempo8 en que dominaba una mentalidad individualiste,en menos- 
preoio y detrimento de todo lo comunitario y social, pero hoy, par­
ti endo de una ideologla surnamente diferente y en consecuencia de una 
general aceptaciôn de la expropiaciôn forzosa, lo ûnico que se deba­
te es la forma mâs adecuada de justificarla.
b ) Se impone hacer una distinciôn inicial. En efecto, 
hay que separar a los autores que se plantean el problème de la justi­
ficaciôn partiendo de la idea de que la propiedad es un derecho sa- 
grado e intangible,siguiendo los principios de la Deolaraciôn de De­
rechos del Hombre y del Ciudadano de .1789, para los cuales, como pu_e 
de fâcilmente comprenderse, esta instituciôn es rigurosamente excep-
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oional, de aquellos otros que lo hacen conoibiendo el derecho de do­
minio como algo que reposa o tiene su fundamento primero en la util^ 
dad social y, consiguientemente, debe subsistir en la medida que in- 
terese a la Comunidad. Perteneoen a esta segunda posicidn autores de 
la categorla de Duguit, para el cual es perfectamente admisible que 
"el legislador imponga a la propiedad individual todas las limitacio 
nés eue sean conformes a las necesidades sociales", entendiendo que 
son estas ultimas las que moldearân en cada momento los contornos de 
la propiedad, la cual no es, segûn dicho autor, "un derecho intangi­
ble y sagrado, sino algo que continuamente cambia" (8).
C) No hace falta decir que la tesis de mayor aceptaciôn 
es la que considéra que la propiedad es un derecho inviolable y la 
expropiaciôn una rigurosa excepciôn al rôgimen normal de aquella. — 
Ahora bien, dentro de esta postura^hay diversidad de matices segûn - 
los tratadistas; fundamentalmente habria que subdistinguir las si­
guientes dootrinas*
a) Dootrina de la subordinaciôn del interês privado 
al interês pûblica. Para los que siguen esta direcciôn se produce 
como una especie de colisiôn, de encuentro y lucha entre los dere­
chos individuales y el bien comûn, que termina con el sacrificio de 
los primeros; el Estado, como gestor de los intereses comunitarios, 
ha de remover todo lo que représente obstâculo al cumpliraiento de 
su misiôn. Si en algûn momento la propiedad privada constituye un 
autêntico impedimento, el Estado puede utilizar el instrumente jurl_
(6) Duguit Léon. "El concepto moderno de la expropiaciôn forzosa 
por causa de utilidad pûblica". Pâg. 340» Paris, 1911»
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dico de la expropiaciôn forzosa para anularlo* Entre los que siguen 
esta orientaciôn cabe citar a Stein, Persico y Garrido Palla.
b) Doctrina de la conciliaciôn de intereses. El inte­
rês del propietario y el interês social se ven annonizados por vir­
tud de la expropiaciôn forzosa. En efecto, meroed a ellajel Estado 
puede disponer de la . cosa que le résulta indispensable para 
el logro de lo socialraente ûtil y el dueno, por su parte, no queda
privado del valcr econômico que la propiedad lleva consigo, ya que
se le abona la correspondiente indemnizaciôn. Son partidarios de e_s 
ta tesis Meucci y Gascôn.
D) Otros autores, como Garcia de Enterria, enfooan el 
problema de la justificaciôn de la expropiaciôn forzosa desde otro
punto de vista, entendiendo que el poder expropiatorio es refiejo -
concrete del poder sobérano, y, por tanto, la fundamentaciôn ûltima 
de la expropiaciôn habrâ que buscarla en el fundamento mismo de la 
soberania.
e) Teniendo présentes distintos textes positives cabe 
encontrar refiejos de algunas de estas direcciones del pensamiento. 
La Constituciôn politics de mi pais, en su articule 183, dice que, 
"se garantiza el derecho de propiedad conciliândolo con su funciôn 
social" y que "nadie puede ser privado de la propiedad ni de la po— 
sesiôn de sus bienes sino en virtud de mandate judicial o de expro-
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piaciôn legalmente yerificada, por causa de utilidad pûblica^, todo 
lo cual supone aceptar la tesis del carâcter excepcional de la ex—  
propiaci6n y la conciliaciôn del interês pûblico con el privado*
La constituciôn espanola vigente durante la II Repûbli- 
ca, en su articule 44, decia que "toda la riqueza del pais sea quien 
fuere su dueno estâ subordinada a los intereses de la Eoonomia naci^ 
nal", y por su parte el Puero de los Espanoles afirma que "todas las 
formas de propiedad quedan subordinadas a las necesidades de la Na—  
oiôn y al bien comûn" (articule 3O, prf* 2®)* Por tanto, en ambas 
normas constitucionales se sigue en gran parte la doctrina de la su­
bordinaciôn del interês privado al pûblico*
La vigente Constituciôn, de 1978, dice en su articule 
128, "Toda la riqueza del pais en sus distintas formas y sea cual fue 
re su titularidad estâ subordinada al interês general"*
C A P I T U L O  III
LA EXPROPIACION FORZOSA EN LA HISTORIA
Antes de analizar la naturaleza juridica de la expropia­
ciôn forzosa,nos ha parecido interesante hacer una breve resena de su 
evoluciôn histôrica para poder comprender mejor la configuraciÔn ac­
tual de esta figura juridica.
a ) La expropiaciôn forzosa en el derecho romano
Mucho se ha discutido sobre si los romanos conocîan la ex 
propiaciôn forzosa, asl como en caso de ser admitida su existencia
en aquella fase histôrica, la forma y caracterlsticas en que operaba. 
Para algunos autores, es indiscutible que se practicaba la expropia-
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ciôn, no con las peculiaridades modernas, sino en forma imprecisa y 
restringida#
Otros tratadistas, simplemente, niegan que en Roma pueda 
hablarse de expropiaciôn forzosa, en cuanto que apenas habîa coraenz^  
do a delinearse el concepto de propiedad privada.
No faltan quienes adoptan tarnbiên una postura negati- 
va, pero argumentando que esta instituciôn no existiô, por ser caren 
te de utilidad, dada la abundancia de tierras pûblicas en las provi^ 
cias y ante la gran extensiôn de las propiedades que en la capital 
del Imperio existîan. Debe recordarse que las corporaciones religio— 
sas de entonces suponîan para el Estado una disponibilidad de inmue- 
bles por encima de sus necesidades.
Sin embargo, nosotros creemos que no se puede dar una re^ 
puesta dogmatica, terminante. Mas bien estâmes convene!dos de que convi^ 
ne estudiar cual fue la actitud romana en las distintas etapas histô— 
ricas, sin pretender encontrar una soluciôn categôrica sino especifi_ 
ca del problema.
Roma es lo mismo que decir acueductos, puentes, anfitea- 
tros, termas, calzadas, murallas, terres. Si tomamos en cuenta, por 
un lado, la Roma de la êpoca -dinâraica, constructora— y, por otro 
la Roma jurista —creadora de normas légales-, inmediatamente sur­
ge ante nosotros una inquietud. En la realizaciôn de aquellas obraSj
— 21 —
^Roma hubo de chocar con los intereses y derechos de los particula- 
res?. En el trazado de las vîas, en la construcciôn de anfiteatros»
6no tendria que lastimarse la propiedad privada?.
6Existiô en Roma el reconocimiento y la regularizaciôn 
de la hoy llamada expropiaciôn forzosa en la forma contemplada en las 
legislaciones modernas?.
Durante la Repûblica, o al.menos durante los dos ûltimos 
siglos de êsta, no se puede admitir la existencia de la expropiaciôn 
por causa de utilidad pûblica. Sin embargo, Arias Donet dice; "Quizâ 
en tiempos mâs remotos una expropiaciôn forzosa fuese posible a tra- 
vés de la simple coercitio dél'taagistrado, que bastaria para evitar 
una resîstencia injustificada de parte del titular, y en ûltimo tôr- 
mino, el censor controlarla si la expropiaciôn era o no pertinente"
(9).
Kasser tarnbiên sostiene algo parecido: "Puede pensarse 
en la existencia de expropiaciones por causa de utilidad pûblica en 
los primeros siglos de la Repûblica" (lO),
Pero nos parece de mayor peso estudiar en las fuentes mi_s 
mas de la historia romana. Por ejemplo, Cicerôn, en alguna de sus car^  
tas a Atico (IV, 16, 18) se "queja de las sumas énormes que tuvo que
(9) Arias Bonet: "Homenaje a ITicolâc Pérez Serrano". Dominio y utilA 
dad pûblica en Derecho Romano, pâgs. 30 y sis. î.îadrid, 1959#
(10) KasseriRoraisChes Recht als Gemeinschaftsordnung, pâgs. 13 y 55* 
Tubingen, 1939.
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pagar siendo cônsul por las casas necesarias para la ampliaciôn del 
foro. Cum privatis non poterat transigi minere pecunia".
Otro dato desalentador para los optimistas; Livio, en 
Historia (46, 51)> refiriêndose a un acueducto proyectado en I8I (an 
tes de Jesucristo) por los censores Lépido y Pulvio, cuenta que la 
obra no pudo llevarse a cabo por la oposiciôn de un propietario: "Im 
pedimento operi fuit M, Lioinius Crasus, qui per fundum suum aquan 
duci non este passus".
Si no hubo expropiaciôn etftrictarnente hablando, ^cô- 
mo explicar la realizaciôn de grandes obras pûblicas en esta época? 
Bonfante da una explicaciôn que nos parece razonable. y évidente: a)
el espîritu de munificencia pûblica, muy desarrollado en gran parte 
de la poblaciôn romana; b) la ambiciôn polîtica y de propaganda que 
pesarîa en muchos propietarios, y c) la largueza con que se brinda— 
rîa como alioiente el precib de venta.
Durante el Principado, la cosa cambia. Parece deducirse 
la existencia, al menos en algunos casos, de expropiaciones por uti­
lidad pûblica. Un conocido autor afirma por eso categôricamente: "Du 
rante el Principado, aûn cuando no desapareciô el libéralisme de la 
época republicana, una cierta reacciôn, tendante a evitar las exage- 
raciones a que éste habîa dado lu^ a^r, llevô a reconocer la primacîa 
del bien comûn y, en consecuencia, el -régimen de expropiaciones for- 
zosas hubo de ser acatado".
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Los ejemplos son abundantea y vamos ûnicamente a escoger 
algunos que nos darân la idea exacta de la existencia de la expropi^ 
ciôn en esta êpoca.
Prontino de aquis urbis Romae, c. 128 nos da cuenta de que,
bajo Auguste, para la construcciôn de un acueducto se compraban a los 
particulaxes, forzosamente, los terrenes neoesarios.
Tâcito, en Annales (l, 75), refiere que, bajo Tiberio, un 
senador cuya casa habîa sido destruîda por causa de la construcciôn de 
una via pûblica y un acueducto^apelaba sin éxito a los praetores aera— 
rii por los danos causados. Sôlo a posteriori, y al parecer graciosa- 
mente, el eraperador le concediÔ el pretium aedium.
Quizâ nos aolare esta idea mâs todavîa una inscripciôn (CIL, 
VI, 1260), refiriêndose al acueducto de Trajanoi dice que la obra se hizo 
emptis locis.
Durante el imperio hay mueha mâs claridad. En primer têrmi— 
no, todo hombre libre es ya ciudadano, y en segimdo lugar, el sue-
lo del Imperio se ha igualado en cuanto a su consideraciôn juridica. %  
do êl es suelo romano, y sobre êl puede recaer el Derecho de pro—
piedad.
Los textos ahora si tienen una categorla absolute. Se pue­
de muy bien hablar de la existencia de una expropiaciôn forzosa por caja
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sa de utilidad pûblica en esta êpoca roraana. Lîds aûn, atendiendo a 
la naturaleza que el dominium présenta en esta etapa imperial, es 
absolutamente neoesario adraitir una expropiaciôn (\e esta olase, En 
reatidad, lo problemâtico résulta fijar .con nltidez el dereoho. a 
la indemnizaciôn#
Las fuentes también son irréfutables. Por ejemplo, es 
muy interesante la disposicidn de Teodosio, Arcadio y Honorio, rec_o 
gida en CTh, 15j 1, 39, y CJ, 8, 11, 9s "Si Quando concessa a nobis 
licentia fuerit extruendi, id sublirnis magnificentia tua sciât esse 
servandum, ut nulla domus inohoandae publicae fabricae gratia dirua 
tor, nisi usque adquinmaioris pretii ad nostram scientiam referatur, 
ut, ubi, amplior poscitur qimnkitas imperialis extet auctoritas".
La constitucidn va dirigida al praefectus urbi, a ouya 
competenoia se deja la demolicidn de las casas cuyo valor no exceda 
de las $0 libras.
La constitucidn de Honorio y Teodosio, contenida en CTh 
(15, 1, 50), indica "que la belleza de la obra justifica descuidar 
momentdneamente los intereses privados, A cambio del ,perjuicio sufri- 
do, se concede al particular la facultad de edificar en otros luga— 
res, privilégie que parece sustituir a la indemnizaciôn en dinero."
(11).
(11) Arias Bonet, Ob, cit., p. 43.
Gitan los historiedores del Dereoho romano algunos casos ' 
concretos en que se realiza una verdadera expropiaoiôn; la destruc- 
ciôn de edificios que afectaban la estôtica de la ciudad, practicada 
en tiempos de Arcadio, constituye una verdadera expropiaoiôn. Las 1^ 
yes 50, 51 y 52 de Operibus Publicis, del Côdigo teodosiano, dictadas 
para el engrandecimiento de Bizancio, constituyen, a no dudarlo, cla- 
ros casos en esta materia que estâmes estudiando,
Segûn se desprende de las obras de los comentaristas, la 
necesidad de la expropiaoiôn la decretâba el Senado y la ejecutabaH 
los censores y pretores.
Es interesante anotar que la indemnizaciôn, en muehos ca­
sos, no se efectuaba en metâlico; en algunas ocasiones se otorgaban 
derechos sobre otros terrenos, tratândose este caso mâs bien de una 
permuta, En otros casos se otorgabaïal expropia^ Ciertos derechos — 
econômicos, politicos o raeramente sociales.
Un caso que tiene relaciôn con este aserto lo vemos en - 
una disposiciôn de Honorio y Teodosio en CTh, I5, 1, 5I y CJ, 6, 11,
(12) (18): "Unas torres construidas en las murallas de la ciudad se. 
asientan sobre tierras que eran de particulares y los emperadores d^ 
ponen el uso de las torres". Es decir, la indemnizaciôn es el va 
lor de uso que se les concede a los propietarios afectados por esta _ 
figura jurldica.
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Sin embargo, es neoesario aclarar que los romanos en gene— 
ral, y en ninguna de sus épocas —pese al perfeccionamiento que logra—  
ban sus instituciones-, no tuvieron la expropiaoiôn forzosa por causa 
de utilidad publica con todas las caracterîsticas modernes, y si la 
practicaron fue por la imperiosa necesidad en que se encontraron de ejji 
outar grandes trabajos de obras publions o de c omuni caci one s *
B) Edad Media y Moderna
La expropiaoiôn, tal y como hoy se conoce, no fue conce- 
bida en esta larga etapa histôrica, pero esto no puede ser incerpre- 
tado, desde luego, como una absolute inexistencia de precedentes du­
rante la misma. Dentro del carapo doctrinal sobresalen las aportaclo­
nes de glosadores y posglosadores, entre las que destacan la justify 
caciôn de la instituciôn que estudiamos, sea en base al dominium errm 
nens, o sea en razôn alimperium del rey, emperador o principe gober— 
nante, asl como la exigencia de una causa justa para expropiar. El 
problems de la indemnizaciôn fue también objeto de sus estudios. En­
tre estos maestros cabe raencionar —aparté claso es de Bartolo— a 
Jacobo de Arenas, Jacobo de Buitrago, Alberico de Rossati y Baldo,
Dentro del campo legislative deben ser destacadas en la 
Edad Media las Partidas, concretameiite sus leyes 2®, titulo T^ , par— 
tida 2®, y 31, tîtulo .18®, partida 3®, en los siguientes puntos:
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1®, ej rey tiene autoridad para desposeer al propietario; 2®, la ex 
propiaciôn debe tomarse "a procomunal de la tierra o del reino", y 
3®, por la cosa expropiada hay que dar "buen cambio", o si no, com- 
prarla segûn lo que valiese.
Tort y Martorell (12) explica que, "mientras dominé el 
feudalismo, vivid el respeto a la propiedad por la necesidad que - 
siente la aristocracia de la conservacidn de las fortunes", pero — 
cuando pasa a dominar el absolutismo y con él se pone de moda el 
principio del Derecho eminente sobre todo el territorio que tiene 
el rey, asi como su voluntad entend!da como ley, se pudo por aquel 
despojar a su antojo, y si se concedid compensacidn en alguna oca- 
sidn "fue por un sentimiento natural de equidad". Durante el siglo 
XVI se estudiaron los elementos de la expropiacidn, llegândose a 
configurer, segûn indica Nemesio Rodriguez Horo, las lineas fundamen 
tales de esta instituciôn (13).
C) La ^eclaracidn de Derechos del Hombre y del Ciuda- 
dano y el constitucionalismo
a) La historia constitucional de la expropiacidn nace 
en 1789, con la Declaracidn dé Derechos, que consagrd esta institu­
ciôn en su articule 17: "Siendo la propiedad un derecho sagrado e 
inviolable, nadie puede ser privado de ella, de no exigirlo eviden-
(12) Tratado General de la Expropiaoiôn. p» 34* Barcelona, I888.
(13) Nemesio Rodriguez Moro. La expropiaoiôn forzosa, 2a ed. pdg. 66
1964.
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temente la necesidad publica, legalmente coraprobada y con las condi 
clones de previa y justa indemnizaciôn". En relaciôn a este articu­
le, dijo Fernândez de Velasco (14) que "la Asamblea Nacional Franche 
sa creô un Derecho publico constitucional, asegurando la realidad - 
jurldica del Derecho privado por medio de la justa corapensaciôn".
Indudablemente, en la declaraciôn de 1789 se encuentran 
todos los elementos constitutives del moderno concepts de expropia- 
ciôn forzosa. Sin embargo, hay que hacer notar que la idea de "nec_e 
sidad pûblica" pronto cay6 en desuso por restringir demasiado el - 
marco aplicativo de la expropiaciôn, siendo sustituîdo por el con— 
cepto de utilidad pûblica, rods apte para la misiôn estatal de favo— 
recimiento del progreso social. SI distinto significado de necesidad 
y utulidad pûblica fue expuesto en forma clara por Ketro Bonfante en 
los siguientes términos: "En todos los tiempos y en todas las legis— 
laciones, la necesidad pûblica no permits, por inéluctables exigen­
cies de hecho, tomar en consideraciôn los intereses privados, cual- 
quiera que sea su identidad e importancia; la defense social contra 
los ataques del enemigo, cualquier calamidad pûblica, los peligros 
que amenasan la vida de la sociedad, no pueden consentir nunca mir^ 
mientos ante el interés del individuo. La utilidad pûblica mira, en 
cambio, el mejoramiento y el progreso social; el Estado puede consi^  
derar como derecho suyo el remover coactivamente los obstâculos -
(14) Fernândez de Velasco: Principles juridicos y sociales de las. 
ultimas constituciones modernas, p. 8, Murcia, 1923,
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opuestos al mejoramiento de la sociedad por los intereses individua 
les, cuando resulten vanos los medios persuasives. Puede, por tan- 
to, expropiar en determinadas circunstancias, forzosamente, algunos 
bienes a aquellos ciudadanos que no quieran cederlos voluntarlamen­
te mediante la equitativa compensaciôn” (15)*
De otro lado, la expropiaciôn fue contemplada en 1789 
desde un punto de vista negative. En efecto, expropiar, segun la De 
claraciôn de Derechos, es algo que la Administraciôn normalmente no 
puede hacer, porque "la propiedad es un derecho sagrado e inviola­
ble", y "nadie puede ser privado de ella", salvo que se den los su- 
puestos especîficos y la garantia de la legalidad.
*b) C-1t La expropiaciôn en Francia
De oualquier manera, el hito proporcionado por la Revo— 
luciôn Francesa permite centrer el problema en Francia, donde se han 
dado numerosos aportes de Doctrine, y aûn anecdôticos.
La Encyclopédie Dallez, fuente de consulta para los es— 
tudiosos y los expertos franceses, dice: (16)
"La expropiaciôn constituye un grave golpe asestado al 
derecho de propiedad, porque permite la privaciôn total y definiti­
ve ejercida sobre un propietario en vistas al interés general,..cia
(15) Instituciones de Derecho Romano. p, 239.
(16) Encyclopédie Dalloz, Droit Administratif 11 (Parte ETA-Z),
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ro que, por otro lado, el hecho de que se vuelva rutina la prâctica 
de las nacionalizaciones no refrenda sino que recorta la definicion 
anterior; en efecto: no puede hablarse de grave atentado a la propi_e 
dad, porque esta nueva modalidad comporta casi siempre una indemniz^ 
ciôn equitativa.
Pero, por otra parte, la nociôn de interés general se am
plia cada vez mâs; el sentido de su interpretaciôn es cada vez mâs
vasto. (17).
... El principio de la expropiaciôn es incontestable: la 
dificultad consiste, apenas, en delimitar el campo de sus aplicacio- 
nes y en organizar su procedimiento de tal modo que los particulares 
resulten amparados de las evicciones injustificadas, al tiempo que 
reciben, en caso. de ser expropiados, una compensaciôn justa •••
... La reglamentaciôn actual es el resultado de una lar­
ge evoluciôn, y los textos revisados y/o anadidos en 1953, y desde 
esa fecha hasta aquî, traducen, de hecho, nuevas concepciones doctr_i 
nales",
Como se ha dicho ya, la expropiaciôn basada en la neces^
dad que imponen ciertos trabajos de obras pûblicas ha sido admitida,
o por la ley o de hecho, en casi todos los tiempos.
Para la Encyclopédie Dalloz, "los romanos la tenîan, a —
ese nivel, como un recurso mâs de financiaciôn y/o realizaciôn de sus 
obras pûblicas.
(17) Se indica: ",, .ver Ley de Bienes lîaîces del 6 de agosto de 1953 
(D 1 9 5 3 -2 5 9 Rect, 502),,."
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Los textos que pueden consultarse en Paris reiteran el 
carâcter de "confiscaciôn pura y simple que asumiô la expropiaciôn 
en la Edad Media; pura y simple confiscaciôn de los inmuebles en 
base, solamente, al arbitrio del Principe" (l8).
"A partir del siglo XVII, una indemnizaciôn regulada por 
los intendantes -salvo que la regulaciôn del canon precisara del con 
sejo del Rey- comenzô a mitigar la arbitrariedad de las confiscacio- 
nes; pero, en todo caso, esa indemnizaciôn s u c e d i a  a la exprjo 
piaciôn, nunca la p r e c e d i  a". (19)
La Revoluciôn de 1789 consagra principles que estân "en 
abierta oposiciôn con los del antiguo Rôgimen,.. por ejemplo;
•••El articulo 17 de la Declaraciôn de los Derechos Hura_a 
nos, aclara: "Siendo la propiedad sagrada e inviolable, nadie puede 
ser privado de ella sino cuando la necesidad pûblica, legalmente con_s 
tatada, lo exija evidentemente, y siempre bajo la condiciôn de una iri 
demnizaeiôn justa, y previa al desposeimiento"... Très reglas quedan - 
asentadas entonees:
1• Sôlo la necesidad pûblica puede justificar la expro­
piaciôn.
2. La cesiôn de propiedad se hace raediante una indemni­
zaciôn, correspondiente al valor de êsta.
(18) Eitel Medawar: La propiedad medieval. Pâg. 29# Buenos Aires, 1942.
(19) Encyclopédie Dalloz. L'expropriation pour cause d'utilité publi­
que. Droit Administratif - II. (ETA—Z; Pâg. 76,
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3. La entrega del dinero (o depôsito) fijado como in
demnizaeiôn, debe ser previa a la expropiaciôn M
sica del bien.
Y, en fin, el articulo 545 del Côdigo Civil francês, r_e 
fuerza asl uno de los puntos: "...îïadie puede ser forzado a ceder su
propiedad, si no media causa reconocida de utilidad pûblica".(20)
C-2% Hacia una casuîstica francesa.
La Bncyclôbldle Dalloz analiza casos especîficos inter^ 
: *
santés de transcribir.
• '"Trabajos que interesan a la Defensa Nacional.
Art. 1®: Distinciôn entre tiempo de paz y tiempo de gue 
rra \^ 13lj • Un décret o ley del 30 de octubre de 1935 re- 
glamenta la expropiaciôn -u ocupaciôn temporaria- de pro_ 
piedades necesarias a los intereses militares, siempre 
que se de el carâcter de urgencia. Otro decreto, librado 
en la misma fecha, régla las condiciones bajo las que se 
podrân expropiar, o utilizer temporariamente, ciertos t_e 
rrenos que resulten estratégicos para la Fuerza Aérea." 
(21)
(20) Ibidem
(21) Encyclopédie Dalloz. Pâg. c7.
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Naturalmente, que se viva en la paz o en la guerra modi_ 
fica, si no los alcanoes, si los trâmites requeridos por la expro­
piaciôn. Inclusive, la ocupaciôn temporaria es un acto que requiers 
un peligro probable, o "una suposiciôn de peligro", aunque sea pa­
ra ser efectivizada.
Pero el alcance de la guerra, ese "cataclismo sociolôgi 
co que se refleja no sôlo en una lucha armada sino en el cambio de 
valores que irapone a toda una sociedad" (22), puede rozar hasta a 
los inventores.
La Encyclopédie Dalloz, en el apârtado Brevets d'inven­
tion. dice*
# 194. El Decreto del 30 de octubre de 1935 (D.P. 1935*4.
445)> en su parte relative a las patentes de invenciôn, 
aclara que en el caso de inventes que puedan interesar 
a la Defensa Nacional, el Estado queda habilitado para 
expropiar su patente, en todo o en parte, y por decreto, 
siempre que obre una justa indemnizaciôn. El Decreto ccm 
templa todos los inventes que puedan interesar a la De­
fensa Nacional, estén o no patentados,
A todos éstos efectos -sigue la Encyclopédie- Aoe mini^ 
tros de los Departamentos que se interesen por uno o mâs
(22) Gaston Bouthoul* Polemologie, Paris, 1987-.
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inventes, estén autorizados a informarse, en las ofici- 
nas de l'Office National de la Propriété Industrielle, 
y a tîtulo estrictamente confidencial, de todos los do­
ssiers de patentes depositados allî." (23)
La propiedad, y las formas en que puede ser afectada por
una expresa necesidad del Estado, sobre todo cuando esta emerge de -
situaciones estratêgicas (una figura" particular de la utilidad pûbli^  
ca, y suficientemente concrete), encuentra précisa crénica en la Enr- 
cjirclcpedie Dalloz,
Lo mismo que rige para los inventes, los bienes inmue­
bles o los terrenos, es vâlido cuando se trata de casos tan partieu
lares —y vitales— como el correo, los telêgrafos, teléfonos, transmis 
siones radioeléctricas; también, respecte de las autopistas, las ru- 
tas nacionales o caminos provinciales y/o vecinales; inclusive, en 
fin, acerca de las vîas urbanas o férreas, y las marîtimâs , tanto de 
cabot a je comb de al cura.
La via aérea, otra instancia surgida para desafîo de los 
juristes de este siglo, tuvo su referencia en el Decreto Ley de 30 
de octubre de 1935:
• "En cuanto al aeropuerto de Paris, la utilidad pûblica y 
la urgencia requerida por los trabajos de construccién.
(il) Encyclopédie Dalloz, Droit Administratif-II. Pég. 93.
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de reconstrucciôn, de enlace con los centros de servicios, 
asî como las operaciones de urbanizaciôn necesarias para 
la creaciôn del aeropuerto, son declaradas de utilidad pû 
blica por decreto aprobado en el Consejo de Estado (24)#
Las expropiaciones que sea neoesario realizar a fin de — 
llevar adelante los trabajos descritoflr, se harén sobre - 
la aplicaciôn del Decreto Ley de fecha 30 de octubre de 
1935) referente a la expropiaciôn por causa de utilidad - 
pûblica". (25)
Y el arte no esté exento de ser tratado en este capitule 
anecdôtico. La Encyclopédie Dalloz se refiere, por ejemplo, a la ar- 
queologîa:
• "Despuês de la ley del 27 de septiembre de 1941) en la - 
que se reglamentaban las excavaciones arqueolôgicas —todo 
esto, revalidado y modificsdo por la ordenanza del 13 de 
septiembre de 1945—) eus atribuciones légales permiten al 
Ministre de Bellas Artes procéder a la expropiaciôn de 
inmuebles, en aquellos casos en los que la adquisiciôn sea 
précisa a fin de ejecutar excavaciones interesantes para 
el estudio de la prehistoria. Los motives que justifiquen 
las expropiaciones pueden ser varies: asegurar la conser-
(24) Art. 100 du Code d*Aviation Civile et Con.
(25) Encyclopédie Dalloz. Droit Administratif - II. Pâg. 95
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vaciôn de monuraentos, del arte, de la historia o de la 
arqueologla del pais, o bien, para garantizar la conser 
vaoiôn de ruinas, sepulturas u otros vestigios de caréç_ 
ter i n m o b i l i a r i o ,  descubiertos en el curso 
de las excavaciones." (26)
Por lo que puede verse, no se trata sôlo de propiedades 
en el sentido mâs lato del termine, sino que hasta los caminos o el 
arte tienen que ver con la expropiaciôn por causa de utilidad pûbld^  
ca.
Todo esto terminaria por deraostrar, en défi ni ti va', el aser 
to de Bonifazi cuando escribe* "Si entre todos los capitules del Ib 
recho, escojo, escogî y siempre escogeré el de la expropiaciôn por 
causa de pûblica utilidad, es, simpiemente, en virtud de que abccar 
me a ese tema no comporta sôlo un ejercicio de estudioso, n> inclu- 
ye solamente la inspecciôn de tesis o tratados; se trata, en esen- 
cia, de recuperar para el Derecho, por medio de un pârrafo transpa­
rente de toda legislaciôn como es la evidencia de que la utilidad - 
pûblica esté por encima de la propiedad privada, su carâcter de ci en 
cia social, de herramienta por medio de la cual la sociedad se orga 
niza, cuida su présente, vela por su future, respeta su pasado",(2?)
j 6^) Encyclopédie Dalloz. Pâg, 103
(27) Giuseppe Bonifazi. La societû del diritto. Pâg, 223» Siena,
1947.
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C-3* Donde la historia se vuelve legislaciôn
"La expropiaciôn por causa de utilidad publica -dice la 
Jurisprudence Générale Dalloz (28)- esté regida siempre, como lo ejs 
tuvo en la êpoca de la publicaciôn del Répertorie, por la ley del 3 
de mayo de 1841*.«Hasta el dîa de hoy, las leyes -poco numérosas, 
ademâs— proraulgadas en esta materia, no han aportado sustanciales rno 
dificaciones a los principles fijados en I84I...
...Asî, la ley del 22 de junio de I854 tiene simplemen­
ts modificado el nûmero de los jurados que el Consejo General debe 
designer para el arrondi Ornent de Lyon, y la Ley del 3 de julio de 
1860 no tiene otro objeto que autorizar al Gouvernement a incremen— 
tar el numéro de jurados -sobre nôminas proporcionadas por el Conse­
jo General- en aquellos arrondissements en los que esta medida resui­
te necesaria.,.
...Por otra parte, puede senalarse la ley del 27 de julio 
de 1870, que consagra el retorno a los principios instaurados por la 
Ley del 3 de mayo de I64I, en lo que hace a la precisiôn del concep­
ts de u t i l i d a d  p û b l i c a ,  principios que habîan sido 
modificados por el Senado -en consulta del 25-30 de diciembre de I852- 
luego del restablecimiento del Imperio...
...En fin, los decretos del 26 de marzo de I852, 27 de di_ 
ciembre de I856 y I4 de junio de I676, relatives al derecho que asi^
(28) Jurisprudence Générale Dalloz, Supl. 8. EVA—FOU. Pâg. 106.
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te a la Administraciôn de expropiar los terrenos aledanos a las - 
vîas pûblicas de Paris y de otras ciudades a las que se hacîa ex­
tensive el bénéficie de este decreto, en todos aquôllos casos en 
que se s.ospechara que las construcciones particulares, existantes 
o por iniciarse en esos terrenos, conspiraran contra la estêtica, 
la salubridad o la organizaciôn de las mencionadas vîas pûblicas".
Este prôlogo de jurisprudencia sirve, en todo caso, co_ 
mo preâmbulo para una tabla que es informativa e histôrica: la que 
detalla la cronologîa de la legislaciôn francesa relative a la expropi a 
ciôn por causa de utilidad pûblica.
TABLA CROITOLOGICA (29)
24 marzo.— 1® mayo de 1948: Son declarados de utilidad pûblica los 
trabajos relativos a la construcciôn del Palais du Peuple (hoy Pa- . 
lais du Louvre).
26 marzo— 6 abril 1852: Decreto relativo a las calles de Paris (iri 
teresante, sobre todo, por su articule 2, que contiene diverses di_s 
posiciones referidas a la expropiaciôn de construcciones o terrenos 
a fin de construir, prolongar, ensanchar o remodeler en general, las 
calles citadas).
8 noviembre 1852 — 25 marzo 1853: Decreto que déclara de utilidad pu 
blica el inmediato estableciraiento del Boulevard de Strasbourg.
(29) Transcripta de Jurisprudence Générale. Expropriation pour cause 
d*utilité publique. Pâg. 106.
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4-26 febrero 1853: Decreto imperial que déclara de utilidad pûbli­
ca la adquisiciôn y la anexiôn al castillo de Saverne de diverses 
propiedades individuales,
2—24 .junio 1853: Decreto imperial ordenando la aplicaciôn, en nuiïije 
rosas ciudades y pueblos, de los términos del decreto del 26 marzo- 
6 abril I852.
30 .junio- 27 agosto 1853: Ibidem, pero referido a otras ciudades y 
pueblos•
15—22 noviembre 1853: Decreto imperial que déclara de utilidad pû­
blica los alrededores del Louvre y de la calle Rivoli.
22-26 junio 1854: Ley que modifica -para el arrondiàbment de Lyon- 
el articulo 29 de la ley del 3 de mayo I84I, sobre la expropiaciôn 
por causa de utilidad pûblica.
27 diciembre 1856 - 1® enero 1859: Nuevo decreto imperial reglamen 
tando las formas en las que la administraciôn pûblica ejecutaria - 
los términos del precitado decreto del 26 de marzo de I852, relatj^  
vo a las calles de Paris.
21-26 .junio 1865: Ley sobre las asociaciones sindicales (articulo 
18, sobre todo, relativo a la expropiaciôn de los terrenos necesa- 
rios a los trabajos emprendidos por las asociaciones sindicales, — 
expropiaciones que son declaradas de utilidad pûblica).
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4—26 febrero 1653: Decreto imperial que déclara de utilidad pûbli­
ca el inmediato establecimiento del Doulevar
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27 julio-3 agosto 1870: Ley referida a "Grandes Obras Pûblicas".
5 diciembre 1870—20 enero 1671 : Decreto sobre la confecciôn de lis­
tas provisorias destinadas a constituir los .jurys de expropiaciôn.
24-31 .julio 1873: Ley que déclara de utilidad pûblica la construc­
ciôn de una iglesia, en Paris, sobre la colina de Montmartre (hoy, 
Iglesia del Sagrado Corazôn, o SAoré-Coeur).
14 iuni0-2 agosto 1876: Decreto que modifica el reglamento de admi­
nistraciôn pûblica (ejecuciôn de obras en las calles de Paris y 
consiguientes expropiaciones), dictado el 27 de diciembre de I856.
3-4 .julio i860: Ley que autoriza, en ciertos casos, el aumento cuan 
titativo de los jurados (articulo 29., en vigor, de la precitada ley 
del 3 de mayo I64I, sobre la expropiaciôn por causa de utilidad pû­
blica).
22-23 diciembre 1888: Ley destinada a modificar la del 21 junio I665 
sobre las asociaciones sindicales (sobre todo el articulo 7® de - 
aquella precitada ley, relativo a la expropiaciôn de los terrenos - 
que resultaren necesarios para los trabajos emprendidos por estas - 
asociaciones).
—  41 “ *
c) En el siglo actual, la expropiaciôn forzosa ha deja- 
do de ser configurada por muehas constituciones en forma negativa , 
para pasar a cobrar un significado positive. La expropiaciôn se con- 
vierte en un instrumente que la Administraciôn puede utilizer para - 
lograr aquello que a la comunidad nacional es ûtil o interesante.
Veamos seguidamentô c.ômo ha sido tratada la expropi^ 
ciôn en los textos constitucionales espanoles y ecuatorianos, termi- 
nando este epigrafe con una reseha de las normas vigentes en ambos - 
palses sobre esta materia:
l) Las Constituciones espanolas de 1837 y T845 regulan la 
expropiaciôn dentro del sistema de garanties individuales del ciudad^ 
no.Sôlo la admite cuando la utilidad comûn asî lo exija. La constitu 
ciôn de 1869 es realmente innovadora, en cuanto que sustituye la ex — 
propiaciôn administrativa por un sistema expropiatorio judicial; pa­
ra que un ciudadano sea privado de un bien propio es preciso, en to— 
do caso, un mandamiento judicial.
La Constituciôn de I876 da de lado al sistema judicial 
para volver al tradicional, es decir, al administrative.
La Constituciôn de la II Repûblica espahola, en el ar 
tlculo 344, dice que: "La propiedad de toda clase de bienes podrâ - 
ser objeto de expropiaciôn forzosa por causa de utilidad social, me—
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diante adecuada indemnizaciôn, a menos que disponga otra cosa una ley 
aprobada por los votos de la mayor!a absoluta de las Cortes”*
El Fuero de los Espanoles declaraba que "nadie podra ser 
expropiado sino por causa de utilidad publica o interés social, previa 
la correspondiente indenminzacion y de confermidad con lo dispuesto 
en las leyes" (articulo 32).
Por su parte, la vigente Constituciôn, aprobada por las 
Cortes el 31 de octubre de 1978 y sometida y aprobada en referendum 
nacional el 6 de diciembre de dicho aho, dice en el apartado 3. del 
tlculo 33 que: "nadie podra ser privado de sus bienes y derechos sino 
por causa justificada de utilidad pûblica o interés social, mediante 
la correspondiente indemnizaciôn y de conformidad con lo dispuesto por 
las leyes".
 ^ Todo ello, en relaciôn a los textos constitucionales hi^
panes. Respecte a su legislqciôn ordinaria, en Espana la primera - 
fue de 17 de julio de 1836;- luego rigiô la de 10 de enero de 1879, 
hasta 1954, en "convivencia" con una serie de normas extravagantes 
(ley de 7 de octubre de 1939, que habilita un procedimiento expropi^ 
torio de urgencia; ley de 27 de abril de 194^  que establece la expro_ 
piaciôn por interés social; decreto-ley de 19 de octubre de 1948, en 
relaciôn a la expropiaciôn por urbanizaciôn y planes de viviendas).
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Con fecha 16 de diciembre de 1954, las Cortes Espanolas 
aprobaron sobre la base de su proyecto redactado en el Institute de 
Estudios Politicos, la actual ley de Expropiaciôn forzosa, cuya sig- 
nificaciôn jurldica es bien notoria. En efecto, supuso una necesaria 
unificaciôn normativa de esta materia frente a la dispersiôn ante­
rior; ademas, determinô una interesante renovaciôn en el rêgimen de 
la instituciôn estudiada en esta tesis.
El 26 de abril de 1957 fue promulgado el reglamento eje- 
cutivo de la nueva ley.
II) Sobre este mismo esquema mental pasarê a exponer el pa— 
sado y el présente constitucional de mi pals y, por ûltimo, indica— 
rê someraraente la normativa de rango ordinario actualmente en vigor.
C Como acabamos de decir, en primer termine nos ocupare- 
mos de los cuerpos constitucionales ecuatorianos.
En la Legislaciôn Grancolombiana, en el articulo 177 de 
la Constituciôn de Cûcuta, se dice: "Ilinguno podrâ ser privado de la 
mener porciôn de su propiedad, ni êsta serâ aplicada a uses pûblicos 
sin su propio consentimiento o el de su cuerpo legislative; cuando - 
alguna necesidad, legalmente comprobada, exigiere que la propiedad de
) Si bien la nueva Constituciôn recorta algo su amplitud,sô pu_e 
de censiderar que esta ley y su correspondiente reglamento sj^ 
güen plenamente vigentds, dado que en su memento, fue consid^ 
rado una de las mâs adelantadas del mundo y esta importancia 
no la ha perdido.
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algûn ciudadano se aplique a usos semejantes, la condiciôn de una ju^ 
ta compensaciôn debe presuponerse" (31)•
La expropiaciôn por causa de utilidad pûblica expresada 
en este articule se repite en todas las constituciones del Ecuador, 
como veremos a continuaciôn*
La Constituciôn de I83O, en su articulo 62, dice: "Na­
die puede ser privado de su propiedad ni êsta aplicada a ningûn uso
pûblico sin.su consentimiento y sin recibir justas compensaciones a 
juicio de buen varôn". (fNadie esté obligado a prestar servicios per 
sonales que no estên prescrites por la ley, Todos pueden ejercer 1^ 
bremente cualquier cornercio o industrie que no se oponga a las bue— 
nas costumbres") (32),
La Constituciôn de 1835, en su articulo 97, dice: "Nin- 
gûn ecuatoriano serâ privado de su propiedad, o del derecho que a
(31) PIo Jaramillo Alvarado; Estudios iïistôricos, pâg* 298*
Quito*
(32) Constituciôn polîtica del Ecuador, citada por Ramiro Borja y 
Borja, en Derecho Constitucional Ecuatoriano, tomo 3®, apêndi- 
ce, pâg. 120, Madrid, 1959*
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ella tuviera, sino en virtud de sentenoia judicial, salvo el caso en 
que la utilidad publica, calificada por una ley, exija su uso o ena- 
jenaciôn, lo que tendrâ lugar dândose previamente al dueno la indem— 
nizaciôn que se ajustare con él, o se evaluare a juicio de hombres 
buenos" (33).
La Constituciôn de 1843, en su articule 91, dice: "Nin- 
gûn ecuatoriano serâ privado de su propiedad sino en los casos cali_ 
ficados por la ley, para el servicio pûblico o para utilidad comûn, 
previa indemnizaciôn, a juicio de hombres buenos" (34)#
La Constituciôn de 1845, en su articulo 120, dice: "Niri 
gûn ecuatoriano podrâ ser privado de su propiedad, o del derecho a 
que ella tuviese, sino en virtud de sentencia judicial, salvo el c^ 
so que la utilidad pûblica, calificada por la ley, exija su uso o
(33) Constituciôn politica del Ecuador, ob. cit., pâg. I48.
(34) Constituciôn politica del Ecuador, ob. cit., pâg. 178.
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enajenaciôn, lo que tendrâ lugar dândose previamente al dueno la in­
demnizaciôn que se ajustare con él, o avaluada a juicio de hombres - 
buenos" (35
La Constituciôn de I85I, en su articule 114, dice: "A ex 
cepciôn de las contribuciones establecidas por la ley, ningûn ecuato_ 
riano serâ privado de su propiedad para aplicarla a usos pûblicos, — 
salvo el caso en que la autoridad pûblica, calificada por una ley, - 
exija su uso o enajenaciôn, lo que tendrâ lugar dândole previamente 
al dueno la indemnizaciôn que se ajustare con él, o avaluada a juicio 
de hombres buenos" (36).
La Constituciôn de I852, en su articulo 119, dice: "Nin­
gûn ecuatoriano podrâ ser privado de su propiedad, o del derecho que 
a ella tuviere, sino en virtud de sentencia judicial, salvo el caso 
en que la autoridad pûblica, calificada por una ley, exija su uso o 
enajenaciôn, lo que tendrâ lugar dândose previamente al dueno la in­
demnizaciôn que se ajustase con él, o avaluada de hombres buenos" (37).
La Constituciôn de I86I, en su articule 113, dice: "Nadie 
podrâ ser privado de su propiedad o del derecho que a ella tuviere.
(35) Constituciôn politica del Ecuador; ob, cit., pâg. 212.
(36) Constituciôn polîtica del Ecuador, ob, cit., pâg, 251.
(37) Constituciôn politica del Ecuador, ob, cit,, pâg, 266.
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sino en virtud de sertencia judicial, salvo el. caso en que la utili— 
dad pûblica, calificada por una ley, exija su uso o enajenaciôn, lo 
que se verificarâ dando previamente al dueno la ‘indemnizaciôn que - 
se ajustare con él o la suma en que aquêlla se évaluase, a juicio - 
de hombres buenos" (38),
La Constituciôn de l669,*on su articule 98, dice: "Na—
die serâ privado de su propiedad, o del derecho a que ella tuviere,
sino en virtud de sentencia judicial. En caso de que la utilidad pû
».
blica, calificada por una ley, exija el uso o enajenaciôn de una pro^  
piedad particular, se darâ inmediatanente al dueno el precio que se 
ajustare con él o la suma en qôseeavaluare, a juicio de hombres bue­
nos" (39).
La Constituciôn de 1678, en su articule 17, numeral 20, 
garantiza: "La propiedad, con todos sus derechos, y, en consecuen— 
cia: 1®, queda abolida la confiscaciôn de bienes; 2®, nadie puede 
ser privado de su propiedad, o del derecho que a ella tuviere, sino 
en virtud de sentencia judicial o expropiaciôn por causa de utilidad 
pûblica, hecha conforme a la ley y previa indemnizaciôn; 3®, no pue— 
de exigirse ningûn impuesto, derecho o contribuciôn sino por autori— 
dad compétente, y en virtud de una ley que autorice la exanciôn, de-
(38) Constituciôn polîtica del Ecuador, ob, cit., pâg, 321,
(39) Constituciôn polîtica del Ecuador, ob, cit., pâg. 350.
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bieiido giiardarse en todo impuesto la proporcidn posible con los ha— 
bares e Industrie de cada persona; los ecuatorianos gozan de —
libertad de industrie y de la prcpiedad exclusiva de sus descubri— 
mientos. La. ley fijard el tiempo por el cual puede/) conoederse pri­
vilégias exclusivos o darse indemnizacion.es a los inventores, caso 
que prefieran la publicaciôn de sus inventes" (4O).
La Constituciôn de I884, en su articule 257, dice: "A 
nadie se le privarâ de sus bienes sine en virtud de sentencia judi­
cial o de expropiacidn que, previa indemnizaciôn, se declare, segûn 
la ley, por causa de pûblica utilidad" (4 1).
La Constituciôn de 1897, en su articule 16, dice: "A
nadie se. le puede privar de sus bienes sine en virtud de sentencia 
judicial o de expropiaciôn que, previa indemnizaciôn, se dictare,. 
segûn la ley, per Causa de utilidad pûblica" (4 2),
La Constituciôn de 1908, en su articule 26, nûmero 4 0, 
dice: "SI Estado garantiza a los ecuatorianos.,. el derecho de pro— 
piedad, Nadie puede ser privado de sus bienes sine en virtud de sen 
tencia judicial o de expropiaciôn por causa de utilidad pûblica. En 
este segundo caso se indemnizarâ previarnente al propietario el va­
lor de la cosa expropiada" (43).
(4 0) Constituciôn politics del Ecuador, ob. cit., pâg. 35®*
(41) Constituciôn politics del Ecuador, ob. cit., pâg. 397#
(42) Constituciôn politics del Ecuador, ob, cit., pâg. 35^ .
(43) Constituciôn politisa del Ecuador, ob. cit., pdg, 489#
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La Constituciôn de 1929, en su articule 151, dice: "La 
Constituciôn garantiza a les habitantes del Ecuador, principalraen- 
te, los siguientes derechos: •••• el derecho de la propiedad (con
las restricciones que exijan las necesidades y el progreso socia­
les). En tal sentido, corresponde a la ley determiner las obligacijo 
nés, limitaciones y servidurabres en favor de los intereses généra­
les del Estado, del desenvolvimiento econômico nacional y del bie- 
nestar y salubridad pûhlicos" (4 4)#
La Constituciôn de 1945, ©n su articule I46, dice: "El 
Estado garantiza el derecho de propiedad, con las limitaciones que 
exijan las necesidades sociales, de acuerdo con la ley.
Prohîbese toda confiscaciôn.
Ninguna apropiaciôn podrâ hacerse sino por causa de utj^  
lidad social o pûblica, con la justa indemnizaciôn en los términos, 
con los trômites y excepciones que establezca la ley.
El rêgimen de la vida econômica debe responder a princi_ 
pios de justi.cia social y tender a liberar ae la raiseria a todos - 
los ecuatorianos, proporcionândoles una existencia digna. La propi^ 
dad, por tanto, créa obligaciones sociales, y, en consecuencia, la
(4 4) Constituciôn polîtica del Ecuador, ob. cit., pôg. 547*
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utilizaciôn de la riqueza del pals,, sea qui en fuere su dueno, estâ su
bordinada a los intereses de la oolectividad.
El Estado regularâ las actividades de la vida econômica 
nacional, a fin de obtener el mâximo aprovechamiento de la riqueza y 
la distribuciôn mâs justa de ella. Procurarâ mantener el estîmulo n^ 
cesario para asegurar el aporte de la iniciativa privada.
Para éncauzar la economîa nacional, el Estado dictarâ los 
planes adecuados, a los que se someterân las actividades privadas, -
sin perjuicio de lo establecido sobre el rêgimen de la propiedad.
El Estadoj cuando lo exigieran los intereses econômicos - 
del pais, podrô nacionalizar, previa expropiaciôn legal, enpresas - 
privadas que prèsten servicios publiées y reglamentar su administra— 
ciôn.
El cultivo y explbtaciôn de la tierra son un deber de su 
propietario para con la sociedad.
Se prohibe el raantenimiento de tierras incultas. La ley 
fijarâ el mâximo de tierras incultas de réservas que pueda poseer c^ 
da propietario, conforme al tipo de explotaciôn agricole, forestal, 
pecuaria o industrial, a las peculiaridades régionales y a las condi_
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clones naturales o têcnicas de la producciôn, y contemplarâ la forma 
justa y equitativa de incorporer a la producciÔn las que excedan de 
los limites fijados.
El Estado darâ el apoyo econômico y técnico necesario pa 
ra desarrollar el sistema cooperative de explotaciôn agricole, esta- 
bleciêndolo especialmente en las tierras de su propiedad y haciendo 
las expropiaciones necesarias a este fin. Tambiên protegerâ la peoue 
na propiedad y la propiedad comunal. Los.pueblos o caserios que ca- 
rezcan de tierras o aguas o dispongan de estes elementos en cantidad 
insuficiente para la satisfacciôn de sus necesidades primordiales, — 
tendrân derecho a que se les dote de ellas, aun tomândolas de las pr^ 
piedades inmediatas, sierapre que no puedan utilizarse otras fuentes 
econômicamente aprovechables. Se procurarâ en estos cases armonizar 
los intereses de la poblaciôn con los de los propietarios.
«Nùestra anterior Constituciôn politica, deolaraba —
en el articule 183: "Se garantiza el derecho de propiedad con
ciliândolo con su funciôn social. Prohibese la confiscaciôn de bienes, 
la que, si de hecho llegare a producirse, no causarâ alteraciôn aigu- 
na en el derecho de la parte perjudicada ni prescripciôn de ninguna — 
clase, y originarâ, contra la autoridad que la ordenase y contra el - 
Fisco, acciôn sumaria de dahos y perjuicios. Nadie puede ser privado
NOTA.— La Carta Fundamental elaborada en 1938 no rigiô, no imperô, tu 
vo solamente vigencia para la elecciôn d-e présidente y la re— 
cepciôn de su promesa.
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de la propiedad ni de la posesiôn de sus bienes sino en virtud de mari 
dato judicial o de expropiaciôn legalmente verificada por causa de - 
utilidad pûblica. Solo el Fisco, las municipalidades y las demâs in^ 
tituciones de Derecho publico podrân promover expropiaciones por eau 
sa de utilidad pûblica. La expropiaciôn para construcciôn, ensanche 
y mejora de carainos, ferrovlas, campes de aviaciôn y poblaciones^ se 
regirâ por leyes especiales. Solamente las autoridades que ejercen - 
funciôn judicial en cualquier orden que emane la ley podrân dictar - 
providencias que impidan u obsten la libre contrataciôn, transferen- 
cia y transmisiôn de la propiedad. No surtirâ efecto ni serâ obêdec_i 
da orden alguna al respecte que dimane de otra autoridad".
Nuestra vigente Constituciôn Polîtica, que entrô en vi—  
gor en 1977, dedica très articules al tema de la expropiaciôn:
Art* 47*- "Fara fines de orden social, el sector publico, 
nediante el procedimiento y forma de page que indique la ley, podrâ 
nacionalizar o expropiar, en su caso, previa justa indemnizaciôn, los 
bienes, derechos y actividades que pertenezcan a los otros seetores, 
para sî o para cualesquiera de los demâs sectores mencionados.
Se prohibe toda confiscaciôn".
Art. 48.- "La propiedad, en cualquiera de sus formas, in­
clusive la privada, constituye un derecho que el Estado reconoce y ga 
rantiza para la organ!zaciôn de su econœnîa cuando cumpla su funciôn 
social* Esta debe traducirse en una elevaciôn y redistribuciôn del in 
greso, que permita a toda la poblaciôn compartir los bénéficies de la 
riqueza y el desarrollo".
- 53 -
Art. 50.- "Para hacer efectivo el derecho a la vivienda 
las municipalidades podrân expropiar, reservar y controlar areas pa 
ra ©1 desarrollo future de los centres urbanes, de conformidad con 
la ley".
Pero para me jor darse cuenta de cômo se llegô a la re—  
dacciôn de este articulado, considérâmes del mayor interés reprodu- 
cir el de la Exposiciôn de Motives que le die origen y que dice asi:
"Art. 22.- El Estado garantiza el derecho de propiedad 
con las limitaciones que exijan las necesidades sociales, de acuer­
do con la ley.
S6I0 el Estado y los organismes seccionales podrân rea- 
lizar expropiaciones por causa de utilidad social o pûblica, psigan- 
do la justa indemnizaciôn, en los términos y con los trâmites que - 
establezca la ley.
Se respetarân para las expropiaciones, las excepciones
légales.
No habrâ bienes inmuebles que a perpetuidad sean inali e. 
nables o indivisibles.
La propiedad créa obligaciones sociales. En cons e eue n—  
cia, la utilizaciôn de la riqueza del paîs, cualesquiera que sean - 
sus duenos, estâ subordinada a los intereses de la oolectividad.
Es deber del Estado planificar y ejecutar la Reforma —  
Agraria para transformer la ©structura econômica y social del pads, 
aprovechar adecuadamente los recursos naturales, lograT un crecien-
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miento sostenido de la producciôn del sector agropecuario, incorporar 
al proceso de desarrollo a los campesinos, y procurer la integraciôn 
del minifundio y la eliminaciôn del latifundio* La le.v regularâ todo 
lo relacionado con la afectaciôn mediante la expropiaciôn. la rever—  
siôn y la êxtinciôn del derecho de dominio, y determinarâ todos los - 
medios para llevar a caho la reforma agraria*
Prohibes© la expropiaciôn de las tierras de las comunida- 
des indlgenas".
En cuanto a las normas de range inferior sobre expropia—  
ciôn forzosa en Ecuador, hay que mencionar las siguientes fundamenta­
ies;
1®. Côdigo de procedimiento Civil (libre II, tltulo II, - 
secciôn 22, sobre el juicio de expropiaciôn).
2®. Ljoy de Gamines.
3®. Ley de Aguas.
4®. Ley de Régimen municipal.
5®. Estatuto jurldico de las Comisiones Campesinas.
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6®, Deoreto supremo nûm. I65 (13 de julio de 1938),
7®. Deoreto supremo nûm. 182 (29 de julio de 1938).
8®. Deoreto supremo nûm. I84 (4 de agosto de 1938).
9®. Ley de Impuestos sobre herencias, legados y donaciones.
10», Ley de Reforma Agraria y Colonizaciôn (23 de julio de I964).
A continuaciôn transcribimos algunos de los preceptos que 
se contienen en los ouerpos légales que acabamos de mencionar#
1. Los articulos 5°, 6®, 7°, 8® y 9° de la ley de Garninos se
refieren a la expropiaciôn de terrenos necesarios para la apertura de 
nuevas vlas, o para el ensanche de las existentes, o para modificar — 
las o perfeccionarlas,
Los mencionados articules dicen;
"Art, Ni el Gobierno ni los particulares pagarân indemnizaciôn -
alguna por el valor de los terrenos que fueren necesarios expropiar, 
tanto para la apertura de nuevas vias o para el ensanche de los cami- 
nos existentes dentro de las dimensiones indicadas en el articule 3®, 
o para modificarlos o" perfeccionarlos, a menos que la parte que se - 
ocupare alcance a mâs del 10 por 100 del ârea total de la misma pro — 
piedad o se causare a êsta una desmejorâ que exceda del 5 por 100 de 
su valor total".
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"Art, 6®, Si la ocupaciôn del terreno acarrea perjuicio a fâbricas, 
edificios, canales, acueductos, etc,, se indemnizarâ, previo avaluo, 
de conformidad con esta ley",
"Art, 7®. Para la construcciôn de nuevas carreteras, carainos y sen­
der os, se podrân ocupar terrenos de propiedad particular o de cual- 
quier entidad de Derecho pûhlico, procediendo a expropiarlos de con— 
formidad con los preceptos siguientes:
"a) La Direcciôn General de Ohras Pûblicas solicitarâ al Hi— 
nisterio de Obras Pûblicas la expropiaciôn del terreno o terrenos n^ 
cesarios para la construcciôn del camino' que se trata de abrir, de — 
terminando la situaciôn, extensiôn y ârea del suelo que ha menester 
ocuparse, y los nombres de los respectives duenos, A la solicitud se 
acompanarân los pianos suseritos por el Director General de Obras 
blicas o por el Ingeniero Jefe de la obra.
La apertura de carreteras de tercer orden, carainos de herra 
dura y senderos para uso particular serâ solicitada por el interesado 
a la Direcciôn General de Obras Pûblicas, sujetândose a las prescrip- 
ciones sehaladas en el inciso anterior, Los pianos serân firmados por 
un ingeniero, el Kinistro de Obras Pûblicas ordenarâ se notifique al 
dueho del predio a quien se le entregarâ uno de los citados pianos, - 
para que dentro del perentorio térniino.de diez dias, contados desde - 
la fecha de la notificaciôn, formule los reclamos que por perjuicios
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tuviere derecho a que se indeninice, de acuerdo con los articulos 5® 
y 6®, El pliego de reclamaciones se entregarâ al mismo funcionario 
o empleado que hubiere hecho la citaciôn, el cual pondrâ la fe de 
presentaçiôn respective•
Si no se presentare reclamo alguno dentro del término indic_a 
do, se ordenarâ la expropiaciôn del terreno por orden ministerial, 
expresando el sitio, ârea, extensiôn, etc., orden cu;>’'a copia, debi- 
daraente legalizadâ, se protocolizarâ, junto con el piano respective, 
en una notaria de cantôn y se inscribirâ en el Eegistro de la Pro­
piedad, para que sirva de suficiente tltulo de dominio, Verificada 
la inscripciôn, se procederâ a ocupar el terreno sin mas requisite,
”b) Si el dueno del predio presentare reclamos dentro del tér— 
mino, el l'inisterio ordenarâ que el interesado y la Direcciôn Gene­
ral de Obras Pûblicas nombren un perito cada une 'para informe respe^ ç 
to del valor de las indeinnizaciones a que hubiere lugaf. Si los per^ 
tos se hallaren discordes, el Ministro nombrarâ un tercero, quien po_ 
drâ o no adherirse al dictamen de los anteriores, El Ministro fijarâ 
el término dentro del cual los péritos deben desempehar su coraetido, 
y si no lo hicieren, les impondrâ una multa hasta de 100 sucres y o^ 
denarâ que se designer) nuevos peritos o nombrarâ otro diriment e, se­
gûn el caso, Los peritos, antes de desempehar el cargo, jurarân eje^ 
cerlo fiel y legalmente, ante el Ministre de Obras Pûblicas o ante - 
el funcionario que êste désigné.
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"No es obligaciôn del Ministre atenerse, contra su convicciôn^ 
al juicio de los peritos,
"Si el dictamen de los peritos adolece de errer esencial, de- 
berâ el Ministre ordenar que se corrija por otros peritos, sin per- 
juicio de la responsabilidad en que los anteriores hubieren incurr^ 
do por dolo o mala fe,
"c) Si el dueno no nombrare perito dentro del tercer dia, con 
tando desde la fecha de la notificaciôn, el avalûo lo verificarâ — 
ûnicamente el perito designado por el Gobierno, El interesado podrâ 
concurrir al avalûo y hacer los reclamos que a bien tuviere.
"d) Verificado el avalûo, el Ministre ordenarâ el page de las 
indeinnizaciones, o consignarâ su valor ante el juez compétente, - 
quien ordenarâ se notifique la consigriaciôn al dueno. Si el intere­
sado no recibiera el dinero, se le depositarâ con arreglo al artîcu 
lo 69 de la Ley Orgânica de Hacienda,
"e) Cumpliendo las diligencias «ûtedichas, el Présidente de 
la Repûblica decretarâ la expropiaciôn en la forma y modo détermina 
dos en el inciso a),
"El page de indemnizaciones y gastos de protocolizaciôn e 
inscripciôn se harâ con los fondes de la respective obra, o del 
particular que solicite la apertura del camino.
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"El cezramiento de loe terrenos adjacentes a la nueva via se 
harâ tan s61o en los huertos, sembrados, debesas o sitios cultiva- 
dos existentes en el momento de la apertura del camino. El valor - 
del cerramiento se pagard con fondos de la respective obra o por 
el particular que baya solicitado la apertura, segûn el caso.
"La cerca serd igual a la que se enouentra oiroundando el
terreno, y si hubiere diverses clases de cerca se pondrd una igual
>
a la de menor costo."
"Art! 8®. Por deoreto ejecutivo, los caminos y senderos de propi^ 
dad particular pueden destinarse al uso pûblico, siempre que sean 
necesarios para unir poblaciones o ôstas con carreteras. Las indem 
nizaciones se pagarân segûn lo dispuesto en el articule 5®".
"Art. 9®, El Director General de Obras Pûblicas prèsentard al Pre 
sidente de la Repûblica croquis de las vlas existentes, calificdiM 
dolas segûn el articule 1». Aprobada la clasificaciôn por acuerdo 
ejecutivo, y publicado en el Registre Ofioial, se podrân ocupar - 
sin ningûn trdmite los terrenos necesarios para la adaptaciôn de - 
los caminos existentes a la nueva clasificaciôn. Se derrocardn cer 
cas, si es necesario, y se harân desmontes y las demds obras con- 
duoentes al objeto. . ,
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"Si hubiere lugar al pago de perjuicioe, se procederâ al ava 
lûo, siguiendo el trdmite del artlculo 7®"*
2. Hespecto de las aguas, el artlculo 9® de la Ley de
Aguas dispone quel
"Cuando para los menesteres de una poblaciôn o para otros 
objetos de utilidad pûblica sea necesario expropiar, estanoar o 
desviar aguas de propiedad particular o adjudicarlas a alguna per­
sona privada, se procederâ previarnente a la indemnizaciôn corres— 
pondiente, observando los trâmites de juicio de expropiaciôn» En 
la indemnizaciôn se tomarâ en cuenta no sôlo el valor venal del - 
agua y de las obras que para llevar la a cabo hubieren construldo, 
sino tambiên las disminuciones en el valor del fundo o estableci- 
miento industrial que quedase privado de esa agua",
3# La Ley de Rêgimen municipal dispone:
"Art, 116. Cuando la faja expropiada para el ensanchamiento de 
calles, plazas, parques, paseos pûblicos, sitios verdes, etc», no 
alcanzare a la veinteava parte de la superficie total de la propie 
dad, y siempre que no existan construcciones, nada se deberâ por 
concepts de indemnizaciôn, ya que se entenderâ compensado el valor 
del terreno con el de la plusvalla que adquiera la propiedad» Si
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exoedlere de la veinteava parte, ee pagarS el valor del ezceso, y si 
hubiere construcciones, el valor de Ôstas,calculado por un perito del 
Concejo y otro del interesado. En caso de disparidad, decidirâ un pe­
rito dlrimente nombrado por las partes, o por el juez provincial, a 
petioiôn de cualquiera de ellas, si no se hubieran puesto de aouerdo. 
En este caso, el juez procederâ al nombramiento en el término perent^ 
rio de tree dlas, y sin mâs trâmite que oir a la otra parte en el tér 
mino de veinticuatro horas".
"Art. 117* La Munioipalidad no pagarâ indemnizaciôn alguna por los te, 
rrenos que ocupe con el fin de construir caminos que faoiliten el ao- 
ceso a las plantas de luz y fuerza elêotrioa, asi como a las fuentes 
y al sistema de abasteoimiento, distribuciôn y purificaciôn de agua, 
salvo que la ocupaciôn afecte a pequenos inmuebles, con grave pôrdida 
de su valor, en ouyo caso se procederâ al pago de indemnizaciones, que 
se determinarân segûn el oriterio establecido en el artlculo anterior",
4. El Estatuto Jurldico de las Comunidades Campesinas dice:
"Art. 7®» El Estado harâ efactiva la protecoiôn y tutela a las comu­
nidades campesinas, especialmente por medio del Ml nisterio de Frevi- 
siôn Social, el que tendrô, con respecte a ellas, las siguientes atri, 
buoiones:
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"e) Procéder a la expropiaciôn de las aguas y tierras que fue­
ren indispensables para el mantenimiento de las comunidades,"
5# El deoreto supremo nûmero I65, de 13 de julio de 1938, di
cet
"Gonsiderando que es deber de los poderes pûblicos prestar to, 
da olase de facilidades para que los ciudadanos o las oorporacionés - 
puedan adquirir parcelas o lotes de terrenos para la formaciôn o en- 
sanobamiento de poblados urbanos o rurales, o para la oonstituoiôn de 
la pequena propiedad. DECRETAS la slguiente reglamentaciôn para esas 
adquisioioness
"Art. 1®. El Mi nisterio de Previsiôn Sooial intervenir A en las van­
tas y adjudioaciones mediante la expediciôn de un acuerdo adjudicata- 
rio, individual o coleotivo; la cabida o superficie del lote o lotes 
que se vendan o adjudiquen, de conformidad con los pianos e informes 
periciales que hubieren servido de base para estas operaoiones; los - 
linderos preoisos de estas parcelas; el valor unitario por métro cua- 
drado, o el del cuerpo cierto, y el precio total; la forma de pago, - 
si es a plazos, se determinarâ el tiempo de amortizaoiôn de la deuda, 
la estipulaoiôn de los intereses, etc,, y las demâs estipulaciones - 
que fueren menester para que este tltulo tenga la validez consiguien­
te, Este acuerdo, debidamente protocolizado en una de las notarias del
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cantôn a que pertenezca el inmueble materia de la venta o adjudica- 
oiôn e inscrite en la Oficina del Ecgistrador de la Propiedad, ser- 
virâ de suficiente y legal tltulo a favor de los compradores, quie- 
nes, en los diferentes actps traslativos de dominio o en oualquier 
obligaoiÔn que oontraigan sobre esos bienes, deben referirse al men 
cionado instrumente, el oual serâ, ademâs, publicado en el Registre 
Oficial y en el espeoial, que, para el efecto del control y la est,a 
dlstica, se llevarâ en el Departamento de Economîa Social del Mini^ 
terio del ramo."
"Art. 2®. Llenadas las formalidades que se determinan en el artîcu 
lo anterior, y cuando llegue el oaso lo exigiere el comprador,ycon 
oluîdas las labores de lotizaciôn y amojonamiento sobre el terreno, 
el Departamento de Economîa Social, o oualquiera autoridad delegada . 
para el efecto, procederâ a la entrega y posesiôn material del te­
rreno vendido, sujetândose, en cuanto a la cabida y linderos, a los 
detalles indicados en el tîtulo de que habla el articule preoedente.
"El jefe del mencionado departamento o la autoridad delegada, 
quedan facultados para resolver las difioultades que se presenteren 
en la entrega de los citados lotes o parcelas o en la aclaraoiôn de 
sus cabidas y linderos •
"Art. 3®. Para la venta de los lotes de que se trata en el présente 
deoreto, el ministre se sujetarâ al siguiente orden de preferenoiai
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"1®. A los colonos, oomuneros, veolnos o residentes babituales 
del lugar en beneficio de los cuales se verifiquen esas ventas,prefirien 
do, cuando se trate de ventas Individuales, a los jefes de familia, 
entendiéhdose como tales el padre, la madre y los curadores legalmen­
te constituîdos, o los apoderados y représentantes de menores;
"2®. A los pobladores de caserios, anejos, barrios, partidos, cjo 
munidades, parcialidades y, en general, de las comunes o a los propie, 
tarios oirounveoinos;
"3®. A los adjudicatarios, posesionarios o aparoeros de terru- 
nos oomunales, ejidales o bald^os de la respective oirounsoripcldn;
"4®# A todas las coleotividades o ciudadanos que manifiestan - 
su voluntâd de aveoinarse en esos lugares con fines de oolonizaoiôn, 
comercio, arte, industria o residenoia habitual.
Art. 4®. Bisputândose la compra de lotes entre dos o mâs interesados, 
serâ preferido el que ofrezca hasta un 50 por 100 mâs del preoio del 
avalûo; y, en igualdad de condiciones, el Ministre adjudicarâ por sor . 
teo, dejando de este particular conatancia en su aota.
"Queda prohibido adquirir direotamente, o por intermedio de 
otro, mâs de dos lotes de terreno por persona o familia, y, en todo - 
oaso, se procurarâ que la venta sea de dos lotes oontiguos.
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"Art. 5®« Las ventas sa harân de aouerdo con las presorlpclones de 
los respectivos decretos de expropiaoiôn o oompra, es deoir, de oon^  
tado o a plazos. En el primer caso, el ayudante general del Departs 
mento de Economie Social o la persona que el Ministerio comisionare, 
recibirâ el dinero produoto de la enajenaoidn, otorgarâ los recibos 
oorrespondientes y el monto de las recaudaoiones serâ depositado en 
el Banco Central del Ecuador en una cuenta espeoial, para el pago al 
dueno del predio expropiado o para atender a las inversiones que se 
determinen en cada deoreto.
"El ezpresado funcionario darâ cuenta de las recaudaoiones al 
Ministerio de Economie y a la Direcciôn de la Contralorla#
"Art. 6®. Los actes traslaticios de dominio indicados en este decree 
to no estarân sujetos a ningûn gravamen ni pago de alcabala, inscris 
ciôn ni timbres.
"Art. 7®. Los lotes que se reservare el Estado, de la venta, desti- 
nados a edificios pûblicos o a obras comunales, podrân ser donados - 
gratuitamente a favor de personas naturales o jurldioas, en la forma 
determinada en el articule 1®.
"Art. 8®. Los dereohos de Notaria y Registre de la Propiedad serân 
de cuenta de los interesados.
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"Art# 9®* Esta reglamentaciôn no se refiere a la expropiaciôn y paroe- 
laoiôn de terrenos urbanos efectuados por las municipalidades, las que 
deben régirse por las prescripciones contenidas en la ley de Rêgimen —  
municipal, y en las ordenanzas correspondientes."
6. El deoreto supremo nûmero 181, de 29 de julio de 1938, di-
oei
"Gonsiderando % Que es deber del Estado proourar a los pequenos - 
poblados, a los caserios, parroquias y cantones las facilidades pa­
ra su ensanchamiento y mejor desarrollo coleotivo.
DECRETA
"Artlculo 1®. Cuando una corauna, caserio, parroquia o cantôn necesitj^  
re para su onsanchamiento, para fines agricoles o alguna otra olase de 
explotaciôn, mayor extensiôn de tierras que las que ya poseyere, soli— 
citarâ al Ministro de Previsiôn Social:
"a) La reversiôn de las tierras que, habiendo pertenecido a cornu 
nidades indlgenas o campesinas, a parroquias o cantones, hubieren pasja 
do a poder de teroeros.
?b) La adjudicaoiôn de las que fueren de propiedad particular y 
estuvieren situadas dentro del perimetro urbano o en la cirounsorip- 
olôn de la comuna, caserio o parroquia que la solicite.
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"o) De las que, estando en Igual ubioaoiôn, hubieren pasado a 
poder del Estado, las munioipalidades o instituciones con personerla 
jurîdica.
"Art. 2®. Las coleotividades que, de acuerdo con el articule anterior, 
verificaran peticiones de tierra, las presenterAn al comisario de Pre­
visiôn Social, y en el lugar donde ôste no hubiere, al Gobernador de 
la respectiva provincia, quien, con el informe de su parte, las envia- 
râ en original al Ministerio de Previsiôn Social.
"Art, 3®. %  creerlo conveniente, el Mi nisterio de Previsiôn Social or­
denarâ se. procéda a la respectiva inspecciôn ocular, por medio de un - 
delegado que désignera para el efecto. Y en todo caso ordenarâ se pro­
céda a levantar la respectiva informaciôn aceroa de las necesidades ex 
puestas en la petioiôn, la extensiôn de las tierras pedidas, y por me­
dio de un perito que designarâ para el efecto, en cada caso, obtendrâ 
el avalûo oorrespondiente.
"Art. 4®* Al verificar la inspecciôn ocular, y previarnente a la reoep 
ciôn de la informaciôn sumaria, se oitarâ la peticiôn y la providencia 
que en ella reoayese, al dueno del predio cuyas tierras se soliciten.
La citaciôn se verificarâ de conformidad con lo dispuesto en el Côdigo 
de procedimiento civil, o sea, por comisiôn a una de las autoridades — 
del lugar en donde residiere el .propietario del predio o donde estuvi^ e 
se situado, por très boletas o en persona.
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*Art# 5®* Recibida la citaciôn, deberâ concurrir por si o por medio 
de un représentante a la prâotica de las diligencias de que habla - 
el artlculo anterior.
"Art, 6®. Las faltas de tramitaoiôn que no sean de aquellas que causan 
perjuicios irréparables, no serân causa de nulidad de las adjudicacio- 
nes verificadas.
"Art. 7®# Terminada la informaciôn, por acuerdo que, protocolizado, - 
servirâ de tîtulo suficiente, se deolararâ la expropiaciôn y adjudica 
oiôn.
"Art. 8®. No podrâ protocolizarse ni inscribirse en el acuerdo de ex­
propiaciôn y adjudicaoiôn, sin que conste el habor depositado en un 
Banco de la localidad, por lo menos, el $0 por 100 del valor del pre­
cio por parte de los adjudicatarios.
"Art. 9®* El Estado queda en todo caso responsable de la diferencia, 
pudiendo verificar el pago de Ôsta de la fecha en dos anos, quedando 
en todo caso en libertad de poder hacerlo antes.
"Art. 10®. El dueno del fundo expropiado tiens derecho a que se le rc- 
bonozca hasta un 4 por 100 de interés de la cantidad que se le quede 
adeadada.
"Art. 11?. Los terrenos eipropiad'os, como se indica, serân para entre- 
gar a la oolectividad o para parcelarlos, segûn los oasos, pero no po-
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drân ser hipoteoados, rematados ni vendidos. Unicamente responderân 
ante el Fisco por el $0 por 100 de que habla el artlculo 8®,"
7# El deoreto supremo nûmero I84, de 4 de agosto de 1938,
dices
"Gonsiderandos que las aotuaciones sobre expropiaciôn 0 adju- 
dicaciôn de tierras para la formaciôn de nuevas poblaciones urbanas 
o rurales o el enhanche de las existentes, las referentes a parcels 
clones individuales o coleotivas para el establecimiento de la pe­
quena propiedad y en bénéficié del pueblo, comunidades o parcialida, 
des indlgenas o campesinas, cooperatives agricoles, obreras, de pro, 
ducciôn o de consume, montes de piedad, cajas de ahorro, empresàs o 
sociedades de colonizaciôn agraria, inmigraciôn, etc,, deben trami— 
tarse con la mayor facilidad, sin causar gastos onerosos a los intje 
resados en tanto no se perfeccione dicha expropiaciôn mediante actes 
traslativos de dominio;
"Que la protocolizaciôn notarial e inscripciôn en los regis­
tres de la propiedad de los avalûos o informes de los peritos oomi- 
sionados que intervengan en las referidas aotuaciones, inventarios, 
tltulos parciales, documentes aclaratorios de dereohos de propiedad, 
instrumentes pûblicos, etc., deben considerarse como diligencias pre, 
liminares de los actes expropiatorios.
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DECRETA
"Artlculo 1®. Las diligencias previas que se praoticaren para la 
expropiaciôn o adjudicaoiôn de tierras, ensanche de poblaciones vçc 
banas o rurgles que se hicieren en beneficio de coleotividades en 
general, y los avalûos, informes de peritos o comisionados que, sei 
gûn la ley, deben protooolizarse y registrarse, no causarân dere­
chos y serân tramitados en papel simple.
"Artlculo 2®. En los actos traslativos de dominio verificados por 
las personas expropiadas a favor de las coleotividades o corporacio, 
nés a que se refieren los considerandos de este deoreto, los regis- 
traderes y notaries exigirân los certificados del pago de la alcab^ 
la y registre y de los derechos que les correspondieren."
6. La ley de Impuesto sobre las herenoias, legados y dona­
ciones dispone:
"Articule 46. Cuando el autor de la sucesiôn no tenga descendientes 
en llnea directs de consanguinidad, ni ascendientes, ni cônyuge, y 
deje bienes raices entre los que censten fondos de mâs de 30 caba - 
llerlas de extensiôn y de 25O.OOO sucres de valor, podrâ el Estado, 
si juzga conveniente la divisiôn de dichos predios, adquirirlos en 
un precio que se fijarâ de oomûn acuerdo con los interesados, pero
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no podrâ exoeder sino en un 20 por 100 del constante en los catas- 
tros prediales.
"El dinero, precio de venta, deducido el impuesto sobre heren 
cias, sê entregarâ a los herederos, y los predios se venderân des- 
puâs, divididos en el nûmero de lotes que se juzgue conveniente. El 
ejecutivo, de acuerdo con el Banco de Fomento, dictarâ un reglamen- 
to para la adquisiciôn y parc elami ent o de los fondos asi adquiridos".
Por su mâximo interés politico, econômico y social, recjq 
gemos seguidamente los siguientes preceptos de la ley de Reforma - 
agraria y colonizaciôn:
"Articule 28. Se consideran ooiosas y, por tanto, sujetas a expropia, 
ciôn: a) las tierras que pudiendo serlo no fueren aproveohadas bajo
ninguna forma de explotaciôn organizada durante très afîos conseouti- 
vosv Ihra este efecto se consideran ociosas las de los pastes natura­
les que no oorresponden a una explotaciôn organizada, con excepciôn - 
de las tierras comunales, en las cuales el lERÀC promoverâ una eficien 
te y organizada explotaciôn coopérativa, en coordinaciôn con otros o^ 
ganismos especiales del Estado; b) las tierras laboradas por mâs de - 
très anos por qulenes no tengan vlnculo contractual con el propieta— 
rio, sin que éste hubiera propuesto acciôn judicial (estos particula­
res serân suficientemente comprobados) y o) las tierras que pennane- 
oieren abandonadas sin causa justificada, por mâs de très anos oonse- 
outivos.
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"Art. 29# Se oonsiderarân deficientemente explotadas y, por lo mis- 
mo, sujetas a expropiaoiôn^las tierras ouyo rendimiento sea notoria- 
mente inferior al promedio de la zona agricola, tomando en cuanta la 
oapacidad productive de la tierra. El lEHAC. conoederd al propieta­
rio el plazo de très anos para mejorar el rendimiento de sus tierras, 
y si no lo consiguiere, podrâ ampliar el plazo o expïopiarlas."
"Art. 30. En los oasos de gran presiôn demogrâfioa se podrâ expro­
piar predios rûstioos eficientemente cultivados, previo informe de - 
la Junta Naoional de Flanificaciôn y Coordinaciôn Econômica, pero s^ 
lo en la medida que la presiôn demogrâfioa lo exija."
"Art. 118. Créase una sala espeoializada en la Corte Suprema de Jus 
ticia, que ejercerâ jurisdicciôn en todo el territorio de la Repûbli^  
oa, exclusivamente para conooer en segunda y definitive instancia - 
de las causas que le suban en grade los jueces de tierras.
"Art. 119. Créanse Juzgados de Tierras para el oonooimiento y reso- 
luoiôn de todas las controversias que se susciteren en la aplicaciôn 
de la présente ley.•«
"Art. 120. El proyeoto para ouyo cumplimiento se aouerde la expropia, 
oiôn deberâ oontener, por lo menos, los pianos o croquis, presupues- 
tos y financiamientos respectivos, asi como el plazo de su ejeouoiôn.
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121, La reeoluoiôn podrâ ser impugnada ante el juez de tierras 
(Esta resoluciôn procédé de un ôrgano administratives el lERAC,)"
En ouanto a le prooesal, la ley de Reforma agraria y ce— 
lonizacidn ha establecido un procedimiento especial "con miras a hrixi 
dar una mayor agilidad en la tramitaciôn y resoluciôn de les proble- 
mas inherentes a su aplicacidn, asl .como mâs celeridad y justicia", 
y encargando la resoluciôn de las posibles controversies a les jueoes 
de tierras y a una "sala especializada de la Corte Supreme de Justi- 
cia" (E, de M«^ 8),Este procedimiento présenta igualmente dos fasess 
una administrativa (que termina con la resoluciôn de expropiaciÔn y 
aprobaoiôn del informe pericial correspondiente por el Consejo Direo, 
tivo del Institute Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonizaciôn), y 
otra judicial; si bien no siempre jurisdiccional, con posibilidad - 
de dos instanciass la primera, ante el juez de tierras, y la segunda, 
ante la sala especializada de la Corte Suprema cuando sê trate de re 
clamaciones superiores a 8.000 sucres. El precio fijado en la senten 
cia serd consignado por dicho Institute en el plazo de très meses,sje 
gûn los casos (art. 131). Esta materia aparece recogida en el titulo 
VIIT de la ley de Reforma agraria y colonizaciôn.
XXl) Contemplando la evoluciôn constituôional ecuatoriana 
antes recogida, y aûn cuando elle sea, en cierto modo, anticiper eues 
tiones que luego tratarô con mds detalle, es posible entresacar estos 
rasgos t
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Lesde un punto de vista.genérico, es preciso senalar que la 
casl totalidad de las Constituclones de ml pals confîguran la ezpro- 
piaciôn en forma negative; no obstante, el sentido instrumental y po 
sitivo de aquêlla no es desconocido plenamente. Eh efecto, en la Cons, 
tituoiôn de 19439 de gran sentido social, se dice asls "El Estado d^ 
râ apoyo econômico y técnico necesario para desarrollar el sistema — 
coopérative de explotaciôn agricole, estableciéndolo especialmente — 
en las tierras de su propiedad y haciendo las eipropiaciones necesa— 
rias a este fin#" (Art. I46)#
2^  Desde un punto de vista concrete, cabe decirt en ouanto a la 
causa ezpopiandi, la Constituciôn Grancolombiana de Cûcuta contiens 
una fôrmula idéntica a la del articule 17 de la Reclaraciôn de Dere- 
chos del Sombre y del Ciudadano. En efecto, el articule 117 de la an 
tedicha Constituciôn habla de "necesidad legalmente comprobada". Lue 
go se utilizarâ la expresiôn "àplicaoiôn al uso pûblico" (Constitu­
ciôn de 1830), para emplearse mâs tarde la idea de "utilidad pûblioa" 
en el reste de nuestras Constituciones, excepto en la de 1945 que, 
progresivamente, se refiere a "utilidad pûblica y social".
En cuanto al problema indemnizatorio, es preciso destacar 
la manera en que las diverses Constituciones le abordan. Unas sôlo ha 
blan de carâcter indispensable de presupuesto, que la indatinizaoiôn — 
tiene (por ejemplo, Constituciôn de Cucuta); otras dan critepios pre-
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cisos para determiziar la cua^tia de ella; asl, unas Indlcan que se eiM 
tregarâ el "valor de la cosa expropiada" (Constituciôn de 19C6), una 
"justa compensaciôn a juicio de buen varôn" (Constituciôn de I83O) o, 
en fin, î'io que se ajustaœe con él (expropiado) o se avaluare a jui­
cio de horabres buenos" (Constituciôn de 1835)* La anterior Constitu—  
ciôn Politics no se enfrentaba al problema de un modo expllcito y di- 
recto; tan solo decla que la expropiaciÔn séria "legalmente verifica- 
da". Por su parte, la actual Constituciôn habla de "previa justa indem 
nizaoiôn".
Y ya, para terminer este apsirtado y con ôl esta capitule, 
paso a resenar una serie de puntos interesantes a mi juicio, dentro de 
la nornativa de rango inferior ecuatoriana; esto es, a la no constitu— 
cional, a la legal# En mi opiniôn, sobresalen las siguientes circuns—  
tanciasi
1 La pluralidad de normes légales y reglamentarias en 
torno a la expropiaciÔn, lo cual es algo sumamente peligroso para el 
ciudadano -por la inseguridad que ello lleva consigo- y enojoso para 
la propia Administraciôn, porque es mâs difîcil manejar normes disper­
sas que normes concentrades en un unico texto.
2»# La existencia de algunos supuestos de expropiaciÔn sin
indemnizaciôn, por razôn de su escasa entidad econômica (por ejemplo,
articule 117 de la ley de Régimen municipal), y, en los casos en que mè,
dia expropiaciÔn, su fijaciôn por medio del "precio catastral del fundo" 
como criterio general (art. 847» pâr, 3, Côdigo de Procedimiento Civil).
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3*. El Importante papel que desempeHa cl prinoipio de 
funciôn social en la reoiente ley de Reforma agraria y colonizaciôn, 
puesta en vigor para atender al necesario progreso econômico y so­
cial en el Ecuador, siguiéndose asl la doctrina pontificia, que fue 
magistralmente expuesta por Fio XII en su Mensaje en el V aniversa- 
rio de la iniciaciôn de la guerra (l de septiembre de 1944)* "La con 
cienôia cristiana no puede aceptar estos sistemas que reconocen el 
Rerecbo de propieda,d privada conforme a un concepto totalmente fal­
se, y se hallan, por oonsiguiente, f rente al verdadero y sa no orden 
social. Por ello, al11 donde, por ejemplo, el capitalisme se base - 
sobre taies errôneas concepciones y arroga sobre la propiedad un De 
reoho ilimitado, sin subordinaciôn ninguna al bien oomûn, la Igle- 
sia lo ha reprobado como contrario al Derecho natural."
C A P I T U L O  IV
UMA BREVE EXPIORACION EH BUSCA PE FUENTES
Es ûtll retroceder nuevamentd, reourrir a los juristas 
italianos y a sus colegas alemanes o franceses, y estudiar el des^ 
rrollo de la dootrina que nos ooupa, eh Roma, y luego en Italia, a 
través de los distintos tipos de organizaoiôn social.
relaoiÔn entre el Estado y la propiedad privada -es 
cribe el doctor Ugo Nicolini (45)- constituye, junto con el tema de 
la libertad del individuo, un problema cardinal de la vida social— 
mente organizada; la expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica, a
(45) Enoiclopedia del Diritto (Tomo* ENTR-ESTO) A. Giuffrô Editors. 
Italia.
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su V02, constituye el mâs dramâtioo encuentro que pueda darse, entre 
la autoridad del Estado y la autonomie privada".
Esa puesta en tema sirve para prolonger "...esta breve - 
nota histôrica...punto de partida de una reconstrucciôn histôrica de 
nuestra institucionalizaciôn jurldica; del Derecho Romano estâmes - 
hablande.•.porque la concesiôn del dominuum. propia del Derecho Roma 
no (una concesiôn individualiste, absoluta, exclusive, intolérante - 
respecte de las limitaciones provenientes del medio social), impide 
a los habitantes de Roma, durante toda la Edad Clâsica, instituciona 
lizar el concepto juridico de la ExpropiaciÔn por causa de utilidad 
pûblica..." (46)
Otro tratadista, Piocinelli (47)> arriesga que "las cosas 
no cambiaron deraasiado en la edad postclâsioa y justinianat la reao- 
ciôn ante el cristianismo refuerza la idea de la propiedad privada co, 
mo un bien..."
Un investigador de la êpoca justiniana, Charles Grandin 
(48), anaA*; "...Y aunque el uso de les bienes se suponîa condicioria 
do al respeto por los derechos ajenos y, por tanto, expuesto a la ex. 
propiaoiôn -en nombre de altos intereses, es olaro- no habla, de he- 
oho expropiaciÔn por causa de utilidad pûblioa; no la consignan, al 
mènes, los numerosos documentes que hemos investigado..."
(46) Ugo Nioolini. Op. Cit. Pâg. 802.
(47) Piocinelli. Delia Espropriazione per causa di pubblica utilità,
/ considerate nel diritto roniano. Pirenze. 1882.
,(48) Charles Grandin. Histoire Justiniennei.une-ou-deux.théories. Ar- 
gôles-sur-mer. Pâg. 1123. Francia, 1911.
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Nioolini (49) corroborai "..La vieja concepciôn clâsica 
del domihuum no varia sustancialmente en la edad post-clâsica.
Segûn Calisse ($0)% "Es necesario llegar a ese periodo 
de nuestra historia juridica al que llamamos germânico y feudal".
En la descripciôn de esta êpoca suelen coincidir diver­
ses historiadores; al hilo de este relate le sirve la interpretaciôn 
que brinda Nioolini (5I)*
"Por un lado, la concesiôn colectiva de la propiedad; 
por el otro, la co-administraciôn, tipica del mundo feudal, llevada 
a cabo entre el eleménto pûblico y el privado, y admitiendo una cier. 
ta prevalencia de aquel sobre éste".
Los expertes se unen al anotar que,en definitive, "si la 
bûsqueda histôrico-juridica puede, en éste campo, iluminar nuestras 
instituciones o, mâs bien, el origen de ellas, debiéramos abocarnos 
al estudio de las relaciones entre soberania y propiedad (entendien 
do esos concept08 con un sentido moderno); muy posibleraente, el es­
tudio del ritmo al que se movieron, al que pendularon ambas insti­
tuciones, en lo que hace a su Intima relaciôn, puede servîmes para 
obtener una ôptica distinta, pero tipioamente doctrinal, de lo que 
podriamos llamar las bases de la expropiaciÔn por causa de utilidad
(49) Op. Cit. PSg. 8O3.
(50) Calisse. Storia del diritto italiano.
(51) Op. Cit. Pâg. 803.
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pûblica, y hasta de un subtema que aûn no ha sido codificadoi el de 
la propiedad, pero propiedad social" (52).
B-2* La propiedad en el llamado Periodo Comunal.
La atenciôn puede desplazarse a esa êpoca en la que 
..floreoen unas instituciones vueltas a la tutela de la libertad y de 
la propiedad individual...Con la irrupciôn del periodo comunal, la — 
concepciûn colectivista germânioa, y aûn la feudal, ven que se les su 
perpone una figura aparentemente perimida, pero que vuelve a prevale- 
cer en Italia* la figura de propiedad românica..." (53)
Y Nicolini entra de lleno en la minucia histôricas
"Concretado —sobre el fin del Siglo XII- el gran fenômo- 
no de la concesdôn de una carta oonstitucional -dada por el Senorlo-, 
al individuo se le asegura el libre derecho a lo que nosotros llama— 
rlamos d e r e c h o s  e s e n c i a l e s  d e  l a  p e r s o ,  
n a o de  la l i b e r t a d  p a t r i m o n i a l . . .  en 
fini el derecho de poseer, y el de disponer libremente —claro que den 
tro de lo que marcan las leyes- y la garantie de no ser despojado de 
la cosa propia, s i n e  r a t i o n s  o s i n e  i n d i t i o . . "  
(54)
(52) Cytha Van Herden. Propiedad social sin socialisme. Leyden (Ed. 
Beestonmarket). Pâg. 112-113. Holanda, 19 1*
(53) Nicolini (op. cit.)
(54) Ibidem.
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"Esta ooncesiôn que garantiza a la propiedad contra la arbitra 
riedad y la prepotencia, y que limita el poder del Principe en lo que 
hacen a l a u f e r r e  (55)> contribuye a resucitar aquella idea romana 
-sobre la propiedad- que la êpoca feudal habla difuminado*••
•••T el concepto del derecho de propiedad como derecho prima- 
rio, independiente de toda concesiôn soberana en lo que haôe a su conse. 
cuciôn y, por lo tanto, no revocable de parte del Estado, aparece plezm 
mente reconocido, y sancionado, en tiempos de la oomuna.•.Claro que el 
correspondiente estatuto préviens ya la expropiaciÔn por causa de utili 
dad pûblica, y hasta podria afirmarse que refleja, o préfigura, un pun- 
to de enlace entre la conoepciôn romana y la moderna ..." (56)
Para sustenter ese concepto de uniôn, de coyuntura histôri­
ca que habrla coexistido con la comuna a la que se refiere Nicolini,: 
puede transcribirse esta slntesis^obra de Giorgio Gianonni (57)#
"En el periodo comunal y, sucesivamente, en la legislaciôn 
del Estado Italiano que finaliza con la codificaciôn unitaria, la pro­
piedad no esté concebida como un derecho absolute y egoistamente cerra 
do sobre si misrao..."
Limitada entonoes, la propiedad sufre "desde el impuesto 
sobre los bienes hasta todo tipo de cortapisas en las que todavîa no
(55) El têrmino latino tiene su razôn de ser: Nicolini sustenta la utd 
lizaciôn aseverando que es el mismo que luego aplicarla la Doctri 
na a la teorla de expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica, en 
Italia. .
(56) Nicolini (op. oit) Pâg. 8O5.
(57) Giorgio Gianonni. Bene. Pâg. 233. Pi sa, 1954#
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puede verse, sin embargo, una inspiraciôn netamente sooial".
Claro que, segûn Nicolini, la misma expropiaciÔn séria hi- 
ja de aquellas aparentemente timidas innovaciones,
El fenômeno no résulta nada extrano para un investigador 
que, como Nicolini, guarda, tanto en la obra citada como en su biblio^  
grafla Integra, una docta nostalgia respecte a los prinoipios que ali, 
mentaron la vida oçmunal.
Asl, ha llegado a escribir (58)% "Y esto -el heoho de que 
la expropiaciÔn encuentre gênesis comunal— corresponde a la estructu- 
ra intrinseca de la comuna, en la que s o l i d a r i d a d  y 
s e n t i  d o  c r i s t i a n o  d e  la c o l e c t i v i -
d a d  s o n  v a l o r e s  r e a l e s  y v i v i d o s .  ...El
interês de cada uno termina por ser, efeotivamente, parte del interês 
colectivo; un interês colectivo al que se satisfâoe con el bien priva, 
do, creando asl un producido general, que se distribuye entre todos".
En unos apuntes suyos, Giorgio Gianonni (59) imagina un 
futuro idéal en el que "...aquêl que resultare expropiado debiera, en 
tanto miembro activo de la comunidad, ser tan consciente del bénéfi­
cie colectivo, como para no precisar de una indemnizaciôn que vuelve 
a privatiser el bénéficie; es decirt la praxis que unirla la doctrina
(56) Op. Cit. Pâg, 806.
(59) Giorgio Gianonni: "La prospective aplicada al derecho administra 
tivo"f Pâg. 302. Montevideo (Uruguay), 1.958.
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y los hechos alimentarîa el concepto del goce comûn que deviens de 
una expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica, con la compenetra- 
ciôn (te la expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica, con la compe- 
netraciôn del expropiado en una c^onoiencia colectiva, que lo vue! 
va, simultâneamente, poseedor del bien privado que se le expropia, 
pero también parte activa de ese pûblico cuyo interês es causa de 
la expropiaciÔn".
B-3* La expropiaciÔn en el période comunal.
"Séria errôneo limitarse a remitir las coerciones a la 
propiedad -servicios pûblicos...exâcoiones- a la antigua propiedad 
colectiva...têrmino que signifies...propiedad de todos los miembros 
de una comunidad y no propiedad de un ente que, como tal, no exis­
te ...
• ..El precedents inmediato del rêgimen comunal (en - 
el cual se contraponen y coexisten la propiedad individual y el po. 
der de expropiaciÔn que asiste a la comunidad) es el Feudal...
...En el ûltimo periodo Feudal se observa, como diji— 
mos, un renacimiento de las garanties de libertad de !).a propiedad, 
y el nacimiento de ciertas limitaciones a la expropiaciÔn, que sô­
lo se vuelve posible dentro de ciortos lindes y que es limitada
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por ciertas garantlas...
...Hay que ver que se trata de unos derechos por los - 
que suspiraha âvidamente esa parte de la pohlaciôn que hasta enton 
ces era frecuentemente expoliada.. .Ahora, cuando la r e s p u ^  
h 1 i c a se oonvierte en r e s  c o m m u n i s ,  y todo tien- 
de, afectivamente, a la prosperidad del Estado...ahora [ei0 cuando 
puede advertirse que ese alto sentido solidario que caracterizô al 
periodo comunal,,permits considérer que el sacrificio de la propie. 
dad individual puede, realmente, redundar en el bénéficié colecti­
vo. « «
...Eetorna la forma del Estado Comunal -al que podria­
mos llamar, en sustanoia, Estado de Derecho- y el individuo no te­
rne ya ser despojado en forma arbitraria.•.al mismo tiempo, la pro­
piedad privada se omets a un sacrificio jurîdioamente definitive, 
el de la expropiaciÔn por causa de utilidad pûblioa...
...Y el sentimiento de que todo aquôllo que rodsa a la
expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica os, al résulter jurîdi- 
camente codificado, una salvaguardia -curiosa paradeja- de la mis­
ma propiedad privada, libre por fin de abuses y arbitrariedades, - 
terminé por constituir el esqueleto de esta i n s t i t u t s ,  tal
como la tomarla, después, el Estado moderno..." (60).
(60) Nicolini. Op. Cit. Pâg. 807*
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Si se cita tan frecuentemente al doctor Ugo Nicolini no es 
sôlo por la seriedad que alimentai) sus dates -y, en general, los de 
la Enoiclopedia toda- sine también porque se trata de un especiali^ 
ta en el tema, ouya dedicaoiôn ha permitido recuperar autores, ex­
pertes y documentes, que por estar disperses u olvidados, no entra 
ban en las bibliograflas espeoializadas.
Ty ademâs de esas razones, hay otras docte, Nicolini - 
trasoiende una funciôn divulgadora para auspiciar nuevas interpréta^  
ciones o anâlisis que son, intelectualmente, tan estimulantes como 
éste de la dohle razôn que justificaria la doctrina juridica, en el 
case de la expropiaciÔn por causa de utilidad pûblica.
En efecto, sin necesidad de analizar en demasîa la rela, 
oiôn entre propietario y posesiôn, puede advertirse que, a través - 
de las épocas, las semejanzas que la definen no cambian demasiados 
conservaoiôn y/o mejoramiento del bien, usufrucio, en lo material; 
psicolôgicamente, nociÔn de seguridad -social y privada- que se fun 
da en la légitima posesiôn del bien, y temor a la pôrdida sin just^ 
ficaciôn nacional.
Hutau (61), ouya8 tesis no se reducen al concepto de - 
propiedad, pero lo revisan exhaustivamente, opiné ques "En la anti- 
guedad, el temor a la agresiôn sobrenatural (fenômenos atmosfêricos
(61) M. Hutaus "Hacia una arqueologia psicolôgica". Bég. 45* Buenos 
Aires, 4953*
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o plagast todo lo que no resultaba humanamente contrôlable aûn) iba 
unido a un miedo mâs concreto, que generaba angustias suplementa - 
riasI el que naola del poder ilimitado de los principes, de su li­
bre disposiciôn de personas y cosas, de la arbitrariedad que alimen 
baba sus depredaciones (desde el punto de vista del sujeto vejado 
en su persona o en sus bienes, por supuesto),..
•«•Es bastante dificil hallar coincidenoias muy pronun- 
oiadas cuando se busca una r a t i o  para las leyes que confor- 
maron, poco a poco, el Derecho• Es curioso, pero algunas investiga- 
ciones informales detectan una asimilaciûn casi general de la domi- 
nacién d e r e c h o ,  y m i  d e r e c h o ,  al mismo tiempo que 
despistan un inconsciente rechazo al têrmino o b l i g a c i o n e s *  
Y no al concepto, por supuesto, sino a la idea de que una codifica— 
ciôn juridica sea intrinsecamente lesiva para el encuestado*•«que - 
tiende a suponer, en ese ordenamiento, un esquema de seguridad que 
lo protege..#y la asociaoiôn mental suele darse hasta en quienes in 
frigen la ley repetidas veces...séria como si una cantidad de seres 
diverses hicieran una misma lecture, pero que al sacar de contexte 
cada frase, cambiaran profundamente el sentido de lo que leen...
...En ese piano résulta sencillo explicarse dates tan - 
paradéjiCOS como el de la aceptaciôn gustosa de ciertas limitacio - 
nés, por parte de grupos mâs o menos poderosos... [aceptaciêr^  que 
aparece como una forma de cansancio ante el desorden anterior...ce-
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mo una garantla de que, si bien sus propiedades reconocen en adelan 
te un limite que les impide expandirse ilegalmente, obtienen, al mis. 
mo tiempo, un limite hacia adentro, la seguridad de que, hasta don? 
de llegan las vallas, nadie puede tomar nada sin su express âquies- 
oencia" (62)
Sin referirse expllci tament e ni a la expropiaciÔn ni a 
sus orlgenes, y aûn sin una base docta para sus anâlisis del dere­
cho, Hutau aciehta, tal vez, al suponer un igual deseo de ordenamieii 
to, a pesar de que, en el marco histôrico en el que se producen, los 
efectos concrètes de ese ordenamiento sean diferentes respecte de 
cada persona.
A la distancia, lo oonfirmarla la masa de documentes - 
—grande, si bien fragmentaria- que puede revelarnos detalles de los 
estatutos del siglo XII, del XIII^  del XIV.
B-4* Detalles de la expropiaciÔn en la comuna.
Las limitaciones a la propiedad privada que emergen de 
la "comuna de autonomie plena" y de aquêlla llamada "comuna de auto, 
nomla restringida", son innumerables. Pueden oomprendorse en un cim 
dro cuyos parâmetros serlan las cargas impositivas, por un lado, y 
por el otro, la expropiaciÔn, que a veces tomaba forma de una venta
(62) Hutau. Op. Cit. Pâg. 46.
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ooaotlva de la oosa a la comuna (por causa d i r e o t a m e n t e  
reconooida de utilidad pûblica), y otras, obligaba a venderle a un 
particular, y por iniciativa de este (por causa i n d i r e c t e ­
m e n t  e reconocida de utilidad pûblica).
Las noticiaa que convalidan lo anterior emergen Integra 
mente de la base informative prestada por los estatutos de los très 
siglos mencionados, y permiten reconstruir los comienzos de la ex- 
propiaoiôn en Italia, con sus requisitos y caracterlsticas esencia­
les.
"Asl, han servido, también, para despertar nuestra admi. 
raciôn por el sentido juridico y moral del hombre de la comuna* gen 
te rude y de culture escasa pero, como observera Bartolo, de gran - 
sagacidad". (63)
ün detalle importante, observado por todos los cronis- 
tas, es que "antes de examiner formas, requisitos y caracterlsticas 
de la expropiaciÔn, corresponde advertir que une reconstrucciôn hij, 
tôrico-juridica basada meramente en la legislaciôn estatutaria, re- 
sultarla demasiado esquemâtica e insuficiente..." (64)
Otros tratadistas extlenden esa prevenciôn a lo que Ni­
colini llamô "edad intermedia (entendâmosla como définiendo a la Es
(63) Albino Pangaro* Codices. %g. 105# Bolohia, 1887#
(64) Nicolini, Op. cit. pâg. 80?.
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ouela de Bologna y al g l u s  natural), fuente, empero, de gran 
importanoia en la historia del derecho"# (65)
Oourre que, para todos, el carâcter distintivo de cada 
una de esas etapas séria "el hecho de que por ese entonoes, mâs - 
que i n t e r p r e t e d  o, el Derecho fue c r e a d o por - 
los juristes" (66)
(65) Ibidem# pâg. 808
(66) AmiIcare Frontini: Del Derecho como arte# Cuadernos Jurldicos 
de la Universidad. (N^  75/76) pâg# 68 (y pâg# 3.251 en codify 
caoiôn general)# Santiago de Chile#
C A P I T U L O  V
PROPIEDAD Y EXPROPIACION A LA LUZ DE LOS ULTIMOS 
CONCILIOS VATICANOS
Indudablemente, cualquier referenda al hombre en el 
mundo, a su inseroiôn en una sociedad y, en ella, a sus difereiW-; 
tes derechos y deberes, segûn las épocas y segûn las doctrines, 
debe pasar, en algûn momento, por una fuente inspiradora de lo- 
yes menos temporales* la Iglesia catélica y, sobre todo, por sus 
orlgenes doctrinales* el Evangelic, las Cartas de los Apéstôles, 
el Nuevo Testaments (y, por qué no, el Antiguo),
Claro que nuestra ôpoca trajo un refresco de moderna 
sintaxis, de enfoque nuevo para problemas viejos, a todo ese con
-  91-
junto de documentes s a partir de Leôn XIII, la ensenanza que podrl^ 
mos llamar econômico-social de la Iglesia, y las declaraciones pa­
pales sobre los mismos asuntos, comienzan a coincidir mâs que nunca 
al tiempo que, curiosamente, un hâlito renovador sopla tras lo que 
alumbra la Santa Sede, y lo oonvierte en noticia lûoida para un mun 
do necesitado de orientaoiôn#
Posiblemente, uno de los climax de esta situaciôn es el 
Conoilio inspirado en la gestiôn de Juan XXIII; y, doctrinariamente, 
todo culmina o, mâs bien, se redondea, en la minuciosa tarea inte- 
leotual de Paulo VI, uno de los Papas que mâs [y mâs palpitantemente 
actuales] documentes produjg. Hoy, mâs que nunca, la dootrina social 
de la Iglesia es referenda obligada. Ta no se trata de hacer o no 
profesiôn de fe; en todo caso, el observador objetivo, de cualquier 
credo que sea, puede enoontrar, a poco que esté preocupado por los 
problemas del mundo en que vive, no tan sôlo guia y orientaciôn, si­
no también un verdadero estimulo inteleotual en la palabra oficial - 
de la Iglesia Catôlica de la ultima mitad del siglo.
II
Esta historia podria empezar refiriéndose a la parâbola 
del rico Epulôn y el pobre Lâzaro, narrada por el evangelista San 
Lucas (16, 19)# La propiedad no es "el derecho de usar y abusar 11-
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■bremente", Tiene "una funciôn social que limita las fabultades del 
dueno en bénéficie de las justas prestaciones debidas a la comuni­
dad, hasta tal punto que, segûn las ensenanzas de Jesûs, loc pro, 
p i e t a r i o s  son simples administraderes, a los cuales se les 
exigirâ ouentas hasta del ûltimo cuadrante?# (67)
La propiedad privada es un concepto que, para legos y 
profanes, se liga estrechamente a lo que saben o creen saber de la 
Iglesia Catolica.No es rare, tampoco, que sean muchas veces sacer- 
dotes -no tanto en nuestros tiempos- los que hacen un solo atado con 
la expropiaciÔn y la reforma agraria socialista. con la eliminaciôn 
del latifundio y el comunismo.
Ante quienes suponen que el Vaticano produce palabras - 
destinadas a defender el pasado, o que los ministros de su Iglesia 
estân al servicio de privadas razones temporales, la Santa Sede dio 
al mundo, en los ûltimos anos, puntualizaciones y denuncias que es 
dudoso hayan sido adelantadas ni si qui era por el mâe]^iberal ûe los 
politicos.
En lo que hace al bien oomûn, tanto Paulo VI (Popularum 
Progressio; 24, 31, 38) como el Concilie Vaticano II (principalmen- 
te en Gaudium et Sues; 26, 30, 74 y 78) y, también, en Declaraciôn 
sobre Libertad religiosa; 6) siguen, en esencia, la definiciôn de
(67) Doctor Carlos Vela M., S.J* Doctrina Social Post-Conciliar. 
Pâg. 26. Madrid, i960.
—  93 —
bien oomûn dada por Juan XXIII (68), que podria hacerse coincidir 
en esta scia citas "el bien comûn es el conjunto de las condicio- 
nés sociales que permiten y favorecen en los seres humanos el de- 
sarrollo integral de su persona". (69)
Hay un matiz diferenciador, empero, en la definiciôn - 
Buscrita, , para el mismo tema, por el Concilies |^ el bien comûn ei^  
"el conjunto de condiciones de la vida social que hacen posible a 
las asociaciones, y a cada une de sus miembros, el logro mâs pleno
y mâs fâcil de la propia perfecciôn". (70)
Para aclarar toda duda, Juan XXIII senalôs "la censecu 
ciôn del bien comûn constituye la razôn misma de ser de los Fédé­
rés Pûblicos, los cuales estân obligados a actuarlo, reconociendo 
y respetando sus elementos esenciales, y segûn los postulados de 
las fespeotivas situaciones histôricas". (71)
T agregabas "...todos los hombres y todas las entida-
des intermedias t.ienen obligaciôn de aportar su contribuciôn espe-
cifica a la conseouoiôn del bien comûn...un bien del que deben par 
ticipar todos los miembros de la comunidad polltica, aunque en gr^ 
dos diverses, segûn sus propias. funoiones, mérites y condiciones" 
(72)
(68) En Mater et Magistra. y reiterada en Paoem in Terris
(69) Mater et Magistra; 11
(70) Gaudium et Spes; 26
(71) Pacem in Terris; 53
(72) Ibidem, 52, 55.
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Segûn el doctor Carlos Vela, "una de las caraoterîsti- 
cas mâs sobresalientes de la Constituciôn Pastoral Gaudium et Spes. 
que prosigue asl la llnea claramente trazada en las Enoîclicas Ma­
ter et Magistra y Paoem in Terris, es la de hacer resaltar vivamen 
te tanto la uniôn de todos los hombres en la gram familia humana, 
como la responsabilidad de todos ellos para con el bien comûn uni­
versal de la humanidad". (73)
Este detalle importantîsimo del documento conciliar no 
es subrayado en vanos guardarîa estrecha relaciôn "tanto con el he­
cho de que la persona humana estâ ordenada a la realizaciôn de to­
dos los valores humanos, y en este sentido sobrepasa todas las frori 
teras estataies y culturales,,como con la finalidad misma de la Igle 
sias redimir y santificar a todos los hombres, finalidad verdadera- 
mente universal, y que esté por encima de las fronteras nacionales 
de cualquier clase...
...Sin embargo, segûn el mismo documento, queda intacta 
la misiôn especial y cualitativa que corresponde al Estado Moderno 
como organizados de la vida social y gestor del bien comûn nacional,
i '
sin cerrar, esto si, las posibilidades para que en futures desenvol 
vimientos de la oreciente interdependencia y solidaridad entre to­
dos los hombres y todos los pueblos se vaya imponiendo en la convi— 
vencia humana la necesidad de una autoridad ûnica mundial, que ten- 
ga a su cargo la gestiôn del bien comûn universal" (74)
(73) Op. Cit.
(74) Doctor Carlos Vela. Op. Cit. Pâg. 46
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La realizaciôn del bien comûn, es decir, del orden de 
la sociedad humana, descansa, segûn el Concilie, sobre cuatro exi­
gencies fundamentales: "Hay que fundarlo en la verdad, edificarlo 
sobre la justicia, vivificarlo en el amor y equilibrio sobre la 
bertad" (75)
Mientras que la Enoiclica Pacem in Terris ofreoe un ver. 
dadero catâlogo de los bienes y derechos que encuentran su realiza­
ciôn en el marco del bien comûn o que, en otras palabras  ^constitu- 
yen el contenido concrete del bien comûn, la Constituciôn Gaudium et 
Spes prefiere enumerar algunos de ellos % los bienes de primera ne­
cesidad (alimente, vestido, habitaciôn, etc), el derecho a elegir - 
profesiôn y a fundar una familia, a la educaciôn, aï trabajo, a la 
buena fama, al honor, a la informaciôn conveniente y a la convenien 
te informaciôn, a una vida privada protegida, a la justa libertad, 
inclusive en asuntos religiosos, etcétera.
A la luz de taies conceptos (y téngase en cuenta que es. 
te trabajo no pretende aplicar erudiciôn al capltuloi se vuelcan en 
él, apenas, las referenoias obligadas, utilisables por cualquier hom 
bre culto, y "convenientemente informado"), el bien comûn se aclara 
y se expande. No es ya, a ningûn nivel, una frase abstracts; para la
(75) Gaudium et Spes; 26
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Iglesia, su definiciôn no ahorra preoisiones.
Asl, el doctor Carlos Vela interprétas "no dejaremos de 
notar que éste ^el concepto de bien comûn] comprends todo ese oonjun 
to de facilidades o condiciones soôiales provenientes de la acciôn 
de los poderes pûblicos y del aporta contributive de los individuo s 
y sociedades intermedias, de las cuales (facilidades y/o condicio­
nes) deben participer todos y cada uno de los miembros del cuerpo so, 
cial, en la medida proporcional o, al menos, en un minime indispens^ 
ble para que puedan realizar su destine temporal#..
•••El bien comûn hace, pues, referencia a dos series de 
actes sociales I los que dicen relaciôn con la participaciôn propor­
cional de los individuos en esas facilidades o condiciones ofrecidas 
por el cuerpo social, actos que caen dentro del marco de la justicia 
distributiva, y los que se refieren a la acciôn del Estado, que in- 
cluye la coordinaciôn de los bienes particulares que hace la autori. 
dad, y que comprende, lôgicamente, las obligaciones que aquellas im 
poneoa los miembros individuales, y que estos deben cumplir segûn — 
la justicia legal.••
...Estas dos series de actos, materia especlfica de las 
ensenanzas sociales de la Iglesia, caen en el âmbito de la j u s — 
t i c i a s o c i a l ,  principle dinâmico que impulsa a los hom -
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bres a organizar la fiooiedad de aouerdo oon las ezigencias del bien 
comûn.•«De aouerdo con la antigua definiciôn tomista, que no ha sido 
deevirtuada ni superada hasta ahora, justicia. en general, es la fir 
me y constante voluntad de dar a cada uno lo suyot "lo suyo", es de- 
oir, "lo debido", "lo justo"...
La justicia es, pues, la virtud que tiene por objeto el 
derecho ("lo debido, lo suyo") e inclina a los hombres a dar a cada 
oual lo suyo... como es sabido, la justicia se divide tradicionalmen 
te en justicia "general", llamada también "legal", y en justicia "par 
ticular", que, a su vez, se subdivide en "conmutativa" y "distribute 
va". Estas très especies de justicia, aunque tengan mutuas dependen- 
cias, no se yuxtaponen en un mismo piano. Son tres pianos distintos...
...La justicia supone "alteridad"> esto est un sujeto por 
una parte, y un têrmino, un "alter", por otra parte. Este têrmino, - 
este "otro", puede ser un individuo, o la misma comunidad de la que 
el "sujeto" forma parte...Ademâs, el bien particular del individuo - 
le puede ser debido a éste en cuanto persona privada o en cuanto miem 
bro de la comunidad, lo que da a la relaciôn de justicia notas diver­
ses, que permiten distinguir en la justicia particular, la justicia 
conmutativa y la justicia distributiva...
...iY qué de la Justicia Social? La expresiôn es nueva y 
mâs urgente que la palabra "general" o "legal", y se ha incorporado...
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al lenguaje moderno a partir de la Encîolica Quadragesimo Anno... &Se 
irata do una cuarta espeoia de juatiola? Asl lo creen algimos, fundâ^ 
dose en que las énormes transformaoiones realizadas en el mundo eoond 
mloo y politico obligan a ampliar la doctrina tradicional mediante la 
incorporaciôn de esta nueva justicia. Sin embargo$ no estimâmes bien 
fundada esta opiniôn.,#la justicia social no es una nueva espeoie de 
justicia sino una nueva expresiôn, que comprends la justicia legal y 
la justicia distributive, y viene a regular tanto las relaciones del - 
todo con las partes (justicia distributive), como la de las partes con 
el todo (justicia legal)...
...Se la llama ”justicia del bien comdn", porque tiene por 
objeto tanto lo que es "debido" por los miembros de la comunidad en fsi 
vor del bien comûn (justicia legal), como lo que la comunidad debe a 
los miembros por razdn del bien comûn (justicia distributive).••
...Estoô dos "débites" constituyen, como decimos, el obj»- 
to de la justicia social, es decir, lo "juste social", o, en otras pa­
labras, lo que son hic et nunc las exigencies del bien comûn. (76)
Esta paulatina inmersidn en lo que es actividad social y 
doctrinal de la Iglesia oontemporânea respecte del mundo, nos lleva,
(76) Doctor Carlos Vela, Op. oit. Pâgs. 47-48*
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natureImente, a la Enolcllca Pacem in Terris y, sobre todo, a su Se- 
gunda Parte, la que se refiere at Orden entre los individuos y los 
poderes nûblicos en el seno de una comunidad politioa.
Segdn los estudiosos del documente, esta parte contiens 
una prolija sintesis de la doctrina de la Iglesia sobre el Estado, 
en la que se encuentran las ideas ya propuestas por Leôn XIII, Pie XI 
y, sobre todo. Ho XH; pero es una sintesis nueva, ezplican, en cuan 
to que Juan XXIII integra esta doctrina en el contexte histôrico de 
nuestra época.
^Cuàles son los puntos traiados? Necesidad y orîgen divi­
no de la autoridad; la prosecuoiôn del bien comûn. ràzôn de ser de los 
poderes pûblicos ; aspectos fundamenta.les del bien comûn que se resumen 
en la definiciôn ya dada en la Mater et Magistra. segûn la cual el bien 
oomûn "consiste y tiende a ooncretarse en el conjunto de aquellas con- 
dioiones. sociales que consienten y favorecen en los seres humanos el 
desarrollo integral de su propia persona"; deberes de los poderes pû- 
blicos y derechos y deberes de la persona; armônica oomposiciôn y efd^  
caz tutela de los derechos y deberes; es, ademûs, exigenoia del bien 
oomûn la promociûn de los derechos de la persona por parte de los po— 
deres pûblicos; equilibrio entre las dos formas de intervenciôn de 
los poderes pûblicos, es decir, entre el armonizar y protéger y el pro^  
mover los derechos de los ciudadanos; estructura y funcionamiento de
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los poderes pûblicos; ordenaoidn Jurldica y conoiencia moral de las 
personas investidas de autoridad; la participacidn de los ciudadanos 
en la vida pûblica.
Easta aqul, lo que podria llamarse "de siempre", base y 
sustento, aunque diferentemente interpretado en muchas ocasiones, de 
la opiniôn social -si el término es vâlido- de la Iglesia catôlica, 
doctÿinalmente hablando.
Pero en esta analizada Segunda Parte de la Encîolica Pacem 
in Terris, hay algo mâs, lo que los expertes toman por separado, bajô 
el eplgrafe* "signo de los tiempos", o el calificativot "aggiornamen- 
to".
■ Puede ascindirse asls
1) "Tendenoia a redactar en formulas concisas y olaras, e incluirla en 
la Constituciûn, la carta de los derechos fundamentales del hombre;
2) Tendenoia a fijar en términos jurldicos, también en la Constituciôn, 
la organizaciûn y funcionamiento de los poderes pûblicos; y
3) Tendenoia a establecer, asîmismo, en términos de derechos y deberes, 
las relaciones entre los ciudadanos y los poderes pûblicos...
...Estas tendencies son una prueba clara de que los hombres 
de nuestro tiempo han adquirido una conoiencia mâs viva de su dignidad
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y de que esta concienoia los mueve a tomar parte activa en la vida pû­
blica, y a exigir de la autoridad pûblica la garantia de sus derechos 
personales," (77)
En la Encîolica Rerum Novarum. leôn XIII reconocla ya la 
existencia de la cuestiôn social, su gravedad, sus causas. Lo que resul 
ta notable para todos aquellos que busquen las grandes frases de denun 
cia o de esolarecimiento en fuentes mâs espectaculares que las que pro, 
vee una Encîolica, puede ser, en todo oaso, el tipo de puntualizacio- 
nés que hace Leôn XIII, la forma en que antepone a las mayorlas, en que 
répudia el injuste poder de pocos. (78)
"Todo hombre tiene derecho a encontrar en la tierra lo que 
le es neoesario.•.todos los demâs derechos, sean los que sean, compren
(77) Carlos Vela. Op. Cit. Pâgs. 130-131,
(78) Comenta: "...pues, destruldos en el pasado siglo los antiguos gre 
mios obreros, y no habiôndose dado en su lugar defensa ninguna, - 
poco a pooo ha sucedido hallarse a los obreros entregados, so­
los e indefensos, a la inhumanidad de sus amos y a la desenfrena- 
da oodioia de sus competidores,..jûntase a este que los contratos 
de las obras y el comercio de todas las cosas esta casi todo en ma 
nos de pocos, de tal suerte que unos cuantos hombres opulentes y 
riqulsimos han puesto sobre los hombros de la multitud innumera­
ble de proletaries, un yugo que difiere poco del de los esclavos 
...se han acumulado las riquezas en manos de pocos, y se ha empo- 
breoido la multitud". Son citas textuales de Rerun Novarum, y pue, 
de anadîrsele êstaf "...hombres turbulentos y maliciosos, con el 
intento de pervertir el juiôio de la verdad y mover a sediciones 
la multitud". A su luz, y para redondear esta disgresiôn, résul­
ta clara y lûoida la posiciôn de un Papa ouya gestiôn intelectual
y social es a menudo ignorada y que, sin embargo, se adelantaba a 
su tiempo.
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didos en ellos los de la propiedad y oomercio libre, le estân subordi- 
nadost no deben estorbar sino por el contrario facilitar su realize- 
oiôn, y es un déber social grave y urgente hacerlos volver a la fina- 
lidad primera." (79)
El derecho de propiedad, su carâcter absolute o no, su pri 
oridad respecte de otros derechost disousiones teôricas, retôricas e 
interminables han dividido a la humanidad respecte de taies oonceptos. 
Las compensaoiones o los ezjgrePÎAâ lises del romane» el contenido so­
cial de la comuna italiana que se extiende a los siglos XII y XIII; el 
feudalismo y el poder de los principes; el arhitrio, la arbitrariedad 
y el surgimiento de un equilibrio donde el derecho se ocupa de preser- 
var lo habido y de coartar la aoumulaciôn indebida, a la par que garan 
tiza la propiedad de las apetenoias de un individuo con poder, pero la 
ofreoe, siempre que la utilidad pûblica la ezija, al bien de la comuni­
dad.
En este ûltimo piano én el que se suceden ya disousiones
que son mâs de matiz, es importante consigner la palabra actual — 
de. la Iglesia Catôlica respecto del derecho de propiedads
* "La propiedad privada no constituye para nadie un derecho inoondi- 
cional y absolute. Ni nadie puede reservarse para use exclusivo lo 
que no necesita, cuando otros oarecen de lo necesario".
(79) Gaudiura et Spes; n. 22 y n. 69.
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# El dereoho de propiedad no puede jamâs ejercitarse con detrimento 
de la utilidad comûn, segûn la doctrina tradicional de los Padres 
de la Iglesia y de los grandes teôlogos". (80)
# Si se susoita un conflicts entre "los dereohos privados adquiridos 
y las exigencias comunitarias primordiales —abunda Gaudium et Spes. 
en su n# 23-, ^oorresponde a los poderes pûblicosj procurer una 
soluciôn, con la activa partioipaciôn de las personas y de los gru- 
pos sociales".
• "El bien comûn exige a veoes la expropiaciôn, cuando ciertas pose-
. siones impiden la prosperidad coleotiva, por razôn de su extension, 
de su explotaciôn déficiente o nula, de la miseria que de ello ré­
sulta a la poblaciôn, o del dano considerable que de ello résulta a 
los intereses del pals". (81)
• *Iia rente (o ingreso disponible) no debe dejarse al libre caprioho - 
de los hombres", "las especulaoiones egolstas dében ser eliminadas", 
"no se puede admitir la transferencia al extranjero, por puro prove 
cho personal, de los reoursos nacionales". (82)
. [Jj03 abuses] "del sistema que considéra la propiedad privada de los
medics de producciôn como un derecho absoluto, sin limites ni obli­
ge ci ones sociales correspondientes".(83)
(80) Gaudium et Spes; n. 23.
(81) Gaudium et Spes; n. 24 a.
(82) Ibidem; n. 24 b y n. 71 *
8^3) Ibidem; n. 26.
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* "Cualesquiera sean las formas de la propiedad, accmodadas a las ins- 
tituoiones légitimas de cada pueblo, de acuerdo con las diverses y 
mudables circunstancias, siempre se ha de atender a este destine uni, 
versai de los bienes,,,Por lo oual el hombre, al usar de estes bienes, 
debe tener las cosas ezteriores que legltimamente posee no como exclii 
sivamente propias, sino, al mismo tiempo, como comunes, en el sentido 
de que no deben aproveoharle sdlo a 61, sino también a los demés",(84)
. "Como la propiedad y otras formas de dominio privado sobre los bienes 
externes ayudan para la expresién y desarrollo de la persona humana, 
y como, ademés, proporcionan a ésta la ocasién de ejercitar su déber 
en la sôoiedad y en la economla, es de suma importanoia que se favo- 
rezca el acceso, tanto de los individuos como de las comunidades, a 
algûn dominio de los bienes exteriores...
. ,.La propiedad privada o un cierto dominio sobre los bienes exter­
nes, asegura a cada une una zona indispensable de autonomie personal 
y familiar y debe ser considerada como una prolongacién de la liber- 
tad humana. Y como constituyen un estimulo para el ejeroioio de las 
cargas y les deberes, constituyen, también, una de las condiciones - 
de la libertad politics"...
. ".«Las formas de este dominio o propiedad son hoy muy variadas y se si, 
guen diversifioando oada vez mâs. Por todas elles, no obstante los -
(84) Ibidem, n. 69•
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fondes sociales, los derechos y los servicios proporcionados por la 
sooiedad, constituyen una fuente de seguridad no despreciable# Esto 
es verdad no sôlo respecto a las propiedades materiales, sino tam- 
biôn respecto de los bienes inmateriales, como i>or ejemplo, la capa 
oidad profesionaltf..•
• "«««La legitimidad de la propiedad privada no impide los diverses 
modes de propiedad pûblica. Pero el traspaso de los bienes a la pû­
blica "propiedad no nuede hacerse sino por la compétente autoridad. 
segûn las exigencias del bien comûn y dentro de sus limites, y T)a- 
gando la .iusta compensaciôn. Ademâe. •pertenece a la autoridad nûbli 
ca el imnedir que se abuse de la nroniedad privada en contra del - 
bien oomûn" (Cf. Quadragêsimo Anno; Mater et Magistra)...
• "•••La propiedad privada tiene también, por su misma naturaleza, una 
funcién social que se funda en la ley del destine comûn de los bie­
nes. Cuando esta indole social es olvidada, la propiedad se convier- 
te fâoilmente en mûltiple tentaoién de ambiciones y graves desôrdenes, 
de manera que se da pretexto a sus impugnadores para poner en tela 
de juioio el derecho mismo a la posesién". (85)
• "En muchos paises econémicamente menos desarrollados, existen gran­
des e inoluso inmensos latifundios mediocremente explotados y aûn
(85) Gaudium et Spes; n. 71 «
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mantenidos incultos para espeoular sobre ellos, mientras una gran 
parte de la poblaciôn esté desprovista de tierras o sôlo posee m^ 
nûsculas parcelas, cuando, por otra parte, es évidente la urgen- 
cia de incrementar la producciôn agricole.
. BSe imponen, pues, reformas•••o bien, incluse, el reparte de las 
propiedadés insufi ci entamant e cultivadas, en bénéficie de los hom 
bres oapaces de hacerlas producir.
• En este ûltimo caso.#.y cuantas veces el bien comûn exige una ex- 
propiaoiôn forzosa. la indemnizaciôn habrâ de valorarse se,?ûn 
equidad. teniendo en cuenta todas las circunstancias". (86)
La Constituciôn Pastoral Gaudium et Spes data de 1963. 
Mejor dicho, en la segunda sesiôn del Concilie (circa 19^ 3), se dis, 
outiô la redaociôn del texte original, que no inclula la Segunda 
Parte, justamente la que hemos extractado aqul (salve algunos parâ- 
grafos).
Esta zona del documente es predominantemente temporal, 
en tanto enfrenta, con valentîa pero sin apresuranient o, basando sus 
pârrafos en el sustrate doctrinario, heohos que son de pûblico cono- 
cimiento y de notable actualidad.
(86) Gaudium et Spes; n. 71
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Por supuesto, su carâcter de actual despertô una viva 
objeciôn* ^correspondia a la Iglesia dedicar sus afanes a la redaç, 
ciôn de un texto efîmero, condicionado, en todo caso, al cambio de 
unas circunstancias exteriores?.
Julcios doctos han avalado, mâs tarde, la decisiôn de 
quienes confeccionaron la Segunda Parte de Gaudium et Spes. dedica, 
da a los problèmes mâs urgentes del hombre en la tierra. En efectox 
su temporalidad es obvia, pero no es cierto que se trate de una tem 
poralidad eflmera en cuanto los temas que discute son de larga data, 
y su modificaciôn o ajuste tiene que ver -o eso es al menos lo que 
se pretende- con una vida terrenal mâs ajustada a los preceptos cris, 
tianos, y con la necesidad de dar punto final a ciertas discusiones 
(como la que supone o no absoluto el derecho a la propiedad privada), 
que siempre se han valido de la doctrina cristiana pero, desgracia- 
damente, las mâs de las veces le han sacado de contexte.
Si hemos recurrido tanto al entrecomillado y a la trans- 
cripoiôn literal fue, precisamente, para que este capitule soslaya- 
ra tal riesgo.
C A P I T U L O  VT
MTUPAIiEZA JIXRIDICA DB LA EXPROPIACION. DIFERENCIAS RESPEC­
TO PE OTRAS INSTITUCIQNES
a ) - Naturaleza .iurldica de la expropiaciôn forzosa. Es esta una - 
ouestiôn de gran Interôs y respecto de la que se esté lejos de un 
tratamiento doctrinal y jurisprudenoial uniformei
a) El primer problema que se discute es el de si la ex 
propiaoiôn es una figura perteneoiente al Derecho pûblico o al De­
reoho privado. En este punto hay que senalar una abrumadora mayo - 
rla en pro del carâcter pûblico de la expropiaciôn por muy diversas 
razones. Sin embargo, no conviens desconocer la existencia de algu­
nos sutiles argumentes con los que se pretends llevar esta institu-
ciôn al campo del derecho privado. En efecto, se ha dicho que la ex 
propiaoiôn forzosa implica una venta, todo lo sui generis que se 
quiera, pero al fin y al cabo una venta y que, en oonsecuencia, su 
sede corrects estâ en el campo de lo juridico privado.
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Entre los seguidores de la teorla que acabamos de expo- 
ner no ha faltado quien, para oontrarreplicar a los que ponen en evi 
dencia la presencia de un acto de autoridad y consecuentemente de — 
inexistencia de conveneiôn, dijo que tal acto de autoridad, fundado 
en un interés pûblico, représenta, por asl decirlo, el aouerdo de yo 
luntades de todos los que forman la comunidad nacional y que, en de­
finitive estâmes ante un supuesto de consentimiento tâcito (!)«
Para concluir diremos que la expropiaciôn en nuestra o d^ 
niôn es una instituciôn de naturaleza jurldioa pûblica, pero con afeo, 
tos o reflejos indiscutibles dentro del campo del Dereoho privado* 
mejante es la tesis sostenida por De Diego en su "Derecho Administra­
tive". Dice asl% "La expropiaciôn tiene su sede propia en el derecho 
pûblico y eminentemente pûblica es su naturaleza, como el principio a 
que obedece y el proceüiraiento en que se ctesenvuelve y actûa; mas, co, 
mo pone sus plantas y olava sus garras en derechos subjetivos, perte- 
necientes a la esfera privada, envolviendo siempre una transformaciôn 
de êsta, a cambio del equivalents de la indemnizaciôn, no puede nega^ 
se que en algûn punto esta instituciôn es también de Dereoho civil".
b) Dentro de los que siguieron o siguen la teorla de que 
la "sedes materiae" de la expropiaciôn es el Derecho privado hay que 
distinguir las siguientes posicionesi
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1*) Se trata de un modo involuntario de perder o de ex 
tinoiôn del dominio. Es partidario de ella Juan Isaac Lovato (87)•
2*) La expropiaciôn es un modo de adquirir la propie­
dad originario a cambio de una indemnizaciôn y en virtud no de un 
hecho natural ni de un acto privado, sino de un acto estatal,
3*) Como prototipo de limitaciones del dominio por ra— 
zôn de utilidad pûblica "se senala-dice Castân-(8Q la expropiaciôn 
forzosa, que afecta a la totalidad del dominio, Pero el efecto de 
êsta, mâs que limiter la propiedad, es sustraer la cosa a la propie, 
dad privada, bien que mediante el pago de su valor",
4®) El artîculo 145^  del C,c, espahol, situado en el 
Tlt, IV que lleva por rûbrica "Del contrato de corapraventa", dice 
que "la enajenaciôn forzosa por causa de utilidad pûblica se regirâ 
por lo que establecen las leyes especiales", lo cual significa que 
considéra a la expropiaciôn forzosa como una compraventa "sui gene­
ris" regulada por una legislaciôn especial. Esta idea también se 
halia présente en nuestro Derecho positivo, Por ejemplo, el Côdigo 
de Procedimiento Civil establece que "en oaso de que al hacerse la
(87) Juan Isaac Lovato, "Principles Constitucionales de Derecho Pro, 
cesal Ecuatoriano", pâg, 197. Quito, I960.
(Oâ Ob. cit., Tomo II, 9® éd.,'pâg. I56.
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expropiaciôn parcial de un inmueble resultase que sélo queda para el 
dueno una parte inferior, por extensiôn o por precio, al 15^  de toda 
la propiedad, el dueno del inmueble tiene derecho para que la compra 
se extienda a la totalidad del precio..." (artîculo 86O). Castân (I9) 
entiende que esta corapraventa no tiene carâcter contractual.
c) No existe acuerdo pleno entre los que propugnan el ca­
râcter juridico pûblico de la expropiaciôn cuando llega el moraento 
de perfilar sus opiniones, Esto es algo que comprobaremos seguidamen 
te:
1fi)'î Royo Villanova {SO) en sus "Elementos de Derecho 
Administrativo" estudia la expropiaciôn forzosa entre las limitacio­
nes que afectan a la propiedad en cuanto al derecho de disponer. Di­
ce asî: "La facultad de disponer contiens, entre otras: a) La de ven 
der no. b) La de vender a cualquiera; y la llamada expropiaciôn for­
zosa obliga al propietario: 1®) A vender el objeto de su propiedad.
2° ) A venderlo al Estado o a otra persona o entidad como représen­
tante (directe o subrogado) de la colectividad, que necesita de ese 
medio para cumplir los fines de interés general". Sin embargo, Garcia 
de Enterrîa (91) ha senalado que no puede considerarse a la expropia-
^9) Ob. cit., Tomo IV, 8* éd., pâg. 68
{SO) Elementos de Derecho Administrative, 24® ediciôn, Tomo II, pâg.
502.
(91) Seociôn de Apuntes, Facultad de Derecho de lîadrid, pâgs. 193 y es. 
9® ed. Madrid, 1963-64.
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ciôn limitaciôn de la propiedad, pues raientras la limitaciôn (que êl ca 
raoteriza por traer origen de una ley y por operar las restricciones 
que lleva consigo a travôs de actos administratives singulares o géné­
rales cuyo cumplimiento se encomienda a la Administraoiôn) no es indent- 
nizable y el particular tiene el deber pûblico de soportarla, la expro­
piaciôn, por el contrario, requiers siempre el page de la indemnizaciôn 
que corresponde.
2û) En la actualidad existe una importante direociôn 
doctrinal que concibe la expropiaciôn forzosa como un confln o limite 
legal del dereoho de propiedad, esto es, de una delimitaciôn natural, 
no sobrevenida (a diferencia de las limitaciones), que logra una indis­
pensable articulaciôn entre el interés pûblico y el privado. Se ha lie
gado a decir que "la expropiaciôn es el limite cardinal de la propiedad;
u
aquel punto en el cual su prestancia se abate y cesa* Por nuestra parte 
diremos que si la propiedad es un derecho sagrado e inviolable, el inte, 
rés pûblico y la utilidad pûblica o social no son menos sagrados e invio, 
labiés y, en oonsecuencia, que la saoralidad del dominio ha de entender­
se naturalraente delimitada por todo aquello que constituya el bien comu-
nitario. En suma, para nosotros la expropiaciôn es un limite de la pro­
piedad.
3®) Como acto administrativo es estudiada por Castân
(92), Zanobini, Guaita y otros muchos.
4®) Para Garcia de Enterrîa la naturaleza jurldica de 
la expropiaciôn no es otra que la conseouoncia de una potestad adminis­
trât! va, la expropiatoria (93)#
(92) Ob. cit., Tomo II, 9» ed. 1957, pâg. 292.
(93) Secciôn Apuntes, Facultad de Dereoho. pâg. 5# Madrid, 1962—63.
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5®) Segûn Pernândez de Velasco (9^  la expropiaciôn no 
es otra cosa que el resultado del ejercioio de una facultad de Derje 
cho pûblico.
6®) Zanobini senala que, ademâs, la expropiaciôn for­
zosa puede considerarse como un supuesto de transferencia coactiva, 
categorîa dentro de la cual encajan asimismo la ejecuciôn forzosa - 
del deudor, el apremio por obligaciones tributaries, la confiscàciôn, 
etc., etc.
B) - Otras instituciones diferentes
Terminaremos el présente capitule marcando diferencias 
entre la expropiaciôn y otras figuras jurldicas;
a) En cuanto a la distinciôn entre confiscàciôn y exprp_ 
piaciôn no parecen presentarse graves dudas, ya que tradicionalmen- 
te la primera ha tenido como caractères la no indemnizaciôn y su ma, 
tiz punitive. En^. este sentido se pronuncian Aguilar Navarro (9S 7 
Castân (96). El Fuero de los Espaholes (articule 32) y nuestra Con^ 
tituciôn Polîtica (articule 183) prohiben la confiscàciôn.
(9t) Fernândez de Velasco, Ob. cit., pâg, 380. 
te) Derecho Civil Internacional, pâgs. 362-363. 
(96) Ob, cit., Tomo II, 9® ed., 1957, pâg. 290.
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b) Respecto a la diferencia entre expropiaciôn,. embargo 
y realizaciôn procesal forzosa^diremos que en la primera no se extin 
gue un derecho de propiedad para hacer efectiva la responsabilidad 
de un deudor, siendo este el caso de la segunda.
c) Se diferencia la expropiaciôn del comise, en que esta 
es una instituciôn sancionadora de carâcter fiscal para ser aplicada 
en el caso de realizarse el supuesto'de hecho sancionado por una nor 
ma juridico fiscal. La expropiaciôn busca la utilidad pûblica por 
otros caminos y segûn unos principles diferentes.
c A P I T U L 0 VII 
CLASES DE EXPROPIACION FORZOSA
Del capitule dedioado a la evolucidn histdrica de la ex— 
propiaoiôn ya se derivaba con faoilidad la existenoia de modalidades 
diferentes de expropiaciôn forzosa* Este breve Capitule VII recogé - 
las clases de expropiaciôn que resultan del manejo de les criterios 
que nos han parecido de mayor relieve: a) La extensiôn de la priva- 
ciôn; b) el sujeto que puede llevar a cabo expropiaciones; c) las in 
novaciones de la ley espanola de 1954.
a) En relaoiôn a la extensiôn de la privaciôn hay que dig, 
tinguir la expropiaciôn plena -que détermina para el particular la - 
pérdida absolute del dominio-, y las parciales o menos plenas -en las 
que el particular titular del dominio sigue teniendo la condioiôn de
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tal, pero pierde facultades oonoretas que normalraente tiene el propie­
tario. Ejemplos de una y otras se encuentran en el articule 1® de la 
Ley de Expropiaciôn Forzosa espanola vigente. En efecto, "la venta" es 
un supuesto de expropiaciôn plena, en tanto que "el oenso, arrendamien, 
to y la ocupaciôn temporal" son casos de expropiaciôn menos plena.
b) Por razôn del expropiante y procedimiento expropiato- 
rio seguido hay que distinguir fundamentalmente entre sistema expropig 
torio administrativo y judicial. Ambos se han dado en Espana. El sis— 
tema judicial fue establecido por la Qonstituciôn de 1069 y regulado 
por el Décrété de 12 de agosto del mismo ano. Este sistema tiene antg 
cedentes franceses. La finalidad polltica perseguida con su implanta- 
ciôn no era otra que trasladar a la Jurisdicciôn la impopularidad que 
lleva consigo el ejercicio de la potestad expropiatoria.
El sistema tradicional ha side y es el administrativo en
este pals.
De un sistema expropiatorio législative, en principio, — 
no oabe hablar, porque la funciôn legislativa se limita a proporcig 
nar la presencia del presupuesto expropiatorio por excelenoia; la d_e 
claraciôn por ley de la utilidad pûblica o el interés social.
Aûn cabrla hablar de un sistema mixto "administrativo- 
judicial". Tal es el caso de Ecuador, ya que segûn su Constituciôn 
Polltica (art. 183, 3®), "Sôlo el Fisco, las Municipalidades y las 
demâs instituciones de derecho pûblico podrân promcver expropiaoig 
nés por causa de utilidad pûblica", pero "para determinar la canti— 
dad que debe pagarse por el concepto de precio de la cosa expropia-
—  1 1 7  •“
da, siempre que conste que se trata de una expropiaciôn por causa 
de utilidad pûblica" serâ précisa la tramitaciôn del correspondi en 
te juicio de expropiaciôn, el cual no tiene otro objeto que el que 
acabamos de mencionar (art. 843, C. de Procedimiento civil).
c) Respecto de las innovaciones implantadas por la Ley 
espanola de 1954, cabe distinguir, con Enterrîa (97), entre una ^  
propiaoiôn "clâsica" y otra "moderna", "Las lîneas clâsicas de la 
expropiaciôn forzosa limitaban su extensiôn institucional en un - 
triple sentido: en cuanto al objeto, bienes raîces (asl, art. 1® 
de la Ley de 1879s "propiedad inmueble"); en cuanto al contenido, 
transmisiôn de la propiedad (art. 1456 C.c.: "enajenaciôn forzosa" 
dentro del Tîtulo de la compraventa); por ûltimo, en cuanto a la 
causa, utilidad directa para una obra pûblica ("utilidad pûblica", 
art. 2® de la Ley de 1879: "obras de utilidad pûblica"). Por el 
contrario, la Ley de 1954 supone una importante ampliaciôn del cam 
po de la expropiaciôn, por las siguientes razones:
1®) Pueden ser objeto de expropiaciôn, ademâs de - 
los inmuebles, los bienes muebles y los derechos o intereses pa­
trimoniales legîtimos, de modo que, como senala Garcîa de Enterrîa, 
(SB), sôlo quedan fuera los derechos personales y familiares.
(^7) Ob. cit., pâg. 41 y ss. 
(96) Ob.. cit., pâg. 51.
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2*) Se admite la posibilidad de expropiaciones me­
nos plenas, continuando el dueno en su titularidad dominical, si 
bien privado de facultades parciales de goce o disposiciôn.
3®) Se recoge en la Ley del 54 la "doble causa exprg 
piandi" mencionada por el artîculo 32 del Puero de los Espanoles: 
"utilidad pûblica o interés social".
En iguales términos se expresa la vigente Constituciôn 
en su articule 33, pârrafo 3® al hablar de "utilidad pûblica o in­
terés social".
C A P I T U L O  VIII
ELEMENTOS INTEGRANTES DE LA EXPROPIACION
l) Personales,- Pueden ser très: expropiante, beneficiario y expropig 
do.
a) Expropiante: El art. 3®, pârrafo 1® del Reglaraento de 
la Lcy de Expropiaciôn Forzosa, aprobado por Decreto de 26-4-57 dice 
con gran rigor terrainolôgi • y tôcnico que "a los efectos del presert- 
to Reglaraento se entiende .r expropiante el titular de la potestad - 
expropiatoria.précisa do en el pârrafo 2® que "el Estado, la Pr_q 
vinoia y el Municipio, dentro da su respective competencia, son los - 
ûnicos titulares de la potestad de expropiar”.
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Por lo que al derecho ecuatoriano se refiere, ”s61o el Fi^ 
CO, las Municipalidades y las demâs instituciones de dereoho pûblico - 
podrân promover expropiaciones por causa de utilidad pûblica” (Consti— 
tucidn Polltica, art. 183). 3e observa pronto una cierta imprecisiôn, 
que no deja de albergar pqsibilidades de peligro desde el punto de vi^ 
ta de la seguridad jurldioa, al decirse "demâs instituciones de dere- 
chc pûblico” y, por otro lado, una patente imperfeociûn, ya que sûlo — 
les debe corresponder, en buena tôcnica juridico administrative la po* 
testad expropiatoria a los antes con plenitud de capacidad juridico-pû 
blica, que, claro es, no es correcte extender indisoriminadamente a to_ 
das las instituciones de derecho pûblico.
b ) Beneficiario: otra de las mâs interesantes.innovaciones 
I de la nueva ley de expropiaciôn forzosa espanola es la diferenciaciôn 
entre expropiante y beneficiario. No tiene por qué ser una misma pers_o 
na el expropiante y beneficiario; cabe qpe sea de jitilidad pûblica, 
por ejemplo, la puesta en funciunamiento de un ferrocarril subterrâneo, 
que luego serâ explotado por una empresa concesionaria pero, previ.amen 
te, es preciso procéder a las obras necesarias (tûneles, etc.), las 
cuales no ser1an posiblos, a su vez, sin realizar las expropiaciones 
oportunas. Ahora bien, la empresa concesionaria no es sujeto que euen­
te con la titularidad de la potestad expropiatoria, sino que ésta co*—  
rresponderâ a aquella entidad da derecho pûblico que la ley determine. 
Asl pues, la empresa explotadora del ferrocarril ûnicamente resultaxâ 
beneficiada por la expropiaciôn que ella no llevô a cabo, en cuanto 
que de este modo es posible el funcionamiento de dicho ferrocarril.
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El Reglamento de la Ley de Expropiaciôn Forzosa, 
después de dar el concepto de expropiante, define al bénéficia— 
rio en los siguientes términos: "«••se entiende.•• por benefi— 
ciario, al sujeto que represents el interés pûblico o social pa 
ra cuya realizaciôn estâ autorizado a instar de la administra- 
ciôn expropiante el ejercicio de la potestad expropiatoria, y 
que adquiere el bien o derecho expropiados" (Art. 3®, prf. 1®).
La Ley de Expropiaciôn Forzosa, detalla quiénes son esos sujetos:
a) beneficiarios por causa de utilidad pûblica pue­
den ser el Estado, la Provincia, si Municipio y las entidades y 
concesibnarios a los que se recunozca legalmente esta concesiôn 
(Art. 2®,- nûm. 2®).
b) beneficiaries por causa de interés social son ad^ 
mâs de los que acabamos de citar, cualquier persona natural o ju 
rîdica en la que concurran los requisites sehalados por la ley - 
especial necesaiia a estos efectos (Art. 2®, nûm. 3).
En la legislaciôn ecuatoriana no se desconoce comply 
taraente la distinciôn entre expropiante y beneficiario. Si se ut^ 
liza un concepto araplio de beneficiario, no cabe duda que los ad- 
judicatarios de tierras expropiadas en aplicaciôn de la Ley de Ee 
forma Agraria, lo son', tanto es asî que uno de los artîculos (art.
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56, de la misma), incluîdo dentro del capitule dedicado a los a^ 
judicataries, habla de quienes no podrân ser beneficiaries. Ade— 
mâs de ello, el supuesto es aqul sustancialmente el mismo que en 
el Eeglamento y la Ley.de Expropiaciôn Forzosa espanoles. Otro - 
ejemplo es el contenido en el artîculo 1® B, del decreto supremo 
nûmero I8l, de 29 de julio de 1938%
c) Expropiado : No es otro que quien soporta la expro_ 
piaciôn, es decir, quien se ve privado de algo por razôn del eje^ 
cicio de la potestad expropiatoria. El artîculo 3® del Reglamen— 
to de Expropiaciôn Forzosa vigente en Espana dice que "se entien 
de por .expropiado al propietario o .titular de derechos reales é 
intereses econômicos directes sobre la cosa expropiable o titular 
del derecho objeto de la expropiaciôn". En el derecho moderno es 
lînea constante la posibilidad de que cualquier persona sea suj_e 
to pasiVO do la expropiaciôn, ya que el scrlo es algo que viene 
deterrninado solamente "ob rem" a travês de la cosa expropiada. Es 
to es algo que el Fuero de los Espaholes admite implîcitamente al 
decir que, "todas las formas de propiedad -y en oonsecuencia to— 
dos los propietarios- quedan subordinadas a las necesidades de — 
la naciôn y al bien comûn" (artîculo 30, prf. 2®,).
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La Constitue!ôn espànola vigente recoge estas mismas 
ideas en el numeral 2 del articule 33% "La funciôn social de es­
tes derechos (el de propiedad y el de herencia) delimitarâ su 
contenido, de acuerde con las leyes" y, sobre todo, el artîculo 
128:
"Art. 128.- 1. Toda la rigueza del pals en sus distintas for- 
> mas y sea cual fuere su titularidad, esta su—  
bordinada al interés general.
2. Se reconoce la inioiativa publica en la acti- 
vidad econôraica. Mediante ley se podrâ rese^ 
var al sector publico recursos o servicios - 
esenciales, especialmente en case de monopo­
lio y asimismo acordar la intervenciôn de em- 
nresas cuandc asi le exigiere el interés ge- 
neral".
El Côdigo de Prccediraiento Civil ecuatoriano, al ha- 
blar del demandado en el juicio de expropiaciôn^ se refiere sin
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mâs al "dueno o poseedor del inraueble”; no obstante, la ley de ïlG 
forma Agraria y Colonizaciôn, contiens una excepciôn al principle 
de no considérer en el eventual sujeto expropiado mâs cualidad — 
que la de propietario. En efecto, el articule 30 dispone que no - 
podrân ser "expropiadas aquellas tierras cuyo rendimiento sea no- 
toriamente inferior al promedio de la zona agricola respective - 
cuando su propietario hubiere presentado planes de inversidn, que 
hubieren side aprobados por el IERA.C y por el Banco Nacional do 
Fomento de manera conjunta y cuya solicitud de crédite no hubiere 
sido atendida por insuficiencia de disponibilidades de las Entida, 
des Oficiales de Crédite encargadas de este servicio".
Tarapoco ignorâmes la existencia de otra excepciôn al 
principle de determinaciôn "ob rem" en el régimen especial esta— 
blecido en Espaîia para la expropiacién de bienes de la Iglesia y 
recogido en el articule 22 del vigente Concordàto con la Santa Sje 
de,
II) Eleniento ob.ietivo,-
A) La ooncepciôn tradicional reducida al objeto de la 
expropiacién a los inmuebles; asî sucedia por ejemplo, con la ley 
espahola de 1879, En el derecho ecuatoriano tal concepcién es aûn
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la dominante, segûn se deduce del Cédigo de Procedimiento Civil en­
tre otros mueho8 textes positives,
Ctras leyes que se fijan en los inmuebles, adoptando un 
principle de exclusion de la expropiacién de bienes no inmuebles, - 
son la francesa de 3-mayo-l841, la prusiana de 11-Junio-l874> la 
austriaca de l8-febrero-l8/8> la hûngara de 31-mayo-l88l, etc.
Los rjiotivos de exclusién fueron, especial,
mente estos: l^ ,- La consideracién de la expropiacién como instru­
mente para posibilitar la realizacién de grandes obras pûblicas - 
(carreteras, ferrocarriles, etc.) y 2°.- La importancia de los bie_ 
nés raices frente a los muebles y cosas incorporales.
B) Hoy en dîa la situaciôn es dif©rente y, por elle, la
Ley de Expropiacién Forzosa Espanola de 1954, considéra como obje-
tos susceptibles de ser expropiados "cualquier forma de privaciôn
singular de la propiedad privada o de derechos o intereses patrimjo 
niales légitimes" (art. 1®), expresién de una gran perfeccién têc- 
nica en cuanto que el objeto de la expropiacién no es, propiamente 
hablando, una cosa, sea del tipo que fuere, sino derechos o intere^  
ses patrimoniales. Sélo quedan excluldos segûn ya senalamos en otra 
ocasién, los derechos personales y familiares.
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No obstante ceguirse en mi pals preferentemente la — 
concepcién tradicional "inmobiliaria", reflejada segun dijimos en 
el Cédigo de Procedimiento Civil, no se ha perraanecido en una si- 
tuaoién de estancamiento, y prueba de ello es la posibilidad de 
expropiar, por ejemplo, aguas u obras literarias o artlsticas - 
(articulo 9, Ley de Aguas; art. 47, Ley de Propiedad Intelectual), 
Como ejemplo de ese cambio de mentalidad al que antes aludimos no 
nos resistimos a transcribir la opinion de un ilustre tratadista, 
Santa Maria de Paredes (99) : "Puede haber una consideracién jurldd 
ca especial de la expropiacién forzosa en lo que respecta a los - 
cadâveres de individuos que hayan padecido enfermedades que deban 
ser objeto de estudio raêdico. Si la ciencia précisa que los cadâ­
veres sean objeto de expropiacién, lo serân de una manera especial, 
pues si bien se trata de objetos corporales entra con mucho la — 
afeccién moral y el sentimiento cristiano que salen lastimados y 
jamâs admiten tasarles en dinero. Si fuera precise hacer un estu­
dio en los cadâveres contra la voluntad de la familia creemos que, 
por salud pûblica^debe prevalecer el interés de la ciencia a la yo 
luntad de la familia. lo que ocurriria es que en tal caso, los ca— 
dâveres deben tratarse con el mâximo respeto devolviéndolos después
(9^  De la expropiacién por causa de utilidad publica, pâg. 38.
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a la familia, sufragândoles todos los gastos de sepelio si los 
clamasen sus deudos, pero nada mâs, pues estâ renido con la ôtica 
comeroiar con los cadâveres aûn en forma administrative.
C) Finalmente haremos una pequena resena del problema 
de la expropiacién del dominio publico. Garcia de Enterria opina 
que los bienes de dominio publico son inexpropiables por su cualjL 
dad en inalienabilidad.Sin embargo, no faltan autores que entien- 
den posible tal tipo de expropiacién^mostrando como ejemplo la ex 
propiacién de un término municipal entero (dentro del cual, como 
es légico, existirân junto a los bienes no domaniales, bienes do­
maniales ) para la construcciôn de ün pantano. No obstante. Ente— 
rrîa no ve que en el ejemplo anterior se de expropiacién, sino - 
tan solo una mutacién en la titularidad demandai.
Ill) La "causa expropiandi" como elemento exurooiatorio.
à ) beterminados entes pûblicos tienen en sus manos la 
potestad cxpropiatoria, pero el ejercicio de la misma no es algo 
que carezca de limites, Sélo cuando se cumplan una serie de requi 
sitos es adraisible la expropiacién. üno de ellosjde tal entidad - 
que su falta de presencia détermina la inexistencia de auténtica 
expropiacién, es la necesidad de que medie declaracién por ley de
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que se da una causa para expropiar suficiente y reconocida por el 
Ordenaraiento jurîdico. Se trata de un elemento expropiatorio que 
tiene sabor tradicional, pues se encuentra présente en Bartolo y 
en la Declaracién de Derechos del Hombre y del Ciudadano.
B) Respecte a que causas se han considerado como su-
/
ficientes para poder procéder a expropiar.hay que senalar como se 
han venido utilizando, cas! constantemente, unes conceptos-tipo a 
través de los siglos y a lo largo de los paîses.
Si arrancamos de la Declaracién de Derechos de 1?89 
como cUerpo normative "miliario" veremos que las ideas empleadas 
han sido las siguientes: 1®) necesidad pûblica (p. ej., la propia 
Declaracién del 89) —concepto que, por poco flexible, por demasi^ 
do estricto, pronto serâ dado de lado-;
2®) utilidad comûn;
3®) utilidad pûblica;
4®) utilidad social;
5®) interés social,
Sin embargo, entre todas ellas destacan con mucho las 
expresiones utilidad pûblica e interés social.
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C) Por lo que a Espana se refiere sélo diremos que 
tanto el concepto de "utilidad comûn" (Constituciones de 1837 y 
1845) como el de "utilidad pûblica" (Ley de 10-1-1879) fueron 
interpretados jurisprudenciaImente como utilidad directa para - 
la realizacién de obras pûblicas. Una nueva direccién se hard 
presente en este pals con la admisién por parte de la Constitu- 
ciôn de 1931 de la "utilidad social" como causa expropiandi (art. 
44)# El Puero de los Espaholes establece como causas expropiato- 
rias junte a la utilidad pûblica el interés social (art. 32), las 
cuales aparecen reoogidas en la nueva Ley de 1954. ^n igual sen
tido se manifiesta la vigente Constitucién de I978 en su articulo 
33.
Ahora bien, cuando en la prâctica espanola se emplea 
la "causa" utilidad pûblica,se originan unes efectos o consecuen 
cias diferentes que en el supuesto de emplearse la "causa" inte­
rés social. "No obstante, se dice por la Cdtedra del Sr. Lépez 
Rodé ,(lOO),debe senalarse que existen diferencias entre el supues­
to de expropiacién que tiene por causa la utilidad pûblica o - 
aquel otro en que la causa es el interés social. Las diferencias 
son, por un lado, de îndole formai y, por otro lado pueden exis- 
tir diferencias de otra naturaleza (cuando la causa es la utili—
(toc) Seccién Apuntes, Facultad de Derecho de Madrid. (Pâgs. 6 y 7* 
Madrid, 1962-65.
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dad pûblica^el derecho expropiado tiene im destlno concrete y 
especîfico; cuando la causa es el interés social, en muehas oc^ 
siones ese destine tendrâ un carâcter genêrico.. . Entre las 
diferencias de tipo formai menciona los trâmites pro c edime nt a1es 
que divergen segûn la causa manejada.
Nuestra Constitucién Politics, déclara, en el tantas 
veces citado art. 183, que "sélo el Fisco, las Municipalidades y 
las demâs institüciones de derecho pûblico podrân promover expro^  
piaoiones "por causa de utilidad pûblica". idea que aparece igual^  
mente en el Cédigo de Procedimiento Civil (p. ej., art. 843).
D) Hemos emploado repetidas veces la frase "utilidad 
pûblica", especialmente en relacién al Derecho ecuatoriano# Por 
eso habremos de dedicar siquiera unas palabras a que es lo que de_ 
be entenderse por utilidad pûblica. Quizâ sea bastante decir que 
es todo aquello que redunde en bien del desarrollo y prosperidad 
de la nacién, con lo cual no hago otra cosa que adherirme al tra— 
tadista Menganella.
La utilidad pûblica puede presentarse bajo diversidad 
de modalidades y aspectos segûn los casos, y asl en ocasiones se 
referirâ a lo econômico, pero otras veces hard alusién a lo moral, 
a lo que sirva para el recreo y esparcimiento populares, etc., etc.
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e) Sélo nos queda una cuestiôn por analizar y lo hare­
mos de un modo suraario. Se trata de saher quién puede declarer la 
utilidad pûblica o interés social en la expropiacién. Hay paîses 
en los cuales esta declaracién es un resorte del poder legislative 
(p. ej. México, Ley de 23 de noviembre de 1936) y otros han facul- 
tado indiferentemente o segûn los casos al Poder legislative y al 
Ejecutivo (Francia, ley de 3-mayo-1941).
Por lo que se refiere a mi pals, sabido es que el Cé 
digo de Procedimiento Civil (art. 844) y la Constitucién Politics 
(art. 183), establecen que esta declaracién de utilidad pûblica pa 
ra fines expropiatories sélo puede ser hecha por el Fisco, las Mu- 
nicipalidades y las llamadas Institüciones de Derecho pûblico.
El articulado de la nueva Constitucién de 1977 no 
aborda explîcitaniente esta materia, pero en el parâgrafo 3® del 
articulo 22 de la Exposicién de Motives afirma que "sélo el Estado 
y los organismes seccionales podrân realizar expropiaciones por eau 
sa de utilidad social o pûblica..."
En relaciôn a Espana, la régla general es que para la ^ 
dôclaracôn de utilidad pûblica o interés social, es précisa una ley 
aprobada en Cortes; sin embargo, las exoepciones son muy numérosas 
(arxs. 11 del Peglamento de Expropiacién Forzosa y 12 y 13 del rais— 
mo ) •
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Sélo habrîa que agregar que, dado el régimen de Autono­
mies Guyos diferentds estatutos se estân aprobando, compete al Esta 
do la legislaciôn exclusive sobre la expropiacién. Asl, el articulo 
149 numeral 18® dice que;
El Estado tiene competeneia exclusive sobre las siguien 
tes materias*
• Las bases del régimen jurldico de las Administracio- 
nes pûblicas y del régimen estatutario de sus funci^ 
narios que, en todo caso, garantizaran a los admini_s 
trados un tratamiento comûn ante ellas; el procedi­
miento administrativo comûn, sin per juicio de las e_s 
pecialidades derivadas de la organizaciôn propia de 
las Comunidades Auténomas» legislacién sobre exrro—  
•piacién forzosa; legislaciôn bâsica sobre contratos 
y concesiones administratives y el sistema de respon 
sabilidad de todas las administraciones pûblicas".
C A P I T U L O  IX
EL PROCEDIMIENTO EXPROPIATORIO
l) El procedimiento expropiatorio, desde un punto de vista 
abatracto, no es otra cosa que un conjunto conoatenado de aotividades 
dirigidas a determinar la privaciôn de derechos o cosas perteneoientes 
a un sujeto en aras del bien de la comunidad Nacional, asl como a fi- 
jar la justa indemnizaciôn que le corresponde.
Il) En Espana al elaborarse la vigente ley de 16-12-54, "Con 
cebida desde un principle con la pretensiôn de abarcar en lo posible - 
todo el oampo al que puede alcanzar la expropiacién", reviste peoulia- 
ridades notables (E. d. M. ). Ambàs ideas llevaron al legislador a moj>-
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tar un procedimiento general recogido en el Tîtulo II y varies espe- 
oiales que figuran en elTltulo III (expropiacién por zonas o grupos 
de bienes; por incumplimiento de la funciôn social de la propiedad; - 
de bienes de valor artlstico, histôrico y arqueolôgico; por entidades 
locales o por razôn de urbanismo; expropiacién que dé lugar a trasla- 
do de poblaciones; expropiacién por causa de colonlzacién o de obras 
pûblicas; expropiacién en materia de propiedad industrial; expropia­
cién por razones de defensa nacionai y seguridad del Estado).
Diremos sélo unas palabras respecte al procedimiento ge­
neral. Considerada en el Derecho Espanol la declaracién de pûblica - 
utilidad o de interés social no como una auténtica fase procedimental 
sino mâs bien como un presupuesto expropiatorio en sentido tôcnioo, 
daremos de iado este problema, que, por otra parte, ya fue abordado - 
en el capitule precedents, ocupândonos asl exclus ivament e de la mate­
ria procedimental "strictu sensu".
Las grandes fases que comprends el procedimiento del Tltju 
lo II son las sigubentesi
1®) Una vez cumplidos una serie de trâmites mâs o menos 
importantes (formacién por el beneficiario de una relacién de bienes 
o cosas a expropiar, a la cual puede oponerse cualquier persona duran 
te el tiempo de informaoiôn pûblica, oposicién que luego serâ estudi^ 
da por la Administracién), se procédé a formular una declaracién con­
crets e individuâlizada de que unos derechos o bienes dados han de ser 
ooupados por existir necesidad actual de elles, acuerdo que serâ publi^  
cado y notificado debidamente.
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2®) Determinacién del justipreoio en virtud de mutuo
acuerdo entre la administracién y el particular al cual se ha po
dido llegar en forma mâs o menos laboriosa,segûn los casos^o bien 
por medio de deoisién del jurado Provincial de expropiacién con 
posible juego en este ûltimo caso de ulterior reourso ante la Ju- 
risdicoién Contencioso Administrative.
3®) Pago del Justipreoio, toma de posesién "latu sen­
su" del bien o derecho expropiado e inscripcién registral corres- 
pondiente.
III) Veamos ahora cual es la situacién jurldico positiva 
en Ecuador respecte de esta trascendental cuestién. Nuestra Cons- 
tituoién Polltica, como es légico en un texte programâtico, se 
muestra muy poco expresiva. Sélo dice de la necesaria presencia - 
del presupuesto "utilidad pûblica" y de la obligatoriedad de verl 
ficar legalmente la expropiacién (art. 183, prf. 2®).
Tampoco la vigente Constitucién se muestra muy explicita a la 
hora de définir esta figura, pues sélo dice que"para fines de orden s^
cial, el sector pûblico, mediante el procedimiento y forma de pago que
indique la ley, podrâ nacionaiizar o expropiar..." (articule 47).
El régimen general en materia de procedimiento expro­
piatorio se deduce del Cédigo Adjetivo Civil. Se separan dos gran. 
des etapas, una de carâcter administrativo y otra maroadamente ju 
dicial. En relacién a la primera^el Cédigo sélo dice que 51a de­
claracién de utilidad pûblica o social hecha por las entidades ya 
indicadas para procéder a la expropiacién de inmuebles no podrâ 
ser materia de discusién judicial, pero sî en la via Administrât ,^
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va". Como tales deolaraciones de utilidad pûblica se refieren en la 
realidad prâctica a supuestos muy diverses (aguas, propiedad intele^ ç 
tuai, mejora colectiva de pequehos poblados, caserîos, parroquias y 
cantones, etc.),naturalmente la via administrativa tendrâ una con- 
formaciôn estruotural diferente segûn los distintos supuestos, sien 
do aquella en unos casos mâs extensa y complicada que en otros.
La segunda gran etapa, la judicial, tiene una regulaciôn 
detallada en el Côdigo de Procedimiento Civil (arts. 842 y siguien­
tes), figurando bajo el nombre, realmente insatisfactorio, de "jui— 
cio de expropiacién", pues lo cierto es que la expropiacién en sî - 
misma considerada no se discute entre las partes ante el juez, por- 
que aparté de lo que ya dijimos antes, "la tramitacién del juicio de 
expropiacién sélo tiene por objeto determinar la cantidad que debe 
pagarse por el concepto de precio de la cosa expropiada, siempre que 
conste que se trata de expropiacién por causa de utilidad pûblica" 
(art, 843). Serîa preferible hablar de "fijacién judicial del justi­
preoio", al menos en la mayorîa de los casos, ya que normalmente no 
se resuelven pretensiones procesales propiamente dichas. Este juicio 
estâ integrado por los siguientes trâmites:
1®. Presentacién de la "demanda de expropiacién" (expre­
sién criticable) "por el Procurador General de la Nacién o por el —
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funcionario que êste designare si se trata de una expropiacién que 
interese al Fisco", por el Sîndico cuando se trata de expropiacio— 
nés determinadas por los Concejos Municipales o, en su caso, por 
el Personero de la Institucién de Derecho Pûblico (art. 846)5 se 
acompanarâ tal demanda de una serie de documentes detallados por 
el articulo 847 (original o copia de la orden de demander la expr^ 
piacién, certificado del Registre de la Propiedad, Certificacién - 
del valor del fundo, piano de la parte del inmueble a expropiar), 
ademâs de mencionar una serie de circunstancias mâs (art. 847 y
848).
2®. El Juez,por medio de auto, ordenarâ la citacién - 
del dueho del Predio, de los titulares de derechos reales o de — 
arrendamiento sobre êste "para que concurran a hacer use de sus de 
rechos dentro del término de quince dîas" y nombrarâ peritos, fi— 
jando el término dentro del cual deberân estos presenter su infor­
me (art. 849).
3®. "El Juez dictarâ sentencia dentro de ocho dîas de 
presentado el informe y en ella se resolverâ ûnicamente lo que diga 
relacién al precio que deba pagarse y a los reclames que hayan pre­
sentado los interesados" (art. 852, sentencia que es apelable en un 
solo efecto y que serâ debidamente notificada). (Respecte de esos
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reclamos si cabe hablar de pretensiôn procesal y, en consecuencia, 
de juicio). (En materia de fijaciôn del precio la actuaciôn del - 
juez tiene un sabor mâs administrativo que jurisdiccional).
4®. Una vez que se le notifica la sentencia, el expro— 
piante tiene très meses para consigner el precio sehalado en ella 
pasando a ocupar el fundo y a realizar la correspondiente inscrip- 
ciôn registral#
Como apéndice del Juicio de Expropiacién, senala el 
Cédigo los siguientes: 1®. "Si transcurrieren très meses desde la 
ûltima notificacién de la sentencia y no se consignare el precio - 
determinado en la misma, el juez, a solicitud de parte, déclara sin 
lugar la expropiacién" (art, 864)* y 2®. "Si la cosa expropiada no 
se destinara al objeto que motivé la expropiacién, dentro de un pe 
riodo de seis meses, contados desde que se hizo la ûltima notifica 
cién de la sentencia o no se iniciasen los trabajos dentro del mi^ 
mo plazo,el dueho anterior puede readquirirla, consignando el va­
lor que se pagé por la expropiacién, ante el mismo juez y en el - 
mismo proceso" (art. 865).
La Ley de Reforma Agraria y Colonlzacién ha estable- 
cido un Procedimiento especial "con miras a brindar una mayor agi- 
lidad en la tramitacién y resolucién de los problèmes inherentes a
su aplicaciôn, asî como mâs celoridad y justicia" y encargando la 
resolucién de las posibles controversies a los jueces de tierras y 
a una "Sala Especializada de la Corte Suprema de Justicia", (S, de 
M,, 8). .Este procedimiento présenta igualmente dos fases, una âd- 
ministrativa (que termina con la resolucién de expropiacién y apro 
bacién del informe pericial correspondiente por el Consejo Direc­
tive del Institute Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonizacién), 
y otra judicial, si bien no siempre jurisdiccional, con posibilidad 
de dos instancias, la primera ante el juez de tierras y la segunda 
ante la Sala Especializada de la Corte Suprema, cuando se trate de 
reclamaciones superiores a ocho mil sucres. El precio fijado en la 
sentencia serâ consignado por dicho Institute en el plazo de très 
meses, pudiéndose hacer efectivo en bonos o en bonos y dinero, se­
gûn los casos (art. 131)• Esta materia aparece recogida en el tîtu 
lo VIII de la Ley de Reforma Agraria y Colonizacién.
C A P I T U L O X
GARANTIAS DE LOS PROPIETARIOS FPENTE A LOS SUJB- 
TOS EXPROPIANTES
Frenie a la potestad expropiatoria en manos de la admi- 
nistracidn, el ciudadano no se halla oompletamente inerme, sino que 
cuenta con toda una serie de garanties, Eareraos un anâlisis de ellas 
refiriêndonos no sélo a las opiniones doctrinales, sino también a la 
realidad positiva en Espana y Ecuador.
l) La no presencia de requisites expropiatorios fundamentales:
Si falta declaracién de utilidad pûblica o interés social,
o si tal declaracién proviens de quien no estâ investido de competen-
cias para forraularla; si, en condiciones de no urgencia, se procédé a 
la ooupacién de lo expropiado sin mediar previo pago o depésito de la.
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indemnizacién, o si el procedimiento expropiatorio en bloque o en al- 
guna de sus partes esenciales es desconocido por parte del sujeto ex­
pro piante, no habrâ expropiacién y, por tanto, la Administracién habrâ 
obrado ilegalmente. Estaremos, en suma, ante vias de heoho. En efecto, 
asî sucede en el Derecho Positive, pues el articulo 125 de la Ley de 
Expropiacién Espanola détermina que, "siempre que sin haberse cumplido 
los requisites sustanciales de declaracién de utilidad pûblica o inte­
rés social, necesidad de ocupacién o previo pago o depésito, segûn pr^ 
céda, en los términos establecidos en esta ley, la administracién ocu- 
pare o intentase ocupar la cosa objeto de la expropiacién, el intere- 
sado podrâ utilizar, aparté de los demâs medios légales procedentes, los 
interdiotos de retener y recobrar, para que los jueces le amparen y, en 
su caso, le reintegren en su posesién amenazada o perdida"* La doctri-
I
na suele entender pardemâs medios légales procedentes" el reourso con­
tencioso administrativo y el procedimiento del art. 41 de la LeyHipo— 
tecaria. El tratamiento procesal del interdicto de retener o recobrar 
se encuentra en la Ley de Enjuiciamiento Civil (arts. I .65I y ss.). Ado 
mâs habrâ que tener en cuenta lo dispuesto por el art. 126 de dicha 
Ley de Expropiacién Forzosa.
Por lo que a Ecuador se refiere, hay que decir que como - 
"nadie puede ser privado de la propiedad ni de la posesién de sus bie_ 
nés sino en virtud de mandate judicial o de expropiacién legalmente ve- 
rificada. por causa de utilidad pûblica”, cuando sin respeto del prooe- 
dimiento legal que oorresponda àlguien se vea privado de su propiedad 
o posesién, se podrâ seguir el correspondiente "juicio sobre conserva-
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cién y recuperaoiôn de la poeesiôn", regulado en el Cédigo de Proce­
dimiento Civil (arts. 721 y ss.).
II) Significado de la previa indemnizacién al expropiado:
a ) — En aplicacién del principle jurldico pûblioo esen- 
cial de "igualdad de los ciudadanos ante las cargas pûblicas", la Ad­
ministracién estâ obligada a légitimer la expropiacién con la oportu 
na indemnizacién. En efeoto,a través de la indemnizacién se logra la 
Bustitucién del elemento patrimonial expropiado por un equivalents - 
eoonémico y, con ella, el respeto del principio antes enxmciado. De 
este tema se ocupé brillantemente el tratadista Duez.
b ) - Aunque sobre el aspecto temporal insistiremos lue­
go, es precise destacar ahora el oaracter previo de la indemnizacién 
respecte del traslado del objeto expropiado a la Administracién. Sos- 
tener el carâcter previo de la indemnizacién es tanto como consi- 
derar a esta como una "conditio legis" de la expropiacién, a di- 
ferencia de una tesis que segûn algunos arrancé en Mostesquieu, 
el cual configuré la indemnizacién como un efecto de la expropia­
cién. Sobre esta cuestién Nemesio Rodriguez More (101) aolara que 
"en nuestro ordenamiento jurldico como en casi todos los palses, la iii
(101) Ob. cit., pâg. 44*
demnizdcién ha de ser previa al pronunciamiento de la expropiacién 
y consiguiente traslaciéh de la propiedad de la cosa; si no se pa- 
ga o se deposits segûn los casos la cantidad que corresponde con­
forme a las bases dadas por el legislador, no puede consumarse la 
expropiacién. Este es el final de un complejo procedimiento a mane 
ra de cadena, uno de cuyos eslabones es el pago de la indemniza­
cién o aseguramiento mediante depésito. Si no se ha cumplido aque— 
lia "conditio legis" el acte expropiatorio estâ viciado por "in- 
fraocién legal".Comoes natural el que modernamente la indemniza­
cién se configure como un requisite previo, se orienta a forzar a 
la Administracién para que pague sin demora el importe de la misma, 
lo cual no séria tan fâcil de obtener considerândola como efecto.
Efectivamente, de seguirse este segundo criterio del efecto, po- 
dria ocurrir que el ente pûblico tuviera menos prisa por pagar ya 
que de ese pago no dependerfa la validez del acte expropiatorio. (*)
c) — Haremos una referencia al Derecho Positiyo. En el 
Derecho Espanol es preciso tener présentes los artîculos 32 del î'iæ 
ro de ]os Espaholes, {"•^ ndie podrâ ser expropiado, sino por causa - 
de utilidad pûblica o interés social previo a la correspondiente - 
indemnizacién y de conformidad con lo dispuesto en las leyes")y el 
125 de la vigente Ley de Expropiacién Forzosa ("siempre que sin ha 
berse cumplido los requisites sustanciales... previo pago o depésj^
(*) Résulta interesante transcribir el debate producido en torno 
a la redscoién del articulo 31 de la Constitucién (que luego se -
transformé en el 33) > acerca de la figura que comentamos, durante la so- 
siéii plenaria del Parlaraonto de. les Diputados, celebrada el 11 de julio 
de 1978. Intervino en primer lugar el diputado y destacado profesor de - 
Derecho Administrativo, D, Juan Luis de la Vallina Velarde, quien entre 
otras cosas, dijoj "El hoy articulo 31 del poyecto de Constitucién..* de 
diea su apartado tercero.•. a la expropiacién forzosa. Dicho apartado... 
utilizaba una férmula constitucional reiteradamente repetida por todas - 
nuestras Constituciones, con una sola excepcién (y que era) del siguien— 
te tenor: *Ningun espanol podrâ ser privado de sus bienes sino por causa
justificada de utilidad publica o interés social, nrevia la correspon--
diente indemnizacién y de conformidad con lo dispuesto por las leyes*.
Pues bien, en la mencionada sesién del 23 de mayo fue cambi^ 
da la expresién * previa indemnizacién* por * mediante indemnizacién*.
Dicha modificacién fue introducida sin debate ni defensa al- 
guna, un tanto sigilosamente, hay que reconocerlo, y sin una clara con—  
ciencia del significado que el cambio representaba.
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Técnicamentô, si no existe indemnizacién previa en un supue_s 
to de privaciôn singular de la propiedad, en un supuesto de sacrificio - 
especial, no puede hablarse de expropiacién forzosa, sino mâs bien, dig£ 
moslo claramente, de un supuesto de confiscacién de bienes, de forma tal 
que, con la regulacién que hoy ofrece el proyecto de Constitucién, la ex 
propiacién forzosa ha dejado de tener existencia en nuestro ordenamiento 
constitucional, para ser sustitufda por una especie de confiscacién o, - 
en el mejor de los casos, como luego se dirâ, por un empréstito forzoso.
La expropiacién forzosa, ccano institucién central y bâsica - 
del Derecho pûblico, trae su regulacién raoderna, prescindiendo de otros 
antecedente8, del articule 17 de la Declaracién de los Derechos del Hom­
bre y del Ciudadano de 1789, en la que, después de reconoccr el derecho 
de propiedad individual, se fija como limite del mismo la posibilidad de 
car privado de dicho derecho por razones de interés pûblico, por necesi— 
dades pûblicas y bajo la condicién de una justa y previa indemnizacién.
El carâcter previo, el carâcter *prealable *, deviene asl —
* conditio juris *, en el sentido têcnico y preciso de la expresién, del - 
acto expropiatorio para todo el Derecho del mundo occidental dondo se re, 
conoce la propiedad individual#
De modo que la expropiacién forzosa, como institucién jurldd 
ca que consagra una de las mâs enêrgicas potestades administratives, —  
puesto que, ante ella, cede el derecho de propiedad individual, présenta 
unas determinadas garanties individuales y, entre ellas, bâsicamente, el 
carâcter previo de la indemnizacién.
Ya dijimos que, si no se da ese carâcter previo, sera difîcil 
que se pueda en rigos hablar de expropiacién forzosa.
La garantie del derecho de propiedad exige que la indemniza—  
cién expropiatoria presents un carâcter preventive, como pacificamente p_o 
ne de manifiesto toda la doctrina. Baste citar, como aportacién mâs impcœ
tante en este punto, la del profesor Garcia de Enterria. Las paginas que 
en su *Curso de Derecho Administrativo* dedica a esta cuestiôn son alta- 
mente expresivas y a ellas me remito.
Ciertaraente, el carâcter preventive de la indemnizaciôn con 
vierte a ésta en verdadero presupuesto de legitimidad del ejercicio de - 
la potestad expropiatoria o, en otros términos, para que pueda hablarse 
de expropiacién forzosa, el acte de privaciôn singular, de sacrificio es. 
pecial del bien patrimonial, no puede producirse sin que previamente se 
baya abonado la correspondiente indemnizaciôn; es decir, en toda la con- 
trucciÔn jurldica de los supuestos de privaciôn singular de la propiedad, 
dentro de los sistemas normativos que reconocen la propiedad privada, la 
indemnizacién no es un efecto de la privaciôn o expropiacién, sino requd^  
sito o presupuesto de legitimidad, de validez y no simple condicién de - 
eficacia de ese ejercicio.
La privaciôn singular, el sacrificio especial de un bien de 
propiedad individual es un limite del derecho de propiedad que tiene sus 
exigencies, entre otras cosas, la de la indemnizaciôn previa; y no tiene 
nada que ver con las posibles limitaciones que en razôn de la funciôn s^
cial.de la propiedad sobre ésta deben recaer, y que se regulan en el --
apartado segundo de este mismo articulo 31•
Establézcanse sobre la propiedad individual las limitacio—  
nés que se consideren oportunas, pero no se desnaturalicen las técnicas 
jurldicas como en este caso parece se pretende hacer con la expropiacién 
forzosa. Esta es preoisamente la gran cuestiôn que tienen planteados en 
el Derecho comparado, derechos como el alemân e italiano* El carâcter —  
previo de la indemnizaciôn estâ superado en estos Derechos; en una exi—  
gencia técnica del justo precio, digalo o no lo diga de forma expresa la 
Constitucién. El problema — no siempre de fâcil solucién y que ha. dado — 
lugar a importantes decisiones de las Certes o Tribunalss Constituciona- 
les - es preoisamente la distincién entre la privaciôn singular, expro—  
piacién con indemnizaciôn en todo caso y por supuesto,con indemnizaciôn 
previa, de las limitaciones, que delimitan el contenido normal del Dere­
cho de Propiedad y que no son objeto de indemnizacién.
El cambiar el carâcter previo de la indemnizacién por *me—  
diante*, vendria a generalizar y a agravar el supuesto de las expropia—  
cione8 urgentes que arrancan bâsicamente en nuestro Derecho Positive de 
la Ley de 7 de octubre de 1939, dictada para la reconstrucciôn necesaria 
después de la guerra civil y de los graves atentados que, hay que recono 
cer, ocasionan estas expropiaciones urgentes, atentados a principios ju- 
ridicos bâsicos, entre otros el de igualdad, de los que todos tenemos co 
nocimiento por los prejuicios, por los dahos que ocasiona el aplazamien- 
to en la indemnizaciôn, y es évidente que entre las expropi aciones urgen 
tes, tal como estân reguladas en el articulo 52 y siguientes de la vlgen 
te Ley de Expropiacién Forzosa, y la falta de previo pago que cons t i tu—  
cionalmente se quiere hoy consagrar, hay todavia un amplio trecho.
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Hasta aquî la explicaciôn técnica, que podemos concluir di- 
ciendo que, al suprimirse del ordenamiento constitucional la necesidad - 
del previo pago, los supuestos de privaciôn singular de la propiedad no 
serân ya de expropiaciÔn forzosa, sino verdaderas confiscaciones o, en - 
el mejor de los cascii, empréstitos forzosos al aplazarse el pago de la - 
indemnizaciôn sin limite en el tiempo, y cuyas condicionos, normalmente 
el interés legal del dinero, fijarâ discrecionalmente una de las partes, 
la Administracién expropiante.
Pollticamente, la medida es de enorme trascendencia, por lo 
que no debe pasar inadvertida como sucedié en la Comisién de Asuntos —
Const i tuci onale s y Libertades Pûblicas, pues independientemente de supo- 
ner una clara desnaturalizacién de las técnicas jurldicas, como antes iji 
tenté poner de manifiesto, puede venir a desdecir el reconocimiento que 
del Derecho de Propiedad se hace en el apartado 1 de este mismo articulo
31• Piénsese que la férmula constitucional permits remitir el resarci--
miento econômico, la indemnizacién por la privaciôn singular de un bien 
patrimonial a un futuro mâs o menos prôximo, a un future incluse indete% 
minado, y quien se ha visto privado de parte de su patrimonio, en el me­
jor de los casos tandrâ derecho, de forma inmediata, al interés legal —  
del importe de .la indemnizacién, cuyos pages quedan aplazados. Con elle 
se cumplirâ la exigencia constitucional de *mediante indemnizaciôn*.
El carâcter previo de la indemnizaciôn, con el carâcter té^ 
nice-jurldico que ha quedado sehalado, se recoge por primera vez en el — 
Derecho espanol, en la Ley de 17 de julio de I836, la primera que, con - 
carâcter general, régula la expropiacién forzosa en nuestro ordenamiento 
jurldico, evidentemente influido este carâcter previo de la indemniza-^ —  
cién por el articulo ya citado de la Declaracién de los Derechos del Horn 
bre y del Ciudadano de 1789* Con posterioridad, este carâcter previo es 
recogido por todas las Constituciones y por todos los proyectos cbnstitu 
cionales de nuestro ordenamiento jurldico, con una sola excepcién. Asî - \ 
sucede en el articulo 6^  del proyecto de Constitucién de Isturiz de 20 — \
de julio de 1836; en el articulo 10 de la Constitucién de 183/î en el ar 
ticulo 10, igualmente, de la Constitucién de 1845? en el articulo 13 de 
la Constitucién no promulgada de I856; en el articule I4 de la Constitu— 
cién de I869? en el articulo lo del proyecto de Constitucién Federal de 
la Repûblica espahola de 1873? en el articule 10 de la Constitucién de — 
1876, hasta llegar al articulo 32 del (aûn vigente) Fuero de los Espaho­
les.
Esta constante de nuestro Ordenamiento Constitucional sélo 
sufre la excepciôn de la Constitucién de la Segunda Repûblica espahola — 
de 1931, cuyo articulo 44 utilizaba la misma expresién que ahora se qui.e 
re incorporar en el proyecto que debatimos. Es decir, la privaciôn singu 
lar de la propiedad individual podla ser objeto de expropiacién forzosa 
por causa de utilidad social, mediante adecuada indemnizacién.
En el Derecho Constitucional Comparado, algunas Constituai^ 
nés del mundo occidental se refieren a la expropiacién forzosa sin mâs,
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bien entendido que se considéra que la indemnizaciôn es previa por exigen 
cias institucionales de la potestad expropiatoria, segun antes indiqué, - 
porque es una exigencia del justo precio# Algunas, expresamente, recogen 
el carâcter previo, como sucede con la Constitucién francesa, al haber in 
porporado al texte constitucional la Declaracién de los Derechos del H om­
bre y del Ciudadano de 1789*
Ciertamente, existen Constituciones que utilizan la expresién
*mediante indemnizaciôn*, la misma que intenta introducir en el ordena--
miente constitucional el proyecto que debatimos. Como mâs reoientemente - 
se pueden citar la de Bulgaria de 1971, articulo 28, y la de la Repûblica 
Popular China de 1975, articulo 25, segûn puede consultarse en los textes 
incluidos en la ediciôn de Jorge Esteban»
Tengo que indicar que entre estas Constituciones que utilizan 
la expresién *mediante* y no *previa indemnizacién* no se encuentra la r^ 
ciente de Portugal, tantas veces calificada por un sector de esta Camara 
como una de las mâs progresivas, ya que en su articulo 62 se détermina —  
que la expropiacién por causa de utilidad pûblica sélo podrâ ser efectua- 
da previo pago de una justa indemnizacién.
Si la indemnizacién no es previa en los supuestos de priva——  
cién singular del bien, en estos casos hay que tener clara conciencia de 
que el derecho de propiedad no queda garantizado."
Al planteamiento expuesto por el senor de la Vallina Velarde, 
respondié el diputado socialiste sehor Pons Irazazabal, quien entre otras 
cosas dijos "Lo que estâ en juego, simpiemente, es si la indemnizacién de. 
be ser anterior, simultânea o posterior a la expropiacién forzosa, pero — 
no esta en juego, en ningûn caso, que debe haber indemnizacién. Y vamos a 
ver, inmediatamente, que lo que es de esencia a la expropiacién es preci— 
samente que haya indemnizacién.
La solucién del dictamen que defiendo... entronca, en primer
lugar, con la tradicién democratica de nuestro constitucionalismo. L a --
Constitucién de 1931, la primera Constitucién espanola que podemos inscri. 
bir en el marco de la modernidad de nuestro siglo, contempla una solucién 
idéntica en este terreno a la que defiende el dictamen. La expresién que 
se utiliza es que nadie podrâ ser privado de la propiedad si no es median 
te indemnizaciôn.
Por otra parte, como ha reconocido el profesor de la Vallina, 
en la defensa de su enraienda, no estamos en esta solucién aislados del — - 
reste del mundo. No voy a utilizar sélo los ejemplos que êl diot Bulgaria 
y la Repûblica Popular China. Respecte a Portugal, me permitirla reotifi- 
car, porque segûn mis informes, la Constitucién portuguesa, en el texte - 
que puede verse en la *Revista de Derecho Pûblico*, en el arriculo 6 2, —  
apartado 2 de su Constitucién, expresa que fuera de los casos previstos —
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en la Constituciôn, la expropiaciôn por utilidad publica s6lo pue de ser 
efectuada mediante el page de la indemnizaciôn justa*
La Constituciôn portuguesa» la sueca, la de Alemania Fede—  
ral, la de Dinamarca» la de Italia, la de Noruega, entre otras mu chas, 
con tempi an una fôrmula prâcticamente idêntica, cuando no idéntica, a la 
del dictamen que defendemos. Otras muchas Constituciones no hacen refe­
renda ninguna a este tema#
Sin embargo, creo que nadie se atrevorîa a negar que esos - 
p aises que he oit ado son palses en los que se respeta la propiedad pri- 
vada, en los que existen unas técnicas jurldicas de protecciÔn de la —  
propiedad privada que podriamos llamar seguramento modélicas, porque su 
ponen un estadio avanzado de la articulaciôn de las garantlas de los —  
ciudadanos•
La esencia de la expropiaciôn, como he dicho antes, es dejar 
indemne al expropiado, es decir, reparar completamente los danos y per- 
juicios que se le ocasionan* Esta es la finalidad esencial y queda per- 
fectaroente acogida en el dictamen, al exigirse que la expropiaciôn se - 
haga siempre medi ante indemnizaciôn, este es, dejando indemne al expro- 
piado.
Yo me atreverla a decir que no existe ninguna certeza teôrd 
ca ni prâctioa que autorice a pensar que, si la ccsnpensaciôn econômica 
es previa, es mas compleja y justa, y la indemnizaciôn del expropiado - 
mas perfecta.
En efecto, aunque oficial y teôricamente la norma fundamen­
tal cuya vigencia nos ha recordado el senor de la Vallina es el Fuero - 
de los Espanoles, exigla indemnizaciôn previa, y este es lo que ha dado 
lugar a esa construcoiôn teôrica segun la cual la previa indemnizaciôn 
se constituye en presupuesto de letimidad para el ejercicio de la pote^ 
tad expropiatoria; segun el Fuero*de los Espanoles, en efecto, el pago 
previo a la ocupaciôn ha dejado de ser normal o régla ccmun, p^a ser - 
realmente excepcional, cuando no excepcionalîsimo.
y sin ânimo exhaustivo, se pueden citar algunas tôcnicas —  
usuales que acreditan lo que digo. En primer lugar, el ejemplo citado - 
por el senor de la Vallina: las expropiaciones urgentes. Las expropia—  
clones urgentes implican la ocupaciôn de los bienes expropiados a cam—  
bio de un depôsito ridicule, insignificante, de carâcter meramente sira- 
bôlico. Y estas ocupaciones urgentes, que se han venido practicando en 
la forma que seguidamente dire, han sido también denunciadas como con—  
fiscatorias y como anticonstitucionales, precisamente, entre otros y —  
muy seneramente, por el profesor Garcia de Enterria, citado por el ora- 
dor que me ha antecedido.
Esa urgencia que autoriza la Ley de Expropiaciôn Forzosa ha 
sido utilizada de forma absolutamente desbordada de su contexte, y nos
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hemos visto ante el caso de la declaraciôn de urgencia genérica, no sin­
gular y caso por caso, sino mediants leyes que la deciden para sestores 
completes de la actuaciôn administrative, y hemos contemplado casos rea^ 
mente paradigmaticos sobre la importancia real da estas declaraciones de 
urgencia* El plan de inversiones publicas, que abarca prâcticamente la - 
total actividad del sector pdblico, implic'a que tod as esas inversiones — 
previstas pueden dar lugax a expropiaciones por el procedimiento de ur—  
gencia* Los Planes de Desarrollo, en las ultimas Leyes de Planes de Des- 
arrollo, conceden el bénéficié del px»ocedimiento de urgencia para las ex 
propiaciones necesarias en su ejecuciôn. Sin embargo, no recuerdo, no r^ 
cordamos que en el memento en que esos autânticos atropellos, auténticos 
atropellos en el sentido de que iban en contra de la instituciôn tal co­
mo estaba configurada y no solamente contra el previo pago, sino incluse 
contra la esencia misma de la indemnizaciôn, sus ci ta ran en aquel morne nto 
protestas por parte de ninguno de los Procuradores, hoy Diputados, que - 
se oponen en este memento al dictamen que defiendo.
La Ley de Expropiaciôn Urgente del 7 de octubre de 1939, re- 
cordada por el senor de la Vallina, introdujo efectivamente el procedi—  
miento de urgencia en las expropiaciones para una economîa de guerra, pa 
ra una polltica econômica eficaz posterior a una guerra* Nosotros preten 
demos - y nos parece que el dictamen facilita esto - una actuaciôn admi­
nistrative. eficaz en tiempos de paz* El objetivo principal que nosotros 
perseguimos y que el dictamen facilita es la seguridad jurldica y la per 
fecciÔn tôcnica en las garantlas de los expropiados*
Este es el objetivo capital y eso no lo confiera el dogma de 
la indemnizaciôn previa*
Ejeraplos que acreditan que no se obtiene esa seguridad jurl­
dica con el dogma de la indemnizaciôn previa, uno m^ iy sencillo; hoy en - 
dîa vemos cômo las indemni zaci one s acordadas por los jurados de expropiei 
ciÔn, y que son impugnadas por los interesados ante la jurisdicciôn con- 
tencioso-administrativa, permiten a la Administraciôn ocupmr los bienes 
y, sin embargo, cuando al cabo de anos, a menudo al cabo de lustros, se 
resuelven los recursos contencioso-administrativos, danclo la razôn a los 
expropiados e incrementando las indemnizaciones, se esta en estos casos 
procediendo a la ocupaciôn sin el previo pago de la indemnizaciôn, por—  
que la indemnizaciôn se recibe, como digo, al cabo de lustros de haberse 
producido la ocupaciôn.
Y este no es un caso aislado sino que, desgraciadamente, es 
el pan nuestro de cada dîa*
También existe otro caso, citado por el propio senor de la - 
Vallina, que es el de los retrasos en el pago sin otra compensaciÔn que 
el interês legal* Nosotros no pretendemos, en absolute, que eso siga pro 
duciéndose* Y, efectivamente, creemos que esa no es una fôrmula que sig- 
nifique indemnizaciôn, aunque se hace al amparo del previo pago. Noso— —
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tros creemos y perseguimos que la Constituciôn, tal y como queda aproba- 
da, autoriza una indemnizaciôn efectiva* 2 intente demostrar que el pre­
vio pago no es mayor garantis de seguridad#
Queremos, como digo, una Administraciôn eficaz, institucio—  
nés expropiatcrias justas y la aplicaciôn honesta de las mismas# Y cree- 
EÛos que esto sôlo es posible en un Estado democrâtico#
Hemos vivido, desde 1954, fecba en que se aprobô la Ley de - 
Expropiaciôn Forzosa, en el engano del previo pago, cuando es bien sabi­
de que este sagrado principio no podla ocultar la realidad inaceptable - 
de unas valoraciones siempre alejadas de la realidad, determinadas por - 
sistemas sin contrôles# Aunque el pago fuese teôricamente previo, no ha- 
bla indemnizaciôn, porque el expropiado no era jam as, realmente, resarcj^  
do de sus perjuicios, aunque lo fuese antes. Se trata de permitir, sin - 
dramatismos politicos ni juridices, una aproximaciôn a las necesidades - 
reales del Estado y de la Administraciôn y unas instituciones expropiat^ 
rias que, para ser fieles al mandate constitucional cuya aprobaciôn se - 
propone, dejen realmente indemne al expropiado, sin enganos ni el consue 
lo hipôcrita de dogmas en los que no se oree y que, en définitiva, se t^ 
man a bénéficie de inventario.
El Lerecho Administrative en el Estado de derecho se ha cons 
tituido sobre la.base del equilibrio entre el poder creciente de la Admi 
nistraciôn y las garantlas, tambiên crecientes, de los administrados.
Entendemos que la fôrmula del dictamen, cuya aprobaciôn pro- 
pohemos, permits reconstruir un nuevo equilibrio en el que estos dos fa^ 
tores - tante los poderes de la Administraciôn como las garantlas de los 
administrados — salgan reforzadcs en bien de la economîa de la sociedad, 
de las mismas garantlas de los ciudadanos y, en definitive, del pals to- 
do."
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to#.., la Administraciôn ocupara o intentase ocupar la cosa objeto 
de expropiaciôn###”) (tiene las garantlas que ya antes enunciamos)#
Por lo que a la realidad positiva ecuatoriana se refi^ 
re he de decir que, una vez conclulda la fase administrativa, se- 
gûn vimos, se llega a la judicial, la cual no tiene otro objeto - 
que la fijaciôn del precio de la cosa expropiada. También la indem 
nizaciôn tiene en el Côdigo de Procedimiento Civil carâcter de re­
quisite expropiatorio y no de efecto, segûn se desprende del arti­
cule 864 de dicho texte legal ("si transcurrieren très meses desde 
la ûltima notificaciôn de la sentencia y no se consignare el precio 
determinado en la misma, el juez, a solicitud de parte, declararâ 
sin lugar la expropiaciôn").
il) — Segûn dijimos, la expropiaciôn# para ser vâlida, de 
be verse, urecedida de la correspondientes indemnizaciôn#
es la régla general que se ve confirmada por las correspondientes 
excepclones:
1®# Existen casos de expropiaciôn sin indemnizaciôn. 
Ejeraplos 'Te esto no faltan^ asî^  en la Constituciôn del Reich Ale- _
raân, en la Constituciôn de la U.R.S.S. (articule 3°)^  en las legis- 
laciones Yugoslavs y Checa, etc#, eincluso en mi propi o pals no faltan 
nos preceptos de esta indole (por ejemplo, art# 5®, Ley de Caminos;
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art. 116, Ley de Rêgimen Municipal), ni tampoco jurisprudencia in 
teresante.
En relaciôn a esta ûltima nos parece de gran importan 
cia transcribir la defensa presentada por el notable jurisconsul­
te ecuatoriano Dr. Alfredo Pérez Guerrero, en bénéficié de los d_e 
rechos de la Municipalidad de Antonio Ante, en el juicio posesc- 
rio propuesto contra ella (102).
Présenté a la ilustrada consideraciôn de la Excelenti— 
sima Corte el siguiente laanifiesto, en defensa de los 
derechos de la Municipalidad de Antonio Ante, en el ju^ 
cio posesorio propuesto contra ella, por el senor A\;igus 
to Moreno Rosales, en calidad de Procurador dol senor 
Eduardo Pérez y Pérez.
Como se desprenderâ del anâlisis de los datos procesa- 
les, es este un juicio seguido simplemente por capri- 
cho, sin ningun propôsito de reparacién de un acto ju- 
rîdico e injuste y meramente con el propôsito de causar
(102)Alfredo Pérez Guerrero. Temas Jurîdicos, pâgs. 207 y ss., Qui­
to, 1945-
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dano a una alta entidad de derecho publico, y de tra- 
bar e impedir la accidn de la misma, tendente a obte— 
ner bénéficies sociales para la poblaciôn, cabecera - 
del cantôn Antonio Ante.
LA DEMANDA Y LA CONTESTA CION:
El demandante aseverô ser duene y poseedor del fundo 
Ontanôn, cuyos linderos y especificaciones hizo cons- 
tar. Asever6 que el Concejo, arbitrariamente, procediô 
a ocupar una faja de terreno de tal hacienda, para - 
construir un camino que da acceso al sitio en que se 
instalarâ una planta elêctrica con sus edificios. DJ^  
jo que réclamé por ello al Consejo de Estado, del cual 
obtuvo una resoluciôn favorable, y que un perito nom- 
brado por la municipalidad présenté un informe respe_ç 
to a los perjuicios sufridos. Fundado en los articules 
938 y 986 del Côdigo de Procedimiento Civil, se propo­
ne demanda contra la Municipalidad, para que no erabar^  
ce ni despoje la posesiôn de parte del fundo Ontanôn; 
se obligue a la restituciôn del terreno ocupado y se 
indemnicen danos y perjuicios. Se fija la cuantla de
—  154 —
la acciôn y de los danos y perjuicios en ciento treinta 
mil sucres. El demandado negô el atentado contra la po 
sesiôn, asever6 que la acciôn se encuentra prescrite, 
y agregô las siguientes excepciones, que me permito - 
copiarles literalmente, para raejor claridad de la con 
troversia:
"PRIMERA,- Niego simple y absolutamente los funda 
mentes de hecho y de derecho de la acciôn, en los têr- 
minos constantes del libelo de demanda,
SEGfUl'M,- De acuerdo a los Arts, 116 y 17 de la 
Ley de Rêgimen Municipal, la I, Municipalidad de Anto­
nio Ante estâ expresamente facultada para ocupar te - 
rrenos, con el fin de construir caminos que faciliten 
el acceso a las plantas de lus y fuerza elêctrica, asî 
como las fuentes de agua potable, sin pagar ninguna in 
demnizaciôn; y como estas disposiciones son especiales, 
prevalecen sobre las disposiciones générales del Côdigo 
Civil, razôn por la cual la demanda y la acciôn son im 
procédantes y carece de derecho el acto para intentarlo.
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TERCERA,— Antes de construirse el camino que va 
hacia la planta elêctrica, existîa un callejôn que 
servia de entrada a la hacienda Ontanôn, y lo que se 
ha hecho es el ensanchamiento para transformarlo en 
una carretera adecuada para el trânsito de véhicules 
motorizados, y al construirse una carretera de esta 
naturaleza, se bénéficié enormemente y en todo sentj^  
do la hacienda Ontanôn, puesto que, en un sector en 
donde atraviesa una quebrada junto a la casa de la - 
susodicha hacienda, la I. Municipalidad construyô un 
puente de madera con estribos de cal y piedra, ouyo 
costo asciende a la cantidad de doce mil sucres, mâs 
o mènes. Con estas mejoras de carâcter pûblico, la 
hacienda Ontanôn se ha beneficiado econômicamente y 
su valor ha aumentado notablemente, adquiriendo una 
plus-valia que servirâ de base a la Instituciôn que 
representô, para el cobro de los respectives irapues- 
tos, pues, inclusive se beneficiarâ con el servicio 
de luz elêctrica.
CUARTA,— Como se trata de un bénéficié pûblico - 
destinado a una planta elêctrica y facultada por la
-  156 -
Ley, la demanda, repito, es completamente improce­
dent e, puesto que en vez de ocasionarle perjuicios 
al Sr. Pérez, mâs bien le reporta muchos beneficios.
QJINTA.- Debo dejar constancia que en ningûn m£ 
mento la l&inicipalidad de Antonio Ante ha solicita- 
do los servicios profesionales del Sr, Ingeniero - 
Carlos Nieto, ni tampoco ha reconocido ninguna indem 
nizaciôn por informes que hubiere presentado el in- 
dicado Ingeniero, por cuanto de acuerdo con la Ley 
de Rêgimen Municipal, no estâ obligada, en este ca­
se, al pago de ninguna indemnizaciôn.
SEXTA.- La ocupaciôn de la faja de terreno des- 
tinada a la planta elêctrica y por là cual se ha - 
construldo la carretera, se ha hecho de acuerdo con 
la ley, conforme se demostrarâ a su dobido tiempo, 
y en este concepto la demanda carece de fundamento 
legal. No se ha construldo ninguna parte de terreno 
laborable, ni tampoco sementeras de propiedad del - 
Sr. Pérez, y en la parte de terreno ocupado por la 
carretera que desciendè al rio Ambi, ni siquiera se 
encuentra terreno laborable o que pueda utilizarse
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para la agricultura de la hacienda Ontanôn, puesto 
que son penascos de cangagua y con el desalojamien 
to de los materiales tampoco se ha causado ninguna 
clase de perjuicios, razôn por la cual la I. Muni­
cipalidad no estâ ohligada al pago de los mismos.
SEPTIMA,- No puede la 1# Municipalidad restituir 
la faja de terreno ocupada, porque la carretera que 
se ha construldo es de carâcter pûblico y estâ destd^  
nada a un bénéficié colectivo, y estâ de acuerdo con 
el principio constitucional, de que la propiedad pr_i 
vada debe conciliarse con su funciôn social, y en e^ 
te caso, la facultad concedida por la Ley de Rôgimen 
Municipal para construir la carretera, es de orden - 
pûblico".
LAS SENTENCIAS DE PRDiERA Y SEGUNDA INSTANCIA:
El juez de primera instancia, luego del recuento de 
los antecedentes procesales, considerô que habîa des 
pojo; desechô todas las excepciones propuestas y ace^ 
tô la demanda en todas sus partes. De raanera que es- 
tableciô la obligaciôn de restituir la faja de terre 
no ocupada por el camino y de pagar danos y perjui-
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cios, Condenô, ademâs, a la I. Municipalidad, al pa 
go de las costas, por haber litigado con "temeridad 
y mala fe". Sentencia dura e inadmisible en sus fun­
dament os de hecho y de derecho e inaceptable de cali_ 
ficar de temeraria y maliciosa a la I. Municipalidad 
del Cantôn de Antonio Ante.
La Corte Superior de Ibarra confirmô la sentencia de 
lia- inferior, limitando los perjuicios a los que cons 
tan en el informe del perito dirimente. SI fundamento 
objetivo principal de la sentencia es el siguiente:
"3®*“ Que era indispensable adquirir por 
parte del Municipio demandado, primeramente, median- 
t3 la correspondiente expropiaciôn, el terreno en don 
de deban o deben instalarse las mâquinas de produc— 
ciôn elêctrica; del proceso no aparece aun, sino en 
hipôtesis, para un future, el antécédente supuesto - 
en el Art. 117 de la Ley de Rêgimen Municipal para — 
que tenga lugar la construcciôn del camino; primero 
debe ser el antecedente y luego venir la consecuencia 
(documento de fs. 27 a 31). 4®»- No consta el consen
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timiento del dueno del fundo Ontanôn, a fin de que 
el Munioipio de Antonio Ante haya podido verificar 
la carretera o para ocupar terreno alguno; lo que 
si parece es que en verdad ha existido un callejôn 
de entrada a dicha hacienda de propiedad particular 
y se le ha utilizado para el ensanchamiento".
Interpuesto el recurso de tercera instancia por el 
demandado, se adhiriô a él el demandante, afirmando 
que la liquidaciôn de danos y perjuicios ha de ha— 
cerso en juicio verbal sumario.
Taies son los antecedentes de esta centroversia. En 
el curso de este manifiesto, haré el anâlisis de — 
las pruebas principales, y de las disposiciones lé­
gales aplicables a la materia.
LAS CUEST10IR3S JURIDICAS.-
E1 Art. 117 de la Ley de Rêgimen Municipal, textua% 
mente dice lo siguiente:
"Art. 117,- La Municipalidad no pagarâ indemni­
zaciôn alguna por los terrenos que ocupen con el fin
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de construir caminos que facilitén el acceso a las 
plantas de luz y fuerza elêctrica, asî como a las 
fuentes y al sistema de abastecimiento, distribu- 
ciôn y purificaciôn de agua, salve que la ocupa - 
ciôn afecte a pequenos inmuebles, con grave pêrdi- 
da de su valor, en cuyo caso se procederâ al pago 
de indemnizaciones que se determinarân, segûn el - 
criterio establecido en el articule anterior".
La I. Municipalidad de Antonio Ante procediô a ocu 
par una secciôn de terreno de la hacienda Ontanôn 
para construir una via de acceso al sitio en el - 
cual habîa de hacerse la instalaciôn de mâquinas - 
para proveer de fuerza elêctrica a la poblaciôn del 
Cantôn. Tal hecho consta probado en autos y consta 
en la misma demanda, de manera que es indudable. Si 
ello es asî, hay que aplicar el artîculo transcrite, 
en el sentido de que la Municipalidad no tenîa que 
pagar indemnizaciôn alguna por los terrenos "que ocu 
pe", y salvo los casos prevent dos en el misrno artî­
culo, es decir, salvo el caso que se trate de pequ_e 
nos inmuebles, con grave pêrdida de su valor, pues
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de tratarse de seraejante caso, se aplica* el artîcu­
lo precedents, que dispone que haya indemnizaciôn 
si lo expropiado excede de la vigésima parte del — 
inmueble o salvo el caso de que hubiere que ocupar 
construcciones. Pero no estâmes en ninguno de los - 
dos casos de excepciôn. Los informes principales - 
contienen la extensiôn total del inmueble; la exten 
siôn ocupada por el camino, aûn tomando en cuenta — 
el trame sin valor econômico, es de cinco mil qui - 
nientes sesenta metros cuadrados, o sea casi cien - 
veces mayor. Y, por cierto, aûn en esta cuenta se 
considéra el camino en su ancho total, a pesar de - 
que en verdad se trata sôlo de la explicaciôn de un 
camino ya existante desde antiguo.
No estamos, por lo raismo, en el caso de la excepciôn 
sino en el de la régla del Art. 11?, ya transcrite. 
Los términos de esa norma legal son claros y préci­
ses;
"La Municipalidad no pagarâ indemnizaciôn alguna POR 
I/)S TERRENOS QUE OCUPE...". Si no hay lugar a indem­
nizaciôn, el juicio de expropiaciôn no tiene sentido
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alguno, y, ademâs, no tiene para quê proponerse, por 
que "la tramitaciôn del juicio de expropiaciôn SOLO 
TIENE POR OBJETO LETERI.ÎIII/lR LA CAITTIDAI) QUE DEBE PA 
GARSE POE CONCEPTO DEL PRECIO DE LA COSA EXPROPIADA". 
(Art. 846 del Côdigo de Procedimiento Civil).
El Art. 845 del Côdigo adjetivo civil dispone que na 
die puede ser privado de su propiedad EN VIRTÜD DE 
EXPROPIACION, sino de acuerdo con las normas respec— 
tivas, SIN PERJUICIO DE LO QUE DISPUSIEREN LEYES ES­
PECIALES sobre expropiaciôn para construcciôn de es- 
cuela, ensanche y majora de caminos, etc. De lo que 
résulta que las normas del Côdigo de Procedimiento - 
Civil son normas générales que, en forma expresa, 
dejan a salvo lo que dispongan las normas especiales 
respectivas. Y cuando la norma especial contradice - 
lo réglado por la norma general, ha de aplicarse la 
norma especial, de acuerdo con las disposiciones que 
al respecte tiene el Côdigo Civil. En consecuencia, 
y para el caso que nos ocupa, la norma aplicable a 
la controversia es la del Art. 117 de la Ley de Régi 
men Municipal ya citada. De acuerdo con ella, no era
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menester juicio de expropiaciôn, porque es absurde 
seguirlo, cuando su finalidad précisa es la de fijar 
el PRECIO de la cosa expropiada y, por norma imper^ 
tiva, NO HAY PRECIO ALGUÏ'IO QUE PAGAR EN EL PRESENTE 
CASO.
La I. Municipalidad de Antonio Ante, procediô rect^ 
mente al haber dado al propietario del fundo la anti^  
cipaciôn o aviso necesario para la ocupaciôn de te­
rrenos indispensables para el ensanchamiento de la 
via, y al haber obhenido, aunque no era menester, la 
aprobaciôn del Ministerio de Gobierno,’todo lo cual 
consta probado de autos.
Por esta razôn la acciôn es del todo improcedente e 
inadmisible. •
En el alegato de segunda instancia, se argumenté so_ 
bre la corapetencia y jurisdicciôn del Juzgado para 
conocer de esta causa. Se transcribieron las dispo­
siciones constitucionales y légales pertinentes, s^ 
gûn las cuales de las resoluciones, ordenanzas y - 
acuerdos de las Municipalidades, no habrâ sino recur 
80 ante la Corte Supreme de Justicia, cuando esos a_c
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tos de las Municipalidades sean inconstitucionales o 
ilegales. La parte contraria raenospreciô los razona- 
mientos del demandado porque, dijo, no se trata 
de una resoluciôn sino de un hecho de la Municipali­
dad _ y, en todo caso, la Corte Supreme en taies 
casos no interviens dictando sentencia o fallos. Pe­
ro estimo que bien cabe que la Excma* Corte considé­
ré a fonde este problema.. Las Ordenanzas, Acuerdos y 
Resoluciones de las Municipalidades no se dictan 
con afân literario, cientîfico o netamente abstrac­
ts. Se las dicta para que se cumplan, para que se ej_e 
cuten CON HECHOS, De modo que, distinguir entre Jie- 
chos y declaraciones de las Municipalidades, no tie­
ne sentido alguno. Una ordenanza sobre impuestos, 
construcciones, o apertura de caminos, etc», es una 
orden que ha de traducirse en realidad y en una suc^ e 
siôn de hechos. Por lo tanto, si ella viola la Consf^ 
tuciôn o las Leyes de la Repûblica, de acuerdo con - 
el ûltimo inciso del Art. 95 de la Ley de Rêgimen Mu 
nicipal, quien se creyere perjudicado por violaciôn 
de préceptes constitucionales o légales debe acudir 
a la Corte Suprema de .Justicia. Es tanto mâs cierto
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esto que el Art. 96 de la misma Ley dispone que - 
la responsabilidad en cue incurren los conoejales, 
por actos violatorios de la ley, "no serA exigible 
sino cuando dichos actos IIUBIEREtJ SIDO EJECUTADOS",
La construcciôn del camino que da acceso al sitio de 
instalaciôn de las rnaquinarias para luz y fuerza - 
elêctrica, se ■ hizo de acuerdo con la resoluciôn 
aprobada por la Municipalidad de Antonio Ante. Si - 
esa resoluciôn viola la ley o la Constituciôn, el 
perjudicado debla acudir, priraeramente al Concejo - 
Municipal con su reclamaciôn, luego al Provincial, 
y por ûltimo a la Corte Suprema. o directamente a 
êsta, de acuerdo con el ûltimo inciso del Art. 95 " 
oitado.
Por lo tanto, la demanda propuesta ante el Juez Pro^  
vincial de Imbabura; no pudo siquiera tramitarse - 
por falta de competencia y de jurisdicciôn, y el — 
proceso es nulo. Alego expresamente este motivo de 
nulidad insubsanable, porque no dice solamente al - 
interés de las partes sino al orden pûblico, a la - 
organisaciôn misma de la vida municipal, que no po-
-  165 -
dria a cualquier resoluciôn u ordenanza de interês 
general, se admitiera el que se recurra a los jue- 
ces ordinaries.
No cabîa pasar por alto este punto fundamental, sjo 
bre el cual llamo de manera especial la atenoiôn - 
de la Corte, porque su resoluciôn serâ trascenden­
tai en la jurisprvdencia que se dicta para casos - 
semejantes.
De acuerdo con la extrana teoria de la parte contr^ 
ria, teoria que distingue las palabras ..de los he­
chos, y peroite a las Municipalidades dictar Orde­
nanzas y Resoluciones en cuanto son solamente pala 
bras y no en cuanto realidades, tendrîamos que una 
Ordenanza que disponga que se talen ârboles o que 
se los siembre al borde de los caminos; supongamos, 
estâ bien para decirlo; pero si se pretende ejecu- 
tarias, como eso son hechos, ya la ordenanza no ti_e 
ne valor y, por lo tanto, esa ejecuciôn da lugar a 
juicios de amparo de la posesiôn o de despojo... 
Conclusiôn.absuida e inadmisible.
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Precisamente, los procedimientos de actos demuestran 
su inseguridad sobre la via juridica que habîa de s^ 
guir en sus infundadas reclamaciones. Considerô que 
lo propio era proponer una acciôn ante el Consejo de 
Estado, quizâ una acciôn contencioso-administrativa 
que, por cierto, no se substanciô de acuerdo con 
las leyes y reglamentos aplicables. El I. Concejo dje 
clarô que seguirîa el respective juicio de expropia­
ciôn "DEL TERRENO PARA L/i CASA DE MAQUINAS", y en vir 
tud de ello, el Consejo de Estado declarô terminada 
la reclamaciôn, de acuerdo con el informe del Sr. Pr^ 
curador General de la Naciôn. No es cierto, por lo 
mismo, que el Concejo Municipal haya reconocido que 
debîa procederse a expropiar terrenos para el camino 
de acceso a la planta elêctrica. El Concejo ha mant_e 
nido la tesis fundada en derecho, de que no era me­
nester ese juicio para proce’er a la ocupaciôn de los 
terrenos. Precisamente por ello, y provia aprobaciôn 
del Ministerio de Gobi erno, se procediô a hacer la iio 
tificaciôn del caso al propietario de la hacienda, co_ 
mo consta de autos.
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Ahora bien, si el demandante considerô que el Cons_e 
jo de Estado fue cooipetente para conocer de su re— 
clamaoiôn, implîcitamente estâ reconocido que no — 
tiene competencia el Juzgado Provincial, si bien la 
verdad es la de que el procedimiento era otro, como 
queda probado en los pârrafos anteriores.
El actor propuso juicio de conservaciôn de la pose­
siôn y de recuperaciôn de la misma. Que no se le em 
barace ni se le turbe en la posesiôn, dijo; y que 
se le restituya el terreno despojado. Invocô los - 
arts. 983 y 988 del Côdigo Civil y el Art. 724 del 
Côdigo de Procedimiento Civil, norma esta general — 
para todos los juicios posesorios, la misma que pre^ 
cribe que taies juicios se ventilarân por el proce­
dimiento verbal sumario, "CON LAS LIQDIFICACIONES COÏT 
TEITILAS EN ESTE PARRAPO".
Realmente, el juicio es de obra nueva, puesto que se 
trata de obras realizadas por la Municipalidad y, 
por lo tanto, la norma aplicable al trârnite del jui­
cio es la de los Arts. 725 y 726. Innecesario abun- 
dar en razonamientos para demostrar que el juicio -
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pertinente es el de obra nueva, puesto que de obras 
y de obras nuevas se trata y ello estâ ampliamente 
probado en el proceso. La cita al Côdigo Civil debiô 
ser pues la del Art. 992. Pero, no hay solamente - 
error de citas que pueden ser suplidas por el Juez, 
sino que ese error ha determinado el que se de a la 
causa un trârnite indebido que constituye vicio es­
pecial de procedimiento. En efecto, el Art. 725 del 
Côdigo adjetivo civil, dispone que el Juez "EN LA 
PRIMERA PROVIDEUCIA" debe disponer la suspensiôn de 
la obra denunciada", y practicarâ con acotaciôn del 
demandado la correspondiente inspecciôn judicial, 
1,11, iniciando la audiencia al tiempo de practicar 
la mencionada inspecciôn". Norma iraperativa que se 
ha violado totalmente. Consta de autos que la — 
audiencia de conciliaciôn y contestaciôn de la de­
manda se realizô EN LBARRA y no en el lugar en
que debiô hacerse la inspecciôn; consta que no fue 
ordenada êsta en la primera providencia, ni que se 
dispuso la suspensiôn de la obra. El juicio es nulo 
desde la primera providencia en que se violaron es­
tas fundamentales disposiciones légales. La viola -
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ciôn ha influido en la decisiôn de la causa, puesto 
que otros pudiercn ser los planteamientos de este - 
juicio y otras las soluciones a que las mismas par­
tes pudieron llegar, si la audiencia se hubiera re^ 
lizado en el lugar debido. No solamente eso, sino - 
que la audiencia, como tal acto jurîdico, es nula; 
no ha habido audiencia, no ha habido contestaciôn - 
de la demanda, no ha habido recepciôn de la causa a 
prueba. La violaciôn de trâmite que anula un proce­
so tiene sentido y efectos jurîdicos propios e ind^ 
pendientes de la nulidad de una diligencia judicial 
como tal, especîficamente. Asl, constituye violaciôn 
de trârnite el recibir declaraciones de testigos sin 
previa notificaciôn contraria o despuês de las cin­
co de la tarde. Podla sostenerse en casos especiales 
que esas violaciones de trârnite no han influido en - 
la decisiôn de la causa y no anularse êsta, en cons^ 
cuencia, por tal- motivo. Pero la diligencia misma, 
como tal, es nula} es como si no existiera en autos. 
Las declaraciones testimoniales, en el caso plantea- 
do, son en si nulas y sin efecto alguno.
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Sostengo por ello que si no se anula el proceso por 
violaciôn de trârnite, debe declararse expresamente 
que la audiencia de conciliaciôn es nula por si mi^ 
ma, y que por tanto, debe repetîrsela para que se - 
conteste la demanda y se reciba la causa a prueba.
Se ha violado tambiên ol Art. 917 que dispone que - 
"Cuando por la naturaleza del pleito se requiera el 
examen o reconocimiento de la cosa litigiosa, LA lŒ 
CEPCION DE LAS PRUEBAS PERTINENTES SE REALIZARA EN 
EL LUGAR DE LA UBICACION DE DICILA COSA, Disposiciôn 
iraperativa cuya violaciôn trae como consecuencia la 
nulidad de las pruebas que se hayan producido en esa 
forma, como por ejemplo, declaraciones testimoniales 
y otras.
Del anâlisis jurîdico que precede se llega a las si­
guientes conclusiones:
a) El juicio es nulo por incompetencia de juris­
dicciôn improrrogable e insubsanable.
b) Hay igualmente nulidad por vicio de trârnite - 
que ha influido o puede influir en la decisiôn de la 
causa.
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o).- En todo caso es nula la diligencia de conte_s 
taciôn de la demanda y de conciliaciôn, lo mismo que 
el auto de prueba pronunciado en di.cha audiencia.
d)#- Son nula8 las pruebas que se hayan practicado 
fuera del lugar de ubicaciôn de la cosa.
e).- La acciôn de conservaciôn y de despojo es Im- 
procedente^ por cuanto la Municipalidad procediô de 
acuerdo con la ley, y no podla ni debîa entablar jui­
cio de expropiaciôn; y
f L a  alegaciôn de que no pueden proponerse en 
esta clase de juicios sino determinadas excepciones, 
no obsta para que el juez juzgue en su propia compe­
tencia; de los motives de nulidad; y de la falta de 
derecho del actor. Por lo demâs fueron negados los — 
fundament08 de hecho y^derecho de la demanda y se n_e 
gô, en la novena excepciôn, el atentado contra la po 
sesj' . La Municipalidad no ha atentado contra la po 
sesiôn, sino que ha cumplido y puesto en prâctioa - 
una disposiciôn legal clarîsima.
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Tales son les aspectos estrictamente judiciales y 1^ 
gales de la controversia, Pero en ningûn juicio hay 
que desatender los aspectos de moralidad y de justi- 
cia*
De autos consta comprobado lo siguiente:
1•— Que las obras hechas por la Municipalidad 
tienen la finalidad de proveer de luz y fuerza elêc- 
trica al pueblo del Cantôn. Es un bénéficie social — 
al que deben subordinarsè los intereses individuales. 
No s61o eso, sino que los pobladores de un Oantôn e^ 
tân moralraente obligados a prestar su cooperaciôn pa 
ra que el interês social prevalezca. La tesis de la 
propiedad privada absolute e ilimitada pasd hace mu— 
cho tiempO; no solamente en la doctrina, sino también 
en nuestra Constituciôn y leyes, como lo demuestra el 
Concejo en sus alegatos de primera y segunda instan- 
cia. Extrano, pues, inadmisible, que el duend. de la 
hacienda Ontanôn proponga juicio para impedir que se 
construya una planta elêctfica, esencial elemento de 
cultura en los tiempos modernes. El capricho y la — 
oposiciôn del Sr. Pérez, pretendîar) privar a un pueblo.
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a millares de personas, de ese bénéficie. No puede 
la autoridad civil o judicial tolerar ni permitir 
que prevalezca esa oposiciôn y ese capricho,
2.- Que uno de los raayores beneficiados, segu 
ramente el mâs beneficiado con las obras de la Mum 
cipalidad, es precisamente el demandante. No solanieri 
te porque 01 también gozarâ de luz y fuerza elêctrl 
ca como los demâs habitantes de Antonio Ante sino, 
especialmente, porque sus terrenes han adquirido - 
una enorme plusyalia. Consta de dictâmenes perici_a 
les y no solamente del decir del Concejo la cuantia 
de ese bénéficié. Las conclusiones del Perito Inge- 
niero Jorge Yêpez Lara, son las siguientes:
El perjuicio por la pérdida de terrene de la 
hacienda es de SEISCIEIÎTOS TRSINTA Y DOS SUCRES. La 
plus,valia POR LO MENOS CIENTO DIECISIETE MIL SU­
CRES. 0 sea, que el dueno del predio tiene un béné­
ficie de cerca del DOSCIENTOS POR UNO.
El perito dirimente, senor Ingeniero Pabiân de 
la Terre, aprecia los. perjuicios en once mil quinien
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tos cincuenta sucres, .(apreciaciôn notoriamente exa- 
gerada). Pero, en cuanto a plusvalia, la aprecia - 
en SETENTA MIL CUATROCIEIITOS SETEIITA Y OCHO SUCRES. 
Aûn de acuerdo con el dictamen de este perito, EL 
BENEPICIO SERIA DEL SIETE POR UlfO.
No obstante, senores Ministres, el demandante - 
reclama DANOS Y PERJUICIOS A LTi MUNICIPALIDAD...
La Corte Superior de Ibarra acogiô la demanda 
' en cuanto a perjuicios, hizo suyo el informe - 
del perito dirimente,delsendo expresar, a lo menos 
en forma concrete, que no solamente no hay perjui 
cios que pagar, sino que la diferencia de bénéficiés 
debe ser restituida en dinero a la Municipalidad,
Aunque ya expresamente fue negado, vuelvo a in- 
sistir en que en ningûn case la Municipalidad ha r_e 
conocido derechos al demandante ni ha autorisado a 
persona alguna para que en calidad de perito avalûe 
perjuicios; menos aûn ha aceptado que los haya ni - 
que tenga que pagarlos.
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Por ûltimo, senores Ministres, no hay seriedad en 
la alegacidn de que el art, 11? de la Ley de Régi- 
men Municipal . no es aplicahle, porque no estâ aûn 
instalada la planta elêctrica municipal. La inter- 
pretaciôn que pretende darse a esa norma legal es 
del todo antojadiza e inadmisible, porque conduci- 
rîa a la inexistencia raisma de aquella. Si va a — 
exigirse que para ocupar un camino que da acceso a 
fuentes de aprovisionamiento de agua o de electri- 
cidad, primeramente han de estar construidas y ter 
minada8 las obras del caso, no se ve como se podrân 
realizar esas obras. Habrîa que ocupar helicôpteros 
para descender al lugar en que va a hacerse la plan 
ta elêctrica o las obras de aprovisionamiento de 
agua o solamente cuando esas obras estuviéran ter- 
minadas podrîa hacerse el camino,.. Conclusiên que 
carece de sentido coraûn y que, por tanto, no puede 
sostenerse. Las leyes se dan para que sirvan para - 
algo, para que reglen un sector de realidades y no
I
para que queden lîricamente escritas, Y en el pré­
sente caso, la ley se ha dictado para llenar una no 
cesidad social ineludible e inaplazable: el dotar -
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de agua y luz elêctrica a las poblaciones. Luego, ha 
de aplicarse recta y sencillamente, sin interpreta- 
ciones antojadizas que la vueIvan ineficaz y extra­
vagante,
El Cêdigo de Procediraiento Civil en su Art. 843 sen^ 
la que la tramitaciôn del juicio de expropiaciên s6- 
lo tiene por objeto determiner la cantidad que debe 
pagarse por concepto de precio de la cosa expropiada.
Surge entonces una pregunta obvia: ^Cêmo se fija la 
cantidad a pagar •?, El Art, 85I contesta a la pre — 
gunta expresando:
"Para fijar el precio que debe pagarse por conce^ , 
to de indemnisaciên, se tomarâ en cuenta el que apa 
rezca de los documentes que se acorapanan a la deman 
da. Si se trata de expropiar una parte del predio — 
^yaluado, el precio se fijarâ estableciendo la co— 
rrespondiente resoluciôn proporcional",
"Sin embargo, cuando lo que se quiere expropiar 
comprends una parte principal del fundo, la de mayor 
valor en relaciên con el resto, cuando se trata de
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la parte de mejor calidad, con respecto al sobrante, 
o en casos anâlogos, podrâ establecer un precio ju_s 
to segûn el dictamen de los peritos",
Segûn el Art, 84? del mlsmo Cddigo deberân presentar 
se con la demanda los siguientes documentos:
"3,- Valor del fundo a que se refiere, en todo 
o en parte, la demanda de expropiaciôn, el que se 
jarâ segûn el precio catastral de los dos anos ante— 
riores a aquel en que se présente la demanda".
Queda muy claro que el avalûo catastral es el 
que debe tomarse en cuenta para la determinaciôn del 
precio; el dictamen de los peritos sôlo serd consido 
rado para los casos expresamente senalados en el in­
cise 2^ . del Articule 85I del Côdigo de Procedimien­
te Civil, y, aûn en esos casos, los peritos tienen — 
que repartir el precio del todo entre las diverses — 
partes, de tal modo que la suma de las cantidades — 
asignadas a las partes no rebasen el valor catastral 
de la unidad; mâs, si los peritos contravienen las 
normas précédantes, el juez no puede olvidarlas, quje 
da facultado para prescindir de la opiniôn de aque
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llos, porque de acuerdo a lo prescrite por el Art, 
283, incise 22. del Côdigo de Procedimiento Civil:
"No es obligaciôn del juez atenerse, contra su 
convicciôn, al juicio de los peritos".
La Ley de Rêgimen Municipal dice a su vez,en absolu 
ta concordancia con estos principios^que:
"Las expropiaciones que haga el Concejo se suj_e 
tarân a lo dispuesto en el Côdigo de Procedimiento 
Civily
El propietariOj de acuerdo con la Ley de Régiraen 
Municipal, estâ obligado a presentar su declaraciôn 
para la formaci6n de los Catastros, consignando to- 
dos los datos necesarios, entre los cuales el prinr- 
cipal es el relacionado con el valor. Si êste no se 
conformare con el precio comerciàl asignado a su in 
mueble, estâ autorizado por el Articule 274 para - 
presentar el reclame consiguiente. Todavia mâs, el 
mismo propietario, con arreglo al incise 2°. del art, 
138 de la mencionada ley, puede, en cualquier tiem- 
poy durante la vigencia del Catastro, soliciter el 
reavalûo de su propiedad, de haber motivo para elle.
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Fijado asi el valor de un predio para organizar 
los catastros con la participaciôn directa de los 
propietarios, ha de entenderse que ellos estân con­
formes con dicho valor o precio, por lo que no pue­
de exigir una mayor indemnizaciôn en caso de expro­
piaciôn. De ninguna manera se podrîa decir que los 
propietarios, para satisfacer menos impuestosjpre- 
fieren que en los Catastros figuren sus inmuebles 
con precios bajos porque, conforme a lo dispuesto 
por el Art. 138, 3®, de la Ley de Rêgimen Municipal, 
sôlo pagan sobre el 60/^  del precio comerciàl catas­
tral, lo que ya es bastante,
— oooOooo—
22,— Existen también casos en que la indemnizaciôn 
no es previa, a diferencia de la régla general ya ostudiada, c_o 
mo los previstos en el Art. 52 de la Ley Espanola de Expropia­
ciôn de 1954 (urgencia) y en el 858 del Côdigo de Procedimiento 
Civil Ecuatoriano (por idêntica razôn de urgencia).
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e ) - Contenido de la indemnizaciôn: Integran o pueden 
integrar la indemnizaciôn los siguientes elementos:
1. JUSTO PRECIO DEL OBJETO EXPROPIADO: Dice la E, 
de M. de la Ley Espanola del 54 que se trata de "un problema capi^  
tal" su fijaciôn. Senala las deficiencias del procedimiento est^ 
maciôn pericial en cuanto que lleva consigo dejar una puerta abier 
ta a gran nûraero de problemas planteados por la inraensa cantidad - 
de reclaraaciones que se pueden originar, por lo que el-legislador se 
vio presidido por la aspiraciôn a sustituirlo "por otro que permi- 
tiera una determinaciôn mâs objetiva", a ser posible por unos ciM 
terios automâticos, Uno de ellos es el de la valoraciôn sobre ba­
ses fiscales pero êste no puede ser "exclusivamente determinants", 
"porque esto implicarîa volver la espalda a realidades econômicas 
elementales". "Todo ello —anade la E. de M,- hace que sea precise 
ponderar las valdraciones fiscales con las del mercado y para ca-^
SOS excepcionales dejar abierta la posibilidad de apreciaciôn de 
circunstancias especîficas, que de no tenerse en cuenta provoca— 
rîan una tasaciôn por complete irrazonable. Estes son —termina la 
E, de M,- los principles que en este punto inspira la ley". El 
Art. 36, fundamental en esta materia dice que "las tasaciones se 
efectuarân con arreglo al valor que tengan los bienes o derechos 
expropiables, al tiempo de iniciarse el expedients de justiprecio,
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sin tenerse en cuenta las plusvalias que sean consecuencia dire^ c 
ta del piano o proyecto de obras que dan lugar a la expropiaciôn 
y las previsibles para el future. Las mejoras realizadas con po^ 
terioridad a la incoaciôn del expedients de expropiaciôn no se- 
rân objeto de indemnizaciôn, a no ser que se demuestre que eran 
indispensables para la conservaciôn de los bienes; las anterio- 
res son indemnizables, salve cuando se hubieran realizado de ma­
la fe. A este artîculo de tipo general siguen otros in
dicando criterios especiales (solares, edificios, fincas rûsti- 
cas, participaciones en el capital o bénéficies de empresas mer 
cantiles, concesiones aduaneras, derechos reales sobre inmuebles, 
etc.) de valoraciôn de los que pueden separarsé el propietario, 
administraciôn y jurado provincial de expropiaciôn, cuando con 
ellos resuite un valor notoriamente inferior o superior al real, 
"aplicando", si se diere tal caso, "los criterios estimativos — 
que juzguen mâs adecuados" (Art. 43)»
El criterio general seguido en Ecuador para determi— 
nar el Justiprecio viene senalado por los Arts. 847 y 85I # El a_r 
tîculo 851 dice que "para fijar el precio que debe pagarse por 
concepto de indemnizaciôn se tomarâ en cuenta el que aparezca en 
los documentes que acomparen a la demanda /el Art. 847 senala:
 ^3^ ' Valor del fundo a que se refiéra la demanda de expropiaciôn
el que se fijarâ segûn el precio catastral de los dos anos an
IL
teriores a aquel en que se presents la demanda). Si se trata - 
de expropiar una parte del predio avaluado, el precio se fija­
râ estableciendo la correspondiente relaciôn proporcional. Sin 
embargo, cuando lo que se quiere expropiar comprenda una parte 
principal del fundo, podrâ establecerse un precio justo segûn 
el dictamen de peritos •
No obstante, este criterio ha sido en ocasiones 
do de lado, siendo normas especiales las que han senalado el 
precio de la indemnizaciôn. Un ejemplo de interês y que ha su£ 
citado vivas diseusiones es el Decréto que facilita la construe 
ciôn del Palacio Municipal de Quito y que seguidamente recoge-
mos (103)
(103) Este Deereto lo présenté como Diputado de la Repûblica en là 
sesiôn del Congreso Nacional del 10 de agosto de 1959» con 
el apoyo de los Diputados: Sr. Manuel Jijôn ÿ Flores, Dr. 
Eduardo Bustamante Pérez, Dr. Julio Moreno Espinosa, Dr. Ri­
cardo Cornejo Rosales, Dr. Ellas Gallegos Anda, Dr. Manuel 
Araujo Hidalgo y Sr. Marcelo Duenas Estrada, tamibên repre—  
sentantes de la Provincia de Pichincha.
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EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 
CONSIDERANDO:
Que el Ilustre Concejo Municipal de Quito, no ob^ 
tante su empeno por satisfacer las necesidades colectj^  
vas, a causa de la insuficiencia de sus recursos, no 
ha podido reemplazar el edificio que le legô la colo­
nie, por uno que guarde relaciôn con la preeminencia 
que le corresponde como Capital de la Repûblica;
Que es indispensable dotar a la Municipalidad de 
Quito de rentas suficientes para satisfacer las mâs 
premiosas necesidades de los barrios suburbanos y pa­
ra la edificaciôn de viviendas populares.
DECRETA:
Art. 12.- Autorîzase a la Ilustre Municipalidad 
de Quito para que, sin mâs trâmitc, efectûo una emi— 
siôn de bonos por la suma de hasta CUARENTA Y CINCO — 
MILLONES DE SUCRES, con el objeto de invertir el pro— 
ducto do su venta en la construcciôn del nuevo Palacio
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Municipal y pagar el valor de la expropiaciôn de los 
inmuebles coraprendidos entre las calles Venezuela, - 
Chile, Guayaquil y Espejo, extensiôn sobre la que, en 
todo o en parte, se levantarâ el indicado Palacio.
Los bonos devengarân el ocho por ci en to de int_e 
rês anual y tendrân un plazo de hasta veinte anos,su 
amortizaciôn serâ graduai y por semestres; el servi- 
cio de intereses y amortizaciôn serâ hecho por la Mu 
nicipalidad capitalina y garantizados por el Gobiei^ 
no Nacional.
El Fisco contribuirâ para la obra en menciôn - 
con un aporte de un millôn de sucres anuales, duran­
te diez anos, suma que se hard constar obligatoria— 
mente en el Presupuesto General del Estado, a partir 
de 1961. La construcciôn del nuevo Palacio Municipal 
de Quito deberâ obligetoriamente guardar armonîa - 
con las construcciones existantes en los costados o^ 
cidental y sur de la Plaza de la Independencia, con 
servando el estilo colonial quiteno.
Art. 22.- El precio de las adquisiciones o de - 
las expropiaciones de los inmuebles a que se refiere
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el artîculo anterior, se pagarân dentro del plazo de 
cinco anos, con el interês legal, mediants abonos se- 
mestrales iguales. Dicho precio,ya se convenga o ya 
se fije en el juicio respective,’'no excederâ del -
avalûo catastral comerciàl aumentando hasta en un diez 
por ciento, Exonérase del pago de los impuestos de a% 
cabala, registre y timbres a los centrâtes que se rea 
lizarân para este efecto.
Art, 32.- Adjudîcase al Ilustre Concejo Municipal 
de Quito, para la construcciôn del Palacio Municipal, 
el edificio fiscal de la calle Chile, conocido con el 
nombre de Palacio de Justicia y situado en la Parro- 
quia Urbanade Gonzâlez Suârez, dentro de estos linde— 
ros: Norte, la nombrada calle; Oriente, casa de 3a fa^  
milia Dalmau; Sür, esta misma casa, la propiedad de - 
la familia Leôn y del Sr. Manuel Bonifaz; y Occidente, 
este ûltimo inmueble y el de los sucesores de la seno 
rita Leonor Heredia, acreciendo asî los bienes patri­
moniales de dieha Municipalidad.
Est-e Decreto promulgado, protocolizado en una de 
las Notarîas del Cantôn e inscrite por el Registre de
la Propiedad, constituirâ sufioiente titulo para la — 
Ilustre Municipalidad.
Art. 4®«- Autorîzase asiraismo, a la Funciôn 
cutiva para que sin mâs trâmite realice una emisiôn - 
de bonos, por diez millones de sucres^para dedicarlos 
a la inmediata construcciôn del Palacio de Justicia - 
en el terrene destinado para tal fin. Los bonos serân 
del ocho por ciento de interês anual, de amortizaciôn 
graduai y de hasta veinte anos de plazo.
En el Presupuesto General del Estado, en la Parti 
da destinada al servicio de amortizaciôn e intereses 
de la Deuda Pûblica se comprenderâ la cantidad neces^ 
ria para efec^uar los servicios de los bonos cuya erai 
siôn se autoriza en el inciso anterior.
Art. 5®*” Los bonos emi ti do s mediante las autor_i 
zaciones que se dan en el présente Decreto serân com- 
prados preferencialmente por la Comisiôn Nacional de 
Valores y las Cajas de Previsiôn Social.
Art. 6®.- Las rentas que obtenga el Ilustre Con 
cejo de Quito de los locales del Palacio Municipal que
sean destinados al arrendamiento, servirdn exclusive- 
mente para el servicio de amortizaciôn de los bonos a 
que se refiere el Art. 12; terminada la amortizaciôn^ 
dichas rentas se emplearân en la urbanizaciôn de ba­
rrios populares de Quito.
Art. 7*'- Exonérase del pago do toda clase de im 
puestos y derechos a la' importaciôn de los materiales 
necesarios para la construcciôn del Palacio Municipal 
de Quito. El Ministro del Tesoro concederâ, en cada — 
caso, la exoneraciôn correspondiente, previa solici- 
tud del Concejo Municipal.
Art. 82,— El présente Decreto entrarâ en vigencia
desde la fecha de su publicaciôn en el Registre Ofi—
cial.
Dado en Quito, en la Sala de Sesiones del H. Con
greso Nacional, a 26 de Octubre de 1959»
f).- F.P. Illinjj,worth, Vicepresidente de la Re­
pûblica, Présidente de la H. Câmara del Senado.- f). 
J.M. Jijôn Caamano, Présidente de la H. Câmara de Dipu 
tados.- f).. Dr. Francisco J. Salgado, Secretario de la
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H, Câmara del Senado,- f). Dr. Oswaldo Argüello Jimjê 
nez, Secretario de la H. Câmara de Diputados.
Palacio Nacional, en Quito a 27 de Noviembre de
1959.
EJECUTESE.- f) Camilo Ponce Enriquez, Présidente Con^ 
titucional de la Repûblica.
f). Dr. Julio Vela Suârez, Ministro del Tesoro. 
f). Dr. Carlos Bustamante Pérez, Ministro de Gobierno, 
ES COPIA,— CERTIPICO.- El Subsecretario del Tesoro.
f). Eduardo Andrade Chiriboga,
(Tornado del Registre Oficial N® 987, de 8 de di- 
ciembre de 1959).
En la sesién del 30 de septiembre de I96O de la 
Câmara de Diputados, los propietarios afectados por - 
el Decreto anterior pretendieron anular el del 26 de 
octubre de 1959» inspirando el siguiente Decreto que 
transcribimos a continuacién:
Senor
Présidente de la H. Câmara de Diputados 
Presents.
Senor Présidente:.
La Comisiôn de Municipalidades ha estudiado el De 
creto legislative sancionado el 27 de noviembre de 
1959 y promulgado en el N® 987 del Registre Oficial - 
de 8 de diciembre del mismo ano.
En ese Decreto se faculté a la I. Municipalidad 
de Quito la expropiaciôn de las construcciones que rjo 
dean al Palacio Municipal y se fija el precio raâximo 
de los inmuebles en el del avalûo correspondiente con 
el aumento del 10yL
Considérâmes que ese Decreto es contrario a las 
disposiciones de la Constituciôn de la Repûblica en 
sus garanties fundamentales, pues establece diferen­
cia de ciudadanos al tratar con la I. Municipalidad, 
segûn la ubicaciôn de las propiedades, sin embargo de 
que la ley reglamenta todos los casos de expropiaciôn.
Ademâs, el legislador no ha prévisto que el Plan 
Regulador establecido en Quito obstaculizô también la 
libre contrataciôn y creô graves inconvenientes a la 
mejora de las propiedades, lo que obligé al legisla­
dor a dictar un Décrète al respecto. Indudab1emente
que estas razones determinaron que las propiedades no 
estên avaluadas en su precio justo.
Ademâs, el Côdigo de Procedimiento Civil régula 
las normas que deben aplicarse al caso de las expro— 
piaoicnes y ho debe hacerse distinciones entre pro - 
pietarios porque todos son iguales ante la ley.
,Con los antecedentes expuestos, nos hemos permi— 
tido formuler el proyecto de Decreto que elevâmes 
a consideraciôn de la H. Câmara y que . recomendamos 
con carâcter urgente para corregir las anomalies del 
Decreto antes aludido.
f). Julio Farah Ricaurte.- f). Fernando Ponce Lu 
que,- f). Luis Rivadeneira Echevarria.
EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR, 
Considerando:
Que el Art. 186 de la Constituciôn de la RepùbM 
ca garantiza la libertad de contrataciôn; y
Que el Decreto Législative promulgado en el Regi^
tro Oficial N® 98? de 8 de diciembre de 1959 atenta -
contra esa libertad al determiner el precio que debe - 
ser pagado por los inmuebles materia de expropiaciôn, 
estableciendo odiosa excepciôn al sistema general de - 
la Ley;
D E C R E T A :
Articule ûnico#— El Art. 2® del Decreto Législatif 
vo promulgado en el N® 98? del Registre Oficial de 6 
de diciembre de 1959 dirâ: "El precio de las adquisi— 
ciones o de las expropiaciones de los inmuebles a que 
se refiere el articule anterior, se fijarâ libremente 
con el propietario o en su defecto, mediante la inte^
venciôn de peritos en la forma détermina da en el Côd_i
go de Procedimiento Civil. Exonérase del pago de toda 
clase de impuestos tanto al juicio de expropiaciôn como 
a los contrâtes que se realicen incluyendo alcabala, 
registre, timbres y mâs derechos o tasas,
El pago se harâ en dinero, segun los términos - 
del Convenio, o de contado en el caso de juicio de ex
- 193 T
propiaciones que sé entregarâ. al propietario ej_e 
cutoriada la sentenoia.
Esta disposiciôn se aplioarâ a los juicios pen- 
dientes.
El presents Decreto entrarâ en vigencia desde - 
su promulgaciôn en el Registre Oficial.
Dado, etc.
Es Copia. Certifico 
Dr. Amilcar Martinez Acosta, 
Secretario de la H. Câmara de Diputados.
La Municipalidad de Quito refutô el proyecto de 
Decreto que pretendia iraposibilitar la Construcciôn 
del Palacio Municipal, con la siguiente comunicaciôn:
(104).
(IC4)Galo Irigoyen del Pozo,— Para la Hlstoria de Qui­
to, El Palacio liunioipal, pâgs, 115 y ss. Quito,
1962.
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Quito, 31 de Octubre de I96O
Senor
Secretario de la H. Câmara de Diputados
Présente.
Senor Secretario:
A pedido del H. Luis Rivadeneira Echevarria, 
se ha servido soliciter mi opiniôn sobre el proyejç 
to de Decreto sometido à consideraciôn de la H, Câ 
mara de Diputados por los HE. Julio Parah Ricaurte, 
Fernando Ponce Luque y Luis Rivadeneira Echevarria, 
miembros de la Comisiôn de Municipalidades, que pre 
tenden reformer, haciendo suyos los argumentos que 
han venido esgrimiendo los 5 propietarios, el Art.
2® del Decreto Legislativo de 26 de Octubre de 1959» 
expedido para faciliter la construcciôn del PALACIO 
MUinCIPAL DE QUITO.
Con el mayor agrado doy mi parecer, extrayendo 
de los alegatos preparados para presentarlos en los 
juicios de expropiaciôn que se tramitan contra esos 
cinco propietarios; agradeciendo, con esta oportuni—
- 195 -
dad, al H. Rivadeneira Ephevarrîa por las consider^ 
ciones que para con la I. Municipalidad de Quito ha 
demostrado, al insinuar que sea escuchado el suscr^ i 
to como su légitime représentante.
. EXPOSICIOIT DE MOTIVOS
Très afirmaciones se hacen en la Exposiciôn de 
Motives del Proyecto de Decreto, que se expresan asi:
1® Q u e  el Decreto de 26 de octubre de 1959 
"es contrario a las disposiciones de la Constituciôn 
de la Repûblica en sus garanties fundamentales, - 
pues establece diferencia de ciudadanos al tratar - 
con la I. Mpnicipalidad, segûn la ubicaciôn de las 
propiedades...".
2®.- Que "el legislador no ha previsto que el 
Plan Regulador establecido en Quito obstaculizô tam 
biên la libre contrataciôn y creô graves inconvenien 
tes a la mejora de las propiedades, lo que obligé - 
al legislador a dictar un Decreto al respecto. Indi>-
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dableraente que estas razones determinaron que las 
propiedades estüvieran aValugdas en su precio justo";
y»
3®»— Que "el Côdigo de Procedimiento Civil ré­
gula las normas que debe: ,aplicarse al caso de las 
expropiaciones y no debe hacerse distinciones entre 
propietarios porque todos son iguales ante la ley".
Por consecuencia, los très miembros de la Comi^  
siôn de Municipalidades sugieren la reforma al Art. 
2® del raencionado Decreto de Octubre de 1959» sena- 
lando el procedimiento a seguirse para la adquisi- 
ciôn o expropiaciôn de los siete inmuebles y consig 
nando ventajas en favor de los siete propietarios - 
que, en este caso si, les harîan de mejor condiciôn 
que a los demâs, como demostrarê mâs tarde, al ocu- 
parme del Artîculo ûnico del Proyecto.
II
IMPRECISION DEL PREiER ASERTO
La primera afirmaciôn hecha en la Ebcposiciôn de 
Motivos es vaga e imprecisa, porque no senala que ga
-  197 -
rantîas fundamentales viola el Decreto de Octubre 
de 1959» ni por quê "establece diferencia de ciud^ 
danos" "segûn la ubicaciôn de las propiedades".
Bay numérosas garantîas fundamentales o reco- 
nocimiento de ciertos derechos atinentes a la per- 
sonalidad humana, todos enunciados en la Constitu­
ciôn y luego reglamentados en las leyes ordinarias, 
reglamentaciôn necesaria para el précise deslinde 
que haga factible el equilibrio de las distintas - 
pretensiones y la convivencia social. Desde que las 
garanties que ofrece el Estado al individuo tienen 
que ser y son reglamentadagy dejan de ser absolûtes^ 
como lo reconocen los tratadistas del Derecho Cons 
titucional y rnâximos Tribunales de Justicia de pa_î 
ses raoderados y series en la apliçaciôn de leyes - 
iguales a las que rigen en el Ecuador. El descono- 
ciraiento u olvido de estos principles o el propôsdf 
to deliberado de impresionar a quienes no sa encuen 
tran farailiarizados con ellos, permite acudir al fd 
cil expedients de asegurar en forma gratuita la in- 
constitucionalidad de un acte y hasta de una Lay,en 
defense de egolstas y antisociales pretensiones.
Supoiigo que cinco propietarios de los siete cu 
yos inrauebles deben ser adquiridos para la construe 
ciôn del Palacio Municipal, pretenden que la Ley de 
Octubre de 1959 es inconstitucional, acaso porque - 
ha dispuesto que les inrauebles deben ser adquiridos 
o expropiados, o porque ha fijado el precio radxirao 
que la I, Municipalidad debe pagar por ellos. Si es 
a lo, primero lo que quieren referirse, tengo que re­
corder, para disuadirles de su idea, que conforme a 
lo dispuesto por el Art, 183 de la Carta Polîtica - 
del Estado, el derecho de propiedad éstâ garantiza- 
do, pero "conciliândolo con su funciôn social", lo 
que qui ere decir, sin entrar en exâmenes mâs profuri 
dos, que cuando la propiedad interesa a la sociedad, 
su interès prevalece sobre el del individuo que, en 
tal caso, sôlo tiene derecho a la indemnisa ciôn re_s 
pectiva, El procedimiento mediante el cual se tras— 
lada la propiedad del individuo a la sociedad, es el 
de la expropiaciôn.
En concordancia con dicho enunciado, el Fisco, 
las Municipalidades y demâs Entidades de Derecho Vû
blico cue representan el interês social, son los que 
pueden promover expropiaciones por causa de utilidad 
pûblica. He recitado casi a la letra el precepto cons 
titucional invocado. Obsêrvese, pues, que el derecho 
de propiedad individual, raenos que cualquier otro, no 
es absolute; que las Municipalidades pueden declarer 
de utilidad pûblica cualquier inraueble y procéder a - 
su expropiaciôn# Siendo asî, no cabe calificar de inoozis 
titucional a la Ley que lo ha dispuesto, confirmando de- 
cisiones municipales y previsiones del Plan Regulador, 
que el Palacio Municipal de Quito se construya entre 
las calles Chile, Venezuela, Espejo y Guayaquil,y que 
se expropien o adquieran los predios de los particu- 
lares ubicados en esa manzana.
•Si es a lo segundo lo que quieren referirse, tam- 
poco cabe hablar de inconstitucionalidad de la Ley, - 
por los motives que expresaré mâs amplianente en el - 
Capitule IV, Anticiparé, sin embargo, que la propia - 
Constituciôn remite a las leyes especiales las expro­
piaciones que se hacen con ciertos fines, y que facul^^n^ 
alas legislatures paraexpedir leyes de cualquier natju 
raleza o con cualquier propôsito, que bien puede dero
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gar o modificar las que les precedieron. En efecto, 
la Legislature de 1959, en use de sus especîficas - 
atribuciones, que no podrâ negarle ninguna otra fim 
ciôn del Estado, menos un particular o un pequenis_i 
mo grupo de particulares, dictô la Ley especial que 
debîa observerse para la expropiaciôn de los predios 
necesarios a la construociôn del Palacio Municipal, 
ley que fija el precio mdximo y generoso que el I. 
Concejo de Quito podrîa pagar o que los jueces o Tr_i 
buna les ppdrîan mandarlje que pagaranDe esta suerte, 
résulta hiperbôlico asegurar que la Ley de Octubre - 
de 1959 GS inconstitucional, ni aûn por el sogundo 
motive#
Que los siete propietarios estân en diferente 
situaciôn que los demâs por la diverse "ubica.ciôn de 
las propiedades? Esc es ciertc, pero en ventaja de - 
esos rcismos propietarios afectados, lo que desde lue 
go ocurre en todo el mundo, sin que la diferencia de 
precio que impone la diversa ubicaciôn constituya una 
discriminacimYhaga a unos individuo s de mejor o peor 
condiciôn que los demâs. En efecto, gracias a que sus 
predios estân en el centre coraercial de la ciudad,
len mâs que los que se ubican en una zona residencial 
o en un arrabal; y ese mayor valor ya establecido y 
diferenciado lôgicamente en los Catastros, es el que 
manda pagar el Decreto de Octubre de 1959, todavîa - 
mâs, aumentado•
Asî pues, la ventajosa diferencia de los siete 
propietarios, gracias a la ubicaciôn de sus inmuebles, 
no ,tiene por quê ser motive de queja o reproche con­
tra la mencionada Ley, ni puede justificar una séria 
y correcta calificaciôn de inconstitucional.
III
EL AVALUO DE LOS PREDIOS
Sostiênese luego que el legislador no ha tenido 
en cuenta que los siete predios "no estân avaluados 
en su precio juste" a causa de que el Plan Regulador 
"obstaculizô también la libre contrataciôn y creô - 
graves inconvenientes a la mejora de las propiedades^ 
lo que obligé al legislador a dictar un Decreto al - 
respecte".
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Ante todo he de manifester que el Plan Regula­
dor es norma que preside el arreglo y proceso de - 
las ciudades; en tal caso es norma que ha de existir 
mientras existan ciudades, como la moral se ha de o^ 
servar mientras existan individuos; y asî como las 
normas morales no obstan nuestro desenvolvimiento y 
mejor hacen gratos nuèstros actos si a ellas se ci- 
hen, asî el Plan Regulador no impide hacer cuanto se 
quiera con la propiedad siempre que se sujete a sus 
reglas cuando a ello haya lugar. Decir que êl ha ob_s 
tado la libre contrataciôn no es atinado ni exacte, 
o que êl ha obstaculizado la mejora de las propieda­
des, rine contra la Terdad. Lo que impide el Plan Re­
gulador de Quito, como todos los planes reguladores. 
del mundo, es el abuso y la anarquîa atentatorios al 
arreglo, comodidad y belleza de las ciudades, cosa - 
que en vez de ser motive de queja, deberîa serlo de 
congratulaciôn y respaldo, pensando y obrando sensa- 
tamente.
Por eso, recorder un suceso ingrato, que habla 
rauy mal de nuestra educaciên, en abono de una tesis 
egoîsta, no se justifica. Suceso ingrato fue expedir
un Decreto con el propôsito deliberado de anular prâ^ 
ticamente el Plan Regulador de Quito, de la Capital 
de una Repüblica culta, como habrîa sido otro que mand^ a 
fa a los ciudadanos inobservar las reglas de la moral. 
Afortunadamente, consideramos reparado el agravio en 
virtud de la expediciôn de otro Decreto que sucediô 
aa aquel casi inmediatamente.
Por otro lado, la afectaciôn de las siete propije 
dades por el Plan Regulador, reiterado mediante suce- 
sivas decisiones del I. Concejo, que a su vez han si­
do respaldadas por la H. Legislature de 1959, de cons 
truir el Palacio Municipal en el lugar sènalado por - 
êsta, no significa que salîan del comercio humano y 
quedaban impedidos de ser objeto de toda clase de cori 
tratos; tanto es asî que aigu nas de ellas han sido lii 
potecadas y que aûn soportah esos gravâmenes y que s_e 
gun aseguran los raismos propietarios, entidades y per_ 
sonas les han propuosto la compra de sus predios con 
oferta de altos e inverosîmiles precios.
Tampoco es cierto que el Plan Regulador haya ira— 
pedido que los propietarios efectuaran mejoras en sus
preàios; la prueba es que algunos las han introdu- 
cido y que ningûn propietario podrîa presenter prue 
ba de una negativa a que las introdujeran, negative 
que si se hubiera producido, constarîa por escritc.
Por fin, pruebas de la falsedad del gratuite — 
aserto de que el Plan Regulador ha impedido que no 
estên avaluados en su juste precio los inmuebles, — 
doy seguidamente.
Ante todo, recordarê que las siete construccio- 
nes son muy antiguas, con excepciôn del Banco de Près 
tamos que fue edificado en 1925; recordarê también r 
que las construcciones envejecen por el détérioré y 
que têcnicamente y desde el punto de vista econômicoj 
se deprecian o amortizan en un lapse de 20 a 33 anos, 
segûn los materiales empleados, etc,; que en efecto, 
siguiendo las reglas de la Ley del Impuesto a la Ren­
ta (Art. 41, numeral 4®, inciso segundo) los sistemas 
contables consignan una rebaja anual del 3 al 5^ de 
su valor inicial; que a la inversa, la tierra sube de
precio principeImente por una de estas razones o por 
arabas: a) por la devaluaciôn de la moneda; y, b) por 
las obras ejecutadas en sus inmediaciones por la Ad- 
ministraciôn Pûblica o por la iniciativa particular.
Vearaos en quê porcentajes se ha dévaluado la m£ 
neda de 1930 a 19^0 ; asimisno y correlativamente, en que 
porcentajes 'se ha encarecido la vida y quê obras pu 
blicas o privadas se han hecho en las inmediaciones 
de la manzana en que se levantarâ el Palacio Munici­
pal durante igual lapso.
COTIZACIONES DEL DOL.IP EN EL MERCADO LIBRE Y 
OFICDiL DE CAMBIO EN QJITO
Mercado oficial Mercado libre Porcentaje
Periodo
Compra Venta Compra Venta
aumento a 
tipo venta 
M, libre
1930
1940
1950
i960
5,00
16,00
15.00
15.00
5,05
16,05
15.15
15.15
5.05
16.05 
18,18 
17,21
5,50 100,00 
16,28 296,00 >0 
18,38 112,69 
17,26(105)93,90 i
Porcentaje de aumento en 30 anos, 313,81 /^,
(105) Promedios de los seis primeros meses de 19^ 0,
— 206 —
ENCARSCHHEîîTO DE LA VIDA
Perîodos Porcentajes
1930 100,00 $
1940 . 205 ,00
1950 668,00 %
i960 676,25 ^  (106)
Porcentaje de aumento en 30 anos 676,25 ^
En cuanto a obras de la Administraciôn Pûblica 
en las indemizaciones de la manzana elegida para el 
Palacio Municipal, prâcticamente nada se ha hecho — 
que pudiera influir en el aumento de valor de los — 
predios de esa manzana. El nuevo arreglo del Parque 
de la Plaza de la Independencia, que data de varios 
lustros atrâs y las reparaciones hechas en el Pala­
cio de Gobierno y el Cuartel Real de Lima en los 
timos très anos, no pudieron haber repartido plus- 
valîa a ningûn predio.
Las obras de iniciativa privada, como la cone 
trucciôn del llamado edificio de la Previsora, hace 
muy cerca de très dêcadas y el denominado edificio
(106) Tômese el porcentaje a base de los seis primeros 
meses de este aho.
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Guerrero, en los ûltimos anos, si han valorizado los 
inmuebles vecinos, porque reemplazaron construccio­
nes viejas que desmejoraban el sector, con sôlidas 
y modernas, de inmejorables caracterîsticas; pero - 
realmente es muy pequeno porcentaje, jamâs en los - 
desproporcionadîsimos que veremos a continuaciôn.
Con estos recursos técnicos indispensables, rje 
viso lo sucedido con los siete predios, dando para 
mayor provecho de los propietarios como fecha ini­
cial de construociôn de sus edificios el ano 1930#
I,- PREDIO DEL SSNOR MANUEL BOITIFAZ PANIZO:
Valor del terreno ...... s/. 122.400,00
Valor de la construociôn. s/. 30.400,00Aho 1930
PRECIO TOTAL .... 1^2.600,00
Segûn las reglas enunciadas la construociôn de- 
biô costar, a esta fecha, s/. 3.040,00 pues los s/. 
27.360,- se considerarîan devengados en los treinta 
anos transcurridos; pero, realmente, qué precios ha
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ido adquiriendo el inmueble en las dêcadas posterio^  
res, segûn aparece de los Catastros? He aqui las ci 
fras elocuentes:
A m
I94O •••• s/. 393.800,00, o sea 257,72 ^ mâs que
en la dêc_a 
da inmedi^ 
ta anterior,
1950 .... s/, 1'215.300,0 0, o sea 308,63 ^ mâs que
en la déca­
de inmedia- 
ta anterior,
i960 .... s/. 1’669.740,0 0, o sea 137,38 ^ mâs que
en la déca­
de inraedia— 
ta anterior.
Considerando aquellas reglas, o sea des- 
contando lo amortizado por las construcciones, tene- 
mos que el terreno ha subido de valor, a esta fecha 
en:
1.330,79 i
ê.Se justifica esta alza? De ningûn modo, 
porque hemos vis to que el sucre se lia dévalua do en un 
313,81/o; que la vida, que es lo que mâs ha encarecido, 
exige un 676,25> mâs con respecte a 1930, y que las -
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obras ejecutadas en las inmediaciones no podîan re­
partir una valoraciôn sensiblemente apreciable. Por 
tanto, deberâ concluirse que el predio ha sido in­
juste y desproporcionadamente valuado, y si la Ley 
de Octubre de pagar ese inmenso valor con un
10 % mds, ha de convenir se que mejora sin razôn el 
precio ya exagerado del predio del que me ocupo, ha- 
ciendo subir el porcentaje de aumento del escandalo- 
80 1.330,79^ al mue ho mâs escandaloso de
1.469,37 i
Otro tanto debe decirse con respecto a los re_s 
tantes inrauebles de los que sôlo ccnsignarê cifras.
II,- PROPIEDAD DE LA UNIVERSIDAD CATOLICA
Aho de 1930
Valor del terreno...,.,. s/, 85*250,00 
Valor de la construociôn s/. 31*700,00
PRECIO TOTAL . s/. 116.950,00
Valor devengado o amorti^
zado de construociôn ... s/. 28.530,00
Valor que la construe—
ciôn representarîa en I96O s/. 3*170,00
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ANO
1940 .., s/. 208,540,0 0, o sea 178,31^ mâs que en
la dêcada i_n 
media ta ant_e 
rior,
1950 ••• s/. 1*015*610,00, o sea 487,00/0 mâs que en
la dêcada iri 
mediata ant^ 
rior,
i960 s/, 1’314.320,0 0, o sea 129,41^ mâs que en
la dêcada in_ 
mediata ant_e 
rior.
Aplicando las anteriores reglas, résulta 
que la propiedad ha subido asîraisrao injusta y desme- 
suradaraente hasta I96O en
1,486,45 ^
La diferencia (155,66/^ ) entre el alto po^ 
centaje de aumento del predio anterior y el mucho nm 
yor de êste, se explicaria por ser esquinero el pre­
dio de la Universidad Catôlica. Pero el inmenso por­
centaje anterior, a virtud del mandate de la Ley, pa 
ra que se pague el exagerado precio del Catastro con 
un 10^ de recargo, subirâ al mucho mâs desmesurado - 
de
1.635 ,09 ^
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III.- PROPIEDAD DE LA Fiu.IILL\ DALÎ.IAU.
ActuaLmente aparece el predio como dividido eri 
tre el sehor Francisco Dalmau Pardo y los hermanos 
Dalmau Llopart; pero para los efectos de ver cômo 
ha subido, lo considerarenios ûnico.
Ano de 1930
Valor del terreno   s/,102.360,00
Valor de las construcciones s/. 32.000,00
PRECIO TOTAL ..... s/.134.360,00
Valor devengado o amortizado 
de construociôn  .....  s/. 26.800,00
Valor que la construociôn r^
présenta en I96O  .......  s/, 3.200,00
AHO
1940 .... s/. 434.000,0 0, o sea 323,01^ mâs que en la
dêcada inme— 
diata anterior.
1950 s/, 1’319.800,00, o sea 419,30^ mâs que en la
dêcada inmedia^  
ta anterior.
i960 .... s/, 2*491.500,00, o sea.136,91/^  mâs que en la
dêcada inmedi_a 
ta anterior.
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Asîmismo, aplicando las anteriores reglas, se 
tiene que de 1930 a 1960 las dos propiedades que - 
forman materialmente un solo predio, han subido en 
el enorme porcentaje de
2.360,26 io
Y como por mandato de la Ley, que hay que ac^ 
tar, debe aumentarse en un 10^  el precio catastral, 
he ahî como sube aûn mâs ese alarmente porcentaje a
2.596,29 ^
IV. PROPIEDAD DE LA SSf.OKITA MARIA LEOIÏ LAEEEA
Ano de 1930
Valor del terreno ..... s/. 63.080,00 
Valor de la construociôn s/. 29*750,00
PRECIO TOTAL. 92.830,00
Valor de la construcciôn de­
vengado o amortizado en 30 
anos s/.  ..............  26.774,00
Valor que la construcciôn r_e 
présenta en I960, s/. ...... 2.975,00
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ANO
1940 ••• s/. 305.000,00, o sea 328,56‘y mâs que en
la dôcada iri 
mediata ant^ 
rior.
1950 ... s/. 775.500,0 0, o sea 254,09/Ô mâs que en
la dêcada in 
mediata ant^ 
rior.
1960 ... s/. 1 *229,040,0 0, o sea 158,48^ mâs que en
la dêcada in 
mediata ant^ e 
rior.
Aplicando las réglas anteriores, tenemos, pues, 
que el predio de 1930 a 1960 ha subido en
1.860,83 lo
Con el aumento del lO/s sobre el precio de la 
propiedad ese desmesurado porcentaje sube a
2.046,69 ^
V,- PROPIEDAD DEL BANCO DE PRESTALIOS.
! Valor del terreno ......... s/. 133.840,00
!
Aho de 1930 ! Valor de las construcciones s/. 19I.400,00
PRECIO TOTAL ... s/. 325.240,00
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Valor de la construcciôn devenga­
do en 30 anos  .......  s/. 172.260,00
Valor que la construcciôn repré­
senta en i960  ......... s/. 19.140,00
ANO
1940 ... s/. 552.540,0 0, o sea 169,89^ mâs que en
la dêcada iri 
mediata antjo 
rior.
1950 ... s/. 2*257,500,0 0, o sea 408,57^ mâs que en
la dêcada in 
mediata ant^ 
rior.
i960 ... s/. 2*848.000,0 0, o sea 126,16^ mâs que en
la dêcada in 
mediata ante_ 
rior.
De modo que observando las reglas précédantes, 
este inmueble lia subido en los 30 ûltimos anos en
1.861,71 lo
y con el aumento del 10 /S sobre el precio Catas_ 
tral, el porcentaje anterior, sumamente alto, ascien, 
de al de
2.047,84 ^
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VI. PROPIEDAD DE LOS SENORES NICANOR Y GUSTAVO 
MULLER M.
Aho de 1930
Valor del terreno ....... s/. 81.000,00
Valor d^e las construccio­
nes  ....  s/. 17.120,00
PRECIO TOTAL . s/. 98.120,00
Valor de la construcciôn
devengado o amortizado en
30 ahos     s/. 15.406,00
Valor que représenta la - 
construcciôn en I96O .... s/. 1.712,00
ANO
1940 ... s/. 264.400,0 0, o sea 269,47^ mâs que en la
dêcada inmedi^ 
ta anterior.
1950 ... s/. 1 *088.340,00, o sea 411,63a' mâs que en la
dêcada ininedi^  
ta anterior.
i960 ... s/. 1*610.800,00, o sea 147,96^ mâs que en la
dêcada inmedi_a 
ta anterior.
Observando las reglas primeramente enunciadas, tje 
nemos que este predio, de 1930 a I960, ha subido en
1.946,90 lo
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Con el aumento, el desorbitado porcentaje an­
terior asciende al particularmente mâs apreciable 
de
2 .142,20 $
He aqui un cuadro comparative del porcentaje en 
que podrîa considerarse que se ha devaluado el su­
cre, o la medida de valores, y el porcentaje en que asf 
mismo cabrîa decir que se ha encarecido la vida, con 
los porcentajes en que han subido efectivarnente los 
inmuebles que van a ser expropiados o adquiridos pa­
ra la construcciôn del Palacio Municipal, en el lap­
so que nos ha ocupado, desde 1930, cuyos porcentajes 
se consignan en este cuadro.
PORCENTAJE DE AUUELITG EN RELACION CON EL ANO DE I93O
AL QUE SS ASIGNA UN 100^
Valor ad Encare- Cotizac.
Propiedad Valor quisiti- cimien- del dôlarCatastral vo 0 ex- to de en el mcr
propiado la vida cado libre
Manuel Bonifaz 1.330,79)^ 1.469,37^ 676,25^ 93,90)1
Universidad Ca
676,2511tôlica ...... 1.486,45/^ 1.635,09)1 93,90)1
Pamilia Dalmau 2.360,26:;j 2.596,29)' 676,25)1 93,90)'
MB Leôn L. ... 1.860,63^ b 2.046,69/' 676,25)1 93,90))
BO de Prêstamos 1.861,71): 2.047,84)) 676,25)) 93,90/'
Enos. Muller M. 1.946,905: 2.142,20)) 676,25)1 93,90)'
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Frente a lo contundente de los ndmeros, no cabe 
afirmar, de buena fe, que el Plan Regulador ha sido 
un obstâoulo para que los inmuebles no tengan en los 
catastros un precio justo, o que la Ley de Octubre de 
1959 perjudique . a los propietarios, al determiner el 
precio que debe pagarles la I. Municipalidad por sus 
predios•
Todo lo contrario, hay para asegurar que el Plan 
Regulador, adoptado en Abril de 1945, no influyô para 
que no se valorizaran las propiedades debidamente en 
los Catastros, desde el salto mâs brusco de los precios^que 
se opera justo en la dêcada de 1940 a 19505 que la Seo- 
ciôn de Avalûos Municipales ha sido demasiado oondescen 
diente con los propietarios, cuyos inmuebles han sido & 
valuados en proporciones injustifioadamente elevadas, y 
que el legislador ha sido magnânimo con esos mismos piro 
pietarios, al disponer que a ellos se les pague, bien 
en négociaoiones direotas, ya por expropiaciôn, precios 
efectivarnente desmesurados, desde que no se compadecen 
con ninguno de los conceptos fundamentales que obran en 
la determinaciôn del valor de los bienes.
Por lo tanto, aspirar a precios mayores que 
los determinados tan benévolamente por nuestro Le-
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gis la dor, serîa pretender la iinposiciôn de precios 
caprichosamente abusives, aspiraciôn que no cabe - 
que la propicien los Poderes Pûblicos.
IV
NOEMAS APLICABLES A LAS EXPROPIACIONES
La Exposiciôn de l'îotivos, coincidiendo absolu 
tamente con el criterio de los cinco propietarios, 
afirma, por fin, que "el Côdigo de Procedimiento - 
Civil régula las normes que deben aplicarse al ca— 
80 de las expropiaciones" y que "no debenhacerse - 
distinciones entre propietarios porque todos son - 
iguales ante la Ley".
Ante todo, el Côdigo de Procedimiento Civil no 
"régula las normes que deben aplicarse al caso de 
las expropiaciones", porque asegurar semejante cosa 
équivale a decir que ese cuerpo legal régla a las 
reglas o norma a las normes aplicables al desapro— 
pio; en lo que hay poca lôgica y raenos sindéresis;
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ese Côdigo da o contiene reglas o norma s de sustari 
ciaciôn de los juicios expropiatorios, que deben - 
observerse en todos los casos en que leyes espeoia^  
les no sehalen otro procedimiento, desde que el mis_ 
mo Art. 183 de la Constituciôn, supreme norma jurî- 
dica de la Repüblica, en su inciso cuarto, dice que 
la expropiaciôn para.construcciôn, ensanche y raej£ 
ra de caminos, ferrovias, campos de aviaciôn y po- 
blaciones, se regirâ por leyes especiales; o en los 
casos en que no se consideren tâcita o expresamente 
derogadas o modificadas por otras leyes posteriores.
De donde salta a la vista que no es sôlo el C^ 
digo de Procedimiento’Civil el que fija las normas 
aplicables a la expropiaciôn, y de donde también se 
pone en evidencia cuan deleznables e incqnsistentes 
son toda3 las afirmaciones con que los cinco pro­
pietarios han querido sorprender a très miembros de 
la Comisiôn de Municipalidades de la H. Câraara de - 
Diputados.
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Ocûporae ahora del segundo grupo de leyes que 
deben observarse en el caso de las expropiaciones.
El Côdigo Adjetivo Civil que fue dictado en 
1936 consigna estos preceptos:
a). El del Art. 868, que dice que si la cosa 
expropiada no se destinare al objeto que motivô la 
expropiaciôn, dentro de un période de seis meses, 
contados desde que se hizo la ûltima notificaciôn 
de la sentencia, o no se iniciaren los trabajos - 
dentro del mismo plazo, el dueno anterior puede - 
readquirirla, consignando el valor que se pagô por 
la expropiaciôn, ante el mismo Juez y en el mismo 
proceso...; y,
b). El del Art. 667, que expresa que si tran£ 
currieren très meses desde la ûltima notificaciôn 
de la sentencia y no se consignare el precio deter^  
minado en la misma, el Juez, a solicitud de parte, 
declararâ sin lugar la expropiaciôn...
Los dos preceptos son de una latitud radical 
y no conteraplan excepciones de ningûn gênero y pa­
ra ningûn caso; de modo que al no haber una ley es
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pecial posterior, como la recitada, qua dijere lo 
contrario, esas réglas tendrîan necesariamente que 
aplicarse; pero sucede que en 1945, nueve anos de^ 
pué8 que la anterior, se expidiô la Ley de Rêgi- 
men Municipal que, con ciertas reformas, permane- 
ce vigente. Esta Ley, en el Art. 4I, impone que c^ 
da Concejo, para crear ambiente propicio al biene_s 
tap colectivo y solucionar los problèmes de la vi­
da urbana, esté obligado a tener un plan estable - 
de urbanizaciôn o Plan Regulador, el cual ha de so 
meterse al desarrollo de las poblaciones^ plan que 
debe considerar:
*‘a) Zonificaciôn de las poblaciones, coordi- 
nando los distintos aspectos. de la vida urbana, ub_i 
cando en los barrios las diverses actividades de la 
ciudad y determinando los materiales y tipos de cons 
trucciôn en cada uno de ellos y la altura de los ed_i 
ficios;
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"j) Forma de financiaciôn del Plan, que puede 
incluir la Constituciôn de reserves territoriales 
que periïiitan al Concejo obtener los fondos necesa­
rios para ello".
De acuerdo a los preceptos transcrites, el I. 
Concejo de Quito no sôlo que podîa, sino que debia 
mantener un plan regulador, como lo mantiene en - 
forma estable desde que lo aprobô el 20 de abril 
de 1945; y no sôlo que no estaba impedido, sino que 
esté obligado a determiner el emplazamiento de las 
diverses actividades de la ciudad, la primera y prin_ 
cipal de las cuales és la propia actividad munici­
pal. De igual modo, estâ facultado para former ré­
servas territoriales de las que dispondrâ, como en 
el caso de la Carolina, cuando las estime comercial, 
mente remunerativas.
Consecuente con las reglas anteriores, el Art. 
44 de la Ley de Régimen Municipal expresa:
"Serân de utilidad pûblica las expropiaciones 
necesarias para realizar los pianos de urbanizaciôn.
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una vez aprobados, o para la constitucidn de reser 
vas territoriales que elles determinenV
"El Concejo pagard el precio de estas expro- 
piaciones en el plazo maxime de très anos conta— 
dos desde la deolaraciôn de utilidad pûblica".
Vêse que siendo de utilidad pûblica las expi'O^  
piaciones para la constituciôn de réservas territo­
riales, que no se han de disponer sino en memento 
propicio pero indefinido, ouando convenga comercia]^  
mente hablando, y que debiendo pagarse el precio de 
las expropiaciones destinadas a tal construcciôn a 
la realizaoiôn del Plan Regulador, en el plazo de — 
très anos, estas normes pugnan o no ooncilian con 
los citados Arts. 867 y 868 del Côdigo de Procedi— 
miento Civil, en cuyo caso, y per mandate del Art,
42, incises tercero y cuarto del Côdigo Civil, re­
sultan parcial y tâcitamente modificatorias de aque 
lias y ûnicas aplicables.^3e dirâ que per haber - 
modificado tan sustancialraente al Côdigo Adjetivo 
Civil, la Ley de Rêgimen Municipal es inconstitucip_ 
nal?c<Podt*â afirmarse que le es en cuanto que hace dis. 
tinciones entre propietarios, desde que aquéllos a
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quienes se expropian sus inmuebles para ejecutar el 
Plan Regulador han de recibir el precio en el pla- 
zo de très anos, sin intereses, que la Ley no los 
manda pagar expresamente, mientras que a los que 
se les desapropia por otros conceptos deben recibir 
el precio a los très meses de dictada y notificada 
la sentencia?.dDirâse que es inconstituciona1 por- 
que aquellos a quienes se les expropian sus fundos 
para former las réservas territoriales no pueden - 
readquirirlos pasados seis meses a partir de la ûl 
tima notificaciôn del fallo expropiatorio, en tan- 
to que si pueden hacerlo los demâs?, Taraana afirnm 
ci6n no la ha sustentado nadie en los quince anos 
de vigencia de esa Ley; y consté que con arreglo a 
ella se han hecho muchas expropiaciones, sin que - 
los afectados, propietarios de toda clasè y condi- 
ci6n, hubiesen proclamado insinceraraente que no se 
oponian a las expropiaciones, pero que deseaban - 
permanecer al margen de esa Ley para iraponer sus - 
caprichos e impedir, huérfanos de civismo y patrijo 
tismo, la realizaciôn de propôsitos de alta impor- 
tancia colectiva, unices que inclinan al I. Conce-
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jo de Quito a intentar expropiaciones, luego de - 
agotados los procedimientos de entendimiento ex­
trajudicial, que los prefiere, y con los que se 
avienen los nacionales de nuestro pais, que han 
organizado su patrimonio con esfuerzo y sacrifi- 
cio.
Y asi como la Ley de Rêgimen Municipal refor­
mé las dos reglas citadas del Côdigo de Procedimien 
to Civil para los casos a que aquélla se refiere - 
Conoretarnente, en los que el segundo cede a la pri^  
mera, asi el Decreto de 26 de Octubro de 1959 modj^  
fico una y otra Ley para el caso concrete al que 
aludo -la construcciôn del Palacio Municipal—, mo~ 
dificaciôn que se operô en estes dos sentidos:
a) El precio de las adquisiciones o de las ex— 
propiaciones de los inmuebles situados en la manza- 
na en que debe levantarse el Palacio Municipal, se 
pagarâ en el plazo de cinco anos con el interês Ije 
gai, mediante abonos semestraies iguales; y,
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b) Dicho precio, ya se convenga o ya se le 
je en el juicio respective, no excederâ del avalue 
catastral comercial auraentado hasta en un 10^ ,
El primer mandado de la Ley, este es el que 
dispone que el pago del precio se haga en cinco — 
anos, por cuotas semestrales iguales y con el int^ 
rés legal, no pugna con ninguna régla Constitucio— 
nal, que no se ha ocupado de esas minucias; ni si— 
quiera esté renido con nuestro sistema legal ordi- 
nario vigente; lejos de elle, coincide con précep­
tes existentes en êl, que nadie ha osado calificar 
los de inconstitucionales; por ejeraplo, con el Art. 
501, (502 de la nue/a codificaciôn) que fija tam- 
bién el plazo de cinco anos para el pago del valor 
ofrecido por la cosa vendida en remate forzoso y — 
exactamente con el reconocimiento del interês legal; 
y es de advertir que el remate forzoso se asemeja a 
la expropiacion porque en uno y otro, el juez, en 
lugar del dueno, adjudica dicha cosa, en un caso
al postor, en el otro a la Entidad que expropia.
Por otro lado acabo de recorder que el Art. 
44, inciso segundo de la Ley de Rêgimen Municipal,
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manda que las expropiaciones necesarias para ejecu 
tar las previsiones del Plan Regulador o para for­
ma r las réservas territoriales, debe hacerse en - 
très anos.
Hay que advertir, en este orden de ideas, que 
el legislador ha considerado el rauy alto preoio de 
los inmuebles que deben ser adquiridos para fijar 
un plazo prudente, no extrano a nuestra legisla - 
ciôn, y que ha tornado en cuenta que en esta êpoca 
de desarrollo universal del crédite, ouando hasta 
las cosas muebles y fungibles de escaso valor se 
ofrecen con comodidades de pago y es comûn que se 
otorguen plazos de très, cinco o mds anos para el 
pago del valor de inmuebles, hubiera sido insôlito 
que mande abonar mâs de una decena de millones de 
sucres de contado, justo cuando la escasez de dis- 
ponibilidades afecta principalmente a las entida- 
des de Derecho Pûblico.
Asi, pues, no hay razôn para las quejas y 1^ 
mentos de los cinco propietarios porque la Ley de 
Octubre de 1959 mande pagar en cinco anos el pre­
cio de sus inmuebles, con el interés legal.
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El segundo mandate que faculta primero al - 
propio Municipio a pagar un 10^ mâs que el valor 
catastral; luego a los peritos designados en el 
juicio, rebasar el precio Catastral en sus apre- 
ciaciones, y por fin, a los Jueces y Tribunales - 
de Justicia, disponer que el Concejo de Quito abo_ 
ne un precio hasta 10^ mayor que el valor Catas­
tral, por ser, como indicarê enseguida, mâs vent^ 
joso a los propietarios afectados por el proyecto 
de construcciôn del Palacio Municipal, no debiô — 
merecer el reproche de ôstos. Pero sîgoles en su 
incomprensiva posiciÔn.
Es inconstitucional este mandate? Para que 
lo fuera, precisarîaî
a) Que alguna régla de la Carta fundamental 
hubiese fijado el precio de los inmuebles de los 
cinco propietarios, que al oponerse a ceder sus — 
predios por precios indiscutibleraente fabulosos — 
en casi un ano de bizantinas discusiones estân - 
postergando inûtilmente y sin âpice de sensibili- 
dad patriôtica la construcciôn del Palacio Munici
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pal, con desafîo a la inspiraciôn de las grandes - 
mayorîas del Cantôn, reiteradas una y otra vez por 
los diverses Concejos que las han representado au- 
ténticamente en los ûltimos anos, cualquiera que - 
hubiese sido el matiz politico prépondérants en su 
seno.
b) Que alguna otra regia de la Ley fundamen­
tal hubiese determinado un procedimiento para fi— 
jar el precio de la cosa expropiada y con la que 
estuviese en manifiesta contradicciôn el Art. 2° 
de la Ley de Octubre de 1959*
Y como no Lay ni una ni otra régla tan ab 
èurda, vano résulta afirmar que esa Ley de Octu­
bre de 1959 ©s inconstitucional*
Inconstitucional es la actitud de los cin­
co propietarios, y lo séria de parte de la Munici 
palidad, de los peritos y de la Funciôn Judicial, 
desatender aquel mandate légitime, como lo estân 
haciendo los primeros, contra lo que prescribe el 
Art. 159 de la Carta fundamental, que dice:
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"Todos los habitantes del territorio nacio— 
nal estân obligados a respetar y obedecer la Cons 
tituciôn, las leyes y a las autoridades de la Ee- 
pûblioa".
El pequeno grupo de propietarios no ha que- 
rido obedecer y respetar la ley de Octubre de 1959, 
con el impertinente -prêtexto de que ella es inc01^  
titucional, porque asi se le ocurre; atribuye arbi 
trariedad a una Legislatura; le niega la facultad 
de dictar leyes reformatorias de otras leyes, y - 
con sus peregrines afirmciones, pretende sentar - 
el principle de que la representaciôn nacional va­
le raenos que un périto evaluador, o que la Ley es 
de inferior catégorie que una certificaciôn; todo lo 
4ue révéla una supina mala fe.pe modo que auspiciar 
una modificaciôn de la Ley de 29 de Octubre de 1959 
equivaldria a premiar esa conducta antisocial y — 
sentar un funeste precedente principalmente en con. 
tra de la majestad y facultades de la propia Pun- 
ciôn Legislativa,
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En el Côdigo de Procedimiento Civil -Ley Ordina 
ria-, no la Constituciôn, que da normas para fijar - 
el precio, en tanto que otra Ley no disponga cosa dis. 
tinta. El Art. 846 (843 de la nueva codificaciôn), s.e 
nala que la tramitaciôn del juicio de expropiaciôn sÔ^ 
lo tiene por objeto determiner la cantidad que debe - 
pagarse por concepto de precio de la cosa expropiada.
Ahora bien,^cômo se fija la cantidad a pagarse? 
El Art. 854 (Art. 85I de la actual codificaciôn) con­
testa la pregunta, expresando;
"Para fijar el precio que debe pagarse por con 
cepto de indemnizaciôn, se tomarâ en cuenta el que — 
‘aparezca de los documentes que se accmpanen a la de­
manda. Si se trata de expropiar una parte del predio 
avaluado, el precio se fijarâ estableciendo la corre^ s 
pondiente relaciôn proporcional.
"Sin embargo, cuando lo que se quiere expropiar 
comprende una parte principal del fundo, la de mayor 
valor, en relaciôn con el reste; cuando se trata de 
la parte de mejor calidad, con respecte al sobrante.
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o en casos anélogos, podrâ establecer un precio 
justo segûn el dictamen de los peritos",
• i
En primer término,^que documentes suscepti­
bles de permitir la fijaciôn del precio se presen- 
tan con la demanda? El Art, 85O (Art, 847 de la 
nueva codificaciôn), responds:
"A la demanda de expropiaciôn se acompana- 
rân los siguientes documentes:
"3®*- Valor del fundo a que se refiere, en 
todo o en parte, la demanda de expropiaciôn, el 
que se fijarâ segûn el precio catastral de los — 
dos anos anteriores a aquel en que se présente la 
demanda".
Queda claramente establecido que es el ava- 
lûo catastral el que debe toraarse en cuenta para 
la determinaciôn del precio; el dictamen de los - 
peritos se considéra sôlo en los casos expresamen 
te senalados en el inciso segundo del Art. 854 
(851) del Côdigo de Procedimiento Civil, y, aûn 
en esos casos, los peritos tienen que repartir el
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precio del todo entre las diversas partes, de tal 
modo que la suma de las cantidades asignadas a las 
partes no rebase el valor catastral de la unidad; 
mas, si los peritos contravienen las normas precje 
dentes, el Juez, que no puede olvidarlas, queda - 
facultado para prescindir de la opinion de aqué­
llos, porque con arreglo a lo prescrite en el Art. 
283, inciso segundo, del Côdigo Adjetivo Civil;
"No es obligaciôn del Juez atenerse, contra 
su convicciôn, al juicio de los peritos".
y porque ya êl Art. 854 (8^1,1 del Côdigo de 
Procedimiento Civil, déterminé con anterioridad — 
que el precio a pagarse en las expropiaciones ha 
de ser el catastral, es que el legislador encon- 
trô innecesario mantener la redacciôn del Art. I96 
de la Ley de Rêgimen Municipal de 25 de Octubre - 
de 1945, que decîa;
"21 precio de las expropiaciones ordenadas 
por el Fisco o las municipalidades serâ el del - 
avalue catastral".
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En cuya virtud el Art, 197 do la codificaciôn 
de 4 de Marzo de 1949 (224 de la actual), se reda^ 
tô asi:
"Las expropiaciones que haga el Concejo se 
sujetarân a lo dispuesto en el Côdigo de Procedi­
miento Civil",
> Que el precio de las expropiaciones debe ser 
el del avalûo catastral, se justifica por estas - 
consideraciones:
a) Es el propietario quien de oonformidad con 
lo que prescribe el Art, 139 de la Ley de Rêgimen 
Municipal, esta obligado a presenter su déclara — 
ciôn para la formaciôn de los Catastros, consignan 
do todos los dates necesarios, entre los cuales el 
principal es el relacionado con el valor;
b) El propietario que no se conformare con 
el precio comercial asignado a su inmueble en los 
Catastros estâ autorizado por el Art, 247 (247 de 
la actual codificaciôn) de la misma Ley, para pre-
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sentar el reclame consiguiente. Eago notar que 
casi todos los reclames se contraen a asegurar 
que el precio catastral es superior al comercial;
c) Todavîa mâs, el mismo propietario, con - 
arreglo al inciso segundo del Art. 138 de la su- 
sodicha Ley, puede, en cualquier tiŒipo, durante 
la vigencia del Cat'astro, soliciter el reavalûo 
de su propiedad, de haber motive para ello;
d) Fijado asi el valor de un predio para or. 
ganizar los Catastros^  con activa part:cipaciôn 
del mismo propietario, ha de enténderse que êl - 
estâ conforme con dicho valor o precio, por el - 
que no puede exigir mâs en caso de expropiaciôn, 
como acabo de demostrarlo; y,
e) No cabrîa decir que el propietario, para 
satisfacer menos impuestos^prefiere que en los - 
Catastros figure su inmueble con precio bajo, por. 
que conforme a lo dispuesto por el Art. 138, ijn 
ciso tercero, de la Ley de Rêgimen Municipal, sô— 
lo paga sobre el 60/3 del precio comercial catas­
tral, lo que ya es bastante.
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En tan ventajosas condicioncD,^serîa légiti­
mé que un propietario, para el pago del impuesto 
que afecta a su inmueble,manifestarse conforme 
con el avalûo comercial determinado en los Catas— 
tros, cuando no lo moteje de elevado, y para el - 
caso de expropiaciôn declare que êl no correspon­
de al justo precio de su inmueble, aspirando a - 
uno mayor?» Muy lejos de êsto; pues ademâs de ile. 
gîtimo, séria illcito, constituirîa un tipico ca­
so de estafa que se harîa acreedor al codigno ca.s 
tigo,
Diré, por fin, que el precio Catastral es - 
t^ambiên, como tiene eue ser, la mejor referenda 
para las transaccionss directes entre particule- 
res, de modo que êstos ni aspiren a recibir ni a 
dar mâs de lo que elles se consignan; siendo muj" 
comûn, en los tierapos actuales, que las compraven 
tas de inmuebles se hagan por precios inferiores 
o prôximos a los topes del Catastro» Ile aqul, si 
no todas, la casi totalidad de las compravcntas - 
que se han hecho desde 1950 hasta 196O, dentro del 
perîmetro comercial de la ciudad, y de las que el 
76,20/3 se han realisado a precios por debajo de —
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los qu'-' figuran en Catastros, y el resto, por valp. 
res pooo mayores, que sobrepasan a los catastrales 
en reducidos porcentajes, que van desde el 0,12/^ 
hasta el 5,31^ -.
Demuestro con ejenplos anteriores que la Ley 
es sabla y justa cuando manda quo el precio de las 
expropiaciones ha de ser el de los Catastros; y d.e 
muestro tambiên que la mala fe de los cinco propije 
tarios llega a tal extrenio de obcecaciôn, que afir- 
ma la inconstitucionalidad e injusti cia de una 
Ley quo les favorece, en cuanto manda que se les pa 
gue por sus inmuebles hasta 10/3 mâs del precio 
comercial con que constan en los Catastros, contra 
lo que prescribe el Art, 854 (851) del Côdigo de - 
Procedimiento Civil, aplicable a todos los demâs 
propietarios que tengan que enfrentar una expropi^ 
ciôn por causa de utilidad pûblica, y sin cercio- 
rarse que en la realidad del mercado de las propi^ 
dades, lo ordinario es la conform!dad con precios - 
inferiores a los catastrales.
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V
LOS CONSIDEEANLOS Y EL ART. UNICO DEL PROYECTO
El primer considerando recuerda que el 7irt.
186 de la Constituciôn de la Repûblica garantiza la 
libertad de contrataciôn, y el segundo considerando 
afirma que el Lecreto de 26 de octubre de 1959 "aten 
ta contra esa libertad al determiner el precio que 
debe ser pagado por los inmuebles materia de expro— 
piaciôn, estableciendo odiosa excepciôn al sistema 
general de la Ley".
El Art, 166 de la Constituciôn no contieno una 
garantîa tan alta como-aparece del primer considé­
ra ndo ; todo lo contrario, al decir, como dice: "La ■ 
contrataciôn es libre, salvo las restriccicnes près 
critas por la Ley", consigna una garantie y la lin A 
ta de segniida.
Y es que, como dije antes, las garanties cons- 
titucionalos no son, no pueden ser absolûtes, por­
que de sorlo, redundarîan en antisociales y pon—
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drîan en peligro a la comunidac! y al individuo que 
forma parte de ella, con relaciôn a la que puede - 
invocar esas mi s ma s ,;;arantias. Tan no es absolute 
esa garantîa, que con arreglo al propio Art. 186 
de la Constituciôn, una serie de leyes de inniensa 
irnportancia limitan la libertad de contrataciôn*
En efecto, las hay que prohiben la importaciôn de 
ciertcs articules o que artificiosamente los enca- 
recen abrumândolos do impuestcs para protéger la - 
industrie nacional; las hay que prohiben la expor- 
taciôn de articules de piùmera necesidad para de­
fender el mercado de consume local; la Ley de In- 
quilinato se nala el maximo de renta que puede obte. 
ner el arrendador del predio destinado al arrenda- 
miento; otras leyes fijan el rédito tambiên mâximo 
a que debe aspirar el prestamista y, por fin y pa^ 
ra no citer mas, el Côdigo de Procedimiento Civil 
expresa que el precio de las expropiaciones serâ - 
cl del avalûo con eue conste el inmueble expropia- 
do en los Catastros. Sin embargo,/a ouién se le ha 
ocurrido la peregrine idea de apostrofar de incons­
titucionales a estas leyes?.
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La Ley de Octubre de 1959 ©s del mismo tipo de 
las leyes que acabo de citar; por tanto no cabrîa - 
que otra ley la calificara de inconstitucional; con 
la circunstancia de que aquî ella, contra lo que su 
cede y debe suceder en todo otro caso de expropia­
ciôn, manda pagar a les cinco incoraprensivos quejo- 
808, 10^ mâs de los inmensamente altos precios fija. 
dos en los Catastros, para sus inmuebles, claro es­
tâ, si los peritos y los jueces encuentran motive - 
para mandar pagar siquiera el precio catastral o el 
mâximo fijado a mâs de êl.
(/Es a esta ganga a la que califica la odiosa ex 
cepciôn al sistema general de la Ley? Si es a ella, 
claro estâ que hay una odiosa excepciôn, pero en f^ 
vor de los siete propietarios, cinco de los cuales 
no han podido disimular su voracidad,que les ha 11^ 
vado a sostener los mâs grandes absurdes, y hacer 
que, compartan-su,opiniôn. très honorables Diputa— 
dos, dos de la Provincia del Guayas y uno que, con 
rairamientos para mi ciudad, que los agradezco y re- 
oomiendo a mis conciudadanos, ha tenido la amabili-
dad de retractarse espontâneamente, al descubrir 
que el Proyecto de Decreto reformatorio de la Ley 
de Octubre de 1959 perjudicaba sin razôn a la Mu­
nici palidad de Quito y a la Capital de la Republic 
ca. .
Los cinco propietarios empenados en la refor 
ma de la Ley de Octubre de 1959 deberîan s^ aber que 
la I. Municipalidad de Quito, en un rêgimen de li­
bre contrataciôn, si êste no estuviere tan limita- 
do y aûn sin contar con dicha Ley, jamâs hubiera - 
consentido on pagarles mâs allâ de los precios con 
que sus inmuebles constan en los Catastros, y que 
de no convenir en ellos, habia tenido que acudir - 
al juicio de expropiaciôn, como ha acudido a êl pa 
ra pagarles esos precios y no mayoros.^Fara quê, 
entonces, el empeho de contar con un Decreto que 
les faculté exigir sumas que no habrân de ser sa- 
ciadas?.
Hay duonos de inmuebles que suponen que el Fis. 
co, las Municipalidades y las Entidades de Derecho 
Pûblico deben pagar por sus predios valores que no
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üiotendi-XaJi niinca en transacciones directes con 
otros particulares; que ven en la declaratoria de 
utilidad pûblica de sus inmuebles calva oportuni- 
dad de enriquecimiento illcito; esos criterios an 
tisociales y egoîstas tienen que sofrenar los Po- 
deres Pûblicos por obvias razones, entre las que 
estân el hecho de que Fisco, Municipalidades y de. 
mâs Entidades de Derecho Pûblico son sujetos de — 
fiscalizaciôn e intervenciôn de la Contrelaria Ce 
neral de la Naciôn, y el hecho tan grave como aquel, 
de que los gobernantes y dignatarios deben respon­
der por sus actos, responsabilidad que les inhibe 
de hacer con los recursos confiados a su manejo - 
cuanto pudieran hacer con los suyos propios, sin 
llegar al borde de la disipaciôn.
El Art. Unico del proyecto que pretende justi^  
ficarse en la falsa inconstitucionalidad de la Ley 
de Octubre de 1959> cuyo Art. 2® trata de reformer, 
despuês de ibsistir en que no deben establecerse -
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odiosas excepciones y en que no deben hacerse distin 
clones entre propietarios, porque todos son iguales 
ante la Ley; lo que équivale a tomarl el râbano por 
las hojas o invocar por invocar un enunciado que no 
viene al caso, establece por primera vez las odiosas 
excepciones que quiere evitar y las distinciones eri 
tre propietarios, que condena, desde que, anulado - 
el contenido del Art. 854 (85I) del Côdigo de Proc^ 
dimiento Civil, deja a merced de peritos, general- 
mente vénales e inexpertos, la fijaciôn del precio 
que la Municipalidad de Quito debe pagar por los iri 
muebles de los cinco propietarios; anulado asimismo 
el Art. 44 de la Ley de Rêgimen Municipal, impone - 
el pago de contado del valor de propiedades que han 
alcanzado, como he dicho antes, precios fabulosos e 
injustificados; y desde que, contraviniendo a lo - 
prescrite por la misma Ley de Rêgimen Municipal, la 
Ley de Impuesto a la Renta, la Ley de Timbres, etc., 
para los casos de adquisiciôn directe o por via de 
expropiaciôn de los inmuebles de esos cinco propie­
tarios, se exonéra a estes de toda clase de irapues- 
tos.
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Queda, pues, revelado con claridad meridiana, 
al leer los enunciados del Art. Unico del Proyecto 
de Decreto reformatorio de la Ley de Octubre de 
1959; que loque se proponîan los cinco pro pie ta - 
rio's que lo inspiraron y gestionaron ara oonquis- 
tar una posiciôn de excepciôn y privilégie, para 
lo que querîan no tanto la reforma de la Ley de Ojo 
tubre de 1959; sino de todo el sistema legal, y pa 
ra alcanzarlo, con desenfado que estremece, aparen 
taban condenar odiosas excepciones y salir por los 
fueros de la igualdad ante la Ley, del sistema ge­
neral de nuestra legislaciôn.
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VI
C O N C L U S I O N  ES
Estimo haber demostrado principalmente:
1®,- Que la Ley de 26 de octubre de 1959» no - 
atenta contra ningûn principio constitucional o le­
gal; que por el contrario, en unos casos, repite - 
las normas de leyes similares, y en otros, sin dejar 
de acomodarse a ellas, es generosa en concesiones 
para los propietarios afectados con el Proyecto de 
construcciôn del Palacio Municipal;
2®.— Que, en consecuencia, todas las afirmacio. 
nés hechas en contrario por cinco de los siete pro^  
pietarios a quienes afecta dicho proyecto, interest 
dos en imponer precios gigantescos a sus inmuebles, 
son apresuradas, absurdas, carentes de seriedad y 
falsas;
3®o- Que mientra8 que la moneda podrîa decirse
fse ha dévaluado en un 93,90 ^ y que la vidæ ha enca 
recido en un 676,25^,los inmuebles de la manzana en
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que debe levantarse el Palacio iîunicipal ban logra- 
do auraentos consignados en los Catastros, que van - 
entre 1,330,79^ y 2*360,26/^ , lo que résulta inexpl^ 
cable e injusto;
4®.- Que en las compraventas de inmuebles bê­
chas entre particulares en los ûltimos anos, regu- 
larmente los precios pactados no llegan al valor - 
con que constan en los Catastros;
50.- Que contra lo que manda el Art* 854 (85I) 
del Côdigo de Procedimiento Civil,-fijan el precio 
de las cosas expropiadas teniendo en cuenta el va­
lor con que constan en los Catastros, valor que con 
tribuye a fijar . el propietario y conforme al que 
paga los impuestos legalmente debidos-, la Ley de 
Octubre de 1959» sin considérer esa misma régla y
las experiencias que senalo, premiô a los referidos
/
propietarios al disponer que ôstos pudieran aspirar - 
al precio catastral de sus inmuebles, aumentando ba^
I
ta en un 10^ ; y,
6®.- Que la desenfrenada arabiciôn de esos cin 
co propietarios les ba ofuscado tanto, que ho ban
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querido ver cuan ventajosa les es la Ley de Octubre 
de 1959» a la que desobedecen contraviniendo la no^ 
ma contenida en el Art. 159 de la Constituciôn, ta- 
chândola de arbitraria, con lo que acusan de atrab.i 
liario al E. CongresO Nacional que la expidiô, nie- 
gan a la Legislatura la facultad de dictar leyes y 
pretenden obtener en su egoîsta y antisocial proven-, 
cho, la aprobaciôn de un proyecto que por primera - 
vez establece odiosas excepciones y especiales pri­
vilégies completamente extranos a nuestro sistema - 
legal.
Por tanto aspira la Muy Plustre Municipalidad 
de Quito, sin exigir nada que constituya un partieu 
lar miramiento y consideraciôn para la Capital de - 
la Repûblica, que este H, Congreso no le prive de - 
lo que le concediô el anterior, en uso légitime de 
sus atribuciones y sin atentar, como lo ha demostr^ 
do hasta la saciedad, contra ningûn principio cons­
titucional o legal, una Ley que simplements facili­
ta la construcciôn del Palacio Municipal; puesto que
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privarle de alla e imposibilitar la realizaciôn del 
Palacio, séria expedir un Décrété que tiende a col- 
mar injustes y condenables aspiraciones de cinco - 
propietarie8 ingrates a la ciudad.
Del Sener Secretarie, attm.
DIOS, PATRIjl Y LIBERTAD
f). Dr. Julie Morene Espinosa 
Alcalde de San Francisco de Quito.
•— •ooeOeoe—
20) - VALOR DE AFECCION EACIA EL OBJETO EXPROPIADO: El 
valor de afecciôn obedece esencialmente a consideraciones de carâ^ 
ter sentimental. La Ley Espanola de 1954 lo reconoce para todos les 
casos al establecer en su Art. 47 que "en todos les cases de expro- 
piaciôn se abonarâ el expropiado, ademâs del juste precio fijado en 
la forma establecida en les articules anteriores, un 5^ corne premio 
de afecciôn". Un precepto semejante no se encuentra en nuestro Der^ 
cho Positive.
30) - DAKOS Y PERJUICIOS QJE TENGAN POR CAUSA DIRECT/l 
LA EXPROPIACION: a) Derecho EspanolJ El Art. 23 de la vigente Ley
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de Espropiaciôn Forzosa détermina que "cuando la expropiaciôn impM 
que sôlo la neoesidad de ocupaciôn de una parte de finca rûstica o 
urbana, de tal modo que a consecuencia de aquélla resuite antiecon^ 
mica" su conservaciôn para el propietario la parte no expropiada, 
puede êste solicitar que dicha expropiaciôn comprenda a toda la fin 
ca, anadiendo el Art, 46 que "cuando la Administraciôn rechace la - 
expropiaciôn total se incluirâ en el justiprecio la indemnizaciôn -* 
por los perjuicios que se produzcan a consecuencia de la expropia— 
ciôn parcial de la finca".
b) Derecho Ecuatoriano: no falta en el ordenamiento ju- 
rîdico de mi pals un precepto similar al Art. 23, En efecto, el Art. 
860 establece para este caso que el dueno de la finca "tiene derecho 
para que la compra se extienda a la totalidad del predio". Por tanto, 
mientras en Espana el propietario solamente puede solicitar algo que 
la Administraciôn en ûltima instancia puede decidir segûn le convenga 
a ella, en Ecuador el propietario puede exigirlo.
40) - Evèntualraente, segûn la Ley de Expropiaciôn Espanola, 
la Administraciôn puede quedar obligada a pagar lîîTEHESES por demora 
en la fijaciôn del justo precio de la cosa o derechos (Art. ^6) o en 
el pago de la indemnizaciôn (Arts. 57 y 4 8)* No existe un precepto - 
semejante en mi pals.
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P) Sisteraas indemnizatorios en cuanto a los ôrganos de 
fijaciôn: Sôlo diremos unas breves palabras en este punto.
a). En general: Los sistemas tradicionales son el - 
tercer périto (la Administraciôn norabra el suyo y lo raismo hace el 
expropiado y se désigna ademâs un perito dirimente; crîtica de es­
te sisteraa: Se tiende a favorccer al Administrado en perjuicio de 
la Administraciôn) y acuerdo amigable entre Administraciôn y expro^  
piado (critica: mientras que los particulares defienden celosamen- 
te sus intereses, los représentantes de la Administraciôn no ponen 
tanto empeno, con lo que la valoraciôn serâ muehas veces perjudi­
cial para si misma); estes sistemss son imperfectos e insatisfact£ 
rios por las razones que acabamos de apuntar.
b). En particular: En Espana se ha conseguido un -
/
adelqnto importante al establecer unes organos, los Jurados Provin 
ciales de Expropiaciôn, que reunen entre otras las siguientes ven- 
tajas:
1o). Perraanencia,
2*). Especializaciôn
3®). Composiciôn: Tiende êsta a garantizar una equi- 
librada situaciôn entre los opuestos intereses de la Administraciôn 
y del particular, asî como el debido respeto al procedimiento (Abo-
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gado del Estado, Fimcionario Téonico, Représentante de la COSA, o de 
la C.N.S,, Magistrado). En Ecuador el sistema tradicional de peritos 
es el seguido (Art. 849» C. de Procedimiento Civil).
g) Pago de la indemnizaciôn: Una vez que se ha détermina, 
do a cuanto ascenderâ la indemnizaciôn, se debe procéder al pago de 
la misma, Ahora bien, en este punto se susoitan dos euestiones :una 
en relaciôn a los medios de pago y otra en el momento en que deberâ 
efectuarae êste (si bien por tener esta ûltima un carâcter procedi— 
mental acusado, ya hicimos una ligera alusiôn en el capitule X),
a) Respecte de los medios de page, Gascôn y Marin (IO7 ) 
dice que "El pago de la indemnizaciôn por régla general debe hacerse 
segûn las legislaciones, en dinero, sin que pueda ser pagado normal- 
mente el expropiado contra su voluntad por medio de cambios de terr£ 
no. Las legislaciones autorizan, naturalmente, la Ad­
ministraciôn y el propietario respecte a que el pago pueda hacerse — 
en otra forma; algunas leyes, lo consignan expresamente; en otras,la 
no prohibiciôn implica la posibilidad de que tenga lugar", por tanto, 
la régla general serâ el pago en dinero y la excepciôn el pago "in n£ 
tura".
A H
Esta indemnizaciôn in natura puede presentarse bajo formas
diversas;
(107) Ponencia General en el IV Congreso Internacional de Ciudades y 
Organismes Locales.
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1®#- Permuta coactiva (de especial interés, como senala 
Nemesio Rodriguez Moro (108) por ser un instrumente ideal para "lo- 
grar el agrupamiente en fincas de extensiôn conveniente a una expl£ 
taoiôn racional y econômica" asî como para la regularizaciôn de te, 
rrenos urbanos, "a fin de faciliter la edificaciôn",
2*.- Pago en tltulos de la deuda pûblica (sisteraa propug 
nado por Toeplitz (109),
3®.- Pago mediante un suministro gratuito, por ejemplo 
de agua (el Art. 711 del C.o. Suizo, dispone que "cuando se expropie 
un manantial con el fin de destinarlo al abastecimiento de agua pot a, 
ble, la indemnizaciôn del propietario puede consistir en el suminis­
tro gratuito de una parte del agua oonduoida por la nueva instalaoiôn").
El Art. 48, pôrrafo segundo de la Ley Espa.nola del 54 so^  
bre la expropiaciôn forzosa, establece que "el pago se verificarâ pre- 
cisamente..en dinero. Sin embargo, ya sabemos que el Art. 1® de esa - 
misma Ley admits la permuta coactiva.
En Ecuador^  el CÔdigo de Procedimiento Civil sôlo habla del 
pago del precio, pero no dice nada sobre los medios de pago (Cfr. Arts. 
843, 852, 858 y 864). La ley de Reforma Agraria y Colonizaciôn se mues-
(108) Ob. cit., pâgs. 48-49
(109) La expropiaciôn de las nuevas’legislaciones del centre y del es, 
te de Europa, IV Congreso Internacional de Ciudades.
- 253 -
tra mâs explicita. Su Art, 131 senala el pago en bonos (de distinta 
clase segûn el grado de incumplimiento de la funciôn social de la prjo 
piedad -Cfr. Art. 17) como régla general. La excepciôn a esta régla - 
es el pago del 5^ ^  de la indemnizaciôn en dinero efectivo y el resto 
en bonos de pronta amortizaciôn para el supuesto del Art. 31 de dicha 
Loy,que alude a expropiaciones de fundos eficientemente explotados 
diando necesidades de presiôn demogrâfica..
b) El momento del pago es el siguiente:
b*) Espanat "Una vez determinado el justo precio se 
procederâ al pago de la cantidad que resultare en el plazo mâximo de 
seis meses" (Art. 48, LEP), salvo en el caso de ser declarada urgen­
te la ocupaciôn de los bienes afectados por la expropiaciôn, en cuyo 
caso, una vez efectuada tal ocupaciôn, se tramitarâ el expedients en 
sus fases de justiprecio y cargo (Art. 52, 7®)-
b") Ecuador: "El CÔdigo de Procedimiento Civil dispo­
ne en su Art. 864 que "si transcurrieren très meses desde la ûltima 
notificaciôn de la sentencia y no se consignare el precio détermina- , 
do en la misma, el Juez, a solicitud de parte, déclara sin lugar la 
expropiaciôn", luego el precio deberâ consignarse durante este plazo 
de très meses. La ley de Reforma Agraria y Colonizaciôn^en su Artîcu 
lo I3O)establece que "Bjecutoriada la sentencia el lERAC consignarâ
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en el plazo de très meses el precio de la expropiaciônï Tarabien se 
puede mencionar el Art. 2® del Decreto de 26 de Ootubre de 1959 que 
establece que "el precio de las expropiaciones se pagarâ en el pla­
zo de cinco anos".
Ill) Reversiôn del ob.jeto expropiado.- Si una vez prao- 
tioada la expropiaciôn, la Administraciôn no utiliza el bien o lo uii 
liza para un destine diverse del que légitimé aquélla, entonces cabe 
que el propietario exija su retrocesiôn pagando lo que procéda.
La expropiaciôn que carecla de defectos, es objeto de - 
una invalidez sobrevenida. Ahora bien, es importante convalidar tal 
validez como opérante "ex tune" o "ex nunc", y elle por lo siguiente:
a) Si funciona ex tune habrâ de pagarse por el propietario aquello 
que valia el bien en el momento de llevarse a cabo la expropiaciôn;
b) si produce efectos ex nunc, el precio a entregar por el propiet£ 
rio serâ aquel que tenga el bien en el momento de solioitarse la re- 
versiôn.
La Ley de Expropiaciôn Forzosa dispone como régla ge 
neral la eficacia ex nunc (Art. 54)#
El CÔdigo de Procedimiento Civil Ecuatoriano senala que 
"si la cosa expropiada no se destinare al objeto que motivô la expro.
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piaciôn dentro de un perlodo de seis meses, contados desde que se hizo 
la ûltima notificaciôn de la sentencia, o no se iniciaren los trabajos 
dentro del mismo plazo, el dueno anterior puede readquirirla consignan 
do el valor que se pagô por la expropiaciôn*• luego se adopta el 
criterio de efectos ex tune*
Enocuanto a la jurisprudencia ecuatoriana sobre esta mate­
ria, me permito recoger el alegato presentado por el Dr* Fidel Alberto 
Lôpez Arteta en el juicio contencioso administrative presentado ante 
el Consejo de Estado y que nos permitimos transcribir ,, en el cual se 
subraya la tesis de que la cosa expropiada ha de tener necesariamente 
el destine que se invocô como causa de la misma, y caso contrario^ exis, 
te el derecho a la readquisiciôn (lIO);.
ALEGATO DEL DEMNDAJfTE
SEllOR PRESIDENTE DEL HONORABLE CONSEJO DE ESTADO:
En el recurso contencioso-administrativo contra el Estado,
que interpuse en mi carâcter de mandatario de D» Laura Gômez de Urru- 
tia, D. Ricardo Fernândez Salvador, Coronel Filemôn Borja y otras per­
sonas mâs, hallândose la causa en estado de sentencia, tengo el honor
(110) Boletln jurîdico de la Comisiôn Législative Permanente. Tomo I, 
enero-junio 1955, pdg. 379 y ss.
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de Bometer a la ilustrada oonsideraciôn del H. Consejo dignamente pr£ 
sidido por Vd. el siguiente alegatoi
A N T E C E D E N T E S
a)*- El 26 de marzo de 1943, el Director de Obras Pûbli#^  
cas pidiô al Ministre del Eamo, mediante oficio n® 864-S, que previa 
la declaratoria de utilidad pûblica, ordenase la tramitaoiôn corres- 
pondiente para efectuar la expropiaciôn de los lotes de terreno nec£ 
sarios para llevar a cabo la construcciôn de un Palacio Presidencial 
acordada por el Gobierno en el sector Norte de la Ciudad, al têrmino 
de la Avenida 12 de Octubre. La solicitud se funda en el Décrété Le­
gislative de 2 de ootubre de 1915 y en el Décrété Supremo n® 822 de 
12 de septiembre de 1928.
b).- En la misma fecha, el Ministre de Obras Pûblicas - 
avQCÔ conocimiento del asunto, declarô que se trataba de una cuestiôn 
de importancia nacional y de utilidad pûblica y ordenô que se notifi 
cara a los propietarios para que nombresen perito dentro de tercero 
dla. Agetado este sumario trâmite, el Ministre decretô las expropia- 
ciones y el pago de la siguiente forma:
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AD». Laura G. de Urrutia. por 7.935 en ^ 146.669,00
A D. Manuel Pardo ....... n 20.075 I tt tt 105.273,40
Coronel Filomdn Borja .... tt 582 n Il II 14.160^00
A los Pàdres Jesultas .... tt 16.204 tt tt tt. 194.448,00
A D. Tristân de Avilês ... n 1.548 tt n t 40.248,00
A la Srta. Juana Steffan.. tt 6.014 t tt tt 200.552,00
A D. Harry Reed .......... tt 11.563 ti Il I 159.135,60
A D. Ricardo F. Salvador.. t 5.400 tt it tt 154.158,00
Al Ing. C. Kohn Kagan .... tt 2.700 tt tt I 155.099,20
Se expropiaron pues, 72.021 métros cuadrados en $
1•169.583,20 conforme a los respectives avalûos, lo que da un precio 
promedial de ^ I5 el métro cuadrado, si se toma en cuenta que en la 
propiedad del Ing# Kagan, se incluyeron edificios avaluados en §
87.509,00.
o).— El trâmite fue siraplemente administrative, como do- 
bîa serlo, y las resoluciones definitives que no tienen ni siquiera 
la forma de una sentencia, se protocolizaron el 11 de abril de 1944 
en la Notarla del Dr. Daniel B. Hidalgo y se inscribieron en el Re­
gistre de la Propiedad el 4 de mayo del mismo ano, fecha ésta que de 
be considerarse como la de las expropiaciones, para los fines léga­
les.
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d)#- En el avalûo del solar expropiado a Da. Laura Gômez 
de Urrutia, practicado por el perito Ing. A. Eguez, conforme al cual 
se efeotuô el pago, se dejô constaneia de que el precio fijado era - 
inferior al real de la cosa expropiada, con el siguiente razonamien- 
to textual* "Como condioiones desfavorables para el avalûo pueden ano 
tarse la de que el comprador (el Gobierno), por las obras posteriores 
a la compra, (expropiaciôn) reportarâ apreciable utilidad de plusva- 
lîa al resto del terreno que queda en poder del actual propietario; y 
la de que este lote (el sobrante) no tiene entrada directe en la ac- 
tualidad" (Debia dârsela segûn los pianos del Palacio Presidencial).
e).- Aslmismo, en el informe del propio perito respecto - 
de la expropiaciôn a los Padres Jesuitas, se lee* "Estoy dé acuerdo 
con la Direcciôn de Obras Pûblicas en estimar el valor del metro oua 
drado en doce sucres, como precio medio, pues de la inspecciôn reali 
zada he podido observer que la expropiaciôn a realizarse por ese Mini£ 
terio reportaria un beneficio apreciable a la gran extensiôn de teri^ e 
no que quedarla en poder de los actuales propietarios, por la plusva- 
11a consiguiente a las obras del Palacio Presidencial, la calle de ci£ 
cunvalaciôn y la aperture de la Avenida Orellana, constantes en el Pi£ 
yecto que ejecutarla el Ministerio de Obras Pûblicas",
f).- Ni el Gobierno que efeotuô la expropiaciôn ni los su 
cesivos han destinado los terrenos expropiados a los fines especificos
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que motivaron las expropiaciones, sin que se hubieran iniciado siqui^ e 
ra trabajos a ellos encarainados• Por el contrario, el Gobierno del Dr. 
Velasco Ibarra criticô acerbamente aquel propôsito del Gobierno ante­
rior, déolarandc^ ue lo abandonaba de rnanera definitive y, para demos 
trarlo, gestionô y obtuvo que la Asamblea adjudicara esos terrenos a 
la Universidad Central.
g).- El abandons del proyecto de construcciôn del Palacio 
Presidencial suscitô en el ânimo de las personas que sufrieron la ex­
propiaciôn un sentimiento de protesta y un anhelo de reclamaciôn muy 
justificadoSj si se considéra que resultaban victimes de un engano una 
vez desaparecida la causa basta cierto punto razonable y patriôtica que 
se invocô para expropiarles; que por elle hablan sacrificado sus inte­
reses econômicos sin hacer mayor oposiciôn a esa medida) que sacrifies, 
ron, igualmente, su propôsito de construir sus residencies en aquel lu 
gar de privilegiada ubicaciônj que, para algunas de esas personas, el 
abandono del proyecto significaba una verdadera defraudaciôn, en razôn 
de que, como se ha visto, êste fue castigado ante la perspective de - 
una plusvalla que desaparecla y que la Constituciôn y las leyes de la 
Bepûblica amparan el dominio y establecen recursos para los casos, co­
mo el presents, en que la expropiaciôn por utilidad pûblica pierde su 
significado y se oonvierte en verdadero despojo.
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h).- Hicieroh los interesados gestiones oficiales y ex- 
traoficiales a'fin de conseguir que se les permitiera la readquisi­
ciôn prevista por la ley para casos semejantes, sin conseguirlo, m£ 
tivo por el cual se han visto en el caso de hacer una reclamaciôn - 
formai ante el Ministerio de Obras Pûblicas, que es la que, por ha- 
ber sido negada, ha subido en grado mediante el recurso de lo con 
tencioso-administrativo•
i),— La negative del Ministerio tiene los siguientes fun 
dament08 que transcribe literalmente* DEMANDA DE READQJISICION* Esta 
se funda en el Art. 862 del Côdigo de Procedimiento Civil, pero este 
art f cul ô presupone que la cosa expropiada esté en poder del expro- 
piador. La verdad es que los terrenos fueron adjudicados a la Univeœ 
sidad Central en forma absolute, incondicional e irrevocable, y sin 
dejar a salvo derechos eventuales de terceros, por Decreto de la As am 
ble Constituyente publicado en el Registre Oficial n® 273 de 16 de 
marzo de 1945# Y es sabido que los efectos de unaadjudicaciôn por la 
Asamblea, investida de todos los poderes, son mùcho mâs amplios que — 
los résultantes de actes de un Poder Constituîdo, el cual se cine a 
la legislaciôn vigente. Ademâs, el cumplimiento de lo que dispone el 
Art. 862 ya mencionado se viô entorpecido por muchos incidentes que - 
no pudo prever el Poder Ejecutivo y algunos de los cuales son imputa­
bles a dos de las personas expropiadas. Las sentencias de expropiaciôn
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se protocolizaron sôlo el 11 de abril de 1944*- En consecuencia, si 
la Funciôn Ejecutiva actual no posee las parcelas expropiadas no pue­
de ser demandada a ésta la readquisiciôn, y por lo mismo, no es apli- 
cable en esta parte el Art# 862 del Côdigo de Procedimiento Civil.- 
DEMANDA SUBSIDIARIA.- Esta tampoco puede ser aceptada, porque el menr- 
cionado articule no ofrece alternative a la persona expropiada en ca­
se de que no llegue a la readquisiciôn.- Por otra parte, si existe una 
diferencia de precio, êsta no esté aprovechando al Fisco sino al actual 
propietario de las parcelas, la Universidad Central, que es a qui en d_e 
be pedlrsela.- COMPETENCIA.- Es verdad que el Ministerio de Obras Pû­
blicas fue el Juez especial del procesc de expropiaciôn y que a êl po- 
dla dirigirse una peticiôn de readquisiciôn. Pero no es menos cierto - 
que la Universidad Central, como adjudicataria, para fundamentar mejor 
su derecho necésitaba los tltulos y procesos de expropiaciôn. Estes le 
fueron reraitidos, a peticiôn del Senor Rector, el 11 de abril de 1947, 
y desde ese momento el Ministerio de Obras Pûblicas perdiô la base en 
que podla sustanciar una reclamaciôn posterior. Por todo lo expuesto, 
el Ministerio de Obras Pûblicas se ve obligedo a declinar su competen- 
cia para el reconocimiento de las reclamaciones presentadas por Vd., 
confirmando de esta rnanera la resoluciôn ministerial constante en el 
Oficio fechado el 29 de abril de 1947 y dirigido a une de sus mandan­
tes, el senor Ricardo Fernândez Salvador, en una acciôn idôntica a la 
presents". (Del Oficio N® OO4385—S-J, dirigido al suscrito procurador 
de les reclamantes, por el Ministre de Obras Pûblicas, con fecha 4 de 
julio de 1949, que figura en el proceso).
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j).- Pedî al senor Ministre la revocaoiôn de la providen- 
cia, exponiendo los razonamientes que me asisten para oonsiderarla - 
errônea segûn puede verse del escrito respective que consta en el pr£ 
ceso. Sin embargo, por decreto del 3 de agosto de 1949, el Ministre - 
lo confirmé y, en definitive, se inhibiô de conocer la causa*
II
EL RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO Y SU PROCEDENCIA
Agotado asi el trâmite administrative, he acudido ante 
el H* Consejo de Estado, en mi calidad de mandatario de los perjudi— 
cadoB, con recurso de lo contencioso administrative, mediante el es­
crito de f-s* 1-2, en el que, fundândome en les antecedentes materia;- 
les que dejo opuestos y que se hallan debidamente comprobados con 
prueba instrumental y testimonial, demandé a esta Alta Corporacién - 
la revocatoria de la resoluciôn Ministerial y la consiguiente decla­
ratoria del derecho de mis mandantes para obtener la readquisiciôn - 
de sus solares expropiados, previa la consignaciôn del precio que por 
ellos recibieron; y, subsidiariamente, el reconocimiento del derecho 
que les asistla para, obtener la indemnizaciôn de danos y perjuicios.
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Disoutida por el H. Consejo de Estado la procedencia del 
reourso contencioso-administrativo, como cuestiôn previa, segûn lo es. 
tablecido en el Art. 9® del Reglamento de la materia, la Corporaciôn 
se pronunciô, en definitive, favorablemente; esto es, porque era pre­
cedent e y reunia los caractères puntualizados por el Art, 10 del pro­
pio Reglamento; y quedaron asl, aprobados los dos informes que, en ese 
mismo sentido, presentaron los HH, Corisejeros Dr. Benjamin Carriôn y 
Dr. Rafael Terân Varea.
En consecuencia, son puntos incontrovertibles que han pa. 
sado en autoridad de cosa juzgada porque, inolusive, fueron materia 
de una reconsideraciôn los siguientes, cuyo reconocimiento se involu. 
era en la declaraciôn de procedencia del recurso, conforme al Art. 10 
del Reglamento.
1®.- Que la readquisiciôn de los terrenos expropiados y 
la indemnizaciôn subsidiaria reclamadas, son actos que. deblan someter. 
se especialmente a la jurisdicciôn Administrativa. Acerca de este pun 
to existe, ademâs,el allanamiento del Kinistro, cuando en la resolu­
ciôn contenida en el Oficio que me dirigiô con fecha 4 do julio de 
1949; que he transcrite anteriormente, dice* "Es verdad que el Mi— 
nisterio de Obras Pûblicas fue el Juez especial del proceso de expro­
piaciôn y que a él podla diriairse una peticiôn de readquisiciôn; "
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2®.- Que la negativa del Ministre supone la violaciôn del 
derecho de los récurrentes;
3®*- Que no se trata de un acto de carâcter propiaraente —
judicial;
4®,- Que tal violaciôn es una consecuencia directe de la 
negativa del Ministre;
5®*- Que la reclamaciôn que se interpuso dentro de la via 
administrativa se agotô desde que se negô la revocaoiôn solicitada de 
la resoluciôn ministerial, sin haberse obtenido resultado favorable.
III
L A S  E X C E P C I O N  ES
El Sr. Ministre de Obras Pûblicas y el Sr. Procurador Ge­
neral de la Naciôn propusieron, conjuntamente, las siguientes excep- 
ciones, que irô analizando séparadamente%
1»,- EXCEPCION* "Carece de jurisdicciôn el E. Consejo de 
Estado para conocer de la demanda"#
De acuerdo con lo que prescriben los Arts* 9 y 10 del R£ 
glamento de lo contencioso-administrativo, el Consejo de Estado tie­
ne la obligaciôn de asegurar su competencia desde el primer momento 
en que se propone el recurso* Asî lo hizo en el présente caso y la de
jô establecida al probar los informes de dos de sus Miembros comisio-
nados para estudiar la demanda, segûn lo he demostrado en el capitule 
anterior# La excepciôn dilatoria de incompetencia de jurisdicciôn es, 
por lo tanto, improcedente y extemporânea.
. Mas como pudiera alegarse que el Art# 17 del citado Pegla, 
mento permits una nueva discusiôn del punto, me permito recorder al
H. Consejo que su declaratoria de competencia fue hecha en acto de rj9
oonsideraciôn de una resoluciôn contraria que toinô en los primeros m£ 
mentos; y que, por consiguiente, no cabe entrar a una tercera discu­
siôn, que iraplicarla reconsideraciôn de un acto ya reconsiderado y que 
irîa en contra de las normes générales establecidas para los cuerpos - 
colegiados#
No obstante, dada la importancia que reviste el problems, 
consignarê algunos de los razonamientos que justifican ampliamente la 
acertada resoluciôn del H* Consejo de Estado.
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1®#- La instituoiôn de lo contencioso-administrativo tie­
ne un sentido profundamente democrdtico: es la garantia de los dere­
chos ciudadanos ante posibles errores o abuses de la Administraciôn, 
mediante la revisiÔn de los actos de êsta por un Tribunal superior que, 
en su caso, habrâ de reestablecerlos. Se trata de un orden jerârquico 
de jurisdicciôn administrative en el que el Consejo de Estado es el — 
Tribunal de Apelaciôn en ûltima instancia*
2®*— Nuestra deficients legislaciôn sobre la materia y la 
falta de una jurisprudencia clara y ordenada, suelen ocasionar dudas y 
confusiones acerca de los limites de esta jurisdicciôn* Bnpero, el anâ 
lisis de la Ley de la doctrine las disipan*
3®*- El inciso segundo del Art. 12 de la Ley de Rêgimen A^ 
ministretivo de la Bepûblica consigna la régla siguiente: "No se cons£ 
deran como asuntos contencioso-administrativos aquellos que, de acuer­
do con las leyes, incumben a la Funciôn Judicial". La filosofia de es­
ta disposiciôn es la que el legislador prescribe, una vez mâs, toda in 
terferencia entre los Poderes o Funciones Judicial y Administrativa, 
liraitando la competencia jurisdiccional del Consejo de Estado a los — 
asuntos que, segûn las leyes, no sea el Poder Judicial el llamado a c£ 
nocer los y resolverlos.
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4®.— El problems de investigaciôn legal y técnica radica, 
por lo mismo, en la discrirainaciôn de los casos que se ofrezcan, me­
diante el anâlisis correspondiente. Para ello, lo primero que se debe 
tener presents es que no son actos de la Administraciôn ni acerca de 
ellos cabe la posibilidad de un recurso contencioso-administrativo, - 
los de ciertos funcionarios, que si bien por la procedencia del nom- 
bramiento y por pertenecer bajo otros aspectos a la Administraciôn, - 
son ejecutados en la calidad de miembros del Poder Judicial, al que, 
a la vez, pertenecen dichos funcionarios por disposiciones légales - 
de excepciôn. Tal es el caso de Tenientes Politicos, Intendentes y Co 
misarios de Policia que, aparté de sus funciones administratives,son 
funcionarios del Poder Judicial y ejercen jurisdicciôn por expresa - 
disposiciôn del Art. 4® del Côdigo de Procedimiento Penal. Las recla­
maciones provinentes de un acto seme jante, como por ejemplo, baber al 
terado un Intendente dê Policia el trâmite de un sumario, incumben 
a funcionarios del Poder Judicial en el orden jerârquico respectivo.
Ya en el campo de los actos propiamente administrativos, 
précisa una distinciôn fundamental* Existen actos llamados de mera - 
gestiôn (Duguit, Posada) que ejecuta el Estado como simple persona ju' 
rldica, no como Poder Pûblico ni como autoridad y que no tienen regl£ 
mentaciôn legal) tales como los que tienen por objeto la conservaciôn 
e incremento del patrimonio del,Estado, nombramiento y remociôn de em 
pleados pûblicos cuando no exista ley que los reglamente, y otros se.
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mejantes* Estes actos administratives, por su naturaleza, no pueden 
dar lugar a reclamaciôn en lo contencioso-administrativo: asl, el — 
Consejo de Estado tendrla que inhibirse de conocer un recurso concer 
niente a indemnizaciones pedida por perjuicios ocasionados a un pro­
pietario colindante, en la deraoliciôn de un edificio fiscal, o por 
haberse destituîdo, libremente, a un empleado.
Por otra parte, existen actos que los funcionarios ejecjq 
tan como Poder Pûblico, como autoridad, que estân reglamentados en 
las leyes, que reconocen, niegan o modifican derechos y que tienen - 
carâcter compulsive* Estes son los ûnicos actos de la Administraciôn 
que pueden ser revisados en el trâmite de lo contencioso-administra­
tivo, ya que no podrlan serlo por el Poder Judicial sin violar el — - 
principle de autonomie y divisiôn de los Poderes Pûblicos, que es el 
baluarte de las libertades ciudadanas, ni sin ocasionar interferen- 
cias perniciosas y colisiones que no deben existir, ya que, precisa- 
mente para evitarlo, se ha creado la instituciôn del Consejo de Es­
tado, llamado por elle Poder Armônico.
5®.- Ahora bien, analizando a la luz de las indicadas r£ 
glas el acto de la expropiaciôn de terrenos para un Palacio Presiden 
oial, motive de esta controversia, podemos sentar las siguientes con 
clusiones:
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a) El Ministre de Obras Pûblicas, que lo ejecutô, no es 
miembro del Poder Judicial, ni ejerciô, por lo mismo, jurisdicciôn ju 
dicial civil,que un Ministre de Estado no puede tenerla en ningûn 
caso porque ello répugna a las bases Constitucionales de la Bepûbli­
ca* Un Ministre de Estado ejerce jurisdicciôn administrativa; y, cuan 
do en ciertas disposiciones de las leyes administrativas se da a un 
Ministre el calificativo de Juez, se debe entender que se lo hace en 
el indicado sentido* De lo contrario, las resoluciones que expida, o 
no serlan susceptibles de apelaciôn alguna o deberlan ser revisadas 
por el Poder Judicial* Ambos extremes son inaceptables* el primero, 
porque la organisaciôn democrâtica exige que las resoluciones de la 
autoridad administrative que afectan a los derechos de los ciudada— 
nos, no pasen en autoridad de cosa juzgada sino una vez agotado el - 
orden jerârquico que se haya establecido para garantizar el acierto; 
y, el segundo, en razÔn de la tantas veces invocada divisiôn y auto- 
nomla de los Poderes y Funciones. Nuostra legislaciôn, en concordan- 
oia con estos principios, no establece un solo caso de resoluciones 
administrativas que suban en apelaciôn a los Tribunales de Justicia, 
aûn los fallos del Ministre-Juez de Minas suben al Consejo de Estado, 
segûn el Art* 155 de la Ley General de îÆinerla; y, las resoluciones  ^
del Jurado de Aduana, son apelables ante el Ministre del Tesoro, con 
forme al Art. 446 de la Ley Orgânica de Aduanas*—
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b),- Easta el ano 1915, todas las expropiaciones se regîan 
por las disposiciones del Côdigo de Procedimiento Civil. En el citado 
ano la Legislatura expidiô la Ley de 2 de octubre, exclusivement e con 
el propôsito de "faciliter la pronta construcciôn de las obras ferro- 
viarias", ley que sustrajo de la jurisdicciôn judicial las expropiaci£ 
nés concernientes a esas obras pûblicas, estableciendo un sumario trâ­
mite netamente administrative ante el Ministre del Eamo. Posteriormen- 
te se dictô el Decreto Supremo N® 228 de 12 de Septiembre de 1938, cu­
yo Art. 1®. dice textualmente: "Los terrenos, aguas y mâs bienes que 
se requieran para la ejecuciôn y ubicaciôn de las obras pûblicas y ser 
vicie de las poblaciones y campes, podrân ser expropiados de acuerdo - 
con el trâmite prescrite en el Derecho Legislative sancionado el 2 de 
octubre de 1915 relative a expropiaciones para ferrocarriles, y con - 
arreglo a las disposiciones de este Decreto". Invocando y aplicando in 
debida o ilegalmente este Decreto dictado, como se ve, para la finali 
dad especîfica de la mejora y servicio de poblaciones y camjx>s, el Mi­
nistre de Obras Pûblicas expropiô terrenos para construir el Palacio 
Presidencial. En todo caso, se trata de un trâmite puramente adminis­
trative, de un acto de la Administraciôn como Poder y no de un acto - 
judicial, tanto que, como antes he dicho, el Ministre no expidiô sen- 
tenoias, sino meras resoluciones administrativas de expropiaciôn.
6®.- Como se deduce de lo expuesto, evidentemente, el caso 
que se discute es un caso tîpico de lo contencioso-administrativo: el
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Ministro de Obras Pûblicas efeotuô las expropiaciones y negô las recla­
maciones de readquisiciôn e indemnizaciôn subsidiaria, en uso de atribju 
ciones légales especîficas, en su calidad de Ministro Secretario de Es­
tado, mas no en el carâcter de Miembro del Poder Judicial, que no lo tiei 
ne ni puede tener un funcionario de esta categorla, porque sus actos no 
deben subir en revisiôn o apelaciôn ante los Tribunales de Justicia, si— 
no ante el Consejo de Estado.
Felizmente, el caso se halla resuelto; de manera que los ra­
zonamientos consignados sirven ûnicamente para justificar y aplaudir el 
acierto del H, Consejo.
2®.- EXCEPCION: - "El Ministro de Obras Pûblicas, de acuerdo 
con los especiales preceptos que contienen los Decretos Legislativos de 
2 de octubre de 1915 y Supremo de 12 de septiembre de 1928, que no con- 
templan la readquisiciôn de lo expropiado, adquiriô, en virtud de expro­
piaciôn, sin que existiese ninguna alternative y de modo definitivo, pa­
ra edificar el Palacio Presidencial, los terrenos que reclama el Sr. Dr. 
Lôpez Arteta a nombre de sus mandantes".
Las leyes citadas sôlo contienen disposiciones relatives a 
la competencia y al trâmite. El legislador quiso sustraer de la competen. 
cia del Poder Judicial y aligerar el trâmite de ciertas expropiaciones - 
que se consideran urgentes, como' las relatives a ferrovîas y salubridad
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de las poblaciones. No conteraplan, pues, en verdad, aspectos de fndole 
sustantiva, como es el de concesiôn de derecho para la readquisiciôn.
Fue la Ley de 1938 la que -sin duda aleccionada por la experiencia- 
consiguiÔ expresamente lo que se infiere lôgicamente de la misma natu. 
raleza de la expropiaciôn por causa de utilidad pûblica, esto es, que 
la cosa expropiada ha de tener necesariamente el destine que se invo­
cô como causal de la misma, puesto que lo contrario iraplicarla una d£ 
fraudaciôn, un engano y un despojo injustificados y reprobables; y - 
que, si en efocto, no se realiza aquel destine, las cosas deben vol— 
ver a su estado anterior, en respeto del derecho de propiedad garanti^  
zado por la Constituciôn.
En el Art. 862 del Côdigo de Procedimiento Civil, vigente 
desde el citado ano de 1938, se consigné expresamente aquel derecho a 
la readquisiciôn, "si la cosa expropiada no se destinare al objeto que 
motivô la expropiaciôn, dentro de un perlodo de seis meses". La acciôn 
respectiva procédé, pues, para todos los casos que se ofrezcan desde 
entonces, como el que tratamos aqui, realizado en el ano 1944# Es absjo 
lutamente errônea, por consiguiente, la afirmaciôn de que el Estado ha 
ya adquirido los terrenos expropiados, "sin que existiese ninguna al­
ternative y de modo definitivo": los adquiriô bajo la condioiôn résolu 
toria de que en el plazo de seis meses serlan destinados a un Palacio 
Presidencial, iniciândose por lo menos los trabajos respectivos, como - 
se aclara en el mencionado artîculo legal, el mismo que se entiende in
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corporado al cuasicontrato de expropiaciôn, conforme a la conooida 
gla del Côdigo Civil, de que en todo contrato se entienden incorpora— 
das las leyes vigentes al tiempo de su celebraciôn*
30,- EXCEPCION.- “La Asarablea Nacional Constituyente, por 
Decreto expedido el 22 de febrero de 1945, en uso de las faoultades de 
que se hallaba investida, adjudioô en propiedad a la üniversidad Gen 
tral la totalidadde dichos terrenos expropiados, transfiriêndoles los 
derechos que, de modo absolute habîa adquirido al Estado sobre ellos, 
de suerte que pasaron a formar parte del patrimonio de la Üniversidad - 
nombrada".
La excepciôn impresiona a primera vista, tal como esté re- 
dactada, porque ûnicamente menoiona el case de la adjudicaoiôn a la Uni 
versidad Central, omitiendo la parte complementaria y sustancial del - 
pensamiento y voluntad de la Asamblea, contenidos en el Art. 8° de aquel 
Decreto, y cuyo texto es el siguiente:
"Art, 82,- La Üniversidad queda obligada a enajenar a la Mu 
nicipalidad de Quito el inmueble adjudicado de acuerdo con el articule 
primero, siempre que, en el plazo de dos anos, a partir de la vigencia 
de este Decreto, la Municipalidad pague a la üniversidad la suma de un 
millôn de sucres en la forma que acordaren ambas entidades.
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A su vez el Gobierno podra readquirir ya sea de la Munici­
palidad o de la üniversidad el inmueble referido, pagando a aquélla o 
a esta, en su case, un millôn de sucres, mâs los intereses a que hubi^ 
re lugar".
Del anâlisis de este articule se desprende con toda clari- 
dad que la adjudicaciôn a la üniversidad no estâ hecha "en forma abso­
lute, incondicional e irrevocable" como lo afirmô tan de ligero él Mi­
nistre de Obras Pûblicas en su resoluciôn de 4 de Julio del ano prôxi- 
mo pasado, en que negô las reclamaciones de mis mandantes. Al contrario, 
es una adjudicaciôn absolutamente condicional dependiente de la ulterior 
voluntad del Gobierno o de la Municipalidad de Quito, en su caso. A êsta 
se le concediô el plazo de dos anos para obtener la transferencia del — 
dominio a su favor y ha caducado su derecho. La opciôn del Gobierno no 
tiene ese limite ni ningûn otrox si la Municipalidad podla adquirir ha£ 
ta el ûltimo dia del plazo de dos anos y el Gobierno tuvo el derecho - 
de obtener que la Municipalidad lo transfiera posteriormente, tal como 
lo dice el artlculo transcrite, salta a la vista que el plazo de dos — 
anos no rige para el Gobierno y que conserva su opciôn o derecho para — 
readquirir el inmueble, por lo menos mientras la üniversidad mantenga 
los terrenos sin darles ningun destine ni haber invertido en ellos ni — 
un centavo, como los mantiene. Esa readquisiciôn es tanto mâs fâcil y 
posible para el gobierno, cuanto que, como aparece del Certificado del
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Registrador de la Propiedad agregado al prooeso, hasta la présente fo- 
cha constan en el Registre esos terrenos inscrites como bienes del Es­
tado y no de la üniversidad.
Por otra parte, la indicada forma de adjudicaciôn a dicha 
üniversidad hace suponer con todo fundamento, sabiendo como sabemos — 
los antecedentes de esta cuestiôn, lo. siguiente* 1o. Que la Asamblea 
y el Gobierno que inspirô aquella adjudicaciôn, no dejaron de tener - 
cierto escrûpulo y preocupaciôn en la disposiciôn arbitraria que se 
cia de bienes cuyos anteriores duehos, expropiados, mantenlan el der_e 
cho de readquirirlos por habêrseles dado un destino diferente al esti— 
pulado, por importante que fuese, como lo es en el présente caso aquel 
nuevo destino; 2®. Que, sin duda por ello, se estableciÔ en el Decre­
to la posibilidad de que'regresarsn a ma no s del Estado para restituîrse- 
los a sus legîtimos propietarios; y 3®* Que el objetivo principal del 
Decreto y quizâs el definitive, fue el de otorgar a la üniversidad Gen 
tral la asignaciôn de un millôn de sucres con el acertado propôsito de 
coadyuvar a los gastos de la construcciôn de la Ciudad üniversitaria — 
que, para entonceS| habîa adquirido ya la üniversidad Central los terre 
nos necesarios en que actualraente se lleva a cabo, y que, por lo mismo, 
no necesitaba de otros ubicados en lejano sitio.
Siendo este asî aûn en el aspecto sentimental y patriôtico 
relacionado con el vivo interês que tenemos por la prosperidad de nue^ 
tra querida üniversidad Central, no se siente lastimado por la acciôn
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que hernos propuesto y por el êxito favorable de la misma que confia- 
damente esperamos. En efeoto, tan luego que el H. Consejo de Estado, 
aoeptando la demanda, reoonozca el derecho de mis .mandantes, injust^ 
mente di.soutido por el Ministre de Obras Pûblicas y el Procurador de 
la ïïaciôn, la üniversidad recibirâ, en efectivo, que es lo que le im 
porta actualmente, para impulsar su magna obra, la suma de un millôn 
de sucres, que debe entregarle el Gobierno, de acuerdo con el inciso 
segundo del Art. 8  ^del Decreto de la Asamblea del 22 de febrero de 
1945, para lo cual contard el Gobierno con la cantidad de un millôn 
ciento sesenta y nueVo mil ocbocientos cincuenta y très sucres que, 
a su vez, entregarân de contado mis mandantes. Y, de esta manera, se 
habrâ cumplido el propôsito de la Asarablea, se restablecerâ el dere­
cho de los ciudadanos indebidaraente expropiados y el E. Consejo de 
Estado habrâ demostrado una vez mâs al pals que sabe hacer respetar 
las garanties constitucionales puestas bajo su vigilancia y cuidado.
4®è— EXCEPCION: "Siendo los terrenos reclamados de pro—
piedad de la üniversidad Central, ninguna acciôn de readquisiciôn po 
dîa intentarse, contra esta entidady ni menos contra el Miristerio - 
de Obras Pûblicas, o sea contra el Estado.
Esta excepciôn queda rebatida en su parte sustancial en 
el #ârrafo precedente,que contiens la prueba de que las adquisicio-
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nés, tanto ciel Gobierno como de la Üniversidad, llevan .impllcita una 
condiciôn resolutoria. Mas, suponiendo que asî no lo fuese, es inacep 
table la tesis de que por el simple hecho de haber transferido el Es­
tado su dominio, se extingue el derecho del expropiado a perseguir la 
readquisiciôn. El simple sentido comûn —fundamento del derecho positr- 
vo- rechaza el concepto de que el mero traspaso, el mero cambio de ma 
no de una cosa susceptible de readquisiciôn al amparo de una ley, ha- 
ya de producir la grave consecuencia de la pôrdida de aquel derecho - 
de readquisiciôn, asî como répugna que se quiera dar a una ley de bur 
las, en una ley irrita, El expropiante vende la cosa al siguiente dîa 
de expropiada; pues se acabô el derecho del expropiado para reclamar— 
la. Esto no se puede admitir y duele que funcionarios de tan alta ca- 
tegorîa lo sostengan. Pude y debî demandar al Estado y no a la Univer 
sidad Central, porque la acciôn que concede el artîculo 862 del Côdi- 
go de Procedimiento Civil, no es una acciôn reivindicatoria propiamen 
te dicha, que es la que exige que sea enderezada contra el poseedor, 
sino una acciôn personal contra el expropiante que violô mandates de 
la Constituciôn y de la Ley; acciôn tanto mâs procedente cuanto que 
el 22 de febrero de 1945 en que se hizo la adjudicaciôn a la Universj^  
dad Central, habîan transcurrido mâs de los seis meses de que dispo— 
nîa el Gobierno para iniciar las obras del Palacio Presidencial. Por 
ûltimo, se debe tener présente que no se ha efectuado la tradiciôn - 
del inmueble a la Üniversidad, hasta el actual momento, figurando to-
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davla en el Registre de la Propiedad en nombre del Gobierno del Ecua­
dor.
5®.- EXCEPCION* "Son inaplicables las disposiciones de la 
Constituciôn y del Côdigo de Procedimiento Civil que cita el senor Dr. 
Lôpez Arteta, en apoyo de la demanda".
Sorprende la excepciôn, porque se raanifiesta palmariamente 
la violaciôn del Art. 183 de la Constituciôn, en sus incisos 10, 2Q y 
4® que prescriben, respectivamente* que se garantiza el derecho de pro^  
piedad conciliândolo con la funciôn social; que nadie puede ser priva- 
do de la propiedad ni de la posesiôn de sus bienes, sino en virtud de 
mandate judicial o de expropiaciôn le^almente verificada. por causa de 
utilidad pub1ica, y que "la expropiaciôn para construcciôn, ensanche y 
mejora de caminos, ferrovîas, campos de aviaciôn y poblaciones, se re- 
girâ por leyes especiales". La Constituciôn de 1906 bajo cuyo imperio 
se efectuaron las expropiaciones,contiens en el numeral 4® del Art. 26 
la misma garantis de que "nadie puede ser privado de sus bienes sino - 
en virtud de sentencia judicial o de expropiaciôn por causa de utili - 
dad pûblica".
Anteriormente se ha demostrado que no puede darse por ver^ 
ficada legalmente una expropiaciôn, si no se realiza la utilidad pûbli­
ca invocada como causa. La expropiaciôn para un Palacio Presidencial,
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ni estâ comprendida entre las que excluyeron de la competencia y del tr_â 
mite ordinario las leyes de 1915 7 1928, ni tampoco en las que, especîfi 
camente, sehala el inciso 40 del Art. 183 de la Constituciôn vigente. El 
Art. 862 del Côdigo de Procedimiento Civil, perfectaraente aplicable al - 
caso en estudio, confiera el derecho a la readquisiciôn. Todo esto ha s_i 
do desconocido o negado por el Ministerio de Obras Pûblicas. i,Se quiere 
una mâs clara violaciôn de la Constituciôn y de las leyes?.
6».- EXCEPCION* "En la prescripciôn de la acciôn cuyo funda­
mento no se expone, ni podrâ justificarse. La Ley especîfica no menoiona 
la posibilidad de prescripciôn y tenemos que régimes por las disposicijo - 
nés générales del Côdigo Civil, esto es, por la consignada en el -Art.
2533 del Côdigo vigente, segûn la cual el plazo no pôdrla ser mener de 
diez anos puesto que, entre las acciones que prescriben en menor têrmi— 
no,no podria encuadrarse la presents. La prescripciôn ténia que interrum 
pirse en virtud de las reclamaciones de mis mandantes, muehas de ellas — 
constantes de documentes oficiales alguno de los cuales, del ano 1947)- 
se halla agregado al proceso.
7®. EXCEPCION* "Niego, simple y llanamente, los fundamen- 
tos de hecho y de derecho de la demanda".
No hay otros fundamentos de hecho que la expropiaciôn rea- 
lizada, con el preciso fin de construir un Palacio Presidencial,’ el 4 de
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mayo de 1944? la situaciôn del inmueble en la actualidad, que demuestra 
no haberse inioiado ningûn trabajo para tal construcciôn, y las circun^ 
tancias de que el llinistro negô las reclamaciones de los interesados de 
que se les reconocierael derecho a la readquisiciôn o al pago de las in— 
demnizaciones correspondientes, en su caso. Todos estos hechos se hallan 
reconocidos por la parte demandada, expresa o tâcitaraente, y no ha debâ 
do negarlos. A mayor abundamiento he presentado copias de las résolue 12 
nés lîinisteriales de expropiaciôn protocolizadas en la Kotarla; Certifia 
cado de Inscripciôn de las mismas; declaraciones de testigos que acredl 
tan que los terrenos se mantienen intocados desde que se efectuaron las 
expropiaclones, y los originales de las diligencias cursadas en el Minisi 
terio on que figuran las resoluciones negatives del Ministre a las recl^ 
madones planteadas.
En cuanto a los fundamentos de derecho, queda claro que han 
sido ampliamente justificados con las argumentaciones presentadas al r^ 
bâtir las excepciones de la parte demandada.
8®. EXCEPCION* "Niego en forma especial, que el Estado, en 
cualquier evento, estuviese obligado a pagar ninguna indemnizaciôn a 
los demandantes".
Propuse, en calidad de subsidiaria, para el evento de que - 
no se considerase procedente la acciôn de readquisiciôn, la de indemni­
zaciôn de perjuicios.
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El Estado, expropiante, adquiriô la obligaciôn de conser- 
var los terrenos y np deshacerse de ellos hasta que se extînguiera por cual. 
quier medio el derecho de los expropiados a la readquisiciôn. En el - 
evento, no consentido, de que se declarase sin lugar dicha readquisiciôn, 
a causa de la adjudicaciôn a la Üniversidad Central, y tomando en consi- 
deraoiôn que los demandantes y acreedores de aquella obligaciôn no se - 
han constituîdo en raora de recibir, es clara la obligaciôn del Estado - 
de pagar los perjuicios, de conformidad con las reglas générales que, S£ 
bre los efectos de las obligaciones, contiens el Côdigo Civil y, especial, 
mente, las de los Arts, I6O4 y I6II.
La indemnizaciôn no podrâ ser otra que la suma correspondien 
te a la diferencia entre el precio que se pagô por las expropiaciones y 
el valor de esos terrenos en el momento actual, previos los avalûos res­
pectives.
En esta forma, seîïores Presidents y'-deraâs Miombros del H. Con
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sejo de Estado, queda demostrado con abundante prueba y con argumentes 
incontrovertibles que el Estado, expropiante, se halla obligado a admi­
tir la oferta de readquisiciôn de los solares de mis mandantes y a proce^  
der a su entrega una vez efectuada la consignaciôn de los valores que — 
otorgô por concepto de precio. He justificado, ademâs, que la adjudicaciôn 
a la Üniversidad hecha por el propio Estado, no libera legalmente a éste 
de ese deber legal, especialmente si se consideran los alcances que tie-
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ne el respective Decreto de la Asamblea. Finalmente, consta que, en aten 
ciôn a las leyes de 1915 7 1928, la expropiaciôn hecha para un Palacio 
Presidencial no pudo tramitarse de acuerdo con esas leyes, que estân - 
dictadas. para otro génère de expropiaciones^ que reclaman urgencia; ni 
estâ comprendida en las excepciones senaladas en el inciso cuarto del 
Art. 183 de la Constituciôn, por lo cual adolece de nulidad.
Por lo expuesto, abrigo la confiansa de que el H. Consejo - 
de Estado, Alto Tribunal de Apelaciôn en las controversias entre el Es­
tado y los particulares, aceptarâ la demanda, revocando la resoluciôn — 
del Ministre de Obras Pûblicas, que la negô.
Del H. senor Présidente, con mis respetuosas consideracio-
nes •
f). F,A. Lôpez Arteta.
DICTAMSN PREVIO A LA SEIfTENCIA EN EL JUICIO QÜE EL 
DOCTOR LOPEZ ARTETA SIGUE CONTRA EL 
MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS
"Sr. Présidente.- Comisionado por S.S. para inforraar en el 
juicio contencioso-administrativo propuesto contra el Sr. Ministre de
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00.PP. por el Dr. Fidel Lôpez Arteta, en calidad de mandatario es­
pecial de algunas personas, con raotivo de la expropiaciôn que se 
les hiciera en el ano 1943 de déterminadas extensiones de sus res­
pectives propiedades para la construcciôn del Palacio Presidencial, 
expongo* El Sr. Dr. Fidel Lôpez Arteta, como mandatario especial de 
la Sra. Laura Gômez Urrutia, Cofonel Filemôn Borja, Herederos de lia 
nuel Pardo, "The Corporation of the Roman Catholic Clerygmen", Tri,s 
tdn de Avilôs, Juana Steffan, Harry Reed, Ricardo Ferndndez Salvador 
e Ing. C. Kbhn Kagan, dedujo ante el Consejo de Estado recurso con- 
tenoioso-adrainistrativo contra el Sr. Ministre de GO.PP. en orden a 
obtener que se declare procedente la reclamacidn presentada ante di, 
cho Sÿ. Ministro y que se reoonozca el derecho de sus mandantes pa­
ra la readquisiciôn de los terrenos que fueron expropiados, previa 
consignaciôn del precio que reoibieron, por cuanto los terrenos ex­
propiados no se han destinado al objeto que fundamentô la expropia­
ciôn. Dieho recurso lo propone a base del Art. 183 de la Constitu­
ciôn Politics y del Art. 862 del Côdigo de Procedimiento Civil. En 
subsidio réclama el pago de la indemnizaciôn respective, o sea "la 
Buma de dinero équivalente a la diferencia entre el precio que
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reoibieron los mandantes por la expropiaciôn y el valor comorcial de 
la cosa en el momento actual".
Calificado el recurso de procedente, se le ha dado la tra 
mitaciôn legal respectiva, durante la cual el Sr. Procurador General 
de la Naciôn dedujo las respectives excepciones, segûn consta a fs.
16 del proceso, entre las que figura la de negative de los fundamentos 
de hecho y de derecho de la demanda.- Del estudio del proceso se desr— 
prends: a) Que con la prueba presentada durante el têrmino probatorio 
se ha demostrado que efectivamente el Sr. Ministre de 00,PP.,a base de 
los Décrétés Législatives de 2 de octubre de 1915 7 Supremo IT® 228 de 
12 de septiembre de 1928, expropiô a las personas por las cuales se - 
présenta como mandatario el Dr. Fidel Lôpez Arteta, las extensiones de 
terrene que se determinan en los documentes probatorios. b) Que dicha 
expropiaciôn se ha realizado para la construcciôn del Palacio Presiden 
cial,pues en el pedimento del Director de 00,PP. se dice: "Haciêndose 
indispensable , llevar a cabo la construcciôn de un Palacio Presiden­
cial. ..", y c) Que no se ha cumplido con el objeto especîfico de las ex 
propiaciones, y que por el contrario los terrenos expropiados fueron a^ 
judicados en propiedad a la üniversidad Central, mediante Decreto de la 
Asamblea Nacional Constituyente, de feclia 2 de febrero de 1945*“ A base 
de taies antecedentes, informe:
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En mi concepto es perfectamente aplicable el Art. 862 del 
Côdigo de Procedimiento Civil, que dice: "Si la cosa expropiada no se 
destinare al objeto que motivô la expropiaciôn, dentro de un perîodo 
de seis meses, contados desde que se hizo la ultima notificaciôn con 
la sentencia, o no se iniciaron los trabajos dentro del mismo plazo, 
el dueho anterior puede readquirirla, consignando el valor que se pagô 
por la expropiaciôn". El hecho de que las expropiaciones se hayan efeç 
tuado a base de Decretos especiales en los cuales no se dispone nada 
respecte del caso materia de la presents controversia, no significa en 
manera alguna que no sean aplicables las disposiciones comunes pertinen 
tes, tanto mâs cuanto que, de dichos décrétés se desprende que el es- 
pîritu de los mismos era dar facilidad en el trâmite de la expropiaciôn, 
pero no hacer burla del derecho de propiedad, facilitando expropiacio— 
nés para determinado objeto de utilidad pûblica, aunque sea para despuâs 
no llegar a cumplir el objeto. Es asi como, en el considerando 2® del — 
Decreto de 2 de octubre de 1915> se dice: "Que la expropiaciôn de di­
chos bienes, sujeta a los trâraites ordinariaraente establecidos, da lu- 
gar, en la prâctica, a retardes indéfinidos que causan perjuicios al Fi^ 
co y al Servicio pûblico, y DIPICULTAN lA PRONTA REALIZACION DE DICHAS 
OBRAS", el Decreto se refiere, pues, a la prontitud del trâmite para — 
evitar RETARDOS QUE DIFICULTEII LA PRONTA REALIZACION DE LA OBRA. Pero, 
por lo mismo, si la OBRA NO SE HA REALIZADO, queda expedite la via le­
gal para readquirir lo expropiado,por no haberse cumplido con el obje-
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to do la expropiaciôn. El hecho de quo los terrenos expropiados hayan 
sido ad judicados a la Üniversidad Central, en nada obsta para que pu_e 
dan ser readquiridos por los duehvs de los mismos al momento do la ex 
propiaciôn, ya que, segûn el numeral 2® del Art. 8® del Decreto de la 
Asamblea Nacional de 1945> se ha obviado toda dificultad al respecte, 
al disponer lo sig>iiente: "A eu vez el Gobierno podrâ readquirir, ya 
sea de la Municipalidad o de la Üniversidad el inmueble referido, pa­
gando a aquêlla o a êsta, en su caso, GIT MILLON DE SUCEES, con mâs los 
intereses a que hubiere lugar:"El Gobierno,pues,puede readquirirla propied; 
de la Üniversidad, pagando UN MILION DE SUCRES, cantidad que no saldrla 
do los dineros fiscales, sino de los mismos interesados en readquirir, 
quienes tienen que devolver la suma de UN MILLON CIE17P0 SESENTA Y NUE- 
YE MIL OCHOCIENTOS CINCUEÎTTA Y TRES SUCEES VEINTE CENTAVOS. Por otra ' 
parte, hasta hoy aparece -a juzgar por el certificado del Hegistrador 
do la Propiedad- que estos terrenos figuran inscritos como bienes del 
Estado y no de la Üniversidad Central.- En consecuencia -y asegurada - 
como se halla la competencia del Consejo de Estado por tratarse de un 
asunto administrativo—, estimo que en sentencia debe aceptarse el re­
curso, declarândose procedente la reclamacion presentada ante el Sr. 
Ministre de 00,PP. y disponiendo que los mandantes del Dr. Fidel Lôpez 
Arteta tienen derecho a readquirir los terrenos expropiados, previa - 
consignaciôn del valor r'ecibido; o en su defecto, ordenando el pago de 
la indemnizaciôn reclamada que constituye materia do la acciôn subsidi^ 
ria.- Dios Patrie y Libertad.
f), Ruperto Alarcôn Falccni"
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C A P I T U L O  XI
œNCLüSIONSS
A modo de conclusiones formularemos las sigiiientes, pen- 
sando en que puodan ser recogidas en su dîa para una necesaria depu- 
raciôn y perfeocionamiento de nuestro actual sistoma jurldico axpro- 
piatorio.
1®.- Se echa de menos en Ecuador una ley unitaria que r^ 
GOja de un modo sistemâtico y global todos los aspectos y problemas 
que plantea la expropiaciôn forzosa. Las ventajas que tal ley unita-
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ria lleva consigo fueron expuestas en su momento, pero recordaremos - 
que fundamentalmente son estas dos:
1®: Mayor garantie para el ciudadano en cuanto puede 
conocer major los distintos modos en quo puede ser atacada su propie­
dad.
2®: Mayores facilidades para la Administraciôn, en cuan 
to que sus funcionarios encuentran su tarea mucho mâs simplificada.
2®.- Garantla8 Jurldicas para el administrado es induda- 
ble que existen y son reguladas minucioaamente por nuestras normas po­
sitivas, pero no cabe la menor duda que podria perfeccionarse alguno - 
de los aspectos siguientes: abono del precio de la expropiaciôn en me- 
tâijLico en todo caso, fijaciôn de la indemnizaciôn teniendo en cuenta - 
el valor de afecciôn, etc.
3®*“ Es sumamente interesante la posibilidad de que la ex— 
propiaciôn adopte las formas de arrendamiento forzoso y ocupaciun tem­
poral, hoy desconocidas en mi pals y estableoidas en Espana (art. 1® 
LEP).
4®,— Séria recomendable que se abreviaran los trâmites que 
integran el procedimiento exprqpiatorio sin menoscabo de un adecuado —
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respeto a los derechos del ciudadano* La ley espanola es un fiel refl^ 
jo de estas inquietudes por abreviar el procedimiento y as! lo indica 
expresamente su exposiciôn de motives*
5®*- La creaciôn de Jueces especiales para los trâmites de 
expropiaciôn forzosa es repudiable^en cuanto détermina un desgajamien 
to jurisdicoional innecesario. Por ello, séria preferible que se sigui_e 
ra el procedimien,to administrative en su fase jurisdicoional ante la ju 
risdicciôn contencioso-administrativa ordinaria*
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APEITDICSS I y II
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ACIARACION LIMINAR
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Segûn los dicoionarios, Tesis es una "Lisertaciôn presen­
tada para dootorarse; es también una proposiciôn y, en la filosofîa - 
hegoliana, el primer término de una triada que la incluy^ e junto con - 
la antitesis y la sintesis,
Y tesis es, por otra parte, la formulacidn ordenada de un 
conjunto de hipûtesis y, asimismo, la conclusiûn que résulta de ellas.
Es dificil, en un trabajo de investigaciôn y formulaeiûn 
como el presents, deslindar claramentê el aporte de cada estudioso, el 
peso de cada trabajo que concurre a formar el todo,
Estos apêndices, por lo tanto, deben comprenderse como un 
agregado de uso prâctico, en el que desaparece la funciôn individual
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de esta tesis para dejar paso a un sentido integrador y de consulta»
Deben tomarse, también, en un sentido idêntico al que con 
lleva' un Indice o una bibliografla« la pretensiôn de que el todo se 
valga de esos ûtiles de manejo (Indice de autores, bibliografla, apên 
dices) como berramientas de uso prâctico»
El Apôndice I reproduce quince pâginas del Dr. Don Adol­
fo Carretero Pérez (111); el Apéndice II, la Exposiciôn de Motives de 
la Teroera Edicién de la Ley de Expropiaciôn Forzosa de 16 de diciera- 
bre de 1954 (112)»
Son textos conocidos y de fâcil acceso; incluirlos aqui 
tiene el solo objetivo de compleraentar lo expuesto con ese apoyo ma­
gistral y darle al trabajo escrito la unidad de concepto que aniraô 
nuestra voluntad de escribirlo»
(111) "Comentarios a la Ley de ^propiaciôn Forzosa". Santillana S»A»
de Ediciones» Madrid, 1966»
(112) Edioiôn anotada con las disposiciones complementarias dictadas
hasta el 31 de agosto de I968. Institute Editorial Eeus» Ma­
drid, 1968»
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APENDICE I
COMENTARIOS A LA LEY DE EXPROPIACION FORZOSA 
DEL DOCTOR DON ALFONSO CARRETERO PEREZ 
MAGISTRADO EN LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
I INTRODUCCION
La Administraciôn précisa de elementos materiales e inma 
teriales para poder funcionar. Una veces se los procura por medio de 
relaciones adquisitivas propias del Derecho privado» Pero como la Ad 
ministraciôn no puede dejar ihcumplidos sus fines por el hecho de que 
los particulares no le entreguen voluntariamente los bienes necesa — 
rios para atenderlos, tiene por ello la posibilidad de exigirlos uni 
lateralmente valiêndose de actes administratives* El instrumente ca—
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racterîstico para realizarlos es la expropiaciôn forzosa. Etimolô— 
gicamente significa privaciôn de propiedad, y nos indica que re- 
cae sobre uno de los derechos fundamentales de los particulares • 
Por 080, la expropiaciôn es una de las piezas esehciales de un or- 
denamiento administrative. Toda ley de expropiaciôn es consecuencia 
prôxima de la configuraciôn constitucional de la propiedad. Las Le 
yes fundamentales, como dice Garcia de Enterrîa, bien en forma n^ 
gativa, fijando los limites de la acciôn administrative, o positif 
va, habilitando la potestad expropiatoria, definen su extensiôn.
Su importancia la recoge la Exposiciôn de Motives de la Ley de 16 — 
de diciembre de 1954* la colisiôn entre el interês pûblico y el pil 
vado del particular expropiadoJ entre la eficacia administrative y 
las garanties del particular, no pueden plantearse como una antite­
sis, puesto que de adopter esa postura siempre prevaleceria el in- 
torês pûblico, sino que se debe arbitrer un procedimiento legal - 
que permita promover los fines de la Administraciôn con arreglo a 
la actual amplitud del interês pûblico, pero compensando adecuada— 
mente al expropiado. Lo que pretendo es resolver la tensiôn clâsi^  
ca en Derecho pûblico: Poder Pûblico y derecho subjetivo del pa3>-
ticular.
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II. PRESUPUESTOS HISTORICOS DE L/i EXPROPIACION FORZOSA 
1. La Expropiaciôn Forzosa antes del Estado de Derecho
La evoluciôn histôrica de la expropiaciôn es el resulta- 
do del juego entre el Interês Pûblico y la garantie patrimonial del 
administrado. Si hoy, al auraentar el ômbito de la acciôn administratif 
va, se ensanchan las formas expropiatorias y hubo que contrarrestar - 
la tendencia robusteciendo las garanties de la propiedad, sin embargo, 
en todas las êpocas, la Administraciôn ha necesitado utilizer los de­
rechos de los administrados para servir al interês general; lo que ha 
variado es el ordenamiento regulador de la potestad expropiatoria, su 
fundamento legalt en el Estado absoluto era una regalia, consecuencia 
del Dominium Hninens, precedente que aûn hoy invoca algunas veces el 
Tribunal Supremo, como en la sentencia de 24 de mayo de 1955# El prin 
cipc ostentaba una facultad superior sobre todas las propiedades pri- 
vadas, un derecho real expectante que pertenecia al Soberano; la pro­
piedad privada era un Derecho que ténia realidad mientras no actuase 
el dominio eminente, El lus Eminens presents dos aspectos: el poder - 
de policia sobre las personas y el dominio eminente sobre las cosas. 
Este derecho eminente legitimaba la intervenciôn del Rey en la propie_ 
dad. Los derechos individuales de los particulares constituian el li­
mite del Derecho regaliano, porque no podlan atacarse sin indemniza— 
ciôn.
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2# Su regulaciôn en las Partidas
Pero es precisamente en Las Partidas donde por primera 
vez se expusieron los principios de la expropiaciôn. La regulaciôn 
mâs perfects de la expropiaciôn dentro del Estado regaliano, bien — 
que desde un punto de vista civil, la ofrecen Las Partidas. La ley 
31, titulo 18, partida 3, dice que "si el Rey necesitase cosa para 
hacer labor o trabajo procomunal, que tomare de todos o de algûn lu 
gar, debe hacerlo de dos formas: dândole cambio por ello previamente 
o comprândola en lo que valiera o en mâs". La ley 2, tîtulo I, part^ 
da 2, compléta este principio: "Si el Rey vende o dona cosa ajena c_o 
mo suya, transfiere su dominio al cesionario, pero aquel de quien la 
tomase puede pedir su estimaciôn en el plazo de cuatro anos, y el 
Rey se la debe^  dar".
Por consiguiente. Las Partidas sientan el principio de - 
que el Rey no puede ejercer su dominio eminente y desposeer a los 
sûbditos sin su consentimiento, salvo que fuese para un fin pûblico 
y a cambio del pago que valga tanto o mâs que la cosa y que una vez 
adquirida la cosa por el Rey es para venderla si ello conviens, y si 
la obra pûblica no llega a realizarse, se concede al que ha soporta- 
do la venta forzosa el derecho de retracto, devolviendo el precio al 
Rey.
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3 , La Expropiaciôn Forzosa y el.Estado de Derecho
La expropiaciôn forzosa no surge en sus verdaderos carac­
tères hasta el siglo XIX, con el Estado de Derecho, uno de cuyos priri 
cipios es el respeto a la propiedad privada. La propiedad es un dere­
cho fundamental que el Estado dehe garantizar; es plena y no precaria 
ni sometida a la presiôn del deminio eminente, Esipremisa constituci^ 
nal que no se puede privar a nadie de su propiedad sin adecuada y pr^ 
via indemnizaciôn; la adquisiciôn de la propiedad por expropiaciôn ha 
de hacerse mediante una contraprestaciôn econôniica que mida la trans— 
formaciôn del Derecho en su equivalents patrimonial. Entre la enorme 
masa de disposiciones de la Novîsima Recopilaciôn habîa précédantes — 
de la necesidad del previo page y de la tasaciôn pericial de los da- 
hos de expropiaciôn (19 de diciernhre de 1?89, sobre talas de ârboles 
para el servicio de la Armada); pero es en las Constituciones donde se 
desarrolla el principle, que luego recogen las leyes ordinaries, pues- 
to que la Expropiaciôn es consecuencia de la configuraciôn de la pro­
piedad en las Constituciones.
12. En la Constituciôn clave del constitucionalismo espa­
nel, la de 1812, se proclama el principle de que la naciÔn estâ obli— 
gada a conserver y protéger por leyes sablas y justas la propiedad de 
sus individuos y la prohibiciôn de la pena de confiscaciôn de bienes 
(articule 3O4).
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22. La carta otorgada due fue el Estatuto Real de 1834 era 
de cardcter orgânico y no contenîa declaraciôn de dereohos. Pero en e_s 
ta fecha ya se habla iniciado en Espana la ôpoca de las grandes Obras 
P^blicas y aparece la ley de Expropiaciôn de 17 de julio de 1836, en 
la que se reconocîa la inviolabilidad de la Propiedad. No se podla obH 
gar a ceder la Propiedad para obras pûblicas sin causa de ütilidad Pu- 
blica declarada por la ley y previo pago de la indemnizadiôn. Si la Ad- 
ministraciôn resolviese desembarazarse de la finca, el dueho séria prje 
ferido en igualdad de precio a otros oompradores. Este principio fue — 
fecogido en la Constituciôn de 18 de julio de 1637* y le misrao en las 
posteriores de 23 de raayo de 1845 y 15 septiembre de I856.
3®* El articule I4 de la Constituciôn de 1 de junio de I869 
era todavîa mâs protector de la Propiedad Privada, como corresponde al 
sentido de esta Constituciôn, la mâs liberal de todas las decimonônicas 
y ûltimo intente de frenar el rêgimen administrative y de implantar otro 
de Derecho de acuerdo, con el modèle inglés. Segûn su fôrmula de ga­
rantie, nadie podla ser expropiado de sus bienes sine por causa de ut_i 
lidad Comûn y en virtud de mandamiento judicial, que no se ejecutarâ - 
sin previa indemnizaciôn, regulada por el Juez con intervenciôn del in. 
teresado. Se establecla la réserva de la indemnizaciôn, encomendada al 
Poder Judicial, y se evitaba la ejeoutoriedad de los actes administra­
tives, sustituîda por el mandamiento judicial. Con ella, de los dos 
privilégiés administratives, ejeoutoriedad y acte previo, se pasaba al
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principio de los Jueces Defensores de la Propiedad, fÔrmula tîpicaraen 
te francesa. A la Administraciôn s61o le queda^ ba la declaraciôn de Uti 
lidad Publica y de Necesidad de la Ocupaciôn (Pecreto de 11 de agosto 
de 1869). La ultima fase del procediraiento expropiatorio se encoraenda- 
ba a los Jueces: el lanzamiento. Sin embargo, esta fôrmula no arraigô 
porque todos los Dereohos deben ser defendidos por la Justicia, no sb- 
lo el de Propiedad.
4®* La Constituciôn de 30 de junio de 1879, en su articu­
le 10, empleô la fôrmula de mejor fortuna, que pasô literalrnente a la 
ley de 10 de enero de 1789 y al articule 339 del CÔdigo Civil: Nadie 
podrâ ser privado de su Propiedad sine por autoridad compétente y por 
causa justificada de Utilidad Pûblica, previa siempre la corï^ espondieri 
te indemnizaciôn. Si no precediera este requisite, los Jueces ampara- 
rân y en su caso reintegrarân en la posesiôn_ al expropiado. La Con^ 
tituciôn de 1931 subordinaba la riqueza a los intereses de la Econo­
mie Nacional, la afectaba al sostenimiento de las cargas pûblicas y 
permitîa la expropiaciôn mediante indemnizaciôn, a menos que dispusi_e 
ra otra cosa una ley aprobada en Cortes, y eue en ningûn caso se ira- 
pondrla la pena de confiscaciôn de bienes (articule 4I)* Salve el de- 
sarrollo de esta legislaciôn especial, que por su sentido no ha deja­
de principios, en esencia se respetaba la Expropiaciôn definida por - 
la ley de 1879*
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5 2. Las circunstancias de la necesaria reconstrucciôii sur, 
gidas en 1939 imponîan una Expropiaciôn mâs dinâmica y la definiciôn 
de la Propiedad, que en el Puero de los Espanoles (I7 de julio de 1945), 
en su articule 32 réalisa, reconociêndola subordinada al Bien Comûn, 
prohibe la imposiciôn de la pena de confiscaciôn y establece la garan­
tie de que nadie puede ser expropiado sine por causa de Utilidad Pûbli^  
ca o de Interés Social, previa la correspondiente indemnizaciôn; y de 
conformidad con le establecido por las leyes, reconoce la Funciôn So­
cial de la Propiedad. Supusieron la alteraciôn de las bases sociales - 
de la ley de 1879* La ley de 1679, que fue una de las raejores del si­
glo pasado, debia ser adaptada a la situacîôn actual, fundada en la 
alteraciôn de las bases sociales, politisas y econômicas condicionan- 
tes de la acciôn del Gobierno, que obligaban a . ^ adaptar el escuema de 
la Expropiaciôn para hacerlo opérante en la actualidad. A estas razo— 
nés fundamentales se unen otras secundarias, como la necesidad de ma­
yor flexibilidad en la expropiaciôn y la revisiôn de una ley casi ceri 
tenaria como la de 1879 (Exposiciôn de Motives de la ley de 16 de di- 
ciembrc de 1954)* Consiguientemente, la ley de Expropiaciôn Forzosa de 
16 de diciembre de 1954, cierra el ciclo de la Instituciôn. La evolu- 
ciôn de la expropiaciôn se recoge en ella, pero con un gran sentido têc, 
nice e innovador, rompiendo los moldes tradicionales, hasta el punto de 
que se ha dieho la coloca a la cabeza de las leyes europeas de su clase 
y junte con la del Suelo (12 de mayo de 195^ ) 7 de là Jurisdicciôn Con- 
tencioso-Administrativa (26 de diciembre de 195^ ) pueden ser exponentes 
del progreso del Derecho Administrative en Espana.
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Al cumplirce, casi très lustres de su promulgaciôn no ser'à 
ocioso que revisernos la problenâtlca que plantea, por ser una de las 
coluinnas de nuestro Ordenamiento Administrative a la luz de la expe­
ri encia de su aplicaciôn. Aspectos enteros de la acciôn administrati— 
van întimamente unidos a la Expropiaciôn. Otras veces sufre el choque 
con leyes como las de planificaciôn, que pueden suponer el freno de - 
las tendencies expansivas de la ley -de Expropiaciôn y que impiden se 
hayan desvelado las posibilidade-s que sus principios contienen. Movi- 
dos de esta finalidad constructiva, intentaremos desarrollar con la 
mâxima concisiôn posible la panorâmica actual de la Expropiaciôn For­
zosa, referida al aspecto jurîdioo expropiatorio, para no hacer exce- 
sivamente prolijo este trabajo si en él pretendiêramôs incluir los in 
teresantes problèmes que plantean los problèmes econômico-sociales de 
la Expropiaciôn.
6®. En la actualidad, los principios de la ley de 16 de rs 
diciembre de 1954 se han recogido por otras normas posteriores, como 
la de Rêgimen Jurîdico de la Administraciôn del Estado de 26 de julio 
de 1957, en lo que afecta a la responsabilidad de la Administraciôn. 
La ley que no los respetase séria nula, por ir contra el reconocimien 
to de la Propiedad Privada y la prohibiciôn de la confiscaciôn. La ga 
rantîa patrimonial éstâ reconocida en las leyes fundamentales y su in 
fracciôn legal produciria la nulidad de la norma (ley de Principios 
Fundamentales del Movimiento de 17 de mayo de 1958). La Expropiaciôn 
es el reverso de la Propiedad. La ley de Expropiaciôn tiene doble sen
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tido constitucional* en cuanto recoge el principio de la potestad de 
supremecla de la Administraciôn y la garantla patrimonial del adrai- 
nistrader.
III. C0I7CEPT0 DE LA EXPROPIACION FORZOSA
1. Concepto Doctrinal
Un concepto doctrinal no es valide universalmente porque 
depends en mucha mayor medida que otras Institucio— 
nes, de su conformaciôn por cada Ordenamiento positive. Doctrinalmen 
te se han destacado varies elementos comunes en tqda expropiaciôn: ac, 
to administrative, conversiôn de dereohos y causa de Interés General. 
La Expropiaciôn supone la alteraciôn de una situaciôn jurldica sobre 
bienes econômicos en favor de otro sujeto distinto al antiguo titular, 
debida a la satisfacciôn del Interés Publico que el afectado por ella 
no pudo conseguir y concretada en una rautaoiôn patrimonial determina- 
da por la causa expropiandi y la compensaciôn al expropiado de una in 
demnizaciôn previa, a la medida adecuada al sacrificio econômico ira- 
puesto. Se la puede describir como una Instituciôn de Derecho Pûblico 
mediante la cual un sujeto, previa la justa indemnizaciôn, priva coac_ 
tivamente del contenido de la Propiedad, en favor de sujeto distinto a 
su anterior propietario, por causa de interés general. Este concepto 
ba sido acogido por la jurisprudencia al definirla como la transforma­
ciôn inmediata de la Propiedad, decidida por la Administraciôn en nom-
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bre del Interés Publico, convirtiendo la utilidad expropiada en el equ^ 
valente econômico de la indemnizaciôn (sentencias de 4 de julio de 1957 
y 28 de noviembre de 1958).
2. Definiciôn Legal
Pero la ley de 16 de diciembre de 1954 construye un concep­
to mâs amplio y que no es descriptive, sino sustancial. La Expropiaciôn 
Forzosa es toda forma de privaciôn singular de la Propiedad Privada o de 
dereohos e intereses patrimoniale’s .légitimes, eualesquisaque sean las per 
sonas a que pertenezcan, acordada imperativamente, ya implique venta, per 
muta, censo, arrendamiento, ocupaciôn temporal o mera cesaciôn en su ejer, 
.cicio (articule 1 de la ley). Esta declaraciôn es desarrollada en el Re- 
glamento de la ley (26 de abril de 1957) no sôlo al aceptar la definiciôn 
legal, sino al sacar algunas consecuencias, una de las cuales es la expr^  
sada en el articulo 60 del reglamento, que aunque aparentemente se refie- 
re a la inscripciôn en el Registre de la Propiedad de los bienes expropi^ 
dos, contiens una alusiôn del raâximo interés: se podrâ soliciter la ins­
cripciôn de la transmisiôn, constituciôn o extinciôn de los dereohos que 
hayan tenido lugar para la expropiaciôn. De él se deduce que hay una ex­
propiaciôn transitive, otra constitutive de dereohos y una ûltima extin- 
tiva del derecho afectado. No sôlo es una transferencia forzosa, sino uns 
conversiôn de dereohos.
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3* Caractères de la Expropiaciôn
Desarrollando la definiciôn legal, podemos hallar los ca, 
racteres de la expropiaciôn en nuestro Ordenamiento:
12, Es una privaciôn de situaciones jurldicas patrimoni^ 
les. Titularidad y situaciôn jurldica individualizada son dos conce^  
tos instrumentales que nos ayudan a definirla. La titularidad es la 
cualidad jurldica que atribuye las posibilidades de actuar un sujeto 
sobre una situaciôn jurldica. La titularidad plena y principal consi,s 
te en el Derecho Subjetivo, que es el conjunto de poderes que pueden 
darse sobre un objeto, el principal de los cuales es el Derecho ce 
Propiedad. Al lado de ella existen titularidades subordinadas o menos 
plena8, derivadas de otra mâs extensa (v. gr.: los dereohos reales}. 
La titularidad puede ser compartIda cuando se ostenta por una plurs- 
lidad de sujetos, como ocurre con el condominio. El interés es una - 
titularidad secundaria: un poder concrete sobre bienes econômicos, in 
ferior al derecho subjetivo, porque con él se protege un bien jurlci- 
co, garantizando al titular del interés una protecciôn, manifestada 
en poder obtener un comportamiento de la Administraciôn. Asl como en 
el Derecho Subjetivo se protege al titular como tal incondicionalmen 
te, en el interés légitimé lo es de un modo reflejo y condicional; la. 
Administraciôn estâ obligada a obrar conforme a la ley, y ese compo- 
tamiento puede serle exigido por el interesado. El interesado es titu 
lar de una situaciôn jurldica protegida porque la acciôn administra-
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tiva estâ moldeada por la ley, que la relaoiona con una esfera pa­
trimonial privada, Inoluso en algunos casos el ejercioio de una si_ 
tuaciôn prescindiendo de su titularidad, como en la posesiôn, se 
toma en' cuenta por la Expropiaciôn. Toda titularidad sobre un bien 
econômico dentro de una situaciôn de Derecho Privado viene afecta— 
da por la expropiaciôn. Hoy se debe preguntar quê titularidad no - 
es expropiable, no cuâl lo es, dada la amplitud de la Instituciôn. .
En nuestro Ordenamiento, la Expropiaciôn Forzosa altera 
las situaciones Jurldicas, bien extinguiendo la titularidad, con lo 
que la situaciôn patrimonial desaparece, bien haciêndola césar tem- 
poralmente, bien realizando su transferencia a otro sujeto, o limi— 
tândose a disminuir el contenido econômico de la titularidad, sea 
por creaciôn de un derecho real o personal a favor del beneficiario 
de la expropiaciôn, o descomponiendo la situaciôn en elementos sepa 
rabies (v. gr.. separando suelo y vuelo para expropiar sôlo uno de 
ellos). El objeto expropiable puede ser tan amplio como el objeto — 
del Derecho. Lo que se expropian son bienes econômicos, no sôlo co— 
sas. Por eso, la empresa es una magnitud expropiable. La situaciôn 
jurldica de tipo patrimonial se compone de un conjunto de facuita- 
dest todas o algunas de ellas son expropiables, con lo que résulta 
modificado el contenido de la situaciôn. îTo interesan las cosas ex— 
propiables, sino las situaciones patrimoniales, expresiôn mucho mâs 
comprensiva.
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2®. La privaciôn. de situaciones ha de serlo de modo sin­
gular# Ha de resultar de una relaciôn entre el expropiado y el expr£
plante, Por ello quedan fuera de la expropiaciôn las medidas généra­
les acordadas por normas légales, como las réstrictivas de dereohos 
o las devaluaciones monetarias,
32, La Imperatividad de la expropiaciôn résulta de que la
medida proviene de la Supremacîa General de la Administraciôn, en vir
tud de la cual puede irnponer medidas de Derecho Pûblico a los particu 
lares. Es un ejercicio de potestad administrativa, que el Reglamento 
llama acertadamente una intervenciôn: una introraisiôn dentro de la 
tuaciôn patrimonial. No hay necesidad de que para adoptar la medida 
los particulares se relacionen especialmente con un ôrgano administra 
tivo y sufran las consecuencias de una Supremacîa Especial.
4 2. La expropiaciôn ha de estar legitimada por un funda- 
mento jurîdico comûn a toda actuaciôn administrative: el Interés Ge­
neral. Pero esta fôrmula es demasiado abstracta y se la concrete en 
la llamada causa expropiandi, representada por el destine future del 
objeto expropiado, o sea la afecciôn a un fin de interés pûblico coj: 
creto (una Obra Pûblica o un Servicio Pûblico). En nuestro Derecho 
la Expropiaciôn Forzosa es la privaciôn singular de una titularidad 
patrimonial privada, consistente en la extinciôn o disminucion de su 
contenido econômico, acordada imperativamente por la Administraciôn, 
por causa concreta de interés general, compensada por una indemniza­
ciôn previa.
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IV, FÜSITTES LEGALES DE LA EXPROPIACION FORZOSA
1. Dispersiôn de Textes
Desde 1879 a la nueva ley de 1954, las normas especiales 
sobre Expropiaciôn Forzosa eran numérosas y dispersas, e incluse con 
tradictorias, con el inconvénients de que ademâs articulaban muy ri­
gidement e la Expropiaciôn, tante objetivamente, por la escasa ampli- 
tud del objeto expropiable, como formalmente, porque se concebîa nor, 
malmente la expropiaciôn transitive, la que permitîa el traspaso de 
los bienes expropiados a la Administraciôn, No se incluîan en un tex 
to ûnico todas las figuras expropiatorias, y algunas, como la requi- 
sa, quedaron en una zona muy difuminada.
2, Tendencia unificadora de la Ley de 16 de diciembre de 1954
La ley de 16 de diciembre de 1954 pretende constituir un 
texte ûnico en lo formai y con carâcter de CÔdigo. de la Expropiaciôn, 
conteniendo los principios extensivos a todas las formas de expropi^ 
ciôn. Su finalidad fue refundir en un solo texte la mayorîa de las 
normas sobre expropiaciôn# Por lo mismo. La Disposiciôn Final terce- 
ra de la ley ordena que quedaban derogadas todas las normas que se 
opongan a la misraa, autorizando al Gobierno para que, a propuesta 
de una Comisiôn, designada por el Hinisterio de Justicia, determina- 
se mediante Décrété cuâles' de las disposiciones vigentes sobre expr£ 
piaciôn habrîan de continuer en vigor.
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12, El Decreto de 23 de diciembre de 1955 précisa taies 
disposiciones. Su Exposiciôn de Motives expresa los principios en 
que se ha basado la Comisiôn, distinguiendo très clases de disposi— 
ciones: las opuestas a la ley, las reguladoras de trâmites cornpiemen 
taries a la ley y las no opuestas a la ley, que marcaban especialid_a 
des dignas de menciôn por su finalidad y carâcter especîfico. Este — 
ûltimo grupo es el que recoge el Décrété.
22, El Reglamento de la ley de Expropiaciôn Forzosa, de 
26 de abril de 1957, establece en su articule segundo la prelaciôn — 
de fuentes normatives: las expropiaciones no reguladas por la Ley G£ 
neral y autorizadas por normas légales se regirân por las disposicio­
nes especiales en cuanto a la extensiôn, procedimiento y, en su caso, 
normas de valoraciôn y por la Ley General y su Reglamento en cuanto 
a garantîas jurisdiccionales, intervenciôn del Jurado de Expropiaciôn 
Forzosa, Responsabilidad por Demora y Reversiôn# Ademâs, la Ley Gene­
ral es subsidiaria de las leyes especiales.
3. Normas vigentes en la actualidad
En consecuencia, las normas actuales de Expropiaciôn For­
zosa, en cuanto a su prelaciôn, actualmente son:
' CONSTITUCION DE 1978
12, La Ley General de l6 de diciembre de 1954*
22, Su Reglamento, de 26 de abril de 1957*
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3®. Reglamentos de Expropiaciones Forzosas de Ministe— 
rios Militares, relatives a Zonas Polémicas, Costas y Fronteras, S£ 
guridad y Requisiciôn,
4®, Las normas que regulan la declaraciôn de Utilidad - 
Pûblica o de Interés Social en determinados servicios,
52• Normas especificas declaratives de que un bien se — 
utilice en un sentido determinado para cumplir su funciôn social, 
con imposiciôn de la expropiaciôn como sanciôn (como las de coloni— 
zaciôn),
6®. Normas reguladoras de la Expropiaciôn de Entidades 
Locales, segûn su legislaciôn correspondiente (de las que son muy 
importantes las relatives al rescate de concesiones del Reglamento 
de Servicios de las Corporaciones Locales) y las de Urbanisme; no s^ 
lo la ley del Suelo de 12 de mayo de 1956, sino las de valoraciôn de 
terrenos coraprendidos en la planificaciôn urbanîstica y de la vivieri 
da de la ley de 21 de julio de 1962 y el Lecreto de 24 de julio de
1963.
7 2, Normas de Expropiaciôn.Forzosa regulada en leyes es­
peciales, como:
a) Ley de 13 de junio de 1879 sobre obras y concesiones 
de aguas de Utilidad Pûblica y el Real Decreto-Ley de 17 de enero de
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1927 de aprovechamientos especiales de aguas pûblicas, que autorizan 
la expropiaciôn para aprovechamientos preferentes y la extensiôn de 
las concesiones de aprovechamientos a los terrenos privados necesa— 
rios para ellos (los domaniales*se comprenden en la concesiôn).
B) La ley de Minas de 19 de julio de 1944, que permite al 
explotador o transformador de Eocas acogerse a la expropiaciôn para - 
ocupar los terrenos necesarios sobre que se hallen si los trabajos a_l 
canzan suficiente importancia, Tambiên para los Establecimientos para 
beneficiar minérales si lo aconseja su importancia y el Interés Naci£ 
nal. Los concesionarios de Minas pueden ocupar terrenos superficiales 
para obras necesarias a la explotaciôn.
C) La ley de 17 de julio de 1945 de expropiaciôn forzosa 
para Establecimientos Benéficos o Benéfico—Docentes. Las Entidades B^ 
néficas tienen derecho a la expropiaciôn, siempre que queden a salvo 
los Planes de Ordenaciôn Urbana del Municipio afectado. Sôlo puede._ - 
recaer la expropiaciôn sobre terrenos no edificados. La expropiaciôn 
sôlo puede concederse cuando la importancia de las obras en proyecto 
sea superior a la de los bienes que hayan de expropiarse y el fin, por 
su Interés Social y hûmero de beneficiaries, merezca especial atenciôn.
D) Industrie. La ley de 24 de noviembre de 1939 sobre Pro­
tecciôn y Befensa de la Industrie y la de 30 de septiembre de 1941 créa 
dora del INI le conceden la expropiaciôn forzosa cuando para realizar
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los fines del Institute se pueda aprovechar la têcnica o instalaci£ 
nes ya existantes, la posibilidad de la expropiaciôn total o parcial 
de empresas o la ampliaciôn obligatoria de su capital con participa- 
ciôn mayoritaria del INI.
e) Regiones Devastadas. La ley de 1 de septiembre de 1935 
y el Décrété de 23 del mismo mes y ano autorizan la expropiaciôn pa­
ra majora de poblaciones y reparcelaciôn de solares en la parte del 
pueblo sometida a planes de urbanizaciôn. El Estado puede irnponer la 
obligaciôn de aceptar como compensaciôn de antiguos solares otros — 
équivalentes dentro de la misma parcelaciôn,
P) Bienes Histôrico-Artîsticos. Decreto de 17,de junio
de 1945.
g) Sanidad. La Instrucciôn de Sanidad de 12 de enero de 
1904 la autoriza, cuando la garantîa de la desinfecciôn exija la — 
destrucciôn o deterioro del objeto. El Reglamento de Sanidad Munic£ 
pal de 9 de febrero de 1925 la concede especialmente para edificios 
insalubres. La ley de Bases de 25 de noviembre de 1944, para el c_a 
so de que el propietario no se avenga a mejorar sus terrenos con — 
obras de sanearaiento.
h ) Navégaciôn Aérea. La ley de Bases de 27 de diciembre 
de 1947, para remover los obstâculos que se encuentren en zona peri_ 
férica y destruir los perjudiciales para la Navégaciôn y servicios 
de vuelo.
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I) Toda la legislaciôn de Viviendas de Protecciôn Oficial, 
refundida hoy en el texto de 24 de julio de 1963, autoriza la expro— 
piaciôn para realizar ohras y urbanizaciones de este tipo*
Este muestrario de disposiciones sobre expropiaciôn, 
que no pretende, ni con mucho, ser exhaustive, nos demuestra que la 
unificaciôn legal no se ha conseguido. Hay multitud de normas extra-, 
vagantes de la ley de Expropiaciôn Forzosa. La unidad de la expropi£ 
ciôn, que es una de las principales garanties de la Administraciôn y 
de los particulares, padece con este sistema, causa principal de que 
no se hayan obtenido todos los frutos que los expansives principios 
de la ley de 16 de diciembre de 1954 permitlan obtener, ya que esta 
quiebra de la unidad legislativa se refleja siempre en una forma de 
escape a la sujeciôn de los principios de la ley general de expropia_ 
ciôn forzosa, mucho mâs progresivos que los de las normas especiales.
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APBNDICE II
EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA TERCERA EDICION DE LA 
LEY DE EXPROPIACION FORZOSA DE 16 DE DICIEMBRE DE
1954
I. JUSTIFICACION DE LA REFORILl Y NUEVO AMBITO LEGAL DE LA EXPRO­
PIACION .
La expropiaciôn forzosa contempla el supuesto en que, da 
cidida la colisiôn entre el interés pûblico y el privado, en consida 
zraoiôn a la lôgica prévaleneia del primero, résulta obligado arbitrer 
el procedimiento legal adecuada para prornover jurîdicamente la trans 
misiôn imperative del derecho expropiado y para hacer efactiva en fa
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yor del particular, consecuentemente, la justa indemnizaciôn corres— 
pondiente. Implicando la expropiaciôn un resultado jurîdico siempre — 
idéntico, las modificaciones de sus bases legislatives proceden fund£ 
raentalmente, ya de la concepciôn mâs o menos amplia del carapo a que — 
el interés pûblico se extiende, ya de los progresos técnicos que per- 
miten perfecoionar el procedimiento calculado, y esto, de un lado, a 
fin de que encuentren satisfacciôn las exigencies de la eficacia adrai^ 
nistrativa, y de otro, para hacer efectivas las garanties del partieu 
lar, asl en el orden de la defense contra una expropiaciôn irregular, 
como en el del reconocimiento y pago de la justa indemnizaciôn que por 
principio se reconoce#
La simple indicaciôn de que la expropiaciôn forzosa se rl 
ge en nuestro pals por una Ley promulgada en 10 de enero de 1879 jus­
tifiée sobradamente la preocupaciôn en torno a un posible y grave de­
sajuste entre el orden real de fines y medios que enmarcan hoy —casi 
setenta y cinco anos mâs tarde- la acciôn de la Administraciôn y el 
sistema de préceptes que integran la normative vigente, Verdad es que 
la subsistencia prolongada de una ley de orden bâsico no es de suyo — 
argumente contra su calidad técnica y ni siquiera contra su validez f 
polltico-legal, pero aquélla y ésta estân dominadas por el supuesto — 
de que permanezcan relativamente incôlumes la configuraciôn de los ija 
tereses en juego y los principios fundamentales que a la Ley sirven - 
de premises obligadas.
- 316 -
En cuanto a la expropiaciôn forzosa se refiere, el mâs so_ 
mero anâlisis de los factores de varia Indole que hay que considérer 
tras el bosquejo têcnico de la instituciôn, pone de manifiesto la gene 
ral desarticulaciôn de las circunstancias pollticas, administratives 
y de todo otro orden que sirvieron de plateforme a la Ley hasta ahora 
vigente. En orden a la flexibilidad, agilidad y eficacia que dicha Ley 
permite a la Administraciôn, siquiera no sea êste el aspecto mâs impor 
tante que la actual situaciôn suscita, es suficiente recordar cômo me­
diante la Ley de 7 de octubre de 1939 hubo de improvisarse, un tanto 
bajo el apremio de circunstancias de excepciôn,un procedimiento de ur- 
gencia, a fin de conseguir evitar que la utilizaciôn de mecanismos le-^» 
gales fuera de fase pusiera trabas o entorpeciera la acciôn administra 
tiva impulsada al ritmo exigido por la urgencia de la reconstrucciôn 
nacional. Pero la Ley de 1939, que de cualquier modo ha sido un acier- 
to innegable de politics legislativa que aûn puede dar buenos frutos, 
eludiô conscienternente los problèmes capitales que la expropiaciôn — 
plantea, no sôlo cuando se pretende la actualizaciôn del interés pûbiM 
co, sin otras demoras que las inevitables, sino, sobre todo, cuando - 
una concepciôn mâs justa, desde el punto de vista social de la estruc- 
tura econômica, altera sensiblemente la base técnica de la expropia­
ciôn y los procedirnientos valorativos de la indemnizaciôn. El hecho de 
que el legislador, consciente de las obligadas limitaciones de la Ley 
de 1939, no haya promovido hasta ahora la reforma,es sôlo indicio de
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la magnitud de los problèmes que implica; mâs, al propio tienpo, el 
reiterado uso que de la autorizaciôn de urgencia se ha hecho en los 
ûltiiiios anos viene a poner de manifiesto la deficiencia con que la 
norma aûn en vigor sirve a las exigencies del memento.
Desde 1879 no es exagerado afirmar que las bases polity 
cas, sociales, econômicas y de toda otra Indole, condicionantes de 
la acciôn de Gobierno, han experimentado desplazamientos tan signi­
ficatives, que todas las instituciones del Derecho Administrative — 
clâsino, aun sin resultar deformadas en su esquema têcnico, han te­
nido que ser readaptadas convenientemente, a fin de poder operar con 
ellas como medios idôneos al servicio de una acciôn administrative - 
de signe e intensidad muy diferentes a los que se consideraron ôpti- 
mos en la êpoca en que surgiô. Con respecte a la expropiaciôn, esto 
viene a ser tanto mâs apremiante precisarnente por cuanto por defini­
ciôn en el grade que significa un considerable sacrificio del inte­
rés privado, résulta el punto donde inmediatamente repercuten las — 
crecientes exigencias del interés pûblico.
Sobre el radio de acciôn que a la expropiaciôn fijaba el 
orden politico liberal, ha venido a actuar, en primer têrmino, el 
principle que expresa la conciencta social del nuevo Estado y que hoy 
se proyecta sobre toda su obra legislativa. El art. 10 de la Consti— 
tuciôn de I876, del que el art. 1® de la hasta ahora vigente Ley de
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Expropiaciôn trae su principio de autorizaciÔn, se expresa en los 
términos de que ".i.nadie podrâ ser privado de su propiedad, sino 
por Autoridad compétente y por causa justificada de utilidad pûblj^  
ca, previa siempre la correspondiente indemnizaciôn". El art. 32 
del Puero de los Espanoles, de 17 de julio de 1945, en su pârrafo 
segundo, amplia significativamente el principio, sin perjuicio de 
conseguir una mâs rigida formulaciôn .de los limites de legalidad. 
"Nadie podrâ -dice- ser expropiado sino por causa de util!dad pû­
blica o de interés social, previa la correspondiente indemnizaciôn 
y de conformidad con lo dispuesto en las Leyes". Al consagrar la 
expropiaciôn por interés social, la Ley fundamental viene a inco£ 
porar jurîdicamente una concepciôn que, habiendo superado el agrio 
individualisme del sistema jurîdico de la propiedad. privada de la 
economîa liberal, viene a entender implîcita, tras toda relaciôn 
de dorainio, una funciôn social de la propiedad. Consecuentemente, 
la expropiaciôn tiene ahora que ser configurada desde esta nueva 
perspective, a fin de brindar a la Administraciôn medios aptos pa 
ra hacer efectivo el principio contenido en el estatuto fundamen­
tal de dereohos y deberes de los espanoles, (*)
Esta concepciôn mâs amplia de la expropiaciôn ha sido 
proyectada sobre la legislaciôn hoy en vigor, al menos en aspec­
tos parciales. Toda la legislaciôn del nuevo Estado en materia de
(*) Sôlo nos queda agregar lo que estipula la vigente Constituciôn 
sobre la materia, que en su articulo 33, diceÿ
3. Nadie podrâ ser privado de sus bienes y dereohos sino por 
causa justificada do utilidad pûblica o interés social, me 
diante la correspondiente indemnizaciôn y de conformidad 
con lo dispuesto por las leyes".
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colonizaciôn, materia tan sensible a las urgencies del interés so­
cial, esté inspirada en este giro tan significative. Se ha estima— 
do que la Ley no estarîa a la altura de los principios que hoy cori 
forman.nuestra legislaciôn, de plantear sus problèmes desde el ân— 
gulo visual angosto que da perspective a la de 1679. Consecuente­
mente, se ha desarrollado, con la precisiôn posible, aquella fun­
damental distinciôn entre la expropiaciôn de utilidad pûblica y la 
expropiaciôn de interés social del art. 32 del Puero de los Espano 
les, y se ha generalizado, con las garantîas forraales obligadas, 
la posibilidad -insôlita en el concepto clâsico de la expropiaciôn— 
de referir sus bénéficies a particulares por razones de interés so­
cial.
Mas, junto a este ehsanchamiento del campo de fines, el 
âmbito de la expropiaciôn debîa ser considerado de nuevo, en forma 
que pudiera acoger las ampliaciones tan notables que ha expérimenta 
do al amparo de la legislaciôn especial, en orden al objeto expro-^  
piable y a la îndole de los intereses afectados por el sacrificio, 
y llamados, por ende, a ser tenidos en cuenta en la indemnizaciôn. 
Baste aludir a la expropiaciôn de partioipaciones en el capital so_ 
cial, expropiaciôn de explotaciones afectadas por la acciôn del Es 
tado sobre la economîa, por exigencias de la gestiôn de los servi— 
cios pûblicos, al preferirse establecerlos bajo el patrôn de la na 
cionalizaciôn, municipalizaciôn o provincializaciôn. Por otra par­
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te, junto a la expropiaciôn tîpica han surgido figuras, como el con 
sorcio o el arrendamiento forzoso, en las que se aprecia la nota co_ 
mûn de la satisfacciôn del interés pûblico por una acciôn imperati— 
va sobre el aprovechamiento del bien objeto de la misma, que no ll£ 
ga a ser tan radical y enérgica que alcance a la transmisiôn oblige 
da de la propiedad, pero que implica una limitaciôn individualizada 
del dominio a la que hay que buscar su adecuada y justa compensa— 
ciôn# También los casos en que la acciôn administrative exige la 
propiaciôn de grandes zonas requerîan el arbitrar un procedimiento 
para hacer aquélla efectiva dentro de una tramitaciôn unitaria. En 
consecuencia, la Ley refleja una concepciôn de la expropiaciôn se­
gûn la cual debe ser el estatuto legal bâsico dè todas las formas 
de acciôn administrative que impliquen una lesiôn individualizada 
de los contenidos econômicos del derecho del particular por razones 
de interés general, y como tal se estructura, sin perjuicio del — 
obligado respeto a las peculiares oaracterîsticas de cada figura - 
en particular.
Llevando este principio a sus lôgicas consecuencias, se 
ha intentado, finalmente, llamar la atenciôn sobre la oportunidad - 
que esta Ley ofrece, y que no debiera malograrse, de poner remedio 
a una de las mâs graves deficiencies de nuestro rêgimen jurîdico— 
ministrativo, cual es la ausencia de una pauta legal idônea que pe£
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mita hacer efectiva la responsabilidad por danos causados por la Ad— 
rainistraciôn, Bajo el iraperio de criterios jurîdico—administratives 
que habîan caducado ya cuando fueron adoptados por nuestro ordena­
miento, los limites técnicos dentro de los cuales se desenvuelve en 
tre nosotros la responsabilidad por danos de la Administraciôn, re­
sultan hoy tan angostos, por no decir prâcticamente prohibitivos, - 
que los resultados de la actividad administrative, que lleva consi— 
go una inevitable secuela accidentai de danos residuales y una con£ 
tante creaciôn de riesgos, revierten al azar sobre un patrimonio pa£ 
ticular en verdaderas injusticias, amparadas por un injustificado — 
privilegio de exoneraciôn. Se ha estimado que es esta una ocasiôn 
ideal para abrir, al menos, una brecha en la rîgida base legal que, 
perjudicando el interés general, no puede protéger intereses de la 
Administraciôn insolidarios con aquél, como sin mâs ha venido a de­
mo s trar la legislaciôn de rêgimen local vigente al incorporer, en 
esta importante materia, los criterios mâs progresivos sugeridos por 
la legislaciôn comparada y la dootrina cientlfica. Se ha entendido 
asl, no sin hacerse cargo de que la Ley de Expropiaciôn no puede ser, 
desde luego, la base normative en que se integren todos los precep- 
tos jurldicos rectores a este respecte, pero si, al menos, una norma 
que puede muy bien recoger una serie de supuestos realmente impor­
tantes, en los que', al margen de un estrecho dogmatisme acadéinico, - 
cabe apreciar siempre el mismo fenômeno de lesiôn de un interés pa­
trimonial privado, que, aun cuando resuite obligada por exigencias -
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del interés o del orden pûblico, no es justo que sea soportada a sus 
solas expensas por el titular del bien jurîdico danado.
Unicamente edificando sobre esta amplia base, y dominân- 
dola desde una preocupaciôn de eficacia, puede la Administraciôn es— 
panola contar con un instrumente capaz para que su acciôn no resuite 
frenada por la rigidez de concepciones dogmâticas de las relaciones 
jurîdico-privadas, y al propio tiempo para que no quede sin su justa 
compensaciôn la lesiôn acarreada, siquiera sea por motivos fundados, 
al particular. Es claro, pues, que desde tal punto de vista ha de con 
siderarse el contenido del art. 1®., pues es merarnente una norma de- 
limitadora del campo objetivo de aplicaciôn al que le Ley &e extiende, 
y no una expresiôn conceptual de la figura jurldica de la expropia­
ciôn.
II. PROCEDIfllElTTO
Junto a la preocupaciôn por alcanzar los horizontes ao— 
tuales de la expropiaciôn ha sido concebida la Ley bajo el signo de 
la eficacia. So ha tenido en cuenta, ante todo, que el imperative — 
del interés pûblico que gobierna toda la instituciôn no se agota en 
la transmisiôn imperativa del Derecho o bien expropiado, sino que — 
da por supuesto que esto ha de conseguirse en plazo que no perjudi— 
que la oportunidad de la medida. Las dificultades en este orden pro_
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ceden de que, por otra parte, la Ley de ExpropiaciÔn ha de concebir^ 
se en forma que proporcione al particular interesado un adecuado si^ 
tema de garanties, lo que exige medics procesales proporcionados,
Una soluciôn simpliste, que sacrifique este ûltimo aspects, viene a 
ignorer el hecho de que aqui no luchan el interês pûblico, que impu% 
sa a consumer la expropiaciôn, y el interês privado, que tiende a de, 
morarla. Planteada de esta forma la oposiciên de intereses, no se o— 
frecerîa duda.acerca del criterio llamado a prevalecer. Mas, en rea- 
lidad, el legislador ha de arbitrar aquî entre las exigencies de rijt 
mo de la ejecuciôn de la obra o servicio y las de no menor interês — 
pûblico, ni inferior rango, de conseguir la justa indemnizaciên que 
por principio se reconoce al particular afectado.
La Ley procura eliminar todos les obstâculos procesales 
que pudieran alzarse, siquiera sea lateralmente, contra el hecho de 
la expropiaciên; modéra los utilizables contra la necesidad de ocu- 
paciôn y, finalmente, tiende a asegurarse contra un empleo malicioso 
de los medios reconocidos, evitando su utilizaciên con ânirno meramen, 
te perturbador# Un anâlisis, siquiera sea somero, de nuestra actual 
situaciôn legislative en relaciôn con los supuestos de esta Ley, ré­
sulta sumamente esclarecedor en este punto.
La Ley de 1879 adopta la estructura de cuatro périodes; 
declaraciên de utilidad pûblica, necesidad de ocupaciôn, justiprecio,
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pago y tona de posesiôn. Estes cuatro périodes corresponden a los cua­
tro mementos Idglcos que cabe descubrir en la operacidn jurîdico—adnii- 
nistrativa que lleva consigo: a) su autorizacidn; b) su aplicacidn a 
un bien o derecho en concreto; c) la fijaciôn de la indemnizaciôn, y 
d) la consumaciôn de la relaciôn que se establece entre la Administra 
ciôn y el expropiado por el page y la toraa de posesiôn. Pero desde el 
punto de vista de los intereses protegidos al concebir el procedimien
to, cabe hacer la distinciôn de que mientras la deolaraciôn formai de
legalidad de la medida desarrolla el principio general que exige la 
actuaciôn regular de los Organos de la Administraciôn, los demâs re­
quisites de actuaciôn protegen al particular ya individualizado con­
tra una lesiôn jurldica excesiva derivada de la expropiaciôn, asî, 
pues, cabe aligerar la formalizaciôn del requisite de la legalidad, 
en el grade que sea posible entender implicite la autorizaciôn en un 
acto previo de un Organe jurldicamente compétente, pero, en cambio, 
deben dejarse intactes las garanties de protecciôn de derecho del par 
ticular, sin perjuicio de una dgil têcnica procesal. Estes criterios 
han servido de oriontadores en la redacciôn de la Ley, como comprue- 
ba el examen en concreto del procedimiente adoptado.
a ) Deolaraciôn de utilidad pûblica o de interês social.
Ya la Ley de 1879 habla aliviado la producciôn de este r^
quisito, para el que el art. 10 exigîa forma de Ley, al exceptuar de
- 325 -
la formal!dad, en el art. 11, a las obras que se llevasen a cabo con 
arreglo a las prescripciones del Capitule II de la Ley de Obras Pûr- 
blicas, las comprendidas en los planes générales, provinciales y muni 
cipales raenoionados en dicha Ley, todas aquellas cuya ejecuciôn hu- 
biere side autorizada por una Ley, las designadas en las Leyes espe- 
ciales que se mencionan, todas las de policla urbana, y en particu­
lar las de ensanche y reforma interior.de las poblaciones. El crite­
rio de la Ley es que deben agotarse las posibilidades de entender in 
plîcita la autorizaciôn para expropiar, en el curaplimiento de los re^ 
quisitos que condicionan la aprobaciôn del proyecto de obra o servi­
cio como decisiôn administrativa, en la medida en que taies requisi­
tes tengan idêntica relevancia jurldica y administrative que la pro- 
pia deolaraciôn de utilidad. A este criterio responden los preceptos
que integran el Capitule I del Tltulo II. Estas normas son expresiôn
del lôgico principio de que en el grado en que los requisites esta- 
blecidos en cada caso para la autorizaciôn de obras y servicios, as^  
guran su oportunidad y conveniencia, ya en si, ya desde el punto de 
vista del gasto pûblico, implican que su ejecuciôn es de utilidad pû 
blica, desde el memento en que no hay posibilidad de establecer so­
bre bases jurldicas una distinciôn dentro del concepts de utilidad
pûblica, de tal sentido que en algûn caso moviera a no llevar a cabo
la obra o el servicio para no herir el interês patrimonial del part^ 
cular.
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En cuanto a la expropiaciôn de bienes muebles, se mantiene 
en todo su rigor el principio de la deolaraciôn ex lege de la utilidad 
pûblica, salvando tambiên el supuesto de que, tratândose de aeterrnina- 
das categories de bienes, hubiera declarado con anterioridad una Ley 
la posibilidad en abstracts de su expropiaciôn por razones de utilidad 
pûblica, supuesto en el que para la expropiaciôn en concreto, el requi 
sito se entiende producido por el acuerdo del Consejo de Ministres, As,î 
mismo, el principio y la salvedad se hacen extensivos a los supuestos 
de expropiaciôn por interês social a que la Ley abre paso.
B) Necesidad de ocupaciôn de bienes o de adquisiciôn de de,
rechôs.
En este punto, la experiencia de la Ley de 1879 ténia que 
valorarse desde los resultados de la Ley de 7 de octubre de 1939* En 
sintesis, esta Ley integra, en la deolaraciôn de urgencia, expedida 
por Décrété aprobado en Consejo de Ministres, la necesidad de ocupa— 
ciôn, y dejando indemne el procedimiento general para les périodes - 
tercero y cuarto de la expropiaciôn, habilita un sumario integrado por 
la notificaciôn a los propietarios y titulares de los derechos afect,a 
dos, acta previa a la ocupaciôn, depôsito sobre bases tasadas y ôcupa, 
ciôn de inmuebles, trâmites que se llevan a cabo en plazos muy rigui-pi 
SOS y que en total no exoeden de dieciocho o veintidôs dias, segûn los 
casos# Justificada esta Ley en las circunstancias de excepciôn en que
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surgiô, no puede ser generalizada sin grave detriniento de garanties del 
mâximo interês. El legislador la considéré desde su promulgaciên como 
un instrumento normative de utilizaciên excepcional por razones de ur 
gencia, ya que para todos los demâs supuestos se mantuvo el pleno vi­
gor de la Ley de 1879.
Se ha estudiado tanto la conveniencia de generalizar los 
criterios de esta Ley como la de derogarla, excluyendo la dualidad de 
procedimientos; uno de carâcter ordinario, y otro aplicable previa la 
deolaraciôn de urgencia. Las dos posibilidades han sido rechazadas por 
las razones que seguidamente se exponen.
La apreciaciôn acerca de si es o no necesaria la ocupaciôn 
de un bien en concreto es una garantis fundamental para el particular. 
La deolaraciôn de utilidad pûblica explicita o implicite, garantiza la 
concurrencia del interês general, que viene a justificar la expropia­
ciôn, pero no entra ni de lejos en apreciaciôn alguna acerca de la ne 
cesidad de que para llevarla a cabo se ocupe un bien determinado con 
preferencia a otro. Ciertamente, la Administraciôn puede tomar como - 
preferencia el proyecto y los replanteos afectados, pero no siempre - 
constardn con la precisiôn obligada les derechos e intereses afeôta— 
dos. En todo caso, es precise dar una intervenciôn al interesado, cuan 
do menos para conseguir una inderanizaciôn suficiente desde el punto de 
vista juridico del bien o derecho afectado.
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Pero aun cuando la Ley se ha inspirado en lo posible en 
la de 1939; incorporando sus criterios y construyendo los esquemas 
procesales a la vista de esa^notable experiencia legislative, se ha 
estimado que el procéder por ello a la derogaciôn pura y simple de 
dicha Ley, suprimiendo el procedimiento de urgencia, hubiera sido - 
forsar la soluciôn al amparo de razones de pura têcnica legal, adojQ 
tando una base legislative rîgida, capaz de servir de freno o de con 
tenciên a la acciên administrative que puede ser solicitada por las 
nocesidades con imperativos de la mâxima urgencia. Se ha optado, 
pues, por incorporer prêcticamente la Ley de 1939 a la presents, y
a ello responde el art. 52. Ha de tenerse en cuenta que merced a la
actualizaciên de la legislaciên en esta materia, la utilizaciên del 
procedimiento de urgencia podrâ atemperarse a su carâcter estricta— 
mente excepcional, lo que no ocurre en la actualidad, ya que, por las 
razones que han quedado expuestas de desajuste de la legislaciên a 
los problèmes del dîa, se ha visto forzada la Administraciôn a la utj^  
lizaciôn frecuente de dicha Ley. Le hecho, en los casos en que del 
proyecto resultan perfectamente determinados los intereses afectados, 
se generalize cuando menos el fin de la Ley de 1939; y en los demâs, 
el procedimiento, dentro del respeto obligado a elementales garanties, 
es de tal agilidad que bien puede decirse que responde al mismo espi—
ritu de eficacia que inspiraba la aludida Ley.
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En efecto, a fin de. regular procesalmente la intervenciôn 
de los interesados en este punto, se arbitra un trâmite de informaciôn 
pûblica, procurando la mâxima difusiôn.
Se ha fijado el plazo de veinte dlas como mâximo para que 
la Administraciôn resuelva las reclamaciones promovidas en la inform^ 
ciôn.
La decisiôn del recurso contra esta resoluciôn, que debe- 
râ interponerse dentro del plazo de diez dlas, a contar desde la noti, 
ficaciôn o publicaciôn, decisiôn que zanja définitivamente la cuestiôn 
debatida, lleva consigo la deolaraciôn explicita de la necesidad de 
ocupaciôn y levanta la suspensiôn provocada por las reclamaciones. En 
el peor de los casos, esta suspensiôn no podrâ ser superior a un mes,
Salta a la vista la economîa procesal conseguida sin mâs 
que indicar que la Ley hasta ahora vigente fija los siguientes plazos* 
très dlas para el trémite de comunicaciôn por el Gobernador a los Al­
caldes de la relaciôn nominal de interesados en la expropiaciôn (art, 
16), quince o treinta dlas para la informaciôn (art, 17)> quince dlas 
para la resoluciôn por el Gobernador (art. 18), ocho dlas para la in— 
terposiciôn del recurso de alzada, y treinta dlas para su resoluciôn 
(art. 19), por lo que el procedimiento puede prolongarse hasta ochen- 
ta y seis dlas.
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c) Justiprecio
La fijaciôn de la indemnizaciôn constituye, como es obvio, 
el problema capital de una Ley de expropiaciôn, El criterio tradicio- 
nal de someter las diferencias de apreciaciôn pericialmente estableci 
das a una decisiôn motivada y preparada por una tercera estimaciôn — 
pericial ha de reconocerse que no ha sido nunca propugnado como proche 
dimiento ideal, sino mâs bien como un ûltimo recurso, al que. empîric,a 
mente se acudê en defecto de reglas tasadas que permitan una determi- 
naciôn automâtica del valor del objeto de la expropiaciôn. Los crite­
rios automâticos anaden a su intrlnseca objetividad la ventaja de eli, 
minar gran numéro de reclamaciones, ya que sustraen la base sobre la 
cual cabe plantearlas, que no es otra que la pluralidad abierta inde- 
finidamente de los medios de estimaciôn.
No se han escatimado esfuerzos a fin de conseguir susti, 
tuir el procedimiento de la controversia pericial por otro que permi, 
tiera una determinaciôn mâs objetiva del justo precio. Mas ya desde 
un principio pudo advertirse que existen supuestos de expropiaciôn 
en los que, bien sea por carecerse de toda clase de estimaciôn gene­
ral preconstituîda, bien porque los criterios générales vendrîan , a 
ofrecer resultados muy arbitrarios en mâs o menos respecto al princj^  
pio de justa indemnizaciôn de que se parte, es imposible prescindir 
de una tasaciôn pericial. La determinaciôn del justo precio sobre ta
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ses fiscales ha de partir de la premisa de que la riqueza imponible, 
fiscalraente establecida, suponga una valoraciôn no sôlo objetiva y 
bien ponderada del bien de que se trate, sino, ademâs, rigurosamente 
al dîa'desde el punto de vista del poder adquisitivo;^  de la moneda.
Y se comprende que esto no es siempre posible por la forzosa comple- 
jidad de las opcraciones evaluatorias, que no se pueden llevar a ca— 
bo en plazos tan moderados que se sustraigan a oscilaciones de no es, 
casa significaciôn econômica.
Le otro lado, salvo que se entienda que la estimaciôn 
fiscal constituye lo que desde luego no es, es decir, una déclara— 
ciôn administrative de valoraciôn, eficaz no sôlo en la relaciôn fi^ 
cal, sino en toda relaciôn con la Administraciôn en que el valor de 
un bien pueda jugar algûn papel, esa estimaciôn debe servir como uno 
de los elementos que concurran a la determinaciôn del justo precio, 
pero no ser el criterio de suyo y, exclusivamente, .déterminante. Es­
te implicarîa volver la espalda a realidades econômicas elementales, 
en las que precisamente el bien expropiado encuentra la referenda 
de valor mâs adecuado. Todo ello hace que sea precise ponderer las 
valoraciones fiscales con las de mercado y para casos excepcionales 
dejar abierta la posibilidad de apreciaciôn de circunstancias espe— 
cîficas, que dé no tenerse en cuenta provocarîan una tasaciôn por - 
complete irrazonable. Estes son los principles que en este punto inc 
piran la Ley.
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Desde el memento en que por las razones aludidas hubo 
de renunoiarse a la determinaciôn automâtica del justo precio, pa­
ra dar paso, en mayor o menor medida, a una apreciaciôn de circuns 
tancias especificas del caso, pasaba al primer piano la cuestiôn - 
del Organe de tasaciôn. Es évidente que el sistema del "tercer ?e- 
rito" que inspira la legislaciôn hasta ahora vigente, reduce, en 
los mâs de los casos, a un papel puramente pasivo la funciôn del 
Organe que formalisa la resoluciôn, aparté de llevar consigo un jue 
go de plazos de excesivo peso para la agilidad de la acciôn adminis, 
trativa. Como es natural, en el procedimiento actual los peritajes 
de las partes estân inspirados en el propio interês de êstas, al 
que se sobrepone la mediaciôn arbitral del tercer Perito; teôrica— 
mente cabrla pensar que el tercer peritaje decidiera de derecho la 
cuestiôn, cuanto que ya, las mâs de las veces, lo hace de hecho. — 
Pero esta soluciôn es insatisfactoria, tanto desde el punto de vi,s 
ta de los principios -por cuanto supone la dejaciôh en manos priva 
das de una cuestiôn en la que estân vivamente comprometidos interne 
ses publiées e intereses privados, e implica, por tanto, una ruptu 
ra con las bases mismas de la justicia administrativa- como en con 
sideraciôn a los supuestos mismos del fallo. En efecto, en cuanto 
êste debe resultar de la apreciaciôn de bases tasadas de diferente 
îndole y, excepcionalmente, de circunstancias muy singulares que — 
justifiquen en un caso dado el separarse de aquêllas, no es posible
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dejar todos estos elementos a juicio de una persona calificada por la 
sola condicion de su péricia en tasaciones de cierta Indole. Por otra 
parte, sôlo una permanencia en esta funciôn, una reiteraciôn en los 
criterios, un conocimiento de la economîa local, puede abrir el paso 
a lo que constituye, sin duda, el ideal en esta materia: objetivar - 
las tasaciones en forma que sean el resultado de la aplicaciôn de - 
criterios generalizados.
Asî se justifica una de las innovaciones mâs importantes 
de la Ley: la constituciôn de los Jurados Provinciales de Expropia­
ciôn, que vienen a ser Organos en los que se 'CÔmbinan las dos funci£ 
nés, pericial y judicial, escindidas en el sistema actual; pero que 
reûnen, ademâs, las ventajas que proporcionan la permanencia y espe- 
cializaciôn en la funciôn, la colegiaciôn (que permite llevar a su 
seno los intereses contrapuestos) y la preparaciôn, al mismo tiempo 
en los aspectos material y juridico, de la cuestiôn a decidir. Cie^ r 
tamente, estas ventajas estân supeditadas en todo al acierto que pr£ 
sida en la composiciôn de estos Organos y condicionadas, por otra - 
parte, a la carga burocrâtica que lleven consigo. Se han estudiado 
minuciosarnente los dos aspectos para evitar que se malograra la so— 
luciôh, y se cree haberlo conseguido en las normas propuestas. El 
art. 32 fija la composiciôn del Jurado, atribuyendo su Presidencia 
a un Magistrado, con lo que garantiza la objetividad de visiôn y el 
rigor judicial del procedimiento y asegura la representaciôn de los
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intereses financières y fiscales de la Administraciôn y patrimoniales 
de la propiedad privada, asî como los de îndole têcnica, incluy^ endo, 
finalmente, a un Notarié, en atenciôn a su conocimiento de las tran- 
sacciones y a la independencia de su funciôn pûblica.
En cuanto al coste de estos Organismes, la Ley ha apura- 
do todas las posibilidades para reducirlos al mînimo, y prâcticamer— 
te se ha conseguido.
Sobre estas bases, el Jurado de expropiaciones puede llje 
gar a corregir las mayores deficiencias del actual sistema de tasa­
ciôn, del mismo modo que lo han hecho en el extranjero Organismes s± 
inilares; pero, sobre todo, encierra las mayores posibilidades de con 
seguir -por la preparaciôn de indices y la fijaciôn mâs précisa de 
las bases de valoraciôn- llegar algûn dîa a una determinaciôn auto— 
mâtica del justo precio.
Con todo, la critica del procedimiento depende en grado 
considerable del acierto que précisa su configuraciôn procesal. Tara 
biên en este punto, la coraparaciôn de esta Ley con la hasta ahora - 
vigente obliga a adraitir que se ha conseguido una notable economîa.
En la Ley de 1679 se senalan como plazos: el de ocho dias para la — 
designaciôn de Peritos (art. 20); el de quince, para aceptar o rehu . 
sar la oferta de la Administraciôn (art. 26); quince, para la pre-
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sentaciôn de la hoja de tasaciôn pericial del propietario (art. 27); 
ocho, para la eventual conciliaciôn (art, 28); ocho, para la desig— 
naciôn de tercer Perito por el Juez (art. 31); treinta, para que ô£ 
te lleve a cabo la tasaciôn (art. 33); treinta, para la resoluciôn 
por el Gobernador (art. 34); treinta, para la interposiciôn del re­
cur' so y otros tantos para la resoluciôn que corresponde (art. 35)•
En total, cicnto setenta y cuatro dias, sin contar el plazo de un 
mes para la notificaciôn de la orden resolutoria, y el de dos meses 
para la interposiciôn del recurso contencioso. El procedimiento que 
la Ley adopta comprende, en cambio, los siguientes plazos; veinte - 
dias, para que la Administraciôn acepte o rehûse y en su caso, para 
que, a su vez, formule su hoja de aprecio (art. 3P), despuês del 
plazo de veinte dias que para la presentaciôn de la hoja de aprecio 
tiene el propietario (art. 29); diez dlas,para que el propietario - 
acepte o rehûse la formulada por la Administraciôn, en su caso (art. 
30) y, finalmente, de haber controversia, ocho dias para la res_o 
]uciôn ejecutoria por el Organo establecido al efecto (art. 34)*
En total,cincuenta y ocho dîas como duraciôn mâxima de los trâmites.
A esta significativa aligeraciôn del procedimiento hay 
que ahadir que, segûn se ha dicho, cabe esperar en numeroscs casos 
el que se consiga la conformidad de las partes desde el memento en 
que los aspectos controvertides vienen, de antemano, atemperados por 
la necesaria motivaciôn sobre las bases légales de las hojas de apre_ 
cio (art. 37).
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Con respecto a los bienes inmuebles, se ha distinguido 
a estos efectos entre fincas urbanas y rüsticas. En las primeras — 
se consigne una determinaciôn automâtica del justiprecio del solar 
al adoptarse como estimaciôn la que tuviera. asignada a efectos del 
arbitrio municipal sobre increinento del valor, corregida en un 10 
por 100 a favor del propietario# En cuanto a los edificios, se pon 
deran como factores el valor en venta debidamente justificado con 
arreglo a la situaciôn, destino y estado de la edificaciôn y la ca 
pitalizaciôn al interês legal del liquide imponible sehalado a ©fcjo 
tes de la contribuciôn territorial wbana. En cuanto a las fincas 
rüsticas, respecto a lac cuales, como es notorio, las valoraciones 
fiscales no estân en general al dîa, a fin de no prescindir de to­
do factor automâtico, se toman en consideraciôn los liquides irapo— 
nibles, segûn catastro o amillaramiente, incrementados en un 5 por 
100 en el primer caso y en un 10 por 100 en el segundo# Estos in- 
crementos deben considerarse teniendo en cuenta que, a efectos de 
depôsito, la Ley de 1939 senalaba los de 5 y 20 por 100, Del mismo 
modo que en el caso de las fincas urbanas, la inderanizaciôn es el 
promedio entre este valor fiscal y el valor en venta debidamente - 
acreditado•
Con respecto a bienes muebles, no era posible utilizer 
criterios idênticos por la prâcticamente ilimitada heterogeneidad 
del objeto a exponer# Sin embargo, en el tipo de riqueza mobiliaria
- 337 -
que con mâs frecuencia puede quedar afectado por la expropiaciôn, 
es decir, la expropiaciôn de Empresas cuyo capit^^l aparece incor- 
porado al tltulo de participaciôn, tambiôn se ha conseguido una d£ 
terminaciôn automâtica al deducir la indemnizaciôn de un promedio 
de elementos rigurosamente précisés, como son la cotizaciôn, la c£ 
pitalizaciôn de los bénéficiés distribuîdos en los très ejercicios 
inmediatamente anteriores a la expropiaciôn y el valor teôrico, sje 
gûn balance, obtenido por la diferencia existante entre el activo 
real y el pasivo exigible.
D) Page y toma de posesiôn.
Por lo que al ûltimo perîodo del procedimiento ce re- 
fiere, son de mueho menos alcance las innovaciones de la Ley. Los 
arts. 37, 39, 40 y 41 de la hasta ahora vigente han sido respeta- 
dos, al menos en su cometido esencial, limitândose las rectifica- 
ciones a detalles de redacciôn exigidos por la cencordaneia con - 
los demâs preceptos de la Ley. Singular dificultad La suscitado, 
sin embargo, el derecho de reversiôn que aquêlla reconoce en el 
art, 43. Se ha visto recogido en este precepto un principio de va 
lidez inconcusa, segûn el cual, frustrândose por una u otra razôn 
la obra o servicio que dio causa a la expropiaciôn, deben remitir 
en todo lo posible al menos los efectos eccnômicos de êsta. La - 
dificultad radica, eviden,temente, en la determinaciôn concrete del
338 -
moLiento a partir del cual puede estimarse uue de hecho concurre el 
supuesto de la reversiôn. El criterio de la legislaciôn hasta aho— 
ra vigente supedita el ejerciclo del derecho a la notificaciôn por 
la Administraciôn de la no ejecuciôn de la obra, lo que tiene el in. 
conveniente de dejar indefenso al expropiado al que no se notifica 
tal determinaciôn. Pero es sumamente difîcil dar con una régla ade- 
cuada sin poner en’ peligro todo el institute de la expropiaciôn. La 
Ley se ha limitado a intenter superar el rîgido formai!smo que la 
norma vigente supone, facilitando el ejercicio del derecho cuando - 
la. Administraciôn lleve a cabo actos que por su îndole impliquer de 
necesidad el abandono del proyecto priraitivo o la imposibilidad de 
llevarlo a cabo, lo que, por otra parte, habrâ de acreditarse en via 
administrativa, sin que en tanto no se declare el derecho se produs_ 
ca alteraciôn alguna en la situaciôn jurldica creada.
III. PPOCBDBllEÎTTOS ESPECIALES
La amplia concepciôn que, por las razones expuestas. al 
principio convicne adopter en la fijaciôn del ârnbito normative de 
la Ley, lleva' consigo, empero, r^o desconocer las peculiaridades que 
la expropiaciôn puede exigir en ciertos supuestos, sea por la indo­
le del objeto,'por la del fin, e incluso en atenciôn a la Adminis— 
traciôn que lleva a cabo la expropiaciôn.
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El critorio de la legislaciôn hasta ahora vigente es, 
por supuesto, otro, al concehirse la Loy general de expropiaciôn 
prâcticamente como limitada a las obras pûblicas del Estado, la 
Provincia y el Municipio, el legislador se ha visto obligado a r£ 
gular los supuestos especiales de la expropiaciôn por normas espe_ 
ciales, si bien con frecuencia, allî donde la excepciôn ha parec_i 
de innecesaria, ha adoptado el-procedimiento de remitirse a la l£ 
gislaciôn general. Esta Ley, al ser concebida desde un principio 
con la pretensiôn de abarcar en lo posible todo el campo a que pue 
da alcanzar la expropiaciôn, consta de preceptos que han sido re- 
daotados teniendo en cuenta los supuestos peculiares Cj incluso 
a veces, generalizando las fôrmulas que han ido' surgiendo en estos 
procedimientos por estirarias mâs valiosas, desde el punto de vis­
ta tôcnico, que las hasta ahora admitidas con carâcter general.
En cuanto no ha sido posible la reducciôn a preceptos 
ûnicos, ha parecido en todo caso preferible arbitrar, dentro de la 
Ley, procedimientos especiales en los que, en general, se ha deja_ 
do intacte la logislaciôn vigente, salvo en materias que ningûn in 
conveniente hay en genoralizar. Y como se comprende la dificultad 
de recoger las singularidades de toda la variada gama de expropia­
ciones que sea ûtil conservar, cual ocurre con las que llevan a c£ 
bo el Latrimonio Forestal del Estado y otras Administraciones ins— 
titucionalcs, en la clâusula derôgatoria se prevé el procedimiento
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a través del cual ha de hacerse expresa indicaciôn de las disposi— 
clones anteriores sohre la materia que han de continuar en vigor.
El Capitule I del Titulo III responde a una necesidad 
que se viene haciendo patente, de dîa en dîa, por el volumen de las 
obras que la Administraciôn acomete: la expropiaciôn de grandes zo­
nas. Multiplicar en estos casos.los procedimientos, toraando por ba­
se la unidad del bien expropiado, no sôlo constituye una carga pro— 
cesal considerable, sino que ademâs expo ne a diferencias de justi-^  
precio, tanto mâs sensibles cuanto que la unidad de zona détermina 
por sî sola, al menos hasta cierto punto, una unidad de valor. Por 
ello la valoraciôn en abstracto sobre polîgonos de terreno o gru- 
poB de bienes proporciona la base objetiva de valoraciôn que elim£ 
na aquellas diferencias o al menos las somete a los lîmites de pr£ 
cios mâximos y raînimos, sin que débilité las garanties del expro— 
piado, ya que cabe reolamar contra dichos lîmites en el trâmite de 
informaciôn pûblica, asî como despuês recurrir contra la valoraciôn 
del bien expropiado dentro de ellos.
Llevando a sus obligadas consecuencias la categorîa de 
expropiaciôn por interês social, la Ley consagra el Capitule II de 
este Tîtulo III a un tipo especîfico dentro de aquêlla, esto es, a 
aquel en eue la expropiaciôn viene motivada jurldicamente por el — 
incumplimiento, por parte del propietario, de aquêlla finalidad que
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con generalidad ha asignado la Ley a determinados hienes. La pecu- 
liaridad en tales casos résulta de que la expropiaciôn no es aqui 
movida por el impulse administrative, sino que es una consecuencia 
jurldica latente desde el memento en que el particular no cumple - 
con el fin social, no obstante conrainarle con la expropiaciôn la 
Ley que régula su propiedad. El interês de la Administraciôn se cen 
tra en conseguir que, efectivamente, el fin se cumpla sin extraer 
la propiedad del marco juridico de la economîa privada, de modo que, 
en principio, la Administraciôn verla frustrados sus propôsitos si 
para conseguir aquêlla aplicaciôn hubiera de expropiar a su favor.
La Ley ha intentado, y cree haberlo conseguido, conci­
lier, las exigencies idênticamente imperatives del respeto a la pro— 
piedad privada, evitando la posibilidad de expropiaciones en fraude 
legal, y del no menor respeto a la funciôn social de esa propiedad, 
al procurer ordenar un procedimiento que permita hacer posible la — 
expropiaciôn en favor de un particular con garantie en el cumpli- 
miento de la finalidad impuesta por la Ley.
Los limites estrictos que configurer, esta expropiaciôn 
vienen decididos por la exigencia de que la funciôn social de La — 
propiedad de que se trate haya sido en concreto determinada por una 
Ley, o, a lo sumo, que haya sido una Ley la que hubiera establecido 
el interês social concreto de una catégorie de bienes, facultando a 
la Administraciôn para considerar los casos concretos de aplicaciôn
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de la propia Ley# No se trata, pues, segûn claramente se précisa en 
la Ley, de dejar toda propiedad supeditada a la eventualidad de una 
expropiaciôn por un interês social indefinido o enunciado de modo 
abstracto, sino simpiemente de aquel caso en que la Ley fija al pro_ 
pietario una directiva concreta y le conmina con la expropiaciôn pa 
ra el supuesto de que lo incumpla. Con ello puede asegurarse oue la 
Ley no da en ese punto ni un paso mâs allâ en el orden de las deter 
minaciones politico—sociales, sino que se mantiene estrictamente en 
la lînea que ha alcanzado ya la legislaciôn vigente. La contribu­
ciôn de la Ley puede decirse que es, a este respecto, de orden pur£ 
mente têcnico, viniendo a generalizar un procedimiento para todos - 
estos casos, a fin de evitar el inconveniente de que el legislador 
tenga que improvisarlo cada vez que por razones politico-sociales — 
extienda la aplicaciôn del principio de la funciôn social de la pr£ 
piedad.
La estructuraciôn de este procedimiento no ha sido, ni 
mucho menos, tarea fâcil. Una pauta legal inteligente debe partir — 
en este punto de la consideraciôn de que sôlo la concurrencia, en 
alguna medida, del interês social legalmente establecido con el in— 
terês del particular fundado en la racional expectative de un béné­
ficie, puede estimular la adquisiciôn del bien de que se trata en — 
el caso de que el titular, por dejaci^n o por cualquier otro motivo, 
desoiga el mandate de la Ley. NormaImente, sôlo la Administraciôn —
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impone a su costa la utilizaciôn de un patrimonio, incluso con sa— 
crificio econôraico, para cumplir una funciôn de interês social. E£ 
to sentado, se ha estimado que el procedimiento de subastas progre 
siva8 con tipos de licitaciôn decrecientes es el ûnico, aun cuando 
en si mismo no sea ideal para conseguir actualizar la finalidad — 
social, siempre que, siquiera sea en grado ralnimo, pueda ser compa 
tible con ella un interês o bénéficié del adquirente.
Especial interês ha dedicado la Ley a las expropiacio— 
nes que implican traslado de poblaciones motivado por obras pûbli— 
cas de cierta envergadura. La materia ha sido hasta la fecha obje­
to de medidas adoptadas ante cada caso, y la reiteraciôn de êstos 
por la polîtica de transformaciôn de nuestra economîa acometida por 
el -Estado,denuncia la necesidad de normas générales. La Ley no po­
dia eludir, puesto que entran en el ârnbito de la expropiaciôn, los 
problèmes téchicos que singularmente en orden al sistema de garan­
ties suscitan estos traslados en masa, y aun cuando haya de conta£ 
se aqui con un desarrollo reglamentario muy cuidadoso, las lîneas 
bâsicas de la regulaciôn es obligado que figuren en la Ley.
En otro orden de cosas, es del mayor interês conside— 
rar la posibilidad de llevar, si no a una unidad de normas, si al 
menos a un principio législative comûn, aquêlla legislaciôn que en 
los ûltimos anos ha venido sui’giendo como eficaz instrumento de la 
acciôn social del Estado en el orden agrario. Pero hubiera sido po
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C O  conveniente intentar raodificaciones de gran alcance en el proce— 
dimiento expropiatorio que utilize para el cumplimiento de sus fi­
nes el Institute Nacional de Colonizaciôn, mâxime cuando reciente- 
mente, con ocasiôn de la Ley de Transformaciôn y Distribuciôn de - 
la Propiedad de las grandes zonas regables, se han llevado a cabo 
las reformas précisas en la materia para conseguir una tramitaciôn 
eficaz.
El capitule dedicado a la expropiaciôn por Entidades Ijo 
cales no altera fundarnentalmente la legislaciôn hasta ahora vigente, 
sino en cuanto ésta pudiera remitirse a la legislaciôn general de - 
expropiaciôn, respetândose las especialidades de la reciente Ley de 
Pêgimen local,
Los otros dos procedimientos especiales previstos, el 
de la expropiaciôn que tenga por objeto bienes de valor artistico, 
histôrico y arqueolôgico, y el referente a expropiaciones por la ad 
ministraciôn inilitar, no suponen modificaciones de alcance signifi­
cative sobre la legislaciôn hasta ahora vigente en la materia. Su 
inclusiôn en tal concepto de procedimientos especiales responde ex— 
clusivamente al ya razonado criterio de moderar en lo posible la di£ 
persiôn de las normas légales y reglamentarias que regulan la expro­
piaciôn.
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IV. INDEianZACIONES POR OCUPACION TEMPORAL Y OTROS DANOS
Asimismo, fuera de ligerîsiraas alteraciones de redacciôn 
para conseguir una concordancia en el contexte legal o para adaptar 
los preceptos a la denominaciôn y oompetenoia actual de Autoridades 
y Organismes, la materia de ocupaciones temporales aparece en la Ley 
reproduciendo prâcticamente las normas de la legislaciôn hasta ahora 
vigente. No obstante, en atenciôn al mismo principio de actuaciôn - 
del interês social, se ha configurado tambiên como supuesto de ocu­
paciôn el caso de que la Administraciôn, no habiendo atendido el pr£ 
pietario a la finalidad social del bien de su propiedad, tal como e_s 
tuviera legalmente establecida, estimara conveniente, en vez de pro­
céder a la expropiaciôn, ocupar aquêlla, a fin de realizar los traba 
jos précises para hacer efectiva la aplicaciôn o destino consignados 
por la Ley. Tampoco en este punto se hace otra cosa que intentar una 
construcciôn general de numérosos preceptos aislados que han establ£
cido esta soluciôn para casos concretos. La indemnizaciôn se deternû
na aquî automâticamente mediante el abono de una renta apreciada en 
el valor del lîquido imponible. La severidad que en este caso rige la 
compensaciôn obedece a que de una u otra manera se parte de una in- 
fracciôn de la Ley por el particular que deja incumplida la directiva 
social. Asimismo, se ha previsto que la Administraciôn se réintégré 
adecuadamente de su actividad caso de conseguirse mejotas, como serâ 
lo mâs frecuente. Tambiên se ha incluido en este capitule la inter­
venciôn estatal de empresas mercantiles, en los supuestos excepciôn^
les que contempla, de acuerdo con la legislaciôn vigente.
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En el Capitule II del Tîtulo IV es donde se ha intentado 
formula? bases légales de la teorîa, razonada al principio, de la in 
demnizaciôn por dahos. A lo dicho en aquel lugar conviene ahadir ah£ 
ra que los criterios adoptados se inspiran en normas aisladas de nue£ 
tra legislaciôn, a la que le falta una formulaciôn explicita del prir 
cipio de responsabilidad, bien que por lo demâs no sean numerosas t£ 
les normas.
Ptescindiendo del art. 120, en que se régula la inderani­
zaciôn por dahos producidos a consecuencia de las medidas que las au. 
toridades civiles consideraren imprescindibles por graves razones de 
orden o seguridad pûblicas, epidemias, inundaciones, etc., con lo que 
no se hace sino dar una forma sistemâtica a preceptos aislados del - 
Eeglamento de Epizootias y de la Ley de Aguas, intentando una genera, 
lizaciôn mâs comprensiva, debe hacerse una advertencia importante: 
la previsiôn contenida en el art. 121 de indemnizar las lesiones pr£ 
vocadas por el funcionamiento normal o anormal de los servicios pû- 
blicos, o la. adopciôn de medidas que, como discrecionales, no sean - 
impugnables en vîa contenciosa, no se formula con alcance y términos 
ilimitados, sino que estrictamente se contraen a las lesiones sobre 
los bienes y derechos objeto de la Ley de Expropiaciôn; en otra for­
ma, no se hace sino extender el principio de la justa indemnizaciôn, . 
desde la privaciôn jurldica de la propiedad por razôn de utilidad pu
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blica a la privaciôn o menoscabo de la misma acaecida, de hecho, 
coiro inevitable efecto de la acciôn administrative. Ir mâs allâ 
hubiera sido desbordar los limites têcnicos que el objeto impone a 
una Ley de expropiaciôn.
V. garawtLis jueisdiccioîiales
En la medida en que la Ley ha apreciado la necesidad de 
configurer la expropiaciôn, considerando todo el campo a que hoy se 
extiende la acciôn de la Administraciôn, se ha hecho cargo de la na 
cesidad de compenser jurldicamente tan amplio desarrollo con un si£ 
tema eficaz de garanties, que fueran la proyecciôn têcnica del so- 
lemne principio consagrado por el art. 32 del Fuero de los Espano­
ies .
La expropiaciôn irregular, cuyo concepto se construye 
en el art. 125 dentro de los limites de las garanties del articule 
citado del Fuero, ha sido tratada, conforme al criterio tradicionai 
de nuestra legislaciôn, como un caso en el que la normal excepciôn 
que defiende a la Administraciôn frente a los interdictos, es a su 
vez objeto de excepciôn, Y dentro del supuesto de expropiaciôn no 
regular se ha incluido como caso concrete el de vicie en el proce­
dimiento expropiatorio declarado por sentencia firme, siendo aquêl 
de tal entidad que irapidiere a la Administraciôn la legal ocupaciôn 
del bien.
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La especial menoi<5n de las acciones posesorias no im- 
plica imposibilidad de utilizar otros medics prooesales reconoci- 
dos por las Leyes, sine que, como se ha dicho, aquella menciôn 
sulta obligada, a fin de neutraliaar la régla general prohibitive 
de les interdictos contra la Administraciôn. Por ello, y por adu- 
cir un ejemplo concrete, se ha omitido toda referenda al procéda 
miento del art, 4I de la Ley Hipotecaria, ya que, habiêndose recp^  
nocido por distintas vîas que puede utilizarse contra la Adminis— 
traciôn, era innecesario aludir al mismo de modo expreso.
Cuidadosamente se ha estudiado la conveniencia de man. 
tener o no el limite minime de lesiôn econômica de la indemniza- 
ciôn establecido por el art. 35 de la Ley hasta ahora vigente, al 
reconocer recursos contenciosos en cuanto al fonde, sôlo para el 
caso de que la lesiôn alcance cuando menos la sexta parte del ver 
dadero justiprecio. En el orden de les principles se ha estimado 
évidente que, en general, si bien no es deseable supeditar la prp_ 
tecciôn procesal a la entidad econômica del daho, ês negative, 
desde el punto de vista de la economia procesal, un sistema que - 
obligue a poner en marcha todo el aparato procesal, incluse fal- 
tando toda base de interês o siendo êste insignificante. Se trata, 
empero, de una cuestiôn de apreciaciôn en la que no pueden adoptai^  
se criterios dogmâticos.
-  Q4q -
En materia de ejecuoiôn de santencias de la juriedic- 
ciôn oontenciosa no era lôgicaraente posible intenter dar un paso 
sobre las normes clâsicas que rigen esta jurisdicoiôn. A ellas, 
pues, se remits la Ley, sin mâs que préciser que de la sentenoia 
firme se remitirân copias al Lepartaraento interesado y a les de la 
Presidencia del Gobierno y de Hacienda, a les ofectos de su ejecu- 
oiôn.
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